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HECHOS Y ACTOS JURÍDICOS 

 

Concepto: 

Para llegar al concepto de hecho jurídico debemos conceptuar en primer lugar, que entendemos por hecho. 

Hecho: es todo acontecimiento que se presenta en el mundo de nuestras percepciones. 

Los hechos a su vez pueden ser: 

• Hechos no Jurídicos: Son aquellos hechos que no afectan el orden jurídico. Por ejemplo, la lluvia, el viento, 

en tanto y en cuanto no se transformen en catástrofes. 

• Hechos Jurídicos: Las diferentes relaciones jurídicas, se dan por determinados hechos de la realidad que el 

derecho ha captado y ha dado a esos hechos relevancia, produciendo efectos en el campo jurídico. 

ARTÍCULO 257. Hecho jurídico El hecho jurídico es el acontecimiento que, conforme al ordenamiento 

jurídico, produce el nacimiento, modificación o extinción de relaciones o situaciones jurídicas. 

Detrás de un testamento, un contrato, de cazar y de pescar, del hecho material de alambrar un campo, etc., 

existen conductas humanas que a veces buscan premeditadamente una consecuencia jurídica. 

Por ejemplo al cazar la persona buscó una finalidad recreativa, de allí que el derecho le reconozca el 

derecho real de dominio sobre las cosas que obtuvo. 

En principio, todos los hechos que se dan en la realidad social pueden tener consecuencias jurídicas. Un 

mismo hecho, según las circunstancias, independientemente de las conductas que intervienen en él, 

pueden traer consecuencias jurídicas. 

Basta que exista la posibilidad de que un acontecimiento produzca un cierto efecto jurídico para que el 

ordenamiento legal pueda considerarlo como hecho jurídico. 

Los hechos jurídicos pueden provenir de la naturaleza —el granizo que destruye la cosecha, el nacimiento, 

la muerte— o pueden consistir en hechos humanos.  

También los estados psíquicos pueden constituirse en hechos jurídicos, en tanto se exterioricen o puedan 

ser exteriorizados o inferidos a partir de otros hechos. Así, por ejemplo, la intención de causar un daño que 

es captada por el derecho para agravar la responsabilidad del agente o el dolo, entendido como 

maquinación enderezada a engañar a otro, o la mala fe.  

Los hechos futuros, o la probabilidad de que existan, también pueden ser considerados hechos jurídicos. En 

cualquiera de esos casos, siempre es el ordenamiento el que les atribuye aptitud para cambiar o modificar 

situaciones preexistentes y para configurar situaciones nuevas. Es preciso, que estos se manifiesten sobre 

las relaciones y situaciones jurídicas.  

La fuente productora de efectos tiene por único fundamento el ordenamiento jurídico que abarca no solo a 

la ley, sino a las otras fuentes del derecho objetivo como la costumbre, la jurisprudencia, los principios 

generales del derecho, la autonomía de la voluntad y toda otra que califique como productora del 
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nacimiento, modificación o extinción de relaciones o situaciones jurídicas; es este el que establece cuáles 

son los hechos que le van a interesar y cuáles no.  

Por eso, la doctrina suele distinguir entre los hechos que no producen consecuencias jurídicas de los otros 

que sí las producen, que son los hechos jurídicos, aunque no hay un catálogo cerrado de unos y otros.  

En cuanto a los hechos de la naturaleza o externos, no quedan excluidos de la calificación de hechos 

jurídicos hasta tanto no se verifique en un caso concreto si produjeron o no consecuencias que interesan al 

derecho; esta afirmación queda más clara con la actual redacción. Así, cabe señalar el ejemplo del rayo que 

cae en un campo: si arruina la cosecha y el productor no puede entregar lo prometido, ese hecho podrá ser 

el antecedente fáctico de la imposibilidad de pago; en cambio, si no produce ningún daño o este es 

irrelevante y no tiene incidencia en el mundo que interesa al derecho, no pertenecerá a la categoría de 

hecho jurídico.  

Clasificación de los hechos jurídicos: 

Los hechos jurídicos pueden ser: 

1. Hechos jurídicos naturales o no humanos 

Son aquellos cuya causa es extraña al hombre. Por ejemplo, la muerte por causas naturales, los terremotos. 

2. Hechos jurídicos humanos 

Son aquellos hechos que provienen del hombre, revisten el carácter de actos. 

Estos hechos o actos humanos, pueden ser voluntarios o involuntarios 

 Actos voluntarios:  

Los actos voluntarios pueden ser: 

• Actos voluntarios lícitos: 

Son aquellos actos voluntarios que se efectúan conforme a la ley. 

Pueden ser además: 

a) Simples actos lícitos: Son aquellos en los cuales las partes no tienen finalidad inmediata producir efectos 

jurídicos, pero puede producirlos. Por ejemplo, la caza o la pesca deportiva. 

ARTÍCULO 258.- Simple acto lícito. El simple acto lícito es la acción voluntaria no prohibida por la ley, 

de la que resulta alguna adquisición, modificación o extinción de relaciones o situaciones jurídicas. 

b) Actos jurídicos: tiene como finalidad inmediata producir efectos jurídicos. Por ejemplo, contraer 

matrimonio. 

ARTÍCULO 259.- Acto jurídico. El acto jurídico es el acto voluntario lícito que tiene por fin inmediato la 

adquisición, modificación o extinción de relaciones o situaciones jurídicas. 

• Actos voluntarios ilícitos:  

Son aquellos actos reprobados por la ley, cuando causan daño a otro en razón de la culpa o dolo imputable 

al autor. Habrá delito cuando exista dolo en el autor que obra, es decir, intención de causar daño. En 

cambio habrá cuasidelito cuando exista en el autor que obra culpa, es decir, la ausencia de intención de 

causar daño. 

 Actos involuntarios:  
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ARTÍCULO 261.- Acto involuntario. Es involuntario por falta de discernimiento: 

a. el acto de quien, al momento de realizarlo, está privado de la razón; 

b. el acto ilícito de la persona menor de edad que no ha cumplido diez años; 

c. el acto lícito de la persona menor de edad que no ha cumplido trece años, sin perjuicio de lo 

establecido en disposiciones especiales. 

 

Hechos de la naturaleza y hechos humanos: 

Los hechos que interesan al derecho —hechos jurídicos— pueden emanar “de la naturaleza” por oposición 

a los “hechos humanos”.  

Tradicionalmente se distinguen unos de otros porque en los hechos de la naturaleza no interviene el ser 

humano.  

La doctrina más reciente afirma, en cambio, que deben ser tratados como hechos de la naturaleza también 

aquellos en los que participa el ser humano pero como ente biológico, como es el caso del nacimiento, la 

muerte o la enfermedad. Es decir, en este caso la intervención humana no es decisiva porque los efectos 

jurídicos de la muerte se producen con prescindencia de su voluntad.  

Los hechos humanos, en cambio, son aquellos que emanan directamente de un sujeto, siempre y cuando 

no sea producto de actos inconscientes o reflejos.  

Efectos del hecho:  

 Hechos constitutivos o que producen el nacimiento de situaciones o relaciones jurídicas:  

Son constitutivos los hechos jurídicos que tienen como consecuencia el nacimiento o adquisición de una 

situación o relación jurídica.  

La adquisición puede ser originaria o derivada. Es originaria cuando la atribución del derecho no se funda 

en otro derecho antecedente (usucapión), mientras que es derivada cuando la adquisición se relaciona con 

otra que aparece como antecedente y condiciona o limita los alcances de aquella (compraventa, cesión de 

créditos).  

La adquisición puede ser traslativa cuando el derecho se transfiere integralmente a un nuevo sujeto y 

queda excluido el anterior titular, en tanto es constitutiva cuando el autor conserva el derecho 

constituyente. No se trata de una enajenación, sino de un gravamen. Es el caso de los derechos reales 

sobre cosa ajena (usufructo, servidumbre) o los derechos reales de garantía (hipoteca, prenda).  

 Hechos extintivos:  

Los hechos extintivos son aquellos que, por el contrario, ponen fin a los derechos. Las causas de la extinción 

son múltiples. En principio, pueden producirse por voluntad del titular (venta, renuncia) o por razones 

extrañas a la voluntad: muerte, desaparición del objeto.  

 Hechos modificativos:  

Las modificaciones son las contingencias o vicisitudes que se producen entre el nacimiento y la extinción de 

una relación jurídica y que no modifican los elementos de la relación o situación jurídica. La modificación 
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puede producirse por cambio en los sujetos (por ejemplo, por cesión efectuada por el acreedor, por muerte 

del acreedor o del deudor, situación en que los herederos ocupan su lugar); o por modificaciones en el 

contenido que puede producir mayor eficacia en el derecho (por ejemplo, por constitución de seguridades 

o garantías para el cumplimiento de la obligación, como fianzas o hipotecas).  

Situaciones y relaciones jurídicas:  

El CCyC califica los hechos jurídicos por la producción de efectos que se proyectan sobre las situaciones y 

relaciones jurídicas.  

Por situaciones jurídicas deben entenderse determinadas calificaciones que las normas atribuyen a 

personas, cosas y actos. Es un modo permanente y objetivo de estar alguien con respecto a otro que 

habilita a aquel titular para el ejercicio indefinido de poderes o prerrogativas mientras tal situación 

subsista. Ej. Cónyuge, víctima de un hecho ilícito. 

La relación jurídica, por su parte, se configura como un vínculo que el derecho objetivo establece entre 

personas al atribuir a una ellas el poder de imponer a la otra un determinado comportamiento. Las 

relaciones jurídicas encuentran el sustrato en las relaciones sociales, en la vida cotidiana; son infinitas, 

esencialmente variables y están destinadas a agotarse. Son ejemplo de esta categoría las obligaciones que 

surgen de un contrato o de un hecho ilícito. 

Simple acto lícito: 

ARTÍCULO 258. Simple acto lícito El simple acto lícito es la acción voluntaria no prohibida por la ley, de la que 

resulta alguna adquisición, modificación o extinción de relaciones o situaciones jurídicas.  

Los simples actos lícitos son aquellos hechos humanos, voluntarios, no prohibidos por el ordenamiento 

normativo que producen efectos con independencia de la voluntad de las partes.  

Es la ley la que deriva los efectos de la conducta consciente y voluntaria de la persona, aunque sus efectos 

son producidos directamente por imposición del ordenamiento jurídico, más allá de si las partes quieren o 

no producir tales efectos. Así, por ejemplo, quien escribe una canción por placer no piensa, mientras lo 

hace, que el ordenamiento legal protege su creación intelectual y le asigna la paternidad de la obra.  

Los simples hechos lícitos se refieren a los actos voluntarios que no son contrarios al ordenamiento jurídico 

y que tampoco tienen por fin inmediato la producción de efectos sobre las situaciones y relaciones 

jurídicas. Esta última es la diferencia esencial entre simple acto lícito y el acto jurídico.  

En relación a estos últimos, las personas tienen por fin inmediato producir efectos en el mundo del 

derecho, mientras que en los simples actos lícitos es el derecho el que deriva los efectos del acto con 

prescindencia de la voluntad o del querer del sujeto, es decir, no se producen ex voluntate, sino ex lege. 

Así, por ejemplo, el derecho de pensar, caminar libremente, ejercer alguna facultad; también cabe incluir la 

apropiación de las cosas abandonadas; la percepción de los frutos.  

Estos actos, aunque en sí mismos no sean jurídicamente significativos, pueden serlo si, por ejemplo, su 

ejercicio le es impedido al titular, de manera que provocan la reacción del ordenamiento jurídico, el cual 

podrá restablecer el derecho vulnerado y sancionar —si fuere el caso— al responsable.  

Importancia de la distinción entre el simple acto lícito y el acto jurídico:  
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La distinción tiene enorme incidencia práctica porque los vicios de la voluntad y el régimen de las nulidades 

solamente se aplican a los actos jurídicos y no a los simples actos lícitos. Recuérdese que en este último 

caso es irrelevante la voluntad del sujeto para que el acto lícito produzca efectos, de modo que si por 

cualquier razón la voluntad está viciada en alguno de los elementos —discernimiento, intención y 

libertad— los efectos no se verían alterados.  

Acto voluntario. 

ARTÍCULO 260. Acto voluntario El acto voluntario es el ejecutado con discernimiento, intención y libertad, que 

se manifiesta por un hecho exterior.  

Para ser reputado como voluntario es preciso que el acto sea ejecutado con discernimiento, intención y 

libertad y, al propio tiempo, que se exteriorice. Los tres primeros requisitos constituyen los elementos 

internos de la voluntad y el cuarto, el elemento externo; si falta alguno de ellos, el acto será nulo. La 

configuración de los elementos internos del acto se presume, el que alegue lo contrario deberá probar que 

se presentan algunas de las causas obstativas.  

Cuando falta cualquiera de ellos, el acto ha de reputarse involuntario.  

Condiciones internas: 

 Discernimiento:  

Es una aptitud de la inteligencia que permite distinguir lo verdadero de lo falso, lo justo de lo injusto, lo 

conveniente de lo inconveniente de las acciones humanas. Se trata de estados de conciencia que permiten 

al sujeto apreciar las consecuencias de sus acciones, de acuerdo a lo sostenido por Brebbia.  

El discernimiento se presume y quien invoca lo contrario debe acreditarlo. Son causas obstativas del 

discernimiento la inmadurez de la persona en razón de su edad o por la alteración de las facultades 

mentales. El CCyC reputa involuntario el acto lícito realizado por personas menores de trece (13) años, los 

actos ilícitos ejecutados por quienes no alcanzaron la edad de diez (10) años y los actos llevados a cabo por 

quien, al momento de realizarlos, se encontraba privado de razón.  

 Intención:  

Supone la aptitud para entender el acto concreto que se realiza. Se diferencia así del discernimiento que si 

bien importa un estado de conciencia, se refiere a la aptitud genérica para llevar a cabo actos jurídicos. La 

falta de discernimiento excluye la intención, pero no a la inversa. Suprimen la intención tanto el error como 

el dolo. Los actos humanos se presumen realizados con intención, quien alegue que se ejecutaron por error 

o dolo, deberá probarlo.  

 Libertad:  

La libertad es la facultad de elegir entre distintas alternativas espontáneamente, esto es, sin coacciones. 

Por tanto, suprimen la libertad, la fuerza, el temor o intimidación. 

Los actos humanos se presumen libres, de manera que las situaciones de excepción que obstan a la 

celebración de un acto libre y sin vicios deben demostrarse; por ejemplo, las causas externas que han 

influido en la voluntad de la persona con la finalidad de coartar la libertad.  

Condiciones externas: 
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 Forma:  

Para que un acto sea considerado voluntario es necesario que la voluntad sea manifestada por hechos 

exteriores que demuestren su existencia. 

Acto involuntario. 

ARTÍCULO 261. Acto involuntario Es involuntario por falta de discernimiento:  

a) el acto de quien, al momento de realizarlo, está privado de la razón;  

b) el acto ilícito de la persona menor de edad que no ha cumplido diez años;  

c) el acto lícito de la persona menor de edad que no ha cumplido trece años, sin perjuicio de lo establecido en 

disposiciones especiales.  

El CCyC establece aquellos supuestos en que se considera que el acto fue ejecutado sin discernimiento. Uno 

de ellos es la privación de la razón al tiempo de su celebración; aquellos actos que fueran realizados en ese 

estado son nulos, en tanto que se consideran inimputables los hechos ilícitos que pudo haber cometido una 

persona bajo la influencia de las causales que le produjeron perturbación mental. Esto último, siempre que 

dicha circunstancia se verifique en el mismo momento de llevar a cabo ese hecho. 

Tampoco se consideran voluntarios los hechos ilícitos cometidos por las personas que no cumplieron diez 

años de edad y los lícitos ejecutados por los menores de trece años —incs. a y c—.  

En el caso de las personas afectadas por algún problema de salud mental, la carga de la prueba sobre si el 

sujeto obró o no con discernimiento dependerá de que se trate de una persona declarada incapaz (art. 32 

in fine) o bien de una persona cuya capacidad ha sido restringida a determinados actos. En el primer 

supuesto se presume la falta de discernimiento, mientras que en el segundo solamente se presume dicha 

falta respecto de los actos expresamente prohibidos en la sentencia que restringe la capacidad.  

Privación accidental de la razón:  

Los estados transitorios o accidentales de inconsciencia o perturbación mental que privan a las personas de 

discernimiento, tal es el caso de las personas que se encuentran bajo influencia de alguna sustancia que 

alteró la psiquis, o bajo los efectos del alcohol, de las drogas o de algún evento traumático —físico o 

psicológico— o bien de cualquier otra circunstancia que hubiera provocado pérdida transitoria de la aptitud 

para comprender.  

Cuando la persona actúa en condiciones de perturbación mental, falla el elemento voluntario del acto y, 

por tanto, si se trata de un acto ilícito, el sujeto resultaría inimputable. En cambio, si en ese estado realizó 

un acto lícito, será declarado nulo.  

Causas obstativas del discernimiento:  

Obstan al discernimiento la inmadurez en razón de la menor edad y las alteraciones mentales.  

1) Discernimiento de las personas menores de edad:  

Al respecto cabe distinguir según se trate de los actos lícitos o ilícitos.  

a) Las personas menores y el discernimiento para los actos lícitos: el CCyC traza dos líneas divisorias. Así, 

incorpora al “niño” y al “adolescente”. Son niños las personas menores hasta los trece (13) años. A partir de 

allí y hasta los dieciocho (18) años de edad, son considerados adolescentes.  



7 
 

 

Materia: Derecho II                                                                                    Profesora: Dra. Mara L. Díaz 

Entre los trece y los dieciséis años tienen capacidad de ejercicio a efectos de tomar decisiones vinculadas al 

cuidado de su propio cuerpo siempre que no resulten invasivos, ni comprometan su estado de salud o 

provoquen un riesgo grave en su vida o integridad física.  

En cambio, cuando se trata de tratamientos que comprometen su salud, su integridad física o la vida, se 

prevé que el adolescente preste su consentimiento junto con la asistencia de los progenitores. A partir de 

allí —dieciséis años— son considerados adultos para tomar cualquier tipo de decisiones vinculadas al 

cuidado de su propio cuerpo. Luego de la incorporación de la CDN a la Constitución Nacional (art. 75, inc. 

22) y de la sanción de la ley 26.061, se incorpora a nuestro sistema jurídico el régimen de las capacidades 

progresivas. El Código profundiza en el régimen de capacidades graduales, principalmente para los actos 

personalísimos.  

b) Discernimiento para los actos ilícitos: niños menores de diez años: se consideran efectuados sin 

discernimiento los hechos ilícitos cometidos por personas que no han cumplido diez (10) años.  

La ratio legis se funda en que las personas están en condiciones de distinguir a más temprana edad lo 

bueno de lo malo.  

2) Pérdida accidental de la razón:  

Es causa que obsta al discernimiento la enfermedad mental siempre que tenga incidencia en el momento 

de la celebración del acto. En cuanto a la responsabilidad de las personas que fueron sometidas a juicio de 

restricción de la capacidad o que fueron declaradas incapaces, no es posible asimilar su responsabilidad por 

los actos ilícitos.  

Tanto la Ley Nacional de Salud Mental como el CCyC exigen que en la sentencia el juez disponga cuáles 

actos son los que la persona no puede otorgar por sí y requieren de la designación de apoyos o de un 

curador.  

Con relación a los hechos ilícitos no existe una directiva concreta, de modo que si la persona invoca que se 

encontraba privada de discernimiento al momento de realizar el acto —o “privada de razón”, como lo llama 

el CCyC— deberá acreditarlo.  

Acto voluntario: Condiciones externas: 

ARTÍCULO 262. Manifestación de la voluntad Los actos pueden exteriorizarse oralmente, por escrito, por 

signos inequívocos o por la ejecución de un hecho material.  

Al regular el elemento externo, el CCyC indica cuáles son los canales o las vías por los cuales la voluntad 

puede exteriorizarse.  

Se mencionan las formas en que la voluntad puede exteriorizarse para que sea perceptible. Dice Brebbia 

que la voluntad vale en la medida en que se la exterioriza, debe salir del plano de la conciencia a fin de 

hacerse reconocible por otras personas, destinatarios directos o indirectos de dicha exteriorización. Así, 

establece que puede ser en forma expresa o tácita, por signos inequívocos o por la ejecución de un hecho 

material.  

La declaración de la voluntad importa un acto de comunicación de la intención de una persona hacia otra/s.  
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La exteriorización de la voluntad como elemento esencial del acto voluntario Para que el acto produzca 

efectos en el mundo jurídico es preciso que se exteriorice, por cuanto los que permanecen en la esfera 

íntima de las personas no son susceptibles de ser conocidos. Hay declaración de voluntad cuando la 

manifestación consiste en un hecho del lenguaje mediante el cual la persona que la formula tiende a hacer 

conocer a otro u otros sujetos, determinados o no, su voluntad respecto de cierta cuestión. Puede 

realizarse en forma oral, por escrito o por signos inequívocos que pueden surgir de la práctica, de los usos y 

costumbres del lugar. En cambio, no existe equivalencia entre manifestación y declaración de voluntad por 

cuanto hay manifestaciones que no son declaraciones. 

Formas de expresión de la voluntad  

Pueden ser positivas o negativas. Entre las primeras, se destacan la expresión verbal, por un lado, y la 

escrita por el otro.  

La primera es informal, rápida, pero insegura y de difícil prueba, porque cuando las partes en conflicto 

discrepan sobre lo que convinieron o el sentido que le han dado a las palabras, se hace de difícil prueba el 

contenido o la extensión de la voluntad.  

La expresión escrita, en cambio, es más confiable, aunque se trate de la voluntad relevada en un 

instrumento privado porque, aun frente a la negativa de la firma o del contenido, siempre existe alguna 

manera de relacionar el instrumento con el autor. Por supuesto, la mayor certeza se alcanza con los 

instrumentos públicos que prueban por sí mismos su autenticidad.  

 Signos inequívocos  

Los signos inequívocos o hechos materiales consisten en realizar gestos que tienen significados muy 

precisos e inconfundibles. Así, por ejemplo, cuando se paga el boleto del colectivo, se sube al subterráneo o 

se levanta la mano en una asamblea, nadie duda del sentido en que se expresa la voluntad. Los signos 

inequívocos respecto de determinados objetos permiten lograr certeza respecto del significado.  

 Hechos materiales:  

La ejecución de un hecho material. Al respecto, la conducta posterior de las partes constituye una valiosa 

interpretación de la voluntad, ya que sirve para explicar el acto y sus alcances.  

 Presumida por la ley:  

La manifestación de la voluntad en este caso es ficticia porque la ley extrae una consecuencia de 

determinadas circunstancias.  

Silencio como manifestación de la voluntad: 

ARTÍCULO 263. Silencio como manifestación de la voluntad El silencio opuesto a actos o a una 

interrogación no es considerado como una manifestación de voluntad conforme al acto o la interrogación, 

excepto en los casos en que haya un deber de expedirse que puede resultar de la ley, de la voluntad de las 

partes, de los usos y prácticas, o de una relación entre el silencio actual y las declaraciones precedentes.  

Contiene excepciones por las cuales se atribuye al silencio un valor. Se trata de supuestos en que se 

entiende que más que el ejercicio de un derecho o una facultad, se incurre en reticencia en la medida que 

se esquiva una respuesta que puede entorpecer o perjudicar a los demás.  
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Por tanto, el derecho hace un juicio de ponderación entre el silencio en determinados casos y la necesidad 

de expedirse, y asigna determinado valor.  

Esos supuestos son los siguientes:  

a) Cuando existe un deber de expedirse que resulte de la ley:  

Existe obligación de explicarse por la ley cuando esta impone al silencio una determinada consecuencia o 

efecto. Así, la incomparecencia a la audiencia confesional o la negativa injustificada a responder, autoriza a 

tener por cierto lo que afirma el ponente; o bien cuando se cita a una persona en juicio para que reconozca 

la firma que se le atribuye en un instrumento privado. Si no comparece, se lo tiene por reconocido.  

b) Se infiere de la voluntad de las partes, de los usos y prácticas:  

En ejercicio de la autonomía de la voluntad, las partes también pudieron haber estipulado que, en caso de 

no responder en determinado plazo algún requerimiento o interrogación formulada por la otra, importará 

aceptación o negativa a la formulación efectuada. La norma incorpora también las inferencias del silencio 

que pueden surgir de los usos y prácticas.  

c) Cuando del silencio actual comparado con declaraciones precedentes, resulta una inequívoca 

inferencia que tiene un significado:  

Este es el caso en el que el silencio, unido a otras manifestaciones, puede ser tomado en cuenta como 

expresión de la voluntad. Se trata de un supuesto susceptible de interpretación y será el juez quien 

interprete que el silencio actual, en comparación con las declaraciones anteriores, significa consentimiento 

o aceptación. Esta circunstancia se presenta cuando el empleador guarda silencio frente a la intimación 

efectuada por el trabajador para considerarse despedido. Dicha actitud importa admitir la relación de 

trabajo que es el presupuesto de configuración de distintas contingencias posteriores (por ejemplo, el 

presunto despido indirecto y la procedencia de la indemnización). También se verifica cuando el comprador 

que adquiere periódicamente mercaderías nada dice frente al silencio del vendedor de que ha aumentado 

el precio y las recibe.  

Manifestación tácita de la voluntad: 

ARTÍCULO 264. Manifestación tácita de voluntad La manifestación tácita de la voluntad resulta de los actos 

por los cuales se la puede conocer con certidumbre. Carece de eficacia cuando la ley o la convención exigen 

una manifestación expresa. 

Definición: La declaración tácita de la voluntad es el resultado de la conexión de distintos actos cumplidos 

por una persona que ponen de manifiesto la existencia de una voluntad determinada, con prescindencia de 

la intención que hubiera tenido el sujeto de exteriorizarla. No está directamente enderezada a realizar una 

manifestación de la voluntad, sino que se infiere del comportamiento del agente, razón por la que también 

se la denomina “indirecta”. Así ocurre cuando se recibe el capital sin hacer reserva de los intereses porque 

en tal caso se presume el pago total de la deuda.  

Configuran una manifestación tácita de la voluntad los supuestos en los que el acreedor devuelve al deudor 

el instrumento donde consta la obligación, circunstancia que lleva a inferir la liberación del deudor, ya sea 

por haber pagado o porque el acreedor hizo remisión de la deuda; la persona que recibe habitualmente 
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mercadería de un comerciante y no la rechaza, sino que la vende, significa que la ha aceptado. Idéntica 

conclusión se impone si alguien consume una gaseosa en el interior de un supermercado antes de pagarla. 

En esos casos se infiere inequívocamente la declaración de voluntad.  

Finalidad La expresión tácita tiene por finalidad proporcionar elementos para interpretar de qué forma se 

interpreta la voluntad del emisor, aun cuando el sujeto no haya actuado con el propósito de manifestarla. 

Esto significa que si el mandatario ejecuta la encomienda en silencio es porque aceptó el mandato.  

Requisitos de la manifestación tácita de la voluntad:  

Para que la expresión tácita de la voluntad sea relevante, es preciso que se configuren tres requisitos.  

1) requisito positivo: es que la voluntad pueda conocerse con certidumbre a través de la conducta. 

Vale decir, resulta imprescindible que el hecho sea incompatible con una voluntad contraria a la 

que se desprende de la manifestación, de acuerdo con el principio de la buena fe.  

2) requisito negativo: es que la ley no tiene que exigir una manifestación expresa o imponer que la 

voluntad se exteriorice —en forma exclusiva— de una determinada manera; v. gr., cuando impone 

la forma ad solemnitatem, como por ejemplo, la escritura pública para las donaciones de inmuebles 

o bienes muebles registrables.  

3) Finalmente, tampoco las partes tuvieron que haber supeditado la obligatoriedad del acto al 

cumplimiento de algunas formalidades. Es un supuesto de aplicación de la autonomía de la 

voluntad en materia de forma (art. 284) que provoca que el negocio jurídico carezca de validez 

cuando las partes, apartándose del principio genérico de libertad, han establecido que sea 

expresado bajo determinada formalidad. 

Vicios de la voluntad. 

I. Error como vicio de la voluntad:  

Concepto: 

Se entiende por “error” el falso conocimiento de la realidad de las cosas. Es un vicio de la voluntad que 

afecta la intención del sujeto, como elemento interno del acto voluntario; de no haber tenido un falso 

conocimiento de las cosas, la persona jamás hubiera celebrado el acto. Puede recaer sobre algún elemento 

de hecho, contenido o presupuesto del acto; en tal caso se tratará de error de hecho. En cambio, el error 

de derecho es el que recae sobre el alcance, la existencia o la vigencia de las normas jurídicas.  

Clases de error:  

1. Error de derecho: 

El error de derecho no puede ser invocado para anular los actos, salvo en los casos que menciona el art. 8° 

CCyC. Si una persona comete un ilícito no puede eximirse de las consecuencias de los daños. Sin embargo, 

la ley establece que el error de derecho sirve de excusa solamente en aquellas circunstancias que 

excepcionalmente prescribe; ello ocurre en el caso del heredero aparente o poseedor de la herencia de 

buena fe.  

2. Error de hecho:  
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ARTÍCULO 265. Error de hecho El error de hecho esencial vicia la voluntad y causa la nulidad del acto. Si el 

acto es bilateral o unilateral recepticio, el error debe, además, ser reconocible por el destinatario para causar la 

nulidad.  

Requisitos:  

Para que el error cause la nulidad del acto debe tratarse de:  

a) error esencial; y  

b) ser el móvil determinante de la voluntad de quien ha errado. Cuando se trata de actos jurídicos 

bilaterales o unilaterales recepticios, para que el error cause la nulidad, debe ser reconocible por el 

destinatario.  

Se protege, así, la buena fe y la seguridad en el tráfico, figuras compatibles con el deber de información que 

integra la estructura elemental del derecho contemporáneo.  

Clasificación del error de hecho:  

 El error se clasifica en esencial y accidental:  

Error esencial: se refiere al elemento del acto que se ha tenido en mira al tiempo de su celebración.  

Error accidental: Si, en cambio, recae en circunstancias accesorias o intrascendentes es inhábil para 

producir la invalidez del negocio.  

Para que cause la nulidad, no basta que se trate de un error de hecho, sino que la norma exige que sea 

esencial. Se trata de impedir que por cualquier error sin entidad se perjudique la estabilidad de los actos 

jurídicos, cuya conservación el ordenamiento legal procura. Por tanto, es preciso que exista un motivo 

importante para invocar el error y declarar, en consecuencia, la nulidad del acto. No se exige que sea 

excusable pero, cuando el vicio afecta a un acto bilateral o unilateral recepticio, debe ser reconocible por el 

destinario, pues de lo contrario no será posible declarar su invalidez. Esta postura tiene sustento en la 

necesidad de amparar al destinatario de la declaración errónea y en las necesidades del tráfico jurídico.  

Requisitos del error de hecho esencial:  

Para que el error pueda ser jurídicamente relevante y consienta la declaración de nulidad del acto jurídico 

es preciso que el falso conocimiento recaiga sobre algún elemento de hecho, contenido o presupuesto de 

aquel.  

Además, para provocar la invalidez, el error debe afectar el proceso de formación interna de la voluntad, es 

decir, haber sido la causa o móvil determinante del acto. Si, por el contrario, no recae sobre alguno de los 

elementos básicos del negocio y no fue el motivo que determinó la voluntad, no podrá producir la nulidad 

del acto pues fallaría, en ese caso, la característica de tratarse de un error esencial.  

El error se transforma en relevante cuando es reconocible para la contraparte porque esta pudo advertir 

que faltaba en la conciencia de ambas correspondencia en la declaración y, por tanto, no solo está ausente 

el elemento subjetivo, sino también el elemento objetivo del acto bilateral, conforme Emilio Betti. 

Error reconocible: 

ARTÍCULO 266. Error reconocible El error es reconocible cuando el destinatario de la declaración lo pudo 

conocer según la naturaleza del acto, las circunstancias de persona, tiempo y lugar.  
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Los actos jurídicos pueden ser declarados nulos cuando hay error de hecho, el que, para ser invocado, 

además de ser esencial, debe ser reconocible.  

En la actualidad, la protección de la confianza es un valor sobreentendido en el derecho. Una de sus 

manifestaciones es el desarrollo del deber de información. Su importancia no solo se perfila en los actos 

jurídicos unilaterales patrimoniales, sino también en los actos extrapatrimoniales. Este requisito está 

destinado a proteger la confianza que el destinatario habitualmente deposita en la declaración de voluntad 

que le es dirigida.  

Determinación de lo reconocible:  

Los actos jurídicos pueden ser declarados nulos cuando hay error de hecho, el que, para ser invocado, 

además de ser esencial, debe ser reconocible.  

El error es reconocible cuando el destinatario de la declaración lo pudo conocer según la naturaleza del 

acto y las circunstancias de persona, tiempo y lugar. Es decir, el error es reconocible cuando en relación a la 

naturaleza y circunstancias del negocio jurídico, el destinatario, usando la normal diligencia, hubiera podido 

darse cuenta de él.  

Solo se exige que el receptor esté en condiciones de advertir el error en abstracto, aunque, de hecho, no se 

hubiera dado cuenta, empleándose para advertirlo un criterio de normalidad. Por tanto, es irrelevante que 

el destinatario de la declaración haya o no reconocido el error: basta que el error fuese objetivamente 

reconocible según las características del destinatario de la declaración considerando la naturaleza del acto 

en cuestión y, particularmente, las circunstancias de tiempo y lugar, tal como expresa el texto de la norma.  

Cabe señalar que es clara la finalidad tuitiva de la disposición que se comenta, la cual procura armonizar los 

intereses contrapuestos entre los del que yerra al emitir su voluntad y los del tráfico. Cuanto más precisos 

sean los deberes de información a cargo de una parte, mayor relevancia adquiere la calidad de profesional 

del destinatario de la declaración a los fines de reconocibilidad del error.  

Prueba de la reconocibilidad del error:  

La reconocibilidad, como regla, no se presume y corre a cargo de quien invoca la nulidad del negocio la 

prueba del extremo.  

Error esencial:  

El CCyC no define en qué consiste el error esencial, sino que sistematiza una serie de supuestos —no 

taxativos— en los cuales podría presentarse esa circunstancia. Señala Borda que existe una estrecha 

vinculación entre la teoría del error y la causa de los actos jurídicos. Esta relación se advierte cuando se 

afirma que, para que sea esencial y produzca la nulidad del acto, el error debe recaer sobre las cualidades 

sustanciales o bien sobre la persona si esta fue la causa determinante de la celebración del acto. 

También puede recaer sobre los motivos que reúnan esa misma característica. Podría concluirse con Busso 

que el error esencial consiste en un conjunto de razones determinantes particulares a cada contratante en 

su origen, y hechas comunes en el acto, bien por declaración expresa, bien mediante aceptación tácita.  

ARTÍCULO 267. Supuestos de error esencial El error de hecho es esencial cuando recae sobre:  

a) la naturaleza del acto;  
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b) un bien o un hecho diverso o de distinta especie que el que se pretendió designar, o una calidad, extensión o 

suma diversa a la querida;  

c) la cualidad sustancial del bien que haya sido determinante de la voluntad jurídica según la apreciación común 

o las circunstancias del caso; 

d) los motivos personales relevantes que hayan sido incorporados expresa o tácitamente;  

e) la persona con la cual se celebró o a la cual se refiere el acto si ella fue determinante para su celebración.  

 

Distintos supuestos enunciados:  

 Error que recae sobre la naturaleza del acto:  

El error en la naturaleza del acto es el que recae sobre la especie del acto o contrato que se celebra o 

ejecuta. Ello sucede si una de las partes entiende que vende algo y la otra piensa que se trata de una 

donación, o a la inversa. En esta situación existe una divergencia entre la declaración o comportamiento de 

una de las partes y la representación subjetiva que esta tiene con relación a la naturaleza de lo declarado o 

actuado, lo que incide sobre la propia identidad del negocio o sobre la identidad de la cosa en virtud de la 

cual este se ha concluido.  

 Error sobre la cualidad sustancial del bien:  

En este caso el error no recae sobre el hecho generador o fuente, sino sobre la característica esencial de un 

bien que determinó la voluntad común. La cosa es sobre la que querían contratar las partes, pero no tiene 

las características que se pensaba que ella tenía. Qué debe entenderse por cualidad sustancial es una de las 

cuestiones más difíciles de resolver. Brebbia formula una serie de pautas para definir el concepto: a) la 

cualidad debe integrar la cosa haciendo que ella sea lo que es y no una cualidad externa; b) un factor 

importante para apreciar la cualidad sustancial lo constituye su correspondencia con la función económico-

social que cumple la cosa. A la propuesta de Brebbia debe corregirse el sesgo subjetivo que contenía esta 

fórmula porque el error, tal como fue legislado siguiendo el modelo italiano, ya no se asienta en el principio 

de la buena fe creencia que establecía el referido autor, a menos que se trate de un acto unilateral. Es el 

caso de quien compra una cosa que no tenía las condiciones indispensables para cumplir la función para la 

que fue adquirida, por ejemplo un campo que no es apto para la siembra.  

Para determinar si el error es esencial porque ha recaído sobre las características esenciales o sustanciales 

de las cosas, habrá que estar a “…la apreciación común o las circunstancias del caso”. El error en las 

cualidades sustanciales del bien o hecho del acto implica, a su vez, que la persona que lo invoca debe 

probar cuál es esa cualidad sin la cual el acto no se hubiera celebrado.  

 Motivos personales relevantes incorporados expresa o tácitamente:  

Cuando el inciso se refiere a los “motivos personales relevantes que hayan sido incorporados expresa o 

tácitamente”, se refiere al móvil determinante del acto que integra la voluntad de los otorgantes y que 

constituye la causa de su celebración. Este supuesto ingresa en la cuestión de la causa y ya no hay duda de 

que se puso punto final a la discusión entre causalistas y anticausalistas. En otras palabras, se configura el 

error cuando este recae sobre los motivos que las personas se proponen conseguir con el acto, haciéndolo 

conocer a la otra parte. Se trata del conjunto de razones que deciden a cada persona a celebrar el negocio 
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jurídico que, si bien inicialmente son particulares, se pusieron de manifiesto a la otra parte al momento de 

la celebración del acto, ya sea por declaración expresa o tácita, conforme Busso.  

 Error que recae sobre la persona del otro contratante:  

El error recae en la identidad de la persona si tiene un destinatario determinado y la declaración de 

voluntad es dirigida a una persona distinta de aquella con quien se cree celebrar el acto, como en el caso de 

sustitución dolosa de una persona por otra. Lo relevante es que el sujeto sobre el cual recae el error haya 

sido determinante en la celebración del acto.  

En los casos de declaración no recepticia, el error puede recaer en un destinatario distinto de aquel a quien 

el declarante pretende dirigirse; esta hipótesis se presenta cuando se designa heredero en un testamento a 

una persona diferente de aquella que el testador ha querido beneficiar, conforme Betti.  

Error de cálculo: 

ARTÍCULO 268. Error de cálculo El error de cálculo no da lugar a la nulidad del acto, sino solamente a su 

rectificación, excepto que sea determinante del consentimiento.  

Se refiere solamente al error material de cálculo que es susceptible de ser salvado.  

En rigor, el principio general que enuncia no es estrictamente un caso de error que afecte o vicie la 

voluntad de las partes, sino una discordancia superable con solo efectuar la corrección que corresponda y 

dejarla asentada para que se refleje la voluntad realmente declarada.  

En cambio, la excepción que establece la segunda parte de la norma desplaza el problema hacia los vicios 

de la voluntad, es decir: procede la nulidad cuando el cálculo o la suma mencionada han sido 

determinantes del consentimiento.  

Se dice que lo más está comprendido en lo menos, de modo que la cantidad mayor no contiene error 

porque el que pretende recibir lo más está dispuesto también a recibir lo menos. Sin embargo, no siempre 

es posible razonar de esta forma. Es así que cuando se trata de un acto jurídico oneroso es preciso que 

ambas partes hubieran hecho referencia a la misma cantidad, porque si cada uno menciona cantidades 

diferentes, el negocio es nulo, conclusión que se desprende a partir de la relación que necesariamente 

debe existir entre prestación y contraprestación. Cuando el error recae sobre el valor o el precio, de 

ordinario puede tratarse de error esencial. Así ocurre cuando se cree comprar una obra de arte que se 

considera de mucho valor y es solo una buena imitación; en tal caso, se trataría —en verdad— de error en 

la cualidad esencial de la cosa.  

En síntesis, siempre que el error de cálculo no sea accidental se lo asimila al error en la individualización del 

objeto. En tal caso, no procede admitir que las partes acordaron por la suma menor. Pero, de tratarse de un 

mero error numérico, es claro que, como prevé el artículo en comentario, la nulidad no será viable, sino 

que procede su rectificación.  

Subsistencia del acto: 

ARTÍCULO 269. Subsistencia del acto La parte que incurre en error no puede solicitar la nulidad del acto, si la 

otra ofrece ejecutarlo con las modalidades y el contenido que aquélla entendió celebrar.  

El artículo se funda en dos postulados básicos del acto jurídico:  
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1) el principio de la buena fe y  

2) el principio de conservación.  

La combinación de ambas reglas ha llevado al legislador a autorizar la subsistencia del acto si la contraparte 

de aquel que experimentó el error consiente en ejecutar el negocio tal cual este lo entendió. Vale decir, le 

da relevancia a la voluntad real por sobre la declarada, afectada por el vicio de error.   

La parte que padeció error al tiempo de la celebración del acto no puede reclamar su nulidad si obtiene 

satisfacción de su interés. Este consiste, precisamente, en que la otra parte se avenga a ejecutar el acto de 

acuerdo con las modalidades y el contenido que el perjudicado entendió que tenían al tiempo de 

celebrarlo. Es una aplicación concreta del principio de conservación y de aquel que establece que el interés 

es la medida de la acción. Si no existe perjuicio que merezca ser subsanado, tampoco habrá razones —o 

interés— para demandar la invalidez del acto, por cuanto se trataría de la nulidad por la nulidad misma.   

II. Dolo como vicio de la voluntad  

ARTÍCULO 271. Acción y omisión dolosa Acción dolosa es toda aserción de lo falso o disimulación de lo 

verdadero, cualquier artificio, astucia o maquinación que se emplee para la celebración del acto. La omisión 

dolosa causa los mismos efectos que la acción dolosa, cuando el acto no se habría realizado sin la reticencia u 

ocultación. 

El dolo es uno de los vicios de la voluntad, suprime la intención. Tiene distintos significados, pero aquí se lo 

estudia como vicio de la voluntad. Consiste fundamentalmente en realizar una maniobra engañosa o 

incurrir en una omisión o reticencia que produzca el mismo efecto.  

La característica del dolo como vicio de la voluntad radica en el engaño que se emplea para lograr que otro 

celebre un acto jurídico. El ardid, la astucia y la maquinación deben ser idóneos para configurar una 

maniobra ilícita que determine la voluntad de otra persona, llevándola a realizar un acto jurídico que de 

otro modo no hubiera celebrado.  

El CCyC incorpora expresamente la omisión dolosa como parte de las maniobras para configurar el dolo 

como vicio de la voluntad, en la medida —claro está— que constituya la causa determinante del acto. La 

omisión dolosa implica guardar silencio cuando se advierte que la otra parte se encuentra equivocada o 

incurre en error respecto de algún elemento esencial del contrato que es determinante de su 

consentimiento.  

Clasificación del dolo:  

a) Dolo principal, llamado esencial, o incidental:  

La diferencia entre ambos radica en que el primero es el engaño que constituye la causa determinante del 

acto, en tanto que el dolo incidental es el engaño que, si bien ha logrado que la víctima lleve a cabo el acto 

jurídico en condiciones desventajosas, no ha sido la causa determinante o fundamental para realizar el 

negocio jurídico.  

b) Dolo directo o indirecto:  

El dolo directo es el cometido por alguna de las partes del acto, o por un representante suyo.  

El dolo indirecto proviene de un tercero.  
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d) Dolo positivo y negativo:  

El primero se presenta cuando el sujeto emplea una acción como maniobra engañosa y el segundo, cuando 

la maniobra consiste en una omisión. Así, habrá dolo positivo cuando el agente asevera algo que es falso o 

disimula lo verdadero, emplea cualquier artificio, astucia o maquinación para lograr la celebración del acto. 

La omisión dolosa, en cambio, importa reticencia y ocultación de alguna característica esencial del acto sin 

la cual este no se hubiera llevado a cabo. 

Dolo esencial:  

ARTÍCULO 272. Dolo esencial El dolo es esencial y causa la nulidad del acto si es grave, es determinante de 

la voluntad, causa un daño importante y no ha habido dolo por ambas partes. 

No cualquier ardid o maniobra engañosa resultan idóneas para provocar la nulidad del negocio a causa de 

dolo. Para ello, es preciso que este sea esencial por oposición a incidental.  

Dolo esencial: Es el que vicia el consentimiento porque fue la causa determinante del acto al inducir a la 

víctima a que lo consienta en condiciones desventajosas para ella. El CCyC considera esencial a la acción 

dolosa cuando reúne los requisitos que se analizarán en el siguiente apartado.  

Requisitos que debe reunir el dolo para dar lugar a la nulidad: 

 Debe ser grave:  

No cualquier acción dolosa es suficiente para decretar la nulidad de un acto. El ardid, astucia o maquinación 

deben ser idóneos para provocar engaño, porque este constituye la esencia del dolo. No hay dolo cuando el 

artificio o engaño es menor, una simple picardía, exageración o avivada que cualquiera podría advertir sin 

ningún esfuerzo extra. El límite de tolerancia radica en la buena fe y en la entidad del engaño para inducir al 

otro. La gravedad del dolo, esto es, la idoneidad del engaño, debe ser apreciada según las características y 

condiciones de la víctima. Un ardid que no podría llevar a engaño a una persona sagaz y culta tal vez sea 

suficiente para inducir a un analfabeto o una persona de pocas luces a celebrar el negocio. Las mismas 

consideraciones son de aplicación a la omisión dolosa cuando se trata de apreciar su gravedad.  

 Debe ser la causa determinante del acto:  

El engaño debe estar encaminado a lograr que otro realice un determinado acto jurídico. El dolo es causa 

determinante del acto cuando la maniobra elaborada por el autor afecta el proceso deliberativo interno de 

la otra persona y vicia la intención; de no haber sido por esa conducta que le presentó a la víctima un 

estado de las cosas falso o irreal, el acto no se hubiera llevado a cabo. Si no obstante el engaño, la víctima 

hubiere igualmente celebrado el negocio jurídico, no podrá reclamarse la nulidad porque el dolo habría 

sido incidental o irrelevante.  

 Que haya provocado un daño importante:  

Para que pueda acarrear la nulidad del acto, el CCyC exige que el daño causado por la acción dolosa sea 

importante. Vale decir, la víctima tiene que haber experimentado un perjuicio de cierta magnitud. En caso 

de que el dolo no hubiere provocado un daño significativo, la víctima siempre podrá reclamar la reparación 

de los daños y perjuicios sin necesidad de invalidar el acto jurídico, toda vez que la ilicitud de la conducta 

siempre se mantiene. El daño que provoca la nulidad puede ser patrimonial o moral. En ambos casos, la 
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importancia del perjuicio debe ser ponderada tomando en consideración la trascendencia o entidad del 

negocio afectado, con prescindencia del monto económico comprometido.  

 Que no haya dolo de ambas partes:  

Es una exigencia del principio de la buena fe. Dice Borda: “quien juega sucio, no tiene derecho a exigir un 

juego limpio. Si las partes se han engañado mutuamente, la ley se desinteresa de ellas; es bueno que sufran 

perjuicio de su propia inconducta”.  

Demanda de nulidad:  

La demanda de nulidad debe dirigirse siempre contra la otra parte del acto, aun cuando el autor del dolo 

hubiera sido un tercero. En caso de muerte, deberá dirigirse contra sus sucesores universales.  

Cuando el bien —o la cosa— que se pretende recuperar no se encuentre en poder de la contraparte, sino 

que fue transmitido a un tercero, también habrá que citarlo para que la sentencia le resulte oponible, pues 

de otro modo no podría alcanzarlo.  

Por constituir un supuesto de nulidad relativa el acto viciado por dolo es susceptible de confirmación.  

Prueba: La prueba de la acción dolosa que vicia la voluntad puede rendirse por cualquier medio. Por las 

características propias que posee aquella, la prueba de presunciones tiene especial importancia.  

Sentencia: La sentencia que comprueba los requisitos del dolo esencial en un caso concreto declara la 

nulidad relativa del acto jurídico celebrado con ese vicio (art. 386 CCyC).    

Dolo incidental: 

ARTÍCULO 273. Dolo incidental El dolo incidental no es determinante de la voluntad; en consecuencia, no 

afecta la validez del acto.  

El dolo incidental se refiere a la maniobra engañosa que proviene de la otra parte o de un tercero pero que 

no ha sido la causa determinante del acto. Es decir, el engaño no determina la realización del negocio pero 

ha logrado que la víctima consienta condiciones que le son más gravosas o perjudiciales, conforme 

Llambías. Esta característica revela la diferencia principal de esta figura con la del dolo esencial.  

Requisitos del dolo incidente:   

Los requisitos del dolo incidental se definen por exclusión de aquellos que el art. 272 CCyC establece para el 

dolo esencial en orden a provocar la invalidez del negocio. Por tanto, para que este se configure, las 

maniobras o la omisión empleadas no deben haber sido causas determinantes del acto, o bien el daño que 

provocaron no debe haber sido de escasa importancia.  

Efectos:  

De los efectos que enumera el art. 275 CCyC se desprende que si solo da lugar a la indemnización de los 

daños provocados, es porque un perjuicio menor no resultaría suficiente para anular el acto.  

Tampoco podrá reclamarse la nulidad del negocio si existió engaño, ocultamiento o cualquier omisión 

dolosa por ambas partes.  

Dolo incidente y obrar culposo de la víctima:  

Si la víctima obró culposamente, no obstante la otra haya incurrido en engaño u ocultación, para fijar la 

indemnización a cargo del demandado por los perjuicios causados, el juez habrá de apreciar la influencia 
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causal tanto de su conducta como la del victimario, y establecerá el monto según la gravedad de las 

respectivas conductas. Si el dolo incidental proviene de un tercero, el acto habrá sido igualmente válido y el 

tercero tendrá que responder frente a la víctima por los daños ocasionados. 

Sujetos:  

ARTÍCULO 274. Sujetos El autor del dolo esencial y del dolo incidental puede ser una de las partes del acto o 

un tercero.  

Prevé que tanto el dolo incidental como el esencial o principal pueden ser cometidos por una de las partes 

o por un tercero ajeno al negocio jurídico.  

Esta situación da lugar a la clasificación del dolo como directo o indirecto: el primero es el ardid cometido 

por la parte que se beneficia con el acto, en tanto que el segundo es el que lleva a cabo un tercero sobre 

una de las partes para favorecer a la otra; en ambos casos se aplican las mismas reglas. Es decir, para que el 

dolo de un tercero pueda dar lugar a la nulidad, es preciso que se verifiquen los requisitos del dolo esencial. 

Si, por el contrario, el dolo fuera incidental, el perjudicado solamente podrá reclamar la reparación de los 

daños.  

Prueba del dolo:  

El dolo, se trate de dolo esencial o accidental, configura un hecho ilícito. La parte que alega haber sido 

víctima tendrá también que acreditar las maniobras, ocultamientos o cualquier otra acción con entidad 

para configurarlo. Rigen los principios generales sobre la carga de la prueba, la cual puede rendirse por 

cualquier medio ya que se trata de simples hechos. 

Responsabilidad por los daños: 

ARTÍCULO 275. Responsabilidad por los daños causados El autor del dolo esencial o incidental debe 

reparar el daño causado. Responde solidariamente la parte que al tiempo de la celebración del acto tuvo 

conocimiento del dolo del tercero.  

El CCyC establece de manera expresa el deber de reparar los daños en caso de dolo esencial, es decir, trata 

explícitamente la responsabilidad del autor del dolo, ya sea que este hubiere sido cometido por una de las 

partes o por un tercero.  

El dolo —esencial o incidental— siempre constituye un acto ilícito y, como tal, es idóneo para dar lugar a la 

indemnización respectiva.  

Se establece expresamente que el dolo genera responsabilidad civil tanto para la parte como para los 

terceros que fueron autores del dolo que vició el acto.  

Efectos del dolo esencial:  

Cuando se trata de dolo esencial, es el mismo hecho que da lugar a dos acciones:  

a) la acción de nulidad del acto con la finalidad de volver las cosas ex ante, esto es, al tiempo anterior a la 

celebración del acto; y  

b) la acción resarcitoria para reclamar los daños y perjuicios causados.  

La víctima también puede optar por dejar subsistente el negocio jurídico y renunciar a reclamar su 

invalidez, solicitando al propio tiempo la reparación de los daños que el dolo le ha provocado. Si el dolo ha 
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sido incidental, solamente dará lugar a la reparación de los perjuicios que fueran acreditados. Cuando el 

dolo fue cometido por un tercero, la parte beneficiada por el obrar de este responderá solidariamente por 

los daños causados a la víctima siempre que hubiera tenido conocimiento del dolo del tercero al momento 

de la celebración del acto; si dicho conocimiento es posterior no genera responsabilidad, será la obligación 

de indemnizar exclusiva del autor. La contraparte solo intervendrá en el juicio tendiente a desmantelar los 

efectos del negocio que exhibe un vicio en su génesis, aunque causado por un tercero.  

En suma, en cualquiera de esos casos, el autor responde. Si existió dolo de un tercero, pero la parte 

beneficiada tuvo conocimiento de ello al tiempo de la celebración del acto, responde solidariamente. Vale 

decir, en ese caso son tratados como coautores o cómplices del delito.  

Dolo recíproco:  

Cuando se trata de dolo recíproco ninguna de las partes puede invocar la nulidad ni reclamar la 

indemnización sustitutiva. Rigen aquí motivos de orden moral porque frente a la mala fe de ambas partes, 

por aplicación del principio según el cual nadie puede invocar la propia torpeza, el derecho se desentiende 

de las consecuencias de los actos perjudiciales que ellas se hubieren producido recíprocamente.  

III. Violencia como vicio de la voluntad:  

ARTÍCULO 276. Fuerza e intimidación La fuerza irresistible y las amenazas que generan el temor de sufrir un 

mal grave e inminente que no se puedan contrarrestar o evitar en la persona o bienes de la parte o de un 

tercero, causan la nulidad del acto.  

La relevancia de las amenazas debe ser juzgada teniendo en cuenta la situación del amenazado y las demás 

circunstancias del caso.  

La fuerza y la intimidación atentan contra la libertad, entendida como elemento interno del acto voluntario.  

 Fuerza física.  

Condiciones: para constituir un vicio de la voluntad, la fuerza física debe ser irresistible, es decir, con el 

“ímpetu de cosa mayor, que no se puede repeler”. Lo importante es que la víctima se haya visto compelida 

a realizar el acto del cual, por su gravedad o superioridad, resulta imposible sustraerse.  

El CCyC se refiere a que la fuerza física —o las amenazas— no se hubieran podido contrarrestar o evitar. 

Esta fórmula quiere decir que la persona amenazada o víctima de violencia debe haberse visto superada 

por los hechos, ya sea porque debido a la urgencia del caso y la amenaza de sufrir un mal inminente no da 

al damnificado tiempo suficiente para acudir al auxilio de la autoridad pública, o bien porque existen 

presiones, influencias o impedimentos justificados que impiden deshacerse del referido mal.  

En otros términos, la víctima tiene que haber sido un mero instrumento en manos del agente porque no 

obra por sí ni por propia voluntad, sino que actúa con motivo de un constreñimiento corporal irresistible. 

Su voluntad no cuenta, sino que la finalidad del acto ha sido la pergeñada por otro. La víctima realiza, 

entonces, un acto marcadamente involuntario por falta de libertad.  

Para que la fuerza física constituya causal de nulidad del acto es preciso que sea su causa determinante, es 

decir, que el negocio no se hubiera realizado de no haber existido dicha acción.  

 Intimidación o violencia moral: 
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En este caso, el sujeto es objeto de coacción; su voluntad no se suprime totalmente —como en el caso de la 

fuerza— pero está viciada. La expresión que suele utilizarse para la vis coactiva es que el sujeto, aunque 

constreñido, quiso realizar el acto. Su libertad no ha sido suprimida pero sí gravemente condicionada.  

Entre dos males, eligió el que entendió que era menor o más llevadero. 

Requisitos de configuración de la intimidación:  

 Amenazas:  

Se trata de una acción psicológica sobre una de las partes del acto jurídico, a la que se le inspira temor de 

infligirle o de sufrir un mal inminente y grave si realiza o no realiza —según el caso— un acto determinado. 

Las amenazas deben haberse exteriorizado en forma expresa o tácita, siempre que del comportamiento del 

sujeto activo puedan inferirse con certidumbre. Además, las amenazas deben ser concretas y de posible 

cumplimiento. Si fueran irrealizables carecerían de entidad para afectar la libertad del sujeto. Por supuesto, 

esta característica debe verificarse en concreto, según las circunstancias personales de la víctima. 

 La amenaza debe importar el temor de sufrir un mal inminente y grave:  

Que la amenaza sea inminente significa no solo que el daño efectivamente ocurrirá —sin necesidad de que 

sea inmediato—, sino también que no se pueda contrarrestar por razones morales o por cualquier otra que 

impida desbaratarla. En todo caso la magnitud del mal debe juzgarse en función de las circunstancias 

personales del agente. Habrá de tenerse en cuenta la situación del amenazado y las demás circunstancias 

del caso. De allí que para ponderar la entidad y el calibre de aquellas a fin de determinar a otro a realizar un 

acto jurídico, el juez habrá de tomar en cuenta las condiciones personales del afectado y las circunstancias 

en que dichas amenazas fueron realizadas.  

 Amenazas efectuadas por personas que carecen de discernimiento:  

La falta de discernimiento permanente o transitoria del autor de la amenaza es irrelevante. Basta con que 

pueda apreciarse en forma objetiva su injusticia e idoneidad para torcer la libertad de la víctima a fin de 

determinarla a celebrar un acto jurídico. Desde esa perspectiva, también sería antijurídica la conducta 

obrada por quien, a su vez, fue sujeto de engaño por parte de un tercero porque la ilicitud en sí misma se 

configura si la coacción ha afectado la libertad de la persona.  

  Bienes sobre los que recaen las amenazas:  

Las amenazas pueden recaer sobre la persona de la parte contratante o sobre sus bienes; también causan 

la nulidad del acto aquellas que recaen sobre la persona o bienes de terceros. La amenaza, ya sea a la 

persona de la víctima o a un tercero, tiene que ser grave y poseer suficiente entidad para viciar la libertad 

del sujeto pasivo, de modo que el acto que realice en consecuencia deba reputarse involuntario.  

 Que el temor a las amenazas haya sido la causa determinante del acto:  

Aunque la norma no lo prevé expresamente, la influencia de las amenazas para infundir temor a la víctima 

y determinarlo a realizar el acto es una condición fundamental para que proceda la nulidad. La prueba de 

ese extremo corre por cuenta de quien solicita la declaración de nulidad por esta razón.  

Sujetos: 
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ARTÍCULO 277. Sujetos El autor de la fuerza irresistible y de las amenazas puede ser una de las partes del 

acto o un tercero.  

La violencia física o la intimidación pueden haber sido ejercidas por una de las partes contra la otra o por un 

tercero. En cualquiera de esos casos perjudica la validez del negocio jurídico siempre que se configuren los 

presupuestos estudiados.  

¿Qué se entiende por tercero?.  

Reviste el carácter de tercero todo aquel que no ha intervenido como parte en un acto jurídico. También se 

considera tal a quien no obra como agente activo de los hechos ilícitos ni de los simples actos lícitos.  

Entre otros, son terceros con relación al acto los testigos, el escribano o cualquier otra persona para 

quienes aquel no produce ningún efecto sustancial, aunque hubiesen concurrido a su celebración.  

Sanciones: 

En el caso en que la violencia hubiere sido ejercida por una de las partes, la perjudicada cuenta con dos 

acciones:  

a) la nulidad; y  

b) la acción resarcitoria.  

La víctima puede iniciar la acción de nulidad para volver las cosas al estado anterior y, como el ejercicio de 

violencia constituye un acto ilícito, también puede solicitar la reparación de los daños y perjuicios. 

Por la índole de la acción que vicia la voluntad, una opinión sostiene que a efectos de valorar la procedencia 

de la declaración de nulidad, es razonable considerar no solo el conocimiento anterior de la parte que se 

benefició con las amenazas o con la fuerza física irresistible, sino también el conocimiento posterior a la 

celebración, porque una vez que advirtió lo ocurrido tiene el deber de protestar y dar al perjudicado los 

medios para dejar sin efecto el acto.  

La acción de nulidad para obtener la restitución de lo entregado solamente prosperará contra la parte del 

acto o sus sucesores universales; si la cosa o bien ya no se encuentra en su poder, deberá integrarse la litis 

con el tercer adquirente. Para que proceda la nulidad en este caso será preciso acreditar también la mala fe 

de este último, es decir, probar que conocía las circunstancias del acto precedente y que este fue celebrado 

con el vicio de violencia; la prueba del efectivo conocimiento puede rendirse por cualquier medio.   

Al igual de lo que sucede en el caso del dolo, por tratarse de una nulidad relativa, la parte interesada en su 

declaración puede renunciar a ejercer la acción respectiva y dejar firme el negocio jurídico. Aun así, puede 

solicitar la reparación de los daños y perjuicios.  

Responsabilidad por los daños: 

ARTÍCULO 278. Responsabilidad por los daños causados El autor debe reparar los daños. Responde 

solidariamente la parte que al tiempo de la celebración del acto tuvo conocimiento de la fuerza irresistible o de 

las amenazas del tercero.  

Las amenazas que infunden temor a la víctima con el fin de constreñirlo a otorgar un acto y suprimir su 

libertad constituyen un hecho ilícito y generan responsabilidad civil para su autor. Es decir, el autor de 

violencia es responsable por los daños causados.  
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Si la violencia fue ejercida por un tercero, se mantiene la regla de la responsabilidad solidaria que 

establecía el ordenamiento anterior, de modo que si la parte beneficiada hubiera tenido conocimiento al 

tiempo de la celebración del acto que un tercero ejerció violencia para determinar a la víctima a otorgarlo, 

ambos responderán solidariamente.  

No se requiere que el sujeto activo obre con intención de producir un perjuicio al amenazado ni que tenga 

un interés personal en el acto o el propósito de obtener una ventaja. La ilicitud de la conducta ha de 

apreciarse en forma objetiva.  

El propósito íntimo del agente es irrelevante por cuanto la ley tutela la libertad como elemento interno de 

la voluntad de quien otorga un acto jurídico.   

ACTO JURÍDICO 

ARTÍCULO 259. Acto jurídico El acto jurídico es el acto voluntario lícito que tiene por fin inmediato la 

adquisición, modificación o extinción de relaciones o situaciones jurídicas.  

Definición: El acto jurídico es el acto voluntario lícito cuya característica esencial o principal es la deliberada 

voluntad de producir efectos jurídicos. Precisamente, el fin inmediato de producir este tipo de efectos es 

aquello que distingue el acto jurídico de el simple acto lícito. 

Caracteres:  

a) Acto: es para diferenciarlo del hecho jurídico humano.  

b) Acto voluntario: significa que para configurarse depende de que sea ejecutado por la persona con 

discernimiento, intención y libertad, es decir, con todos los elementos internos de la voluntad sanos o sin 

vicios (art. 260).  

c) Acto lícito: de la definición legal se desprende que el acto o negocio debe ser necesariamente lícito. No 

sería lógico que el ordenamiento jurídico proteja negocios que son contrarios u opuestos a sus propias 

disposiciones. Si en alguno de sus elementos existen o aparecen cláusulas inválidas o ilícitas, dicha ilicitud 

podría comunicarse al acto, ya sea en forma total o parcial; de ahí que las nulidades solo se derivan de los 

actos jurídicos y no de los simples hechos voluntarios.  

d) Fin inmediato de producir efectos jurídicos secundado por el ordenamiento legal: es el fin específico, la 

nota típica del acto jurídico, que lo diferencia de todos los otros actos que, no obstante ser voluntarios, no 

tienen el propósito de crear relaciones y situaciones jurídicas.  

Elementos esenciales:  

Son aquellos elementos indispensables para que el acto jurídico exista. 

 Sujetos. 

 Objeto  

 Causa 

 Forma 

 

 Sujetos del acto jurídico  

 Partes:  
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Son los sujetos interesados en el acto, es decir, quienes ejercen una prerrogativa jurídica propia y a quienes 

se imputan las situaciones y las relaciones jurídicas que el acto tiene por finalidad establecer. Se trata, en 

otras palabras, de aquellos cuyo interés o esfera jurídica queda regulada por el negocio.  

También son partes los sucesores universales. Los sucesores se clasifican en sucesores universales y 

sucesores singulares. Los primeros solamente requieren de la muerte del autor de la sucesión para adquirir 

tal carácter, es decir, son aquellos a quienes se le transmite todo o parte los derechos y las obligaciones del 

causante, de tal manera que en adelante puedan ejercerlos en su propio nombre. Los sucesores a título 

singular, en cambio, son los que reciben uno o más bienes en particular, es decir, son los que reemplazan a 

una persona en una relación o situación jurídica determinada y ocupan su lugar.   

 Otorgantes:  

Son los que disponen, estipulan o prometen por medio del acto; pueden ser o no partes, ya que estas 

pueden hacerse representar por otro, de modo que los otorgantes constituyen el género y las partes, la 

especie.  

 Representantes:  

Concurren al acto como otorgantes, pero sustituyendo a las partes en cuyo interés actúan y a quienes 

involucran y comprometen en el negocio; en consecuencia, los efectos de los actos que realizan en 

representación de otro son imputables a este. Los representantes se dividen en legales y voluntarios. Los 

representantes legales son aquellos que designa la ley a los niños, adolescentes y a las personas incapaces. 

Así, los padres son representantes de sus hijos menores; los tutores de sus pupilos; los curadores de las 

personas que se encuentran totalmente incapacitadas.  

Los representantes voluntarios son los designados por el propio representado o aquellos que obran en 

nombre de otro.  

 Terceros:  

Son todos los que no son parte en el acto jurídico, son los extraños al acto. Se definen por exclusión. Puede 

decirse que son terceros quienes no son partes ni sucesores universales de las partes del acto.  

Los terceros se clasifican en:  

a) Acreedores: Los acreedores se clasifican en quirografarios y privilegiados. Los primeros se denominan 

comunes o simples; su crédito se cobra del patrimonio del deudor sin preferencia, distribuyéndose a 

prorrata el remanente una vez pagados los acreedores con preferencia para el cobro. En cambio, son 

privilegiados aquellos que tienen derecho a ser pagados con antelación a los otros.  

b) Sucesores a título singular: En principio, no se ven alcanzados por los efectos de los actos jurídicos 

realizados por los autores del acto o, más precisamente, por las partes. Sin embargo, este principio admite 

algunas excepciones. En primer lugar, pueden verse beneficiados o perjudicados por los actos jurídicos 

cumplidos por su autor en la hipótesis de que constituyan un antecedente del derecho transmitido.  

c) Intervinientes no partes: Son aquellos que pudieron haber concurrido al acto pero que no 

comprometieron un interés propio en la celebración del negocio, aunque de alguna manera contribuyeron 
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a que este se llevara a cabo. Así, el caso del escribano o de los testigos que comparecen a una escritura 

pública.  

Requisitos de capacidad y determinación del sujeto del acto Para que el acto jurídico sea válido es preciso 

que la persona que lo otorga sea persona capaz de cambiar el estado de su derecho.  

 Objeto del acto jurídico:  

ARTÍCULO 279. Objeto El objeto del acto jurídico no debe ser un hecho imposible o prohibido por la ley, 

contrario a la moral, a las buenas costumbres, al orden público o lesivo de los derechos ajenos o de la 

dignidad humana. 

Tampoco puede ser un bien que por un motivo especial se haya prohibido que lo sea. 

El CCyC solamente limita los actos prohibidos, aunque a partir de las restricciones que impone pueden 

establecerse los requisitos que debe contener el objeto del negocio.  

El objeto de los actos jurídicos deben ser hechos o bienes que no sean imposibles ni prohibidos por la ley ni 

contrarios a la moral y a las buenas costumbres, ni al orden público. Tampoco pueden ser los bienes que 

por un motivo especial estuviera prohibido que lo sean. Tal es el caso de hipoteca sobre cosa mueble.  

El Código regula los requisitos del objeto tomando como eje el principio de libertad que asiste a las partes 

para elegir el objeto material o inmaterial sobre el que ha de recaer el fin inmediato perseguido al tiempo 

de celebrar el negocio.  

El objeto de los actos jurídicos debe ser idóneo y esta característica exige que sea posible, lícito y 

determinado. En pos de esa finalidad, el Código establece cuáles son esos requisitos, pero los enuncia en 

forma negativa. El objeto del acto pueden ser hechos o bienes (las cosas materiales como de las 

inmateriales).  

Requisitos de los hechos (lo que estos no deben ser) 

 Hechos imposibles:  

Los hechos, en cuanto objeto de los actos jurídicos, no deben ser imposibles.  

La única imposibilidad es la material por cuanto la imposibilidad jurídica queda comprendida entre los 

“hechos prohibidos por la ley” o entre los hechos ilícitos. La imposibilidad material se configura respecto a 

las cosas que jamás han existido, o que han dejado de existir, o que no pueden existir.  

El clásico ejemplo es la venta de un caballo que murió antes de la celebración del acto, sin conocimiento de 

las partes. Los hechos, objeto del acto jurídico, deben ser determinados o determinables. Son 

determinados cuando al momento de la celebración del acto se encuentra precisado —sin duda— cuál es la 

materia concreta sobre la que versa el derecho.  

En cambio, el hecho es determinable cuando legal o convencionalmente se establecen los mecanismos 

tendientes a su determinación en el momento de cumplirse el acto. Como excepción, el art. 280 CCyC 

establece que en el caso de los actos jurídicos sujetos a plazo o condición, aunque inicialmente el objeto 

hubiera sido imposible, el acto será válido siempre que antes del vencimiento del plazo o del cumplimiento 

de la condición se torne posible.  
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La imposibilidad tiene que ser absoluta y no solamente relativa. Vale decir, el cumplimiento no ha de ser 

susceptible de realización para ninguna persona, y no solamente para una de las partes o para ambas.  

Si la imposibilidad las afectara por algún motivo personal que no previeron o no tuvieron en cuenta al 

tiempo de la celebración, responderán civilmente por el incumplimiento y por los daños y perjuicios 

causados.  

Además, tiene que ser originaria, esto es, simultánea con el nacimiento del acto y no sobrevenida; en tal 

caso dará lugar a una responsabilidad precontractual si el negocio frustrado hubiera sido de naturaleza 

contractual. Si, en cambio, la responsabilidad fuera sobreviniente, se configuraría la extinción de la 

obligación por imposibilidad de pago.  

Las meras dificultades que pueden presentarse en el cumplimiento no son idóneas para generar 

imposibilidad en el objeto, aunque torne más onerosa la prestación o provoque molestias o sacrificios a las 

partes.  

 Prohibidos por las leyes:  

Los hechos ilícitos no pueden ser objeto de los actos jurídicos. La licitud, por definición, forma parte de la 

esencia de este tipo de actos porque el ordenamiento legal no puede tutelar aquellos que son contrarios a 

sus disposiciones o principios.  

La licitud del acto es, entonces, una exigencia primaria. Por tanto, el objeto de un acto jurídico no puede 

consistir en la formación de una sociedad para cometer delitos o para vender influencias, como así 

tampoco en la celebración de un contrato de servicios profesionales con un sujeto que carece de título 

habilitante.  

 Contrarios a la moral y a las buenas costumbres y al orden público.  

 Hechos lesivos de los derechos ajenos o de la dignidad humana:  

No pueden constituir objeto de los actos jurídicos los hechos lesivos a los derechos ajenos. Como ejemplo 

suele citarse al acto realizado en fraude a los acreedores. Tampoco podrán constituir objeto de los actos los 

hechos lesivos a la dignidad humana. Ejemplos los actos que coartan la libertad de religión o que imponen 

casarse o no casarse con determinada persona.  

Requisitos de los bienes (cosas-bienes): 

El objeto de los actos jurídicos no deben ser bienes que la ley hubiese prohibido que lo fueran por algún 

motivo especial. El término “bienes” comprende tanto las cosas materiales como las inmateriales. Esta 

exigencia se refiere a las disposiciones que prevén que determinadas cosas no pueden ser objeto de 

algunos actos por razones de política legislativa. Así, las cosas muebles no pueden ser objeto de las 

hipotecas; el derecho de habitación no puede recaer sobre bienes muebles.  

Efectos del acto jurídico del acto prohibido:  

Por más que el Código no se refiere a las consecuencias que recaen sobre los actos jurídicos de objeto 

prohibido, es claro que la sanción es la nulidad. Será absoluta cuando el objeto del acto sea contrario al 
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orden público, a la moral o a las buenas costumbres, mientras que será relativa cuando la sanción se 

encuentre establecida en interés individual.  

Convalidación: 

ARTÍCULO 280. Convalidación El acto jurídico sujeto a plazo o condición suspensiva es válido, aunque 

el objeto haya sido inicialmente imposible, si deviene posible antes del vencimiento del plazo o del 

cumplimiento de la condición.  

Se refiere a dos supuestos de ineficacia pendiente en los que quedan comprendidos aquellos actos jurídicos 

que son válidos pero que son ineficaces al momento de su celebración porque dependen, para producir sus 

efectos propios, de que se cumplan determinados requisitos ajenos al acto en sí mismo.  

Uno de los requisitos del objeto es que sea posible y que dicha posibilidad se configure en el momento 

mismo de la celebración del acto. De lo contrario, este será nulo.  

El acto sometido a plazo no es imposible, sino que su eficacia queda diferida o postergada en el tiempo 

hasta que venza el término fijado a tal fin.  

El plazo es un hecho futuro, pero a diferencia de la condición, es fatal y necesario.  

La condición suspensiva, en cambio, es aquella que supedita la adquisición del derecho a la realización del 

hecho condicional previsto.  

En consecuencia, sus efectos se producen a partir de que ese hecho se cumple. En ningún caso los efectos 

de la condición operan retroactivamente, a menos que las partes hubieran estipulado lo contrario. De allí, 

se justifica la solución que proporciona la disposición en examen en cuanto considera que el objeto del acto 

resulta “convalidado” si deviene posible con posterioridad, antes o al tiempo del cumplimiento.  

En síntesis, se dispone que tratándose de la condición suspensiva, producido el hecho condicional, queda 

salvada la validez del acto si este inicialmente carecía de objeto o era imposible y devino posible después.  

 Causa del acto jurídico:  

ARTÍCULO 281. Causa La causa es el fin inmediato autorizado por el ordenamiento jurídico que ha sido 

determinante de la voluntad.  

También integran la causa los motivos exteriorizados cuando sean lícitos y hayan sido incorporados al 

acto en forma expresa, o tácitamente si son esenciales para ambas partes.  

Se refiere a la causa fin como aquella que ha sido determinante de la voluntad, sin la cual el acto no se 

hubiera realizado. También asigna jerarquía de causa a los motivos —móviles subjetivos— en tanto sean 

lícitos y hubieran sido incorporados en forma expresa al acto.  

También pueden serlo en forma tácita, pero en este caso se convertirán en causa si hubieran sido 

esenciales para la celebración del negocio.  

Distintos significados de la palabra “causa”:  

a) Causa fuente o causa eficiente: se trata en este caso del hecho generador del acto, de las obligaciones o 

de los presupuestos de hecho de los cuales se derivan las obligaciones legales. Ej. Contrato. 

b) La causa fin: se vincula con la dirección de la voluntad en la obtención de los efectos jurídicos. Viene a 

ser el fin que las partes se propusieron lograr al tiempo de celebrar el acto, o el “fin inmediato” propio y 

característico del negocio jurídico, idéntico en todos y cada uno de los actos de su especie.  
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c) La causa móvil o impulsiva: también llamada “causa ocasional”, está constituida por los móviles o 

motivos. Se refiere a los fines concretos e inmediatos que las partes tuvieron en cuenta al realizar el acto; 

los mismos están compuestos por el querer individual, es decir, el fin que procuran obtener concretamente 

las partes. La posibilidad de computar la causa final como esencial del acto jurídico no ha sido uniforme, 

pero aun quienes la admiten discrepan sobre cuál es el criterio que deberá tenerse en cuenta.  

Concepto de causa que adopta el CCyC  

Para Videla Escalada, el concepto más exacto de la causa como elemento esencial de los actos es la 

finalidad o razón de ser del negocio jurídico, entendida en el doble sentido o manifestación: la causa 

uniforme y repetida en todas las hipótesis de una misma figura, como así también en los motivos 

psicológicos relevantes —admisibles para el derecho— que, en el caso concreto, hayan impulsado a las 

partes a concluir el acto. Vale decir que es preciso elaborar una definición más completa e integral de causa 

a partir de las diferentes variedades de esa noción, para lo que se debe considerar, por un lado, la causa 

objetiva y uniforme, presente en todos los actos de la misma especie, y, por otro, la finalidad que tomaron 

en cuenta concretamente los sujetos del acto, esto es, los motivos particulares involucrados en un negocio 

concreto.  

Así, en la compraventa, la causa que se reitera en todos los actos de esa índole es el intercambio cosa-

precio, mientras que los motivos individuales serían la adquisición, por ejemplo, para vivienda o para un 

determinado establecimiento comercial.  

Es precisamente esta noción la que toma el CCyC al considerar que causa es tanto el fin inmediato 

autorizado por el ordenamiento jurídico que ha sido determinante de la voluntad, como también los 

motivos exteriorizados cuando —obviamente— sean lícitos y hayan sido incorporados al acto en forma 

expresa, o bien tácitamente, si son esenciales para ambas partes.  

La postura que adopta el CCyC permite hacer más importante y significativa la aplicación de la causa en 

determinadas situaciones. Así, en materia de liberalidades, la teoría de la causa permite dejar sin efecto 

donaciones cuando están desprovistas del fin perseguido por el donante y no tiene sentido su subsistencia. 

También es funcional a las situaciones de enriquecimiento sin causa.  

Presunción de causa  

ARTÍCULO 282. Presunción de causa Aunque la causa no esté expresada en el acto se presume que 

existe mientras no se pruebe lo contrario. El acto es válido aunque la causa expresada sea falsa si se 

funda en otra causa verdadera.  

Se establece como principio general que todos los actos se presumen celebrados con causa fin. 

Seguidamente, se refiere a la falsedad de causa y dispone que en caso de que la causa expresada sea falsa, 

será válida la causa real o verdadera, por supuesto, siempre que esta sea lícita.  

Todos los actos se presumen realizados con una causa que es, entonces, la razón que determinó su 

celebración. Esta conclusión es compatible con la realidad de las cosas por cuanto las personas no actúan 

en forma irracional, sino que celebran sus actos jurídicos por alguna razón o motivo. Por tanto, es preciso 
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reconocer que los negocios tienen sustento en una declaración de voluntad hasta tanto no se pruebe que 

existe algún defecto que invalida o pone de relieve que no existe tal causa.  

Falsa causa  

Si, como se dijo, la causa constituye un requisito esencial de los actos jurídicos, su falta importa la nulidad 

de estos. Tradicionalmente se ha distinguido entre falta de causa y falsa causa. Si una persona contrae una 

determinada obligación en razón de una causa cualquiera y luego resulta que no existe, se trata de un caso 

de falsa causa. Pero puede ocurrir que en el título se exprese una cláusula que no es verdadera, sino 

aparente que encubre otra real. Se trata del supuesto de causa simulada. Si, en estas condiciones, la causa 

ostensible —esto es, la que figura en el título— no es verdadera, pero la real u oculta existe y es lícita, el 

acto es igualmente válido. Lo simulado puede estar tanto en el móvil, en el fin o en la fuente de la 

obligación. Por supuesto, la obligación fundada en falsa causa será válida siempre que la causa oculta sea 

lícita, carácter que debe reunir cualquier acto jurídico por definición. También es posible incluir en este 

supuesto las distintas hipótesis de error esencial cuando este radica en la causa principal del acto. Se 

trataría, en este caso, de una hipótesis de falta de causa. 

La disposición en análisis no se refiere a la causa fuente, sino que se trata de la causa fin. Por ende, la 

ilicitud que da lugar a la nulidad del acto por causa ilícita puede provenir de la contradicción con las normas 

legales, con el orden público o por alguna otra razón que importe vulnerar el principio de licitud propio del 

acto jurídico.  

Acto abstracto: 

ARTÍCULO 283. Acto abstracto La inexistencia, falsedad o ilicitud de la causa no son discutibles en el 

acto abstracto mientras no se haya cumplido, excepto que la ley lo autorice.  

El CCyC incluye en esta disposición los actos abstractos, a los que les reconoce plena validez.  

Hasta ahora este tipo de negocios había sido incluido en las leyes procesales y no como parte de la teoría 

general de los actos jurídicos.  

En rigor, el acto abstracto tiene causa, pero está oculta. Por la importancia que estos actos —básicamente, 

los títulos de crédito— tienen en los negocios jurídicos, el precepto establece el principio según el cual 

cualquier discusión vinculada a la causa del acto entre las partes debe postergarse una vez cumplidos los 

deberes y derechos que surgen de la relación jurídica de que se trata. El Código deja a salvo que la ley 

exceptúe de ese impedimento en algún caso concreto.  

Los actos abstractos producen efectos con independencia de la finalidad que hubieren tenido las partes al 

celebrarlos. Por ende, las fallas internas de que pudieran adolecer los otorgantes no obstan a la producción 

de sus efectos y, por ende, no pueden impedir el cumplimiento de lo convenido. Tampoco la parte a quien 

se opone el acto abstracto puede resistir su cumplimiento con sustento en alguna falla intrínseca, pero 

después —en otro juicio posterior, de conocimiento amplio— puede ventilar las condiciones del negocio 

subyacente. Vale decir: la abstracción es impuesta por la ley por razones prácticas, para favorecer la 

celeridad y la seguridad en el tráfico jurídico.  

 Forma y prueba del acto jurídico  
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ARTÍCULO 284. Libertad de formas Si la ley no designa una forma determinada para la exteriorización 

de la voluntad, las partes pueden utilizar la que estimen conveniente. Las partes pueden convenir una 

forma más exigente que la impuesta por la ley.   

La forma es uno de los elementos esenciales del acto jurídico. Si la voluntad no se exterioriza de algún 

modo perceptible, el acto jurídico no puede producir efectos porque no existe para el derecho. Para que el 

acto humano voluntario sea reconocido como tal es preciso que salga del fuero interno, pues de lo 

contrario es solamente un propósito que queda reservado en el dominio de la conciencia, coinciden 

Llambías y Salvat. 

Es preciso distinguir la forma como exteriorización de la voluntad de las formalidades, o en otras palabras, 

la forma en sentido amplio, por un lado, y en sentido estricto, por otro.  

La primera es el modo de ser de la manifestación. La forma es la manera de expresar algo, ya se trate de la 

palabra escrita, hablada, los gestos inequívocos o cualquier comportamiento, sin importar de qué manera 

se traduce al mundo de los hechos; lo que importa para esta acepción de forma es que la voluntad de una 

persona se haga reconocible para el resto.  

La segunda acepción es la que se conoce como “formalidades del acto” y que marcan la mayor o menor 

libertad de los sujetos para poder elegir de qué modo expresan el acto jurídico.  

Es decir, el término “forma” se refiere en este caso a la que es impuesta por la ley o por voluntad de los 

particulares para exteriorizar una determinada manera prefijada, una declaración de voluntad. En efecto, 

muchas veces y por distintas razones, la ley exige que ciertos actos se lleven a cabo con una forma 

preestablecida. Ello ocurre con la expresión por escrito, por instrumento o escritura pública. Estas 

exigencias tienen distintas finalidades, en tanto a veces la ley impone alguna formalidad como prueba del 

acto y en otras ocasiones la establece como parte estructural.  

Distinción entre instrumento y acto instrumentado 

En algunos casos la ley exige que el acto se celebre bajo una forma determinada para darle validez 

intrínseca al negocio jurídico. El acto es válido, entre otras cosas, porque cumple con esas formalidades que 

la ley impone de una manera categórica, de modo que si falla la forma o es imperfecta, su nulidad se refleja 

en el acto y este se convierte en nulo.  

En otros casos, la nulidad de las formas —en rigor, la nulidad de las formalidades— no arrastra la validez 

del acto instrumentado o contenido. La forma cumple la función de contener un acto. La distinción 

antedicha permite distinguir entre validez o nulidad de la forma y validez o nulidad del acto contenido en 

ella.  

Principio de libertad de las formas 

Esto quiere decir que las partes pueden elegir la que más convenga a sus intereses.  

Reconoce a las partes la facultad de convenir una forma más exigente que la prefijada por la ley. De esta 

manera queda claro que la voluntad de los interesados no puede suprimir sino agregar formalidades al 

acto. Un ejemplo aclarará la cuestión. Es frecuente que en los contratos de alquiler las partes convengan 

que la restitución de la cosa solo se tendrá por operada con el recibo pertinente suscripto por el locador 
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con firma certificada por escribano público. Aunque no se exige ninguna forma legal específica, si las partes 

pusieron ese requisito, no se tendrá por cumplida con la restitución del bien mientras no se satisfaga la 

forma pactada. De modo que la regla es la libertad que tienen las partes para elegir de qué modo quieren 

instrumentar sus negocios jurídicos. Esta libertad llega incluso a tutelar la forma impuesta por los propios 

interesados en sus asuntos cuando convienen una forma más exigente.  

Diferencia entre forma y prueba  

La forma es el elemento externo del acto, en tanto la prueba es el medio, no necesariamente instrumental, 

por el cual se demuestra la verdad del hecho de haberse celebrado el acto. Muchas veces la ley exige que el 

acto se celebre con una forma determinada para facilitar la prueba de su existencia. En otros casos requiere 

inexorablemente su celebración bajo determinada formalidad para que tenga validez.  

Clasificación de los actos formales. 

Según la clasificación aceptada por la doctrina moderna y adoptada por el CCyC, los actos formales se 

dividen, a su vez, en formales solemnes y no solemnes.  

Los primeros pueden ser de solemnidad absoluta o relativa.  

Los actos de solemnidad absoluta: la violación de las formas establecidas trae aparejada la nulidad como 

única forma de garantizar la observancia de los preceptos sobre la forma.  

Los de solemnidad relativa, en cambio, cuando falla la forma impuesta, el acto no puede producir sus 

efectos propios, pero vale como acto por el cual las partes se obligan a otorgar el instrumento indicado (art. 

285 CCyC).  

Entre los actos formales de solemnidad relativa se encuentra el boleto de compraventa de inmuebles para 

el cual resulta de entera aplicación lo dispuesto en el artículo siguiente.  

Finalmente, los actos no formales son aquellos que no requieren de ninguna forma especial y, por tanto, 

quedan gobernados por el principio general de libertad de las formas.  

Actos formales solemnes absolutos son: el matrimonio; la transacción sobre derechos litigiosos; la donación 

de inmuebles y prestaciones vitalicias.  

Forma impuesta: 

ARTÍCULO 285. Forma impuesta El acto que no se otorga en la forma exigida por la ley no queda 

concluido como tal mientras no se haya otorgado el instrumento previsto, pero vale como acto en el que 

las partes se han obligado a cumplir con la expresada formalidad, excepto que ella se exija bajo sanción 

de nulidad.   

Forma impuesta y obligación de hacer:  

Esta disposición trata el caso donde el acto es formal solemne pero de solemnidad relativa.  

En este supuesto las partes no han cumplido con la forma legalmente exigida y, por tanto, el negocio 

jurídico celebrado no produce sus efectos propios, vale decir, aquellos queridos por los interesados al 

celebrarlo.  
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Sin embargo, el referido incumplimiento no conduce sin más a la nulidad del acto instrumentado sino que, 

por el principio de conservación, este vale como instrumento por el cual las partes se comprometieron a 

elevarlo a la forma legal expresamente prevista.  

A tal efecto, podrá demandarse judicialmente el cumplimiento. Es el caso del boleto de compraventa de 

inmuebles que, no produce los efectos pretendidos por las partes si no tiene la forma predestinada por la 

ley, esto es, la escritura pública.  

Por medio de la aplicación de la norma que se comenta, el adquirente puede solicitar en juicio la 

escrituración del inmueble a fin de constreñir al vendedor a otorgar dicho instrumento bajo apercibimiento 

de ser otorgado por el juez en su nombre.  

Ámbito de aplicación de la norma:  

El artículo en comentario deja en claro la distinción entre forma y prueba del acto, por un lado y, por otro, 

entre actos formales solemnes y no solemnes, vale decir, aquellos en los cuales el incumplimiento de las 

formas no trae aparejada la nulidad del acto instrumentado. El art. 1017,  contiene una nómina de actos 

que deben ser realizados en escritura pública. Por su parte, el art. 1018 establece qué ocurre cuando falta 

el instrumento: “El otorgamiento pendiente de un instrumento previsto constituye una obligación de hacer 

si el futuro contrato no requiere una forma bajo sanción de nulidad. Si la parte condenada a otorgarlo es 

remisa, el juez lo hace en su representación, siempre que las contraprestaciones estén cumplidas, o sea 

asegurado su cumplimiento”.  

ARTÍCULO 286. Expresión escrita La expresión escrita puede tener lugar por instrumentos públicos, o 

por instrumentos particulares firmados o no firmados, excepto en los casos en que determinada 

instrumentación sea impuesta.  

Puede hacerse constar en cualquier soporte, siempre que su contenido sea representado con texto 

inteligible, aunque su lectura exija medios técnicos.  

Se refiere al modo en que se manifiesta la voluntad cuando se expresa por escrito. No se limita a los actos 

formales solemnes de solemnidad absoluta, sino a todos los negocios jurídicos que se manifiestan de 

manera escrita.  

Reafirmación del principio de libertad de las formas: Una atenta lectura de la normativa en análisis permite 

concluir que en materia de expresión escrita rige también el principio de libertad de las formas, a menos 

que se hubiera impuesto determinado tipo de instrumento para el acto de que se trata.  

Por otra parte, como es lógico por el avance natural de la tecnología, el art. 286 incorpora la posibilidad de 

expresión del acto “en cualquier soporte”, con la única condición de que el contenido sea inteligible, 

aunque se exijan medios técnicos de lectura. Esta última parte no reconoce antecedentes en los proyectos 

de reforma anteriores por razones obvias.  

Instrumentos privados y particulares no firmados: 

ARTÍCULO 287. Instrumentos privados y particulares no firmados. Los instrumentos particulares 

pueden estar firmados o no. Si lo están, se llaman instrumentos privados. Si no lo están, se los denomina 

instrumentos particulares no firmados; esta categoría comprende todo escrito no firmado, entre otros, los 
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impresos, los registros visuales o auditivos de cosas o hechos y, cualquiera que sea el medio empleado, 

los registros de la palabra y de información.  

Los instrumentos privados son los documentos empleados con mayor frecuencia por los interesados para 

plasmar sus negocios jurídicos. Según Llambías, los instrumentos privados son documentos firmados por las 

partes sin intervención del oficial público.  

El CCyC, expresamente, clasifica a los instrumentos privados según estén o no firmados.  

Así, son instrumentos privados propiamente dichos si están firmados, mientras que son particulares cuando 

no lo están.  

En forma ejemplificativa, se menciona entre ellos a los impresos, los registros visuales o auditivos de cosas 

o hechos, los registros de la palabra —grabaciones— o de información. De esta forma, se abarca una 

importantísima gama de documentos que hacen a la vida cotidiana y cuya regulación es difusa; basta con 

mencionar los extractos y comprobantes de los cajeros automáticos y todas las transacciones comerciales 

que se realizan diariamente sin que se encuentren firmadas.  

Las nuevas tecnologías han aportado elementos valiosísimos para el tráfico jurídico, para su agilidad, 

comodidad y rapidez; y avanzan a paso acelerado sin que hasta ahora su enorme importancia tuviera 

correlato en la legislación. Esta norma será, entonces, un pilar muy importante para la elaboración de los 

caracteres y efectos de esta nueva categoría de instrumentos.  

ARTÍCULO 288. Firma La firma prueba la autoría de la declaración de voluntad expresada en el texto al 

cual corresponde. Debe consistir en el nombre del firmante o en un signo.  

En los instrumentos generados por medios electrónicos, el requisito de la firma de una persona queda 

satisfecho si se utiliza una firma digital, que asegure indubitablemente la autoría e integridad del 

instrumento. el escrito firmado constituya un instrumento privado debe haber sido redactado con el fin de 

hacer constar una declaración de derecho, definición que es acertada toda vez que se trata de un modo 

de expresión o exteriorización de los actos jurídicos que, por definición, tienen por fin inmediato producir 

una consecuencia de esa índole.  

La firma “es el testimonio de la voluntad de la parte, el sello de verdad del acto. Solo la firma obliga, pues la 

mera presencia de una persona en el acto, y aún su intervención en él, no bastan para obligarla 

válidamente”, sostiene Dalloz.  

Su trascendencia jurídica es bien conocida porque opera como requisito esencial para la existencia de todo 

acto bajo forma privada, a tal punto que se ha considerado —con razón— que resulta técnicamente 

erróneo calificar como instrumentos privados a aquellos que no se encuentran firmados, afirma Orgaz.  

La firma se caracteriza por ser ológrafa y por la exclusividad del trazo, dice Leiva Fernández.  

Existe amplia libertad de elección y las personas pueden adoptar cualquier grafía para firmar; para Lavalle 

Cobo la prueba está en que en la gran mayoría de los casos son ilegibles.  

Su esencia e importancia radica en que constituye la expresión o manifestación habitual de la 

individualidad de quien la estampa y debe estar puesta con el fin de expresar voluntad de adhesión al texto 

en el que la misma se inserta. Como puede colegirse, la firma se encuentra indisolublemente ligada al fin 

inmediato que el acto jurídico procura realizar. Esta singular trascendencia justifica que el legislador la haya 
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rodeado de determinadas garantías y procure separarla o distinguirla de otras exteriorizaciones de la 

individualidad que no constituyen expresiones destinadas a revelar una declaración de voluntad, es decir, 

aquellas que no están encaminadas a establecer relaciones jurídicas, crear, modificar, transferir, conservar 

o aniquilar derechos.  

En el CCyC se la define por su efecto principal que es probar la autoría de la declaración de voluntad 

expresada en el texto. Por tanto, en principio, sería irrelevante si se trata de iniciales o signos en la medida 

que se pruebe la autoría de la declaración. Pero, a continuación, agrega que “debe consistir en el nombre 

del firmante o en un signo”, incurriendo de este modo en una rigidez. 

El rasgo determinante de la exteriorización de la voluntad es la habitualidad y la espontaneidad del trazo, 

siempre que se realicen con la intención de rubricar un acto jurídico.  

La última parte del artículo se refiere a la firma en los instrumentos generados por medios electrónicos; 

para esos casos establece que el requisito de la firma queda satisfecho si se utiliza la firma digital en los 

términos que establece la ley 25.506.  

Según el art. 2° de la ley 25.506, “se entiende por firma digital al resultado de aplicar a un documento 

digital un procedimiento matemático que requiere información de exclusivo conocimiento del firmante, 

encontrándose ésta bajo su absoluto control. La firma digital debe ser susceptible de verificación por 

terceras partes, tal que dicha verificación simultáneamente permita identificar al firmante y detectar 

cualquier alteración del documento digital posterior a su firma”. En su art. 3° se equipara el valor de esta 

clase de firma a la de la firma manuscrita, incluso en lo vinculado a los efectos debidos a su omisión.   

Instrumentos públicos 

ARTÍCULO 289. Enunciación Son instrumentos públicos:  

a) las escrituras públicas y sus copias o testimonios;  

b) los instrumentos que extienden los escribanos o los funcionarios públicos con los requisitos que 

establecen las leyes;  

c) los títulos emitidos por el Estado nacional, provincial o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, conforme 

a las leyes que autorizan su emisión.  

El CCyC no conceptualiza, sino que enuncia los instrumentos públicos.  

Sin embargo, la doctrina entiende por instrumento público el documento escrito otorgado con intervención 

de un oficial público legalmente facultado para ello, con las formalidades que la ley establece. La seguridad 

jurídica requiere que ciertos actos queden documentados de modo que el instrumento donde constan haga 

fe por sí mismo, es decir, no sea normalmente pasible de desconocimiento, ni su eficacia quede supeditada 

a ulteriores pruebas ni verificaciones.  

De ahí que el Estado atribuya a ciertos funcionarios (“oficial público”, “escribano público”, “actuario”) la 

misión de dar fe de aquellos actos correspondientes a la competencia que se les asigna y, a la vez, exija 

determinados recaudos a observarse al tiempo del otorgamiento de esos instrumentos.  

Luego se incluyen no solo los instrumentos que otorgan los escribanos, sino también aquellos extendidos 

por funcionarios públicos con los requisitos que establecen las leyes y, asimismo, los títulos emitidos por el 
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Estado nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, conforme las leyes que autorizan su 

emisión. Estos títulos son instrumentos oficiales que emanan de funcionarios y, aunque conforme a la 

doctrina el contenido de estos documentos no es propio de la fe pública por su jerarquía (son originados 

por órganos del poder público), gozan también de una presunción de legitimidad y de autenticidad, que los 

habilita para quedar incluídos en este CCyC como instrumentos públicos.  

 Las escrituras públicas y sus copias o testimonios. 

 Los instrumentos que extienden los escribanos o los funcionarios públicos con los requisitos que 

establecen las leyes  

Comprende una cantidad innumerable de instrumentos emanados de autoridades integrantes de 

cualquiera de los tres poderes del Estado (legislativo, ejecutivo, judicial).  

A saber, son instrumentos públicos las partidas que expide el Registro Civil, las actuaciones judiciales 

producidas conforme las leyes procesales que llevan la firma del juez o del secretario (la sentencia, las 

resoluciones, las notas, los autos, los cargos que consignan fecha de presentación del escrito, las actas de 

audiencias).  

Son, además, instrumentos públicos las diligencias de los mandamientos o notificaciones asentadas por el 

oficial de justicia o por el oficial notificador por las vías de comunicación establecidas en las leyes de 

procedimiento, incluídas las electrónicas y digitales, etc.  

La jurisprudencia ha considerado que son instrumentos públicos las actuaciones administrativas, las actas 

policiales, los documentos nacionales de identidad, los certificados de transferencia de automotores, los 

telegramas colacionados, el cargo electrónico o mecánico que consigna la fecha de presentación del escrito 

judicial, las cartas documento en las que interviene un funcionario para su expedición.  

 Los títulos emitidos por el Estado nacional, provincial o la CABA, conforme las leyes que autorizan su 

emisión: Son aquellos títulos que se emiten de conformidad a la norma que los crea. 

Si bien por su origen son instrumentos particulares, se los ha revestido de la autenticidad que ostentan 

para facilitar el crédito público y su circulación, y por la innecesariedad de justificar la certeza de la firma 

del funcionario que las emite, simplificando así la negociación del Estado con los particulares.  

A título de ejemplo, los billetes de papel moneda, los títulos de crédito emitidos por el Estado nacional o 

provincial o de la CABA —o sea, los reconocimientos de deuda del Estado—, los títulos de la deuda pública.  

La fe pública y la autenticidad, ejes fundamentales de los instrumentos públicos  

Si bien la fe pública alude a la autoridad del funcionario u oficial público que interviene en el instrumento, 

su esencia es la de brindar protección a los ciudadanos en los actos y negocios que realizan, por el 

significado trascendente que tienen y le importan.  

Por ello, además, la fe pública se refleja en una aceptación del público en general. Y es obligatorio, en 

principio, admitir sus constancias, porque ello hace a la potestad instrumental.  

La autenticidad se refiere a la existencia, legitimidad o veracidad en el significado, también, de que lo 

contenido en el instrumento es verídico y es prueba por sí mismo. Este segundo eje, si bien relacionado con 
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el primero, es calidad sustancial del instrumento público pues refiere a su fuerza probatoria o a la plena fe. 

De ahí que Cifuentes enseñe que el instrumento público prueba por sí mismo la verdad de su contenido, 

tanto con relación a los sucesores como a los terceros. A ello se lo denomina autenticidad.  

Requisitos del instrumento público: 

ARTÍCULO 290. Requisitos del instrumento público Son requisitos de validez del instrumento público:  

a) la actuación del oficial público en los límites de sus atribuciones y de su competencia territorial, excepto 

que el lugar sea generalmente tenido como comprendido en ella;  

b) las firmas del oficial público, de las partes, y en su caso, de sus representantes; si alguno de ellos no 

firma por sí mismo o a ruego, el instrumento carece de validez para todos.  

El CCyC determina cuáles son los requisitos sustanciales que califican los instrumentos públicos.  

Da por sentado que el instrumento público debe ser otorgado por un oficial público.  

Esta es la esencia del instrumento público —la existencia e intervención del oficial público— y, sobre dicha 

base, el CCyC enuncia requisitos subjetivos y objetivos para la validez del acto que aquel otorga.  

Son subjetivos los siguientes:  

a) capacidad del oficial público;  

b) comienzo y fin de la capacidad;  

c) inhabilidad del oficial público;  

d) competencia del oficial público.  

En tanto, podemos enunciar los requisitos objetivos que hacen a la validez del siguiente modo:  

a) la firma del oficial público;  

b) la firma de las partes o sus representantes, ya sea que la estampen por sí mismos o a ruego.  

Por último, el CCyC expone al final del artículo, y para el supuesto de falta de firma de alguno de los 

comparecientes y del otorgante, la sanción legal de invalidez del acto.  

Requisitos subjetivos  

 Nos referimos a la “capacidad” del oficial público como la aptitud, derivada del título que inviste al 

ser designado, para expedir y autorizar estos instrumentos.  

Entonces cobra relevancia la investidura que resulta un especial acto formal por el cual —en el supuesto 

del escribano— el oficial público es puesto en posesión de su cargo.  

Comienzo y fin de la capacidad del oficial público:  

La capacidad del oficial público —su investidura— comienza en el momento en que ha sido puesto en 

posesión del cargo.  

La capacidad cesa en el momento en que se le notifica la terminación de sus funciones (por aceptación de 

renuncia, exoneración, cesantía, suspensión o reemplazo). En este caso, el criterio es igual al que rige en 

cuanto al comienzo. Es decir, son válidos los actos anteriores a la noticia sobre la cesación en sus funciones. 

Sobre la inhabilidad del oficial público:  
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Aun cuando el oficial público debidamente investido de su cargo sea capaz, puede ser inhábil por razones 

éticas o morales para otorgar actos jurídicos a ciertas personas. El oficial público tiene que estar al margen 

de tales conflictos morales para evitar que caiga en parcialidad.  

 Competencia del oficial público por la materia y por el territorio:  

Debe distinguirse la competencia del oficial público en razón de la materia que le ha sido asignada 

legalmente. Asimismo, debe atenderse a su desempeño, con la competencia en razón del lugar o del 

territorio en donde ejerce sus funciones. La competencia por la materia asignada tiene que ver con la 

“especialidad”, es decir, con la clase de actos que le han asignado autorizar. Por esta especialidad o 

competencia en una materia puntual se distinguen, por ejemplo, los actos que autoriza un escribano —

escritura pública— de la función propia del oficial público del Registro Civil que inscribe un nacimiento o 

celebra un matrimonio.  

Carece de competencia el escribano que celebra un matrimonio al igual que el oficial del Registro Civil no 

tiene competencia para extender una escritura pública. 

 La competencia en razón del territorio es el lugar delimitado que se le atribuye al oficial público para el 

ejercicio de sus funciones. Por ende, la validez del instrumento público requiere que el oficial público sea 

competente en ambos aspectos. Ante un acto realizado por el oficial público equivocado en materia 

territorial, se adopta el principio de la validez, reconociéndole eficacia. El orden público que influye en el 

ejercicio de la función pública obsta a que la competencia territorial pueda ser modificada por las partes 

involucradas, tratándose la excepción normada en este artículo de una prórroga legal. Ello, por la 

excepcionalidad que el Código reconoce en la norma bajo comentario que transcribo: “excepto que el lugar 

sea generalmente tenido como comprendido en ella”.  

Requisitos objetivos para la validez del instrumento público  

 La firma del oficial público: 

Va de suyo que la firma del oficial público es requisito esencial de validez del instrumento público. En los 

casos en que los instrumentos son múltiples, las leyes suelen autorizar la firma facsimilar, reproducida 

mecánicamente —pero empleando, a la vez, numeración y procedimientos gráficos o troquelados en el 

resto del instrumento, que aseguran su autenticidad—; por ejemplo, el papel moneda, los títulos de la 

deuda pública, las acciones de las sociedades, etc.  

 La firma de todas las partes interesadas en el acto que se celebre:  

La validez del instrumento público está sujeta a la firma de las partes intervinientes. Caso contrario es nulo. 

Por ejemplo: en los documentos otorgados por personas jurídicas, son parte los representantes legales que 

concurren a suscribirlo, en tanto que en el acto al que ese instrumento da forma, la parte es la persona 

jurídica. Otro ejemplo corriente resulta el otorgamiento del mandato. La forma usual es que en el 

instrumento —poder— sea parte solamente el mandante, mientras que en el acto es parte también el 

mandatario, que aceptará luego, tácitamente, el poder.  

Prohibiciones: 
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ARTÍCULO 291. Prohibiciones Es de ningún valor el instrumento autorizado por un funcionario público 

en asunto en que él, su cónyuge, su conviviente, o un pariente suyo dentro del cuarto grado o segundo de 

afinidad, sean personalmente interesados.  

El CCyC prohíbe por incompatible que el oficial público autorice aquellos actos en los que haya interés 

personal suyo, del cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado o segundo por afinidad. Se 

incluye en la prohibición al conviviente en concordancia con el art. 520 CCyC. Se preserva, por ende, la 

seriedad de los asuntos encomendados al oficial y la imparcialidad que este tiene que mostrar.  

Presupuestos: 

ARTÍCULO 292. Presupuestos Es presupuesto para la validez del instrumento que el oficial público se 

encuentre efectivamente en funciones. Sin embargo, son válidos los actos instrumentados y autorizados 

por él antes de la notificación de la suspensión o cesación de sus funciones hechos conforme a la ley o 

reglamento que regula la función de que se trata.  

Dentro de los límites de la buena fe, la falta de los requisitos necesarios para su nombramiento e 

investidura no afecta al acto ni al instrumento si la persona interviniente ejerce efectivamente un cargo 

existente y actúa bajo la apariencia de legitimidad del título.  

En el art. 290, inc. 1°, CCyC se regulan los requisitos de validez del instrumento público, entre ellos, la 

actuación del oficial público dentro del límite de sus atribuciones y del espacio geográfico asignado para 

cumplirlas. En este artículo se establece que el oficial público no solo debe ser “investido” de su ropaje 

como tal, de acuerdo a las leyes que regulan el ejercicio de su desempeño según sea la función de que se 

trate, sino que además debe estar “efectivamente” en funciones.  

Se regula, pues, la necesariedad de que el funcionario “se encuentre en posesión del cargo”. De igual 

modo, si el oficial público es suspendido o cesa en sus funciones, los actos otorgados por él antes de que 

tome conocimiento de esas medidas que le quitan temporal o definitivamente la “investidura”, son válidos.  

En el segundo párrafo del presente artículo se meritúa el principio de la buena fe. Allí se expresa que el 

instrumento público otorgado en ejercicio efectivo del cargo por un oficial público, con apariencia de 

legitimidad, no puede afectar la validez del acto. Ello así, porque aun cuando el oficial público carezca del 

conjunto de condiciones necesarias para su nombramiento, es fundamental que el principio de seguridad 

jurídica a los particulares administrados sea sostenido, ya que en apariencia ese oficial público ejerce 

legítimamente su investidura.  

¿Son válidos los actos realizados por un funcionario designado y en posesión de cargo que carecía de las 

condiciones intrínsecas para su nombramiento? Sí, absolutamente lo son. Ello en razón de que la 

investidura que le confiere la designación da por sentada su habilidad, sin perjuicio de que la autoridad que 

lo designó y lo puso en ejercicio funcional tome razón posteriormente de que carecía, por ejemplo, de 

título habilitante o edad suficiente, o que tenía antecedentes penales condenatorios y, siendo así, lo 

remueva, lo sancione o lo reemplace. Pero esta nueva situación de “inhabilidad” o “remoción” del 

funcionario tendrá efectos para su persona y hacia el futuro. Nunca hacia atrás. Por ende, y con asiento en 

los principios de la buena fe y de la seguridad jurídica que debe darse a las relaciones jurídicas trabadas, los 

instrumentos otorgados bajo la apariencia de legitimidad en el desempeño en su cargo de un oficial 
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público, aunque este no cumpliera con los requisitos que la ley le exigía, son válidos para no defraudar a los 

administrados. Este CCyC ha revalorizado la validez de los actos jurídicos en sustento del principio de la 

buena fe y de la seguridad jurídica.  

Defectos de forma: 

ARTÍCULO 294. Defectos de forma Carece de validez el instrumento público que tenga enmiendas, 

agregados, borraduras, entrelíneas y alteraciones en partes esenciales, si no están salvadas antes de las 

firmas requeridas. El instrumento que no tenga la forma debida vale como instrumento privado si está 

firmado por las partes.  

La norma alude a los defectos de forma que pueden acarrear la invalidez del instrumento, a saber: las 

alteraciones en partes esenciales, las borraduras, los agregados, los entrelineados y las enmiendas; pero 

dando una solución eficaz para que el acto otorgado en el instrumento público tenga absoluta validez.  

Por ello, se determina que toda transcripción defectuosa debe estar salvada antes de que las personas 

requeridas estampen las firmas. Además, y a favor de los usuarios del sistema, el CCyC recepta la 

conversión del instrumento público defectuoso en instrumento privado si así puede valer.  

ARTÍCULO 295. Testigos inhábiles No pueden ser testigos en instrumentos públicos:  

a) las personas incapaces de ejercicio y aquellas a quienes una sentencia les impide ser testigo en 

instrumentos públicos;  

b) los que no saben firmar;  

c) los dependientes del oficial público;  

d) el cónyuge, el conviviente y los parientes del oficial público, dentro del cuarto grado y segundo de 

afinidad;  

El error común sobre la idoneidad de los testigos salva la eficacia de los instrumentos en que han 

intervenido.  

La lectura de la norma es suficiente para conocer cuáles son las personas que no pueden ser testigos y que, 

por ende, resultan inhábiles para cumplir la formalidad que la ley requiere en cada uno de los instrumentos 

que se celebren.  

Hay dos clases de testigos:  

a) aquellos cuya declaración es un medio de prueba, aquellos que declaran en juicio y a través de cuya 

declaración se concurre con posterioridad a demostrar la existencia de los hechos y de los actos;  

b) los testigos instrumentales cuya presencia integra la forma del acto. En la última categoría se distinguen 

los testigos de conocimiento —aquellos que concurren al solo efecto de dar fe de la identidad de las 

partes— y los testigos del acto.  

En el artículo bajo estudio referimos exclusivamente a los testigos instrumentales.  

Cuando la ley dispone que el instrumento debe otorgarse ante testigos, su presencia y firma es requisito de 

validez. La capacidad para ser testigo instrumental es su habilidad —o sea, su capacidad como tal— y 

comprende a toda persona no comprendida por las exclusiones de la ley.  

Al referirse a las personas incapaces de ejercicio y a aquellas con restricciones o limitaciones a la capacidad 

de ejercicio declaradas en una sentencia judicial. En el caso de aquellas personas a quienes se ha 



39 
 

 

Materia: Derecho II                                                                                    Profesora: Dra. Mara L. Díaz 

restringido por sentencia su capacidad jurídica, su imposiblidad para ser testigo especialmente debe 

constar en la sentencia.  

¿Qué significa que el error común sobre la idoneidad de los testigos salva la eficacia de los instrumentos en 

que han intervenido? Por ser los testigos requisitos de validez de algunos instrumentos públicos, su 

restricción a la capacidad para actuar como tales o la declaración de incapacidad declaradas por sentencia 

judicial, tiene como efecto propio la invalidez del acto.  

Pero no es así cuando su inhabilidad no es públicamente conocida. No sería inválido el instrumento en el 

cual una persona, si bien conviviente del otorgante del acto, no reúne en ese momento los requisitos del 

art. 510 CCyC (requisitos de la unión convivencial) porque no ha transcurrido aun el plazo mínimo de dos 

años que la norma requiere para que dicha unión convivencial surta efectos jurídicos.  

Además, la finalidad del CCyC es restringir lo menos posible el ejercicio de la capacidad de las personas y 

promover su autonomía.  

Eficacia probatoria: 

ARTÍCULO 296. Eficacia probatoria El instrumento público hace plena fe:  

a) en cuanto a que se ha realizado el acto, la fecha, el lugar y los hechos que el oficial público enuncia 

como cumplidos por él o ante él hasta que sea declarado falso en juicio civil o criminal;  

b) en cuanto al contenido de las declaraciones sobre convenciones, disposiciones, pagos, 

reconocimientos y enunciaciones de hechos directamente relacionados con el objeto principal del acto 

instrumentado, hasta que se produzca prueba en contrario.  

El artículo refiere en sus incisos, tanto a las declaraciones formalmente esenciales del instrumento —a las 

declaraciones de contenido o a aquellas dispositivas de las partes; a las enunciaciones directas y a las 

enunciaciones simples que contienen el instrumento público otorgado— como a los modos de 

impugnación, según se trate de las cláusulas esenciales del inc. a o de las cláusulas dispositivas previstas en 

el inc. b. 2.  

Es la ley la que confiere autenticidad a los instrumentos públicos de acuerdo a sus especialidades, 

requerimientos y condiciones que ella prevé.  

Entonces, los instrumentos públicos son un medio de prueba de los hechos y de las declaraciones 

absolutamente importantes y necesarios para la sociedad, ya que evitan que cada vez que se tenga que 

hacer valer actos o negocios, estos tengan que ser sometidos a reconocimientos o pruebas gravosas de su 

existencia y veracidad. Dicha fuerza probatoria, que no requiere de ningún elemento externo al 

instrumento celebrado para tener vigencia, no solo alcanza y se extiende a las partes y a sus sucesores, sino 

también a los terceros y a todos los sujetos que no tienen ninguna relación con el acto o el negocio.  

“Ninguna relación” importa sostener que alcanza también a quienes carecen de un interés directo o 

indirecto vinculado con el acto y sus consecuencias. Se facilita de ese modo la prueba, otorgándose a los 

instrumentos plena fe de su contenido. Se puede decir que ello se deriva de la aplicación de la fe pública y 

su corolario: la autenticidad de los instrumentos públicos.  
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La fuerza probatoria es el elemento que caracteriza al instrumento público y que lo diferencia del 

instrumento privado, que no tiene esa cualidad. La autenticidad se refiere a la existencia, legitimidad o 

veracidad en el significado de lo que contiene el instrumento.  

Sobre la impugnación del contenido de un instrumento público. Sus variantes. 

 Declaraciones formalmente esenciales:  

Se expresó con anterioridad la fuerza probatoria del instrumento público y las distintas clases de 

declaraciones que este contiene. Algunas de ellas son formalmente “esenciales” como, por ejemplo, lugar, 

fecha, domicilio, identificación del requerido, motivo u objeto de la medida a cumplir, lugar donde se 

practica la diligencia efectivamente, personas intervinientes, entrega de cosas o dinero en presencia del 

oficial público o exhibición de títulos (si ese era el objeto de la medida). Tales cualidades del instrumento 

son esenciales y tienen fuerza probatoria porque ocurrieron ante el oficial público o se han cumplido por él 

mismo, o han sido manifestadas por el oficial en ese acto: este ha estampado su firma y sello, ha recabado 

previamente la firma del requerido y de los comparecientes, ha expresado los motivos de su investidura 

que lo autorizan a llevar a cabo el instrumento público, y es quien la ley presume auténtico, con fuerza 

probatoria y con capacidad para dar plena fe de lo actuado. Aquí la fuerza probatoria alcanza su nivel más 

alto; para derrumbar la veracidad, autenticidad, legitimidad, plena fe que hace el instrumento frente a 

todos, no basta con una simple prueba en contrario: hay que acudir a la justicia criminal, bajo la figura del 

delito de redargución de falsedad.  

 Declaraciones dispositivas de las partes al momento del acto que se otorga; declaraciones 

enunciativas directas; declaraciones simples de una de las partes  

a) Las primeras son aquellas declaraciones que el oficial público recibe, cuya veracidad no comprueba 

personalmente. Por ejemplo, las partes declaran que antes del acto ya se habían hecho entrega de dinero o 

que ya han celebrado un acuerdo. Este tipo de declaraciones tiene fuerza probatoria instrumental diferente 

a las declaraciones formalmente esenciales.  

b) Las segundas no son necesarias al acto. Pero, al hacerlas y aceptarlas, tienen un valor de cláusulas 

dispositivas. Por ejemplo, se declara que se ha entregado la posesión antes del acto y se establece un día 

determinado. También tienen fuerza probatoria instrumental de diferente rango de las declaraciones 

formalmente esenciales. 

c) Las terceras son manifestaciones unilaterales sobre hechos que no tienen relación con el acto. Por 

ejemplo, se declara que la numeración de la calle donde está ubicado el inmueble es idéntica a la del 

inmueble donde se muda. Estas declaraciones no tienen fuerza de prueba instrumental, pero tal vez sirvan 

como principio de prueba por escrito para demostrar alguna circunstancia.  

Como conclusión, tratándose de las cláusulas insertas en el cuerpo del instrumento público de dispositivas 

y enunciativas directas (equiparables, como se dijo, a las dispositivas), si bien tienen plena fe entre las 

partes y terceros, para impugnar su contenido o veracidad, basta ofrecer prueba en contra y será el juez 
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quien la aprecia. Basta que en el juicio donde se invoca el instrumento público la parte impugnante traiga 

pruebas de la inexactitud de las declaraciones. 

Contradocumento: 

ARTÍCULO 298. Contradocumento El contradocumento particular que altera lo expresado en un 

instrumento público puede invocarse por las partes, pero es inoponible respecto a terceros interesados de 

buena fe.  

El contradocumento particular puede invocarse entre las partes que alteraron lo expresado en un 

instrumento público, pero no pueden oponerlo frente a aquellas personas, como resultan los terceros de 

buena fe.  

El contradocumento es un escrito en general secreto que comprueba o reconoce la simulación total o 

parcial de un acto aparente al cual se refiere.  

Cuando la simulación es lícita, porque a nadie daña ni va contra la ley, puede ocurrir que una de las partes 

—la simulación es un negocio bilateral— que hizo el acuerdo simulatorio pretenda sostener que la 

simulación celebrada no es un negocio aparente, sino real.  

En ese caso, se consolidan, si no hay actuación de la otra parte, las consecuencias del acto aparente 

convirtiéndose en efectivas. Si esto sucede, la otra parte que intervino en el negocio puede iniciar la acción 

de simulación para evitar que esta prospere y se consume la apariencia. Puede darse que terceras personas 

estén interesadas en que el acto se mantenga aparente.  

Y si estos terceros son de buena fe porque no conocen el negocio ficticio del acto, se benefician con la 

inoponiblidad del contradocumento hacia ellos. Los terceros de buena fe son aquellos que desconocían el 

negocio simulado en el momento en que se relacionaron con las partes simulantes.  

Instrumentos privados y particulares 

ARTÍCULO 313. Firma de los instrumentos privados Si alguno de los firmantes de un instrumento 

privado no sabe o no puede firmar, puede dejarse constancia de la impresión digital o mediante la 

presencia de dos testigos que deben suscribir también el instrumento.  

Los instrumentos particulares que se encuentran firmados, se denominan instrumentos privados.  

En cambio, los instrumentos particulares que no lo están se llaman “instrumentos particulares no 

firmados”. Estos comprenden todo escrito no firmado, entre otros, los impresos, los registros visuales o 

auditivos de cosas o hechos, y los registros de la palabra y la información, cualquiera que sea el medio 

empleado.  

Cuando el documento se encuentra firmado, no hay dudas, entonces, de que se trata de un instrumento 

privado.  

La cuestión se plantea, aquí, cuando la persona no sabe o no puede firmar. Esa imposibilidad puede ser 

permanente —como, por ejemplo, en el caso del analfabeto— o, simplemente de carácter transitorio o 

accidental —por ejemplo, el caso del sujeto que se ha fracturado su mano hábil—. La solución que da el 

artículo es que puede dejarse constancia de la impresión digital. En tal caso, ¿esa impresión digital tiene 

idéntica validez que la firma? El título del artículo podría abrigar la duda respecto de si los instrumentos 
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signados digitalmente sean auténticos instrumentos privados. Repárese que dicho título reza “firma de los 

instrumentos privados”, lo que podría conducir a interpretar que estamos en presencia de instrumentos de 

dicha naturaleza. Sin embargo, la última parte del art. 314 CCyC zanja cualquier discusión: el documento 

signado con la impresión digital vale como principio de prueba por escrito y puede ser impugnado en su 

contenido. Esto significa que los instrumentos signados con la impresión digital no constituyen verdaderos 

instrumentos privados, sino que caen bajo la órbita de los instrumentos particulares no firmados.  

Impresión digital y presencia de testigos:  

La persona que no sabe o no puede firmar puede dejar constancia de su impresión digital. Ello valdrá, como 

principio de prueba por escrito. Pero también pueden dejar constancia de la presencia dos testigos que 

deben suscribir el instrumento.  

Reconocimiento de la firma: 

ARTÍCULO 314. Reconocimiento de la firma Todo aquel contra quien se presente un instrumento cuya 

firma se le atribuye debe manifestar si ésta le pertenece. Los herederos pueden limitarse a manifestar que 

ignoran si la firma es o no de su causante.  

La autenticidad de la firma puede probarse por cualquier medio.  

El reconocimiento de la firma importa el reconocimiento del cuerpo del instrumento privado. El instrumento 

privado reconocido, o declarado auténtico por sentencia, o cuya firma está certificada por escribano, no 

puede ser impugnado por quienes lo hayan reconocido, excepto por vicios en el acto del reconocimiento. 

La prueba resultante es indivisible.  

El documento signado con la impresión digital vale como principio de prueba por escrito y puede ser 

impugnado en su contenido.  

La primera parte de la norma impone el deber a la persona que se le atribuye una firma, de reconocer o no 

si le pertenece. Se trata de un supuesto en el que existe obligación legal de expedirse. La incomparecencia 

al acto de reconocimiento implica que el juez puede atribuirle la autoría de la firma.  

Pero el deber de comparecer se circunscribe a la persona a la que se le pretende atribuir la autoría. No se 

encuentran constreñidos a expedirse los terceros ni tampoco, los herederos. En ese caso, el eventual 

silencio que estos pudieran guardar, carece de relevancia y no puede constituirse en un antecedente 

desfavorable a sus intereses.  

Tratándose de personas jurídicas, la citación debe hacerse al representante legal. En caso de haber sido 

citado un representante distinto al que insertó la firma, puede manifestar que ignora quién colocó la firma, 

en cuyo caso corresponde acudir al mecanismo de la prueba pericial.  

Los herederos no están obligados a expedirse sobre la autoría de la firma. Pueden limitarse a manifestar 

que ignoran si es o no la firma del causante, sin que ese temperamento constituya una presunción en 

contra de sus intereses. Se ha sostenido que el hecho de que la ley exima a los sucesores de la obligación 

de reconocer o desconocer la firma atribuida a sus antecesores, permitiéndoles alegar ignorancia al 

respecto, no impide que a esos sucesores se los pueda citar al reconocimiento bajo apercibimiento de 

darles por reconocida la firma en caso de falta de comparecencia o silencio.  

Prueba  



43 
 

 

Materia: Derecho II                                                                                    Profesora: Dra. Mara L. Díaz 

La autenticidad de la firma puede realizarse por cualquier medio probatorio. La prueba por excelencia, en 

este caso, será la pericial caligráfica. El perito deberá cotejar la firma del instrumento privado, con aquellos 

elementos indubitados que se agreguen al expediente.  

Implicancia del reconocimiento de la firma:  

Sea que se trate del reconocimiento voluntario de la firma o de uno forzado por la decisión judicial, queda 

reconocido en ambos casos el cuerpo del instrumento privado.  

Lo que la ley ha previsto es una especie de inescindibilidad entre el reconocimiento de la firma y el 

reconocimiento del cuerpo del instrumento. Es por ello que, con razón, se ha resuelto que quien ha 

desconocido la firma de un documento no puede ampararse en una cláusula del instrumento cuya firma no 

ha quedado reconocida, ya que con ese desconocimiento es negado también el instrumento y su 

contenido.   

Impugnación del documento:  

Cuando el instrumento privado ha sido reconocido voluntariamente por decisión judicial o porque su firma 

se encuentra certificada ante escribano, no cabe la impugnación por las personas que lo han reconocido. Es 

una derivación de la teoría de los actos propios y del principio de buena fe. No haría seguridad jurídica si el 

ordenamiento le otorgase al sujeto que reconoció el instrumento la posibilidad de arrepentirse 

ulteriormente. Sin embargo, la impugnación es viable cuando existen vicios en el acto de reconocimiento. 

En tal caso, sobre el impugnante recaerá la carga de demostrar haber sido víctima de error, dolo o 

violencia.  

Indivisibilidad de la prueba:  

Efectuado el reconocimiento, la prueba que emana de él es indivisible y, por lo tanto, el instrumento 

probará tanto a favor como en contra del reconociente y, a la vez, también probará tanto a favor como en 

contra de aquella parte que pretendió su reconocimiento.  

Documento con impresión digital:  

El CCyC le otorga el valor de principio de prueba por escrito. La norma permite impugnar su contenido. 

Cuando la persona no sabe firmar y utiliza la impresión digital, el juez debe ser riguroso con el análisis de la 

prueba que colecte. En caso de duda, debe inclinarse por la ineficacia del documento porque existe una 

fuerte presunción de que la persona que se encuentra en una situación de vulnerabilidad ha sido engañada.  

Documento firmado en blanco: 

ARTÍCULO 315. Documento firmado en blanco El firmante de un documento en blanco puede 

impugnar su contenido mediante la prueba de que no responde a sus instrucciones, pero no puede 

valerse para ello de testigos si no existe principio de prueba por escrito.  

El desconocimiento del firmante no debe afectar a terceros de buena fe. Cuando el documento firmado en 

blanco es sustraído contra la voluntad de la persona que lo guarda, esas circunstancias pueden probarse 

por cualquier medio.  

En tal caso, el contenido del instrumento no puede oponerse al firmante excepto por los terceros que 

acrediten su buena fe si han adquirido derechos a título oneroso en base al instrumento.  
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Para el CCyC acudir al mecanismo de la firma de un documento en blanco. Quien obra de esa manera, está 

encomendando a otro que lo represente, ya que está permitiendo que escriba un texto que generará 

efectos para el firmante. La firma en blanco puede ser otorgada para que se complete la totalidad del 

documento o una parte. Se trata de un acto basado en la confianza pero que genera riesgos, pues podrían 

suscitarse discordancias entre las instrucciones brindadas y lo que efectivamente quedó plasmado en el 

documento.  

La norma habilita al firmante de un documento en blanco a impugnar su contenido. Deberá arrastrar con la 

difícil carga de demostrar que lo asentado en el documento no condice con las instrucciones dadas. Para 

ello, no podrá valerse de la prueba testimonial, excepto que exista principio de prueba por escrito. La 

solución de excluir la prueba testimonial se justifica plenamente, pues lo contrario permitiría invalidar con 

facilidad obligaciones en verdad contraídas. Se permite valerse de dicho medio probatorio cuando existe 

principio de prueba por escrito.  

Los terceros de buena fe:  

Los derechos de los terceros de buena fe quedan debidamente resguardados frente a la eventualidad de 

que se impugne el documento. La apariencia que ha generado el obrar del firmante del documento y de la 

persona que lo completó no podría perjudicar los derechos que legítimamente adquirió quien procedió a 

contratar en esos términos.  

Una solución contraria a la que propicia la norma implicaría atentar contra la seguridad jurídica que debe 

primar en la materia. Quien asumió el riesgo de firmar un documento en blanco o una parte de él debe 

cargar con las consecuencias que su proceder genera. La elección de un representante infiel, en cualquier 

caso, es responsabilidad del firmante y, en ninguna circunstancia, podría afectarse el derecho del tercero 

que obró de buena fe y bajo la apariencia de que lo que hacía era correcto.  

Sustracción del documento:  

Una situación hipotética que hace variar, en principio, el eje de la cuestión es cuando el documento 

firmado en blanco es sustraído contra la voluntad de quien lo guardaba. En ese caso, su contenido no 

puede oponerse al signatario del instrumento. El firmante tiene que demostrar que el documento le ha sido 

sustraído. Se puede valer de cualquier medio probatorio para verificar ese extremo.  

El instrumento puede estar en manos del propio firmante o de un tercero. Lo importante no es quién lo 

tenía, sino la sustracción contra la voluntad de su guardador.  

Pero los terceros que acrediten su buena fe y sean a título oneroso no pueden ser perjudicados. 

El CCyC protege los derechos de los terceros de buena fe y a título oneroso, pero con la salvedad de que 

deben acreditar su buena fe. Cuando hay sustracción del documento, la buena fe no se presume y el 

tercero que la alega tiene la carga de demostrarla.  

Enmiendas: 

ARTÍCULO 316. Enmiendas Las raspaduras, enmiendas o entrelíneas que afectan partes esenciales del 

acto instrumentado deben ser salvadas con la firma de las partes.  
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De no hacerse así, el juez debe determinar en qué medida el defecto excluye o reduce la fuerza 

probatoria del instrumento.  

Es habitual que antes de firmar el documento, las partes adviertan que han deslizado un error de tipeo o 

cometido una omisión involuntaria. Para evitar volver a redactar o reimprimir el documento, normalmente 

se entrelinea el instrumento o se enmiendan las partes pertinentes.  

El problema surge cuando se afectan partes esenciales del acto. Para no dar lugar a discusiones, las partes 

deben salvar las enmiendas y firmarlas al pie. Cuando ello no sucede, se actualiza el debate sobre su 

validez. El CCyC no excluye su validez. Deja al arbitrio del juez la determinación sobre la medida en que el 

defecto excluye o reduce la fuerza probatoria del instrumento. Se trata de una solución acertada, porque 

deposita en la prudencia del juez el análisis sobre el alcance que tienen las enmiendas.  

Fecha cierta: 

ARTÍCULO 317. Fecha cierta La eficacia probatoria de los instrumentos privados reconocidos se 

extiende a los terceros desde su fecha cierta.  

Adquieren fecha cierta el día en que acontece un hecho del que resulta como consecuencia ineludible que 

el documento ya estaba firmado o no pudo ser firmado después.  

La prueba puede producirse por cualquier medio, y debe ser apreciada rigurosamente por el juez.  

La exigencia de la fecha cierta tiene por objeto salvar a los terceros del fraude que las partes podrían 

cometer antedatando los instrumentos privados. 

 La fecha cierta no puede tener influencia con respecto a las partes. La validez de la firma importa la 

autenticidad de todo el instrumento. Una vez que este es reconocido, no queda a los otorgantes otro 

medio para impugnar la validez de la fecha que la prueba en contrario.  

La fecha del instrumento no presenta interés especial para las partes, porque no es requisito esencial de los 

instrumentos privados.  

En cambio, los terceros son los principales interesados en tener certeza de la fecha del instrumento, en la 

medida en que pueden ser víctimas de una confabulación entre las partes que perjudique sus intereses. El 

Código afirma que la fecha cierta se adquiere cuando acontece un hecho del que resulta como 

consecuencia ineludible que el documento ya estaba firmado o no pudo ser firmado después.  

Deja así un margen discrecional al juez para valorar si el documento estaba o no fechado, pero la prueba 

debe analizarse rigurosamente.  

Valor probatorio: 

ARTÍCULO 319. Valor probatorio El valor probatorio de los instrumentos particulares debe ser apreciado 

por el juez ponderando, entre otras pautas, la congruencia entre lo sucedido y narrado, la precisión y 

claridad técnica del texto, los usos y prácticas del tráfico, las relaciones precedentes y la confiabilidad de 

los soportes utilizados y de los procedimientos técnicos que se apliquen.  

Este artículo fija las pautas de interpretación de los documentos particulares, es decir de aquellos que no se 

encuentran firmados por las partes. Su valor probatorio deber ser apreciado por el juez y, a tal fin, se 

determinan una serie de pautas que no son excluyentes, como la congruencia entre lo sucedido y narrado, 

la precisión y claridad técnica del texto, los usos y prácticas del tráfico, las relaciones precedentes y la 

confiabilidad de los soportes utilizados y de los procedimientos técnicos que se apliquen. Gran parte de las 
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directivas están orientadas a los documentos electrónicos, que han sido definidos como toda 

representación en forma electrónica de un hecho jurídicamente relevante susceptible de ser recuperado en 

forma humanamente comprensible.  

VICIOS DE LOS ACTOS JURÍDICOS 

 Lesión 

ARTÍCULO 332. Lesión Puede demandarse la nulidad o la modificación de los actos jurídicos cuando 

una de las partes explotando la necesidad, debilidad síquica o inexperiencia de la otra, obtuviera por 

medio de ellos una ventaja patrimonial evidentemente desproporcionada y sin justificación.  

Se presume, excepto prueba en contrario, que existe tal explotación en caso de notable desproporción de 

las prestaciones.  

Los cálculos deben hacerse según valores al tiempo del acto y la desproporción debe subsistir en el 

momento de la demanda.  

El afectado tiene opción para demandar la nulidad o un reajuste equitativo del convenio, pero la primera 

de estas acciones se debe transformar en acción de reajuste si éste es ofrecido por el demandado al 

contestar la demanda. Sólo el lesionado o sus herederos pueden ejercer la acción.  

La lesión consiste en el aprovechamiento que realiza una parte del estado de necesidad, debilidad psíquica 

o inexperiencia de la otra y, con motivo de ese aprovechamiento, saca una ventaja evidentemente 

desproporcionada y sin justificación.  

La prueba de los dos elementos subjetivos y del elemento objetivo recae sobre quien invoca la lesión. Sin 

embargo, se presume que existió explotación cuando la desproporción entre las prestaciones surja notoria, 

es decir, pueda apreciarse a simple vista.  

La desproporción debe verificarse al tiempo de celebrar el acto y subsistir al momento de la demanda. La 

víctima puede iniciar acción de nulidad o de reajuste. Si promueve la primera y el demandado ofrece 

reajustar equitativamente la pretensión, la acción se transformará y seguirá solamente como reajuste.  

La demanda solamente puede ser intentada por la víctima o sus herederos. No es susceptible de 

subrogación por los acreedores o terceros interesados.  

Elementos de la lesión:  

El negocio afectado por el vicio de lesión se realiza con discernimiento, intención y libertad, esto es, con 

todos los elementos internos de la voluntad sanos.  

Sin embargo, existe una anomalía del negocio que se produce por la explotación que realiza una de las 

partes al aprovecharse de la necesidad, debilidad psíquica o de la inexperiencia de la otra.  

La conformación de la lesión exige la concurrencia de tres elementos: uno objetivo y dos de naturaleza 

subjetiva.  

 Los elementos subjetivos  

Un sujeto que atraviesa por un estado anormal, que se caracteriza por el estado de necesidad, debilidad 

psíquica o inexperiencia. Vale decir, la víctima atraviesa un estado de inferioridad que se traduce en:  

a) una situación de necesidad.  
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Se refiere a un estado de peligro que pueda poner en riesgo la vida, la salud, el honor o la libertad de la 

persona afectada, o incluso sus bienes o cosas, siempre y cuando la amenaza tenga aptitud o idoneidad 

para determinarla a celebrar el negocio;  

b) debilidad psíquica.  

Se vincula con el estado patológico en que se halle el damnificado, que le impide tener una dimensión 

plena o cabal de las consecuencias del acto que realiza. Actualmente, es difícil subsumir la hipótesis 

normativa en un estado determinado debido a la modificación sustancial que ha experimentado el Código 

en materia de capacidad jurídica de obrar. Pero es inequívoco que este caso está relacionado con estados 

de hecho que se caracterizan por una situación de debilidad o de inferioridad psíquica, que lleva a la 

persona a realizar un acto que le resulta perjudicial en razón de no poder comprender sus alcances o 

efectos. La debilidad psíquica, cualquiera sea su procedencia, tiene que provocar una situación de 

inferioridad captada y aprovechada por la parte que lesiona en perjuicio de la otra. Obviamente, no 

cualquier situación de debilidad en esa órbita será relevante. Es preciso que genere un estado de 

inferioridad que incida directamente sobre la voluntad del sujeto;  

c) inexperiencia.  

Se ha definido a la inexperiencia como la falta de conocimientos que se adquieren con el uso y la práctica. 

Se asocia este elemento con personas de escasa cultura o falta de experiencia de vida en razón de su corta 

edad;  

d) la explotación.  

El agente, a diferencia de lo que ocurre en caso de dolo, no genera la situación de inferioridad, sino que se 

adueña de ella, la explota y se aprovecha de esas condiciones anormales. Es un obrar contrario a la buena 

fe, porque aun cuando no maquina ni oculta el estado de las cosas para que otro incurra en error, maneja 

las condiciones del negocio sabiendo que la otra parte no tiene las herramientas o cualidades personales 

para protegerse de la desventaja.  

 El elemento objetivo  

El elemento objetivo es la obtención de una ventaja patrimonial evidentemente desproporcionada y sin 

justificación. No indica en qué medida dicha desproporción es jurídicamente relevante para ser considerada 

una “ventaja”, sino que deja librado ese extremo a la apreciación judicial. Una vez verificada, incumbe al 

demandado probar que se encuentra justificada, esto es, que tiene un motivo valedero —por ejemplo, la 

intención de realizar una liberalidad— que descarta el aprovechamiento que configura la lesión.  

Requisitos formales para invocar la lesión  

Puede ocurrir que, con el transcurso del tiempo y debido a distintas contingencias socioeconómicas, las 

prestaciones que comenzaron desproporcionadas equiparen su valor por circunstancias objetivas, 

independientes de la voluntad de las partes. Por aplicación del principio de conservación del acto jurídico, 

se requiere que la desproporción se verifique al momento de la celebración del acto y subsista hasta la 
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interposición de la demanda. Si, por cualquier causa externa y ajena al negocio, desaparece la 

desproporción o la falta de equivalencia notable, la acción deja de tener sustento.  

Se entiende que para que proceda la pretensión el acto jurídico debe ser conmutativo y oneroso; de modo 

que la lesión no es admisible en los contratos gratuitos. Es que la ventaja que recibe una parte debe 

encontrar correlato en la que obtiene la otra. Si se destruye la equivalencia entre las prestaciones porque 

uno de los sujetos explota el estado de inferioridad del otro, podrá invocarse la lesión.  

Prueba  

En principio, la prueba de los presupuestos de la lesión recae sobre la víctima o sus herederos. Pero si la 

desproporción es evidente, o se puede advertir a partir de una apreciación elemental, no se exige actividad 

probatoria por parte de la víctima por cuanto las propias cláusulas del acto, por su exorbitancia, dan cuenta 

de la anormalidad.  

La ley en este caso presume la explotación del estado de inferioridad e invierte la carga de la prueba que se 

desplaza al demandado. Probada la desproporción, por aplicación del principio según el cual quien alega un 

hecho debe acreditarlo, incumbe a la demandada probar que no hubo tal explotación o bien que la 

desproporción se encuentra justificada.  

Efectos. Acciones que puede intentar la víctima  

La víctima puede elegir entre la acción de nulidad y la de reajuste. El demandado, en tanto, solamente tiene 

a su disposición la acción de reajuste de las prestaciones. Esta última implica que la parte que sacó ventaja 

ofrece un plus para expurgar la inequidad producida por la explotación del estado de inferioridad del actor 

y equilibrar las prestaciones.  

Legitimación  

La demanda solamente puede ser intentada por la víctima o sus herederos, de modo que no pueden 

promover la acción los acreedores ni ningún otro tercero, por más que invoque un interés legítimo.  

Irrenunciabilidad de la acción  

La acción para reclamar la nulidad o el reajuste por vicio de lesión no es susceptible de renuncia anticipada 

o realizada en forma simultánea a la celebración del acto. Si en un negocio jurídico se introduce una 

cláusula de esta índole, resultaría inválida. Luego de celebrado el acto, nada impide que la víctima renuncie 

a promover la acción o confirme la invalidez del acto.  

 Simulación 

ARTÍCULO 333. Caracterización La simulación tiene lugar cuando se encubre el carácter jurídico de un 

acto bajo la apariencia de otro, o cuando el acto contiene cláusulas que no son sinceras, o fechas que no 

son verdaderas, o cuando por él se constituyen o transmiten derechos a personas interpuestas, que no 

son aquellas para quienes en realidad se constituyen o transmiten.  

El CCyC no trae una definición de la simulación sino que proporciona una serie de características y describe 

situaciones que desembocan en un acto simulado.  
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La simulación es un defecto contrario a la buena fe. Consiste en un acto o negocio jurídico que, por acuerdo 

de partes, se celebra exteriorizando una declaración recepticia no verdadera, que tienen por finalidad 

engañar a terceros.  

Requisitos del acto simulado  

Según se desprende de la definición transcripta, la simulación:  

a) es un acto jurídico: Tiene todos los elementos del acto jurídico. Su fin inmediato es provocar un engaño. 

En efecto, el acto simulado se caracteriza por constituir una disconformidad entre la voluntad interna y la 

declarada. Esto es, existe una declaración de voluntad ostensible —fingida— que no tiene correlato en la 

realidad y que encubre una voluntad distinta de la expresada. Puede ocurrir que el acto consista en una 

pura apariencia o que esconda otro distinto del manifestado. En el primer caso, el engaño consiste en un 

simular y, en el segundo, importa disimular, ocultar lo que es;  

b) requiere la existencia de un acuerdo simulatorio entre todos los intervinientes en el negocio: Este 

requisito es el que distingue la simulación de otros actos que tienen en apariencia los elementos de la 

simulación, pero que constituyen otras figuras como, por ejemplo, el contrato presta nombre o convención 

de testaferro. Precisamente, el acuerdo simulatorio importa que una parte emite una declaración de 

voluntad hacia otra persona que participa en el acto y ambas convienen en generar una apariencia con la 

finalidad de engañar a terceros;  

c) supone que el fin inmediato perseguido por las partes consiste en engañar a terceros: El engaño es el 

elemento esencial de la simulación. No lo es, en cambio, la existencia de perjuicio, porque el engaño que no 

provoca un menoscabo a derechos de terceros, ni tiene por finalidad violar la ley, no desemboca en 

simulación ilícita, sino lícita.  

Objeto de la simulación  

Cualquier acto o negocio puede ser simulado, salvo algunos casos en los que no es admisible. Ello ocurre en 

los actos propios del derecho público, en los cuales interviene una autoridad administrativa o judicial y, por 

ende, no cabe la apariencia o engaño. Así, cuando se trata de un proceso ficticio armado para perjudicar a 

terceros, el juez no es parte en la simulación. Si se tratara de un juicio falso pergeñado por dos o más 

personas, o bien un caso de corrupción, el acto no sería simulado sino que podrá dar lugar, en su caso, a la 

configuración de cosa juzgada írrita y generará responsabilidad civil y penal si se reúnen, por supuesto, sus 

elementos de procedencia.  

Tampoco podrían ser simulados los actos no recepticios, como el testamento, la confirmación de un acto 

nulo.  

En cambio se admite la posibilidad de simulación en los actos unilaterales recepticios en donde se requiere 

la cooperación de la persona a quien va dirigida la declaración de voluntad. El clásico ejemplo es la renuncia 

gratuita a una obligación.  

Clasificación de la simulación  
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El Código proporciona una declaración descriptiva de la simulación. Esta, sin embargo, coincide con una de 

sus especies, esto es, la simulación relativa. La simulación se divide en simulación absoluta y relativa.  

 Simulación absoluta: En la simulación absoluta las partes no tienen ninguna intención de celebrar 

un acto jurídico sino solamente de generar una apariencia, una ilusión.  

 Simulación relativa: Actos sobre los que recae: puede recaer sobre la naturaleza del acto —por 

ejemplo una compraventa que encubre una donación— o sobre su contenido y objeto, cuando 

contiene cláusulas que no son sinceras, o fechas que no son verdaderas, o modalidades 

inexistentes —supeditando, a una condición un hecho puro y simple— o sobre las personas que 

intervienen en el acto.  

A diferencia de la simulación absoluta, en este caso, aunque también existe un acto ficticio, detrás de él se 

esconde otra realidad, distinta de la aparente.  

A título ejemplificativo, el artículo señala que la simulación puede consistir en encubrir un acto jurídico bajo 

la apariencia de otro. Así, cuando una compraventa (acto ficticio) encubre una donación (acto real) a 

efectos de eludir los efectos de esta última.  

También se refiere a que la simulación puede consistir en “cláusulas que no son sinceras”. Es lo que ocurre 

cuando se hace figurar un precio menor al real para evadir impuestos.  

La simulación puede recaer sobre las fechas. Por ejemplo, cuando se posdata o antedata un documento 

según el interés que tenga la parte en aparentar que el acto se realizó antes o después de determinado 

momento o etapa.  

El CCyC menciona también que puede haber simulación por interposición ficticia de personas. En este 

supuesto participan cuanto menos tres personas. El vendedor vende simuladamente un bien a un 

testaferro quien a su vez se lo transmite al verdadero destinatario del negocio. Todos los intervinientes 

participan en la maniobra. En la interposición real, en cambio, no hay simulación, porque el acto está 

destinado a producir todos sus efectos propios entre las partes. Ello sucede cuando el transmitente ignora 

que trata con un testaferro y no con el verdadero interesado en el negocio y, por tanto, no participa del 

acuerdo simulatorio que es esencial para configurar una interposición ficticia de personas.  

ARTÍCULO 334. Simulación lícita e ilícita La simulación ilícita o que perjudica a un tercero provoca la 

nulidad del acto ostensible. Si el acto simulado encubre otro real, éste es plenamente eficaz si concurren 

los requisitos propios de su categoría y no es ilícito ni perjudica a un tercero. Las mismas disposiciones 

rigen en el caso de cláusulas simuladas.  

La simulación puede ser lícita o ilícita según el móvil que tuvieron las partes al celebrarla. Cuando es ilícita, 

la acción de simulación procura la declaración de nulidad del acto aparente. Si el acto oculto no es ilícito y 

cumple todos los recaudos de forma y de fondo de su tipo o categoría, por efecto de la sentencia que 

declara la simulación, saldrá a la luz y será plenamente eficaz entre quienes lo celebraron y sus sucesores 

universales. Clasificación de la simulación  

En sí misma, la simulación es incolora o neutra, pues su inclusión en la categoría de lícita o de ilícita 

dependerá de la intención que tuvieron quienes la celebraron.  
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La simulación será lícita cuando el motivo determinante se vincula a un interés justificado y aceptable que 

no persigue violar la ley ni causar daño a terceros. El derecho tolera la situación porque forma parte de una 

zona de reserva o intimidad que abarca tanto los aspectos personales como extrapatrimoniales. Es el caso 

en que se oculta una realidad para engañar a un tercero que pide dinero o a un pariente pedigüeño 

respecto de quien no se tiene obligación alimentaria.  

En cambio, la simulación será ilícita cuando viola la ley o perjudica los derechos de un tercero. No es 

necesario en este caso que el perjuicio se hubiere consumado.  

Conversión del acto: 

Al quedar al descubierto el carácter ficticio del acto aparente, sale a la luz el real y verdaderamente querido 

por las partes. De ahí que la norma establezca que si el acto simulado encubre otro real, este será eficaz si 

concurren los requisitos propios de su categoría. Es una manifestación específica del principio de 

conversión que guarda relación con el sistema causalista explicado. Se dispone que cuando el engaño —o la 

distorsión de la voluntad— no recae sobre la totalidad del acto sino sobre alguna de sus cláusulas, se aplica 

idéntica solución.  

Acción de simulación entre las partes  

ARTÍCULO 335. Acción entre las partes. Contradocumento Los que otorgan un acto simulado ilícito o 

que perjudica a terceros no pueden ejercer acción alguna el uno contra el otro sobre la simulación, 

excepto que las partes no puedan obtener beneficio alguno de las resultas del ejercicio de la acción de 

simulación.  

La simulación alegada por las partes debe probarse mediante el respectivo contradocumento. Puede 

prescindirse de él, cuando la parte justifica las razones por las cuales no existe o no puede ser 

presentado y median circunstancias que hacen inequívoca la simulación.  

La ley no reprueba la simulación cuando es lícita y no genera perjuicio para terceros. Por tanto, es 

razonable que prevea de qué manera se restablece la verdad en aquellos casos en que una de las partes 

pretenda aferrarse a la apariencia creada y desconozca el acuerdo simulatorio, afirmando que el acto es 

real a fin de lograr que se consoliden las consecuencias de aquel y se conviertan en efectivas.  

La admisibilidad de la acción de simulación, en este caso, está supeditada a que el acto sea lícito. En efecto, 

el ordenamiento jurídico no podría permitir que aquellos que simularon y ocultaron bienes para sustraerlos 

de la acción de los acreedores puedan aprovechar las consecuencias de su propio obrar ilícito y decidan, 

libremente, volver las cosas al estado real.  

Si se les reconociera esa posibilidad en forma ilimitada, la ley no solo estaría tolerando, sino —más aún— 

protegiendo la mala fe. Una cosa es tutelar al tío que simula vender para no tener bienes inscriptos a su 

nombre a fin de evitar que su sobrino pedigüeño solicite préstamos banales, y otra muy distinta es que la 

ley colabore con quien obró de manera desleal y, frente a la negativa del otro contratante que desconoce la 

verdad, pretenda que el derecho colabore para sellar la maniobra ilícitamente elaborada para causar 

perjuicio o para violar la ley.  

Si la simulación es lícita, esto es, las partes no se propusieron perjudicar a nadie, no realizaron maniobras 

prohibidas por la ley ni se aprovecharon de la situación, sino que buscan destruir la apariencia que causa 
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daño a terceros, no existe impedimento para promover la acción. Esto equivale a sostener que, no obstante 

su ilicitud, el rechazo de la acción de simulación entre las partes no es un principio absoluto, pues no habrá 

inconveniente en lograrlo en la medida que no saquen ventaja de un obrar contrario a derecho.  

Prueba de simulación entre las partes. El contradocumento  

El contradocumento es un escrito, generalmente secreto, destinado a comprobar o reconocer la simulación 

total o parcial de un acto aparente. Es la prueba principal del carácter ficticio del negocio simulado.  

Generalmente, las partes otorgan el contradocumento contemporáneamente con el acto que simulan ante 

la eventualidad de que una de ellas, o sus herederos, desconozcan la realidad o bien la eficacia del acto 

disimulado, pero no existen inconvenientes en que sea otorgado antes o después. Solo es imprescindible 

que contenga una explicación sobre cuál es el verdadero carácter del negocio. Esta exigencia importa que 

entre el acto simulado y el contradocumento exista simultaneidad o conexión intelectual.  

En la acción de simulación que inicie una de las partes contra la otra, se exige como prueba principal la 

presentación del contradocumento. Por supuesto, si este es presentado en forma regular constituye una 

prueba irrefutable que hace presumir que el acto fue simulado. La falta de presentación de dicho 

instrumento no causa el rechazo de la demanda por ese solo motivo.  

En efecto, es posible prescindir del contradocumento cuando la parte justifica las razones por las cuales no 

existe o no puede ser presentado y median circunstancias que hacen inequívoca la simulación. Así, por 

ejemplo, el que demanda la simulación puede alegar y probar que la imposibilidad de presentarlo obedece 

a alguna razón fundada, —ya se trate de un impedimento físico o moral— para lo cual deberá arrimar 

prueba convincente y muchas veces compleja. Su actividad probatoria tiene que estar encaminada a probar 

por qué razón no es posible presentar el instrumento, por un lado, y, por otro, a la inequívoca existencia de 

la simulación, de modo de generar en el juez la certeza —cuanto menos, moral— de que el acto ostensible 

es ficticio. En caso de duda, o si la prueba no es categórica o contundente, no procederá declarar la nulidad 

del acto simulado en virtud del principio de conversión de los negocios jurídicos (art. 384 CCyC).  

Si no existe contradocumento y se justifica su falta de presentación con argumentos que el juez considere 

atendibles, la simulación puede probarse por cualquier otro medio, como testigos, presunciones, peritajes 

o cualquier otro documento.  

Acción de terceros: 

ARTÍCULO 336. Acción de terceros Los terceros cuyos derechos o intereses legítimos son afectados 

por el acto simulado pueden demandar su nulidad.  

Pueden acreditar la simulación por cualquier medio de prueba.  

Son terceros quienes pueden resultar perjudicados por el acto simulado. En tal caso, pueden demandar la 

nulidad del acto aparente ya sea para demostrar que es enteramente ficticio o bien para poner de 

manifiesto cuál es el acto oculto a fin de que este comience a producir sus efectos típicos  

Personas que tienen condición de terceros:  

Tienen condición de terceros, y pueden promover la acción, todas aquellas personas que son extrañas al 

acto simulado, es decir, que no hayan formado parte del acuerdo simulatorio y, por supuesto, que 
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demuestren que pueden sufrir perjuicio a raíz del acto. No es necesario, sin embargo, que el derecho 

amenazado sea actual o eventual sino que el acto entrañe peligro de hacer perder un derecho o impedir el 

ejercicio de una facultad.  

Situación de los herederos:  

Cabe señalar que los efectos del acto simulado se extienden a los sucesores universales que heredan la 

condición de parte. Sin embargo, los herederos pueden ser también terceros cuando el acto simulado ha 

procurado perjudicarlos en sus derechos. Ello sucede si el causante simuló la transmisión del bien para que 

solamente alguno de sus hijos reciba bienes y otros no. Por tanto, en estos casos, tampoco se exige al 

heredero que promueve la acción contra los restantes la presentación del contradocumento.  

Prueba de la simulación ejercida por terceros:  

En la acción de simulación promovida por terceros, todos los medios de prueba son admisibles. Estos no 

tienen manera de descubrir el contradocumento o encontrar pruebas directas de lo que las partes ocultan 

—porque estas tratan generalmente de disfrazar o esconder bien las cosas—, de modo que la forma más 

común de probar la simulación es a través de la prueba de presunciones. Cuando estas presunciones son 

graves, precisas y concordantes, son idóneas para probar la existencia de la simulación.  

Se han establecido una serie de supuestos que constituyen presunciones que, aunque aisladamente 

consideradas no son suficientes para probar la simulación, sí lo serán cuando varias de ellas se reúnan o se 

verifiquen en un caso concreto.  

Puede presumirse la simulación:  

a) cuando las partes están ligadas por una relación de parentesco, de confianza, amistad íntima;  

b) cuando el negocio no fue ejecutado, esto es, no existe tradición ni entrega de la posesión de la cosa que 

continúa en manos del ficticio enajenante; c) si el adquirente carece de capacidad económica o se ignora el 

origen de los fondos;  

d) si el enajenante se desprende de todos los bienes o de los que hacen a su forma de vida o son necesarios 

para su trabajo;  

e) cuando la venta se realizó en forma apresurada, ante la inminencia de un hecho que, por sí mismo, 

puede llevar a presumir que se ha pretendido ocultar bienes; 

f) en virtud de la conducta de las partes y el modo de conducirse en sus negocios. Es fundamental también 

el modo en que se desempeñan en juicio, si aportan pruebas, si se mantienen pasivos u obstruyen la etapa 

probatoria. 

Valoración de la prueba:  

La valoración de las pruebas se debe realizar en conjunto y examinar, a partir de ahí, si de los indicios 

reunidos se pueden inferir presunciones que, si son graves, precisas y concordantes, pueden generar 

convicción sobre la existencia de la simulación.  

Sentencia:  
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La acción de simulación está enderezada a demostrar la nulidad del acto aparente para que la realidad 

oculta produzca todos sus efectos propios.  

Efectos frente a terceros:  

La sentencia que admite la acción de simulación beneficia a todos los acreedores o terceros interesados, 

aun cuando no hubieran promovido la acción.  

 Fraude 

La acción de fraude a los acreedores se concede a los acreedores contra los deudores que ponen en peligro 

la garantía común al realizar actos de disposición patrimonial que provocan o agravan la insolvencia para 

sustraer bienes que deberían ser ejecutados.  

ARTÍCULO 338. Declaración de inoponibilidad Todo acreedor puede solicitar la declaración de 

inoponibilidad de los actos celebrados por su deudor en fraude de sus derechos, y de las renuncias al 

ejercicio de derechos o facultades con los que hubiese podido mejorar o evitado empeorar su estado de 

fortuna. 

Se establece directamente el efecto principal de la acción de fraude, señalando que, a pedido del acreedor, 

podrá declararse la inoponibilidad de los actos celebrados por su deudor en fraude de sus derechos, y de 

las renuncias al ejercicio de derechos o facultades con los que hubiese podido mejorar o evitado empeorar 

su estado de fortuna. De esta forma, queda clara la distinción entre los efectos de la acción de simulación 

—la nulidad— y este supuesto, es decir, la acción de fraude, que integra la nómina de actos ineficaces.  

En este supuesto de inoponibilidad, la ineficacia del acto no se extiende erga omnes. El negocio en sí mismo 

es válido y eficaz pero, para algunas personas, concretamente aquellas que resultan perjudicadas, no es 

oponible, esto quiere decir que dichos acreedores pueden comportarse como si el acto no se hubiese 

efectuado.  

En otros términos, esos terceros pueden oponerse a que el acto produzca efectos en su contra. Por 

supuesto, la inoponibilidad solamente favorece al acreedor que ha promovido la acción y hasta el importe 

de su crédito. De modo que como el acto es válido per se, una vez desinteresado el acreedor que promovió 

juicio, los efectos del acto se producen normalmente entre las partes. De ahí, si luego de ejecutado queda 

un remanente, este ingresa al patrimonio del adquirente, que es el titular de la cosa.  

Aunque los actos de enajenación patrimonial son los que con mayor frecuencia dan lugar al ejercicio de la 

acción, también pueden agravar o provocar la insolvencia otro tipo de actos. Así, el pago de una deuda no 

vencida; la partición de una herencia que asigna al deudor bienes de un valor inferior al que le hubiera 

correspondido; la renuncia a un privilegio o a una herencia o a una prescripción ganada.  

También es susceptible de ser impugnada por fraudulenta la renuncia a percibir una indemnización.  

El CCyC, siguiendo en este punto la interpretación que formula la doctrina, considera que no solamente los 

actos de enajenación realizados en fraude a los acreedores pueden ser objeto de la acción, sino que 

también los actos de no enriquecimiento —como rechazar una herencia que impide el ingreso de bienes al 

patrimonio— pueden ser llevados a cabo en fraude a los acreedores y, como tales, pueden ser atacados por 

vía de la acción revocatoria.  
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Por supuesto, si dichas facultades son inherentes a la persona o tienen un contenido moral, como es la 

facultad de solicitar la revocación de una donación por ingratitud, la inacción del titular no será susceptible 

de ser cuestionada por el acreedor.  

En principio, cualquier acreedor —sin distinción de categorías— puede promover acción revocatoria.  

Se confiere acción a “todo acreedor”, de lo que se infiere que bastará con invocar un interés legítimo y 

demostrar la configuración de todos los requisitos para promover la acción. 

Requisitos:  

ARTÍCULO 339. Requisitos Son requisitos de procedencia de la acción de declaración de inoponibilidad: 

a) que el crédito sea de causa anterior al acto impugnado, excepto que el deudor haya actuado con el 

propósito de defraudar a futuros acreedores;  

b) que el acto haya causado o agravado la insolvencia del deudor;  

c) que quien contrató con el deudor a título oneroso haya conocido o debido conocer que el acto 

provocaba o agravaba la insolvencia.  

Se estipula cuáles son los requisitos de procedencia de la acción de declaración de inoponibilidad.  

a) que el crédito sea de causa anterior al acto impugnado, excepto que el deudor haya actuado con el 

propósito de defraudar a futuros acreedores: 

Es sabido que el patrimonio del deudor constituye la garantía común de los acreedores. Al momento de 

contratar o celebrar un acto jurídico, estos han tenido en cuenta la composición patrimonial de aquel y han 

procedido en función de ella. De modo que si mientras se desarrolla una relación jurídica determinada el 

obligado enajena bienes en forma fraudulenta, el acreedor puede ver frustrada la expectativa de 

cumplimiento debido a la insolvencia sobreviniente del obligado. Si, en cambio, el deudor estaba arruinado 

y no tenía bienes al tiempo de la contratación, circunstancia que era de conocimiento del acreedor, este no 

podría alegar burla a sus derechos, porque ya sabía que contrataba con un insolvente.  

Excepción: que el deudor haya actuado con el propósito de defraudar a futuros acreedores. Se trata de los 

casos en que el sujeto preordena un resultado determinado, y se desapodera de sus bienes teniendo en 

miras el futuro incumplimiento de la obligación que no está dispuesto a pagar.  

La prueba de la excepción corre por cuenta del acreedor, que podrá valerse de cualquier medio.  

b) que el acto haya causado o agravado la insolvencia del deudor:  

El demandante debe acreditar que la enajenación de bienes atacada, ha provocado o agravado la 

insolvencia del deudor. Si dicha insolvencia se produce con posterioridad al acto, no dará acción para 

solicitar la declaración de inoponibilidad.  

c) que quien contrató con el deudor a título oneroso haya conocido o debido conocer que el acto provocaba 

o agravaba la insolvencia:  

El acto fraudulento supone que se verifique la intención del deudor y del adquirente de defraudar o 

concilio fraudulento. Esta exigencia rige exclusivamente cuando el acto impugnado es oneroso, porque si 

fuera gratuito no es necesario acreditar la complicidad del tercero ya que la ley decididamente se inclina 
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por favorecer al acreedor defraudado por su deudor antes que al subadquirente que recibió el bien o la 

cosa sin hacer ningún desembolso.  

Se presume la complicidad del tercero si conocía o debía conocer que el acto provocaba o agravaba la 

insolvencia. Se trata de una presunción que admite ser desvirtuada por prueba en contrario, ya que está 

prevista solamente para aligerar la carga probatoria del acreedor por cuanto probar un estado psicológico, 

como es la complicidad en el fraude, puede resultar extremadamente complejo.  

En consecuencia, el tercero es quien tiene la carga de demostrar no solo que desconocía la insolvencia del 

deudor, sino que, aun conociéndola, le realizó, por ejemplo, un préstamo, que si bien tiene entidad para 

agravarla, puede tener el propósito de ayudar financieramente al obligado para que pueda atender sus 

obligaciones.  

Efectos frente a terceros: 

ARTÍCULO 340. Efectos frente a terceros. Deber de indemnizar El fraude no puede oponerse a los 

acreedores del adquirente que de buena fe hayan ejecutado los bienes comprendidos en el acto.  

La acción del acreedor contra el subadquirente de los derechos obtenidos por el acto impugnado sólo 

procede si adquirió por título gratuito, o si es cómplice en el fraude; la complicidad se presume si, al 

momento de contratar, conocía el estado de insolvencia.  

El subadquirente de mala fe y quien contrató de mala fe con el deudor responden solidariamente por los 

daños causados al acreedor que ejerció la acción, si los derechos se transmitieron a un adquirente de 

buena fe y a título oneroso, o de otro modo se perdieron para el acreedor.  

El que contrató de buena fe y a título gratuito con el deudor, responde en la medida de su 

enriquecimiento.  

La sentencia que declara fraudulento el acto no alcanza a los acreedores del adquirente que hubieran 

ejecutado de buena fe los bienes comprendidos en el fraude. 

La solución es por las necesidades del tráfico y el principio de buena fe.  

Oponibilidad de la sentencia a los terceros adquirientes y subadquirientes:  

Para que la sentencia resulte oponible al tercer adquirente a título oneroso, y a los subadquirentes 

sucesivos también a título oneroso, es preciso que todos ellos hubieran obrado de mala fe, esto es, que 

hayan sido cómplices en el fraude.  

Ante la dificultad de obtener prueba directa de la complicidad, la ley sale en auxilio del acreedor 

perjudicado. Es así que presume la complicidad del adquirente en caso que este —o el subadquirente— 

hubieran conocido la insolvencia del deudor al tiempo de celebrar el acto.   

Adquirentes a título gratuito:  

En el conflicto suscitado entre el o los adquirentes a título gratuito y el acreedor perjudicado por el acto 

fraudulento, la ley se inclina por dar preferencia a este último. Por tanto, es irrelevante la buena o mala fe 

de los primeros.  

Responsabilidad de los cómplices del acto fraudulento frente al acreedor:  

Al igual que ocurre en materia de simulación, el deudor y el o los subadquirentes de mala fe serán 

solidariamente responsables frente al acreedor perjudicado que ejerció la acción, por los daños y perjuicios 
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que le pudiera causar el hecho de no poder hacer ejecución de la cosa a fin de cobrar su acreencia contra 

un subadquirente de buena fe y a título oneroso. La misma solución se aplica en caso de que la cosa se 

hubiere perdido o deteriorado, o hubiere salido del comercio.  

En cambio, el que contrató de buena fe y a título gratuito con el deudor, también responderá 

solidariamente, pero solo en la medida de su enriquecimiento, el cual funciona como límite de la 

indemnización debida por su parte al acreedor perjudicado, por no poder hacer efectiva la ejecución de su 

crédito contra los bienes transmitidos.  

Conversión de la imposibilidad de ejecutar la condena para los casos de pérdida o enajenación de la cosa:  

Se establece un supuesto de transformación de los efectos de la inoponibilidad por la obligación de 

indemnizar, que tiene lugar a raíz de la imposibilidad de ejecutar el bien que fue objeto del acto que 

provocó o agravó la insolvencia.  

Extinción de la acción: 

ARTÍCULO 341. Extinción de la acción Cesa la acción de los acreedores si el adquirente de los bienes 

transmitidos por el deudor los desinteresa o da garantía suficiente.  

El tercero que resultó adquirente de los bienes transmitidos por el deudor en fraude a sus acreedores, 

aunque es parte necesaria en la acción revocatoria porque puede sufrir los efectos de la sentencia, en rigor, 

no es parte en la obligación que se pretende ejecutar. Como por el mecanismo propio de esta acción, la 

sentencia puede perjudicar sus derechos, es indudablemente un tercero interesado y, como tal, el acreedor 

no podrá rehusar el pago que aquel quiera hacerle, porque de lo contrario podría experimentar un daño o 

menoscabo en un derecho propio si se llega a ejecutar el bien adquirido para pagar la deuda (art. 881 

CCyC). Esta norma pone en evidencia la eficacia del negocio para quienes lo han celebrado, porque de lo 

contrario, no resultaría viable la opción que le proporciona al tercero que adquirió los bienes que fueron 

objeto del acto. Para que el pago o la garantía del tercero paralicen la acción del acreedor, es preciso que 

cubra el capital y los accesorios, entre ellos los gastos del juicio.  

ARTÍCULO 342. Extensión de la inoponibilidad La declaración de inoponibilidad se pronuncia 

exclusivamente en interés de los acreedores que la promueven, y hasta el importe de sus respectivos 

créditos. 

Naturaleza de la acción revocatoria  

La acción revocatoria es una acción de carácter personal, conservatoria o reparadora que tiende a 

mantener la integridad del patrimonio del obligado.  

Efectos de la acción revocatoria. Inoponibilidad  

La declaración de inoponibilidad —que es la finalidad que se persigue con la acción de fraude— se 

pronuncia exclusivamente a favor de quienes promovieron la acción. Estos podrán ejecutar el bien que 

provocó o agravó la insolvencia del obligado en manos de quien se encuentra, sin que sea necesario que el 

bien o la cosa vuelva a ingresar al patrimonio del deudor. Es que, a diferencia del acto simulado, el acto 

fraudulento es real, sincero y válido entre las partes. Solamente provoca que algunos acreedores, 

concretamente aquellos que promovieron la acción y han obtenido sentencia favorable, puedan 
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comportarse como si el acto de enajenación no hubiera existido, de modo que están habilitados para 

ejecutar los bienes o valores directamente en el patrimonio del subadquirente en cuyo poder —y 

titularidad— se encuentran.  

Es por ello que se requiere probar la complicidad del tercero, pues pese a tratarse de un acto real y 

productor de efectos jurídicos entre las partes, la ejecución del acreedor habrá de perjudicar su patrimonio.  

La sentencia solamente se pronuncia en favor del acreedor que promovió la acción y hasta el límite de su 

respectivo crédito. No aprovecha a los restantes acreedores que no promovieron la demanda. El 

fundamento de esta solución es el principio según el cual el interés es la medida de la acción.  

MODALIDADES DE LOS ACTOS JURÍDICOS 

Las modalidades de los actos jurídicos son cláusulas accesorias, es decir, pueden o no establecerse por las 

partes, que alteran o modifican los efectos del acto jurídico. 

Los tipos de modalidades reguladas son: 

 Condición  

 Plazo 

 Cargo 

 Condición 

ARTÍCULO 343. Alcance y especies Se denomina condición a la cláusula de los actos jurídicos por la 

cual las partes subordinan su plena eficacia o resolución a un hecho futuro e incierto.  

Las disposiciones de este capítulo son aplicables, en cuanto fueran compatibles, a la cláusula por la cual 

las partes sujetan la adquisición o extinción de un derecho a hechos presentes o pasados ignorados.  

Concepto:  

La condición es una modalidad de los actos jurídicos por la cual se supedita la adquisición o pérdida de un 

derecho a la realización de un hecho futuro e incierto. Las mismas reglas se aplican —en cuanto fueren 

compatibles— a la estipulación de las partes en cuanto sujetan la adquisición o extinción de un derecho a 

hechos pasados o presentes que ignoran. En ese caso, no se trata estrictamente de una condición sino que 

se la denomina condición impropia, porque el hecho condicional ya ha sucedido. Pero, en razón de la 

creencia subjetiva del agente, se toma en consideración esa situación y se la rige también por las normas de 

la condición, en tanto fueran compatibles.  

Significados del término “condición"  

La palabra “condición” tiene distintos significados. En sentido técnico, se denomina “condición” a una 

modalidad de los negocios jurídicos. Concretamente, es la cláusula por la cual se subordina el nacimiento o 

extinción de un acto jurídico —“subordinan su plena eficacia”, según el CCyC— a que suceda o no un hecho 

futuro e incierto, esto es, que puede o no llegar a ocurrir.  

Esta es una característica propia de la condición que la distingue del plazo.  

Caracteres del hecho condicional  

a) debe ser incierto: Significa que puede o no llegar. Esta es la característica esencial que distingue la 

condición del plazo. El plazo, aunque incierto, es siempre fatal; en cambio, el hecho condicional es siempre 
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contingente. De modo que si la condición impuesta por las partes del acto se refiere a un hecho que 

ocurrirá con certeza, será plazo y no condición;  

b) debe ser futuro: El hecho al que se sujeta la adquisición o extinción del derecho, debe ser futuro. Esta 

exigencia garantiza la incertidumbre objetiva de la condición. De ahí que un acontecimiento pasado o 

presente desconocido por las partes no sería idóneo como hecho condicional porque carecería de la 

incertidumbre propia de la especie. En rigor, el desconocimiento transitorio no es suficiente para formar 

una condición porque aunque las partes no lo sepan, el acto igualmente produce sus efectos desde el 

momento de su celebración, según Borda. Sin embargo, considera aplicables las mismas reglas de la 

condición —en tanto y en cuanto sean compatibles— a la cláusula por la cual “las partes sujetan la 

adquisición o extinción de un derecho a hechos presentes o pasados ignorados”.  

c) debe ser incoercible: El hecho condicional —a diferencia del cargo— debe ser incoercible, es decir, no 

susceptible de compulsión por vía judicial.  

Clasificación de las condiciones: 

Existen diversos criterios para clasificar las condiciones.  

La primera clasificación, y la más importante, es la que distingue entre condiciones suspensivas y 

resolutorias. La diferencia está en que las primeras son las que dan lugar al nacimiento y las segundas a la 

extinción de un derecho.  

Según que el hecho condicional dependa o no de la voluntad de los interesados, las condiciones se dividen 

en casuales, potestativas y mixtas. Si el hecho previsto consiste en una acción o en una omisión, se dividen 

en positivas y negativas.  

Finalmente, según se trate de un hecho lícito o prohibido, las condiciones serán lícitas o ilícitas. Estas 

últimas se clasifican en imposibles, ilícitas o contrarias a las buenas costumbres.  

 Condición suspensiva o resolutoria: La condición es suspensiva cuando supedita la adquisición del 

derecho a la realización del hecho previsto. Es resolutoria cuando la condición deja en suspenso la 

extinción de un derecho ya adquirido.  

 Condición potestativa, casual o mixta: La condición es potestativa cuando su cumplimiento 

depende exclusivamente de la voluntad de una de las partes. Es casual cuando se trata de un hecho 

completamente ajeno a la voluntad de aquellas, como un hecho de la naturaleza. La condición es 

mixta cuando su cumplimiento depende en parte de la voluntad de las partes pero también de 

factores extraños.  

 Condición impropia o suposición: la condición impropia o suposición es una cláusula según la cual se 

supedita la adquisición o aniquilación de un derecho a la realización de un hecho que haya 

sucedido ya, aunque no se tengan noticias, o bien esté ocurriendo en el momento de convenir la 

mencionada cláusula.  

Prueba  
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La condición puede ser expresa o tácita, pero su existencia debe ser inequívoca. Solo puede admitirse la 

condición tácita si surge claramente del acto. De lo contrario, la obligación —o el acto jurídico— deben 

considerarse puros y simples en razón de que las modalidades constituyen una anormalidad o excepción. 

Condiciones prohibidas:  

ARTÍCULO 344. Condiciones prohibidas Es nulo el acto sujeto a un hecho imposible, contrario a la 

moral y a las buenas costumbres, prohibido por el ordenamiento jurídico o que depende exclusivamente 

de la voluntad del obligado.  

La condición de no hacer una cosa imposible no perjudica la validez de la obligación, si ella fuera pactada 

bajo modalidad suspensiva.  

Se tienen por no escritas las condiciones que afecten de modo grave la libertades de la persona, como la 

de elegir domicilio o religión, o decidir sobre su estado civil 

El artículo proporciona una nómina simplemente enunciativa de las condiciones prohibidas.  

Las condiciones prohibidas son aquellas que supeditan la existencia o extinción de un acto jurídico a:  

a) Hechos imposibles:  

La imposibilidad a que se refiere es la material o natural. En este caso, es claro que el promitente no ha 

tenido intención de obligarse. Así, por ejemplo, “te daré un premio si tocas el cielo con las manos”. La 

imposibilidad debe apreciarse en el momento de la celebración del negocio. Si es sobreviniente, se trata de 

un supuesto de frustración de la condición. Quedan al margen de la prohibición la condición de no hacer 

una cosa imposible, porque una cláusula semejante carece de influencia en el acto. En este caso, el negocio 

jurídico es, desde el principio, puro y simple y, por ende, exento de toda modalidad. En la condición 

resolutoria los efectos se producen en sentido inverso;  

b) Hechos contrarios a la moral, prohibidos por las leyes o contrarios al orden público:  

Es una aplicación concreta del principio moral de la causa de los actos jurídicos. No es posible supeditar la 

adquisición de un derecho a la no realización de un hecho inmoral o ilícito, por cuanto no resultaría 

admisible aceptar una suma de dinero por no delinquir o para no cometer un acto repugnante a la moral o 

a las buenas costumbres.  

Si el que debe cumplir el hecho ilícito o inmoral es quien se beneficia con la ocurrencia de ese hecho 

condicional, el acto también es nulo. Es el caso de quien ofrece una suma de dinero a otro para robar o 

matar. La excepción es el contrato de seguro en que un tercero —el asegurador— garantiza al propio 

beneficiario que, en el caso de cometer algún acto ilícito, indemnizará a la víctima. Así, por ejemplo, cuando 

se asegura al culpable de un accidente de tránsito que los daños causados a un tercero serán abonados por 

el seguro.  

Tampoco constituye entonces una condición prohibida el acto jurídico que establece como hecho 

condicional el ilícito cometido por un tercero. Es el caso del seguro contraído para el caso de robo, por 

ejemplo, de un automotor;  

c) Condiciones puramente potestativas:  
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Son nulas las cláusulas que hacen depender el hecho condicional de la exclusiva voluntad de una de las 

partes. Es que una previsión de este calibre revela que las partes, en verdad, no han tenido intención de 

obligarse.  

Condiciones que afecten de modo grave la libertad de la persona:  

En esta disposición el CCyC trata de distintos supuestos en que las condiciones atentan contra la dignidad 

de las personas. En rigor, son ilícitas o inmorales pero en este caso se refiere a las condiciones que inciden 

directamente sobre la libertad personal o de conciencia, o someten a un sujeto a una suerte de dominación 

por parte de otro.  

 Elegir domicilio: Cabe distinguir entre las cláusulas que restringen el lugar de residencia o el 

domicilio por un lapso determinado o aquellas que lo pactan en forma indefinida. Si es temporaria 

y fundada en alguna razón debidamente justificada, no se considera que atenta contra la libertad 

de elegir libremente el domicilio. Ejemplo, vivir en el radio de la actividad que realiza una persona, 

trasladarse al exterior mientras dura determinada posición en una empresa, o bien el acuerdo al 

que llega el empleador con un trabajador que se independiza y se retira del trabajo por el cual no 

se instalará durante cierto tiempo en determinado radio territorial para evitar la competencia 

comercial.  

 Elegir religión: Es una condición prohibida por atentar contra la garantía fundamental de libertad 

de conciencia o de culto (arts. 14 y 20 CN).  

 Decidir sobre su estado civil: Se considera prohibida la condición que supedita la adquisición o 

pérdida de un derecho a casarse o no casarse o mantenerse célibe o casarse con persona 

determinada.  

Sanción a los actos prohibidos:  

Los actos que contienen condiciones de hechos imposibles materialmente al tiempo de la celebración del 

acto, como así también hechos prohibidos por las leyes, contrarios a la moral y a las buenas costumbres o 

al orden público, son totalmente nulos y la nulidad es absoluta por estar afectado el interés general (art. 

386 CCyC). En caso de condiciones que afectan la libertad de las personas, deben tenerse por no escritas. 

Se trata —en principio— de una nulidad relativa y parcial —debe tenerse por no escrita, porque afecta una 

sola cláusula del acto, pero deja incólume el resto.  

Sin embargo, si el atentado a la libertad de elección o a la autonomía de la persona para elegir su propio 

plan de vida oculta, en rigor, una condición ilícita, contraria a la moral, a las buenas costumbres o al orden 

público, la nulidad sería absoluta y se comunicaría a todo el acto.  

Inejecución de la condición: 

ARTÍCULO 345. Inejecución de la condición El incumplimiento de la condición no puede ser invocado 

por la parte que, de mala fe, impide su realización.  

La parte que de mala fe obstaculiza que tenga lugar la condición o el hecho condicional, no puede invocar 

el incumplimiento de la contraria. 
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El CCyC hace referencia a la “mala fe” de quien impide el cumplimiento de la condición, pero es claro que 

tampoco quien obra con culpa podría prevalerse de su comportamiento culposo para enrostrar el 

incumplimiento a la parte inocente.  

El art. 345 CCyC nada dice con relación a cuál será la suerte de la obligación sujeta a condición suspensiva 

cuando la parte obligada deliberadamente entorpece su cumplimiento. Según se infiere del art. 349 CCyC, 

si el acto celebrado bajo condición suspensiva se hubiese ejecutado antes del cumplimiento de la condición 

y esta no se cumple, las partes deberán restituirse el objeto con sus accesorios pero no los frutos 

percibidos. Esta disposición importa que el acto jurídico se tiene por no celebrado, de modo que aquello 

que se hubiere entregado teniendo en miras el perfeccionamiento del negocio, debe ser restituido por 

cuanto este ha quedado desprovisto definitivamente de causa.  

Esta solución es aplicable cualquiera fuera la razón por la cual no se cumplió la condición, incluso la mala fe 

o las maniobras obstativas llevadas a cabo por la parte promitente u obligada. Por supuesto, la conducta 

obstruccionista será antijurídica y dará derecho a la parte inocente a reclamar el pago de los daños 

causados por el incumplimiento.  

En caso en que el deudor obstaculice el cumplimiento de la condición en resguardo de un derecho propio y 

su obrar no sea abusivo sino regular, no se genera responsabilidad del obligado. 

Efecto: 

ARTÍCULO 346. Efecto La condición no opera retroactivamente, excepto pacto en contrario.  

Se establece que la condición no opera retroactivamente, salvo disposición en contrario. Esta directiva es 

aplicable tanto a la condición suspensiva como a la resolutoria.  

Se eliminó el efecto retroactivo de la condición, sin perjuicio de que las partes, en sus negocios jurídicos, 

puedan convenir lo contrario. Aun así, el pacto de operatividad retroactiva de la condición no puede 

perjudicar los derechos de terceros de buena fe que hubieren adquirido derechos sobre las cosas o bienes.  

Cumplimiento de la condición suspensiva o resolutoria: 

ARTÍCULO 348. Cumplimiento de la condición suspensiva y resolutoria El cumplimiento de la 

condición obliga a las partes a entregarse o restituirse, recíprocamente, las prestaciones convenidas, 

aplicándose los efectos correspondientes a la naturaleza del acto concertado, a sus fines y objeto.  

Si se hubiese determinado el efecto retroactivo de la condición, el cumplimiento de ésta obliga a la 

entrega recíproca de lo que a las partes habría correspondido al tiempo de la celebración del acto.  

No obstante, subsisten los actos de administración y los frutos quedan a favor de la parte que los ha 

percibido.  

Cumplida la condición suspensiva o resolutoria, el acto jurídico se convierte en puro y simple. Por tanto, si 

se trata de una condición suspensiva, las partes deberán entregarse las prestaciones convenidas. Si, en 

cambio, se trata de una condición resolutoria, el beneficiario deberá restituir aquello que tenía en su poder 

y restituírselo a quien se lo transmitió, con más los aumentos que hubiere tenido y los frutos pendientes. 

Cumplimiento de la condición con pacto de retroactividad:  
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Tanto en el caso de la condición suspensiva como en la resolutoria, cumplido el hecho condicional, el acto 

se considera concluido en forma pura y simple a partir del momento de su celebración. Si la condición era 

resolutoria, cuando ocurre el hecho condicional, se considera que el acto nunca se ha realizado.  

Límites a la retroactividad convenida por las partes:  

Si bien las partes pueden convenir que la condición suspensiva y la resolutoria cumplidas tendrán efectos 

retroactivos, no podrán hacerlo si con ello se perjudican derechos adquiridos por terceros de buena fe 

sobre las cosas o bienes. Concordantemente con este principio, los actos de administración realizados 

serán válidos como así también las partes estarán autorizadas a retener los frutos percibidos.  

Incumplimiento de la condición suspensiva: 

ARTÍCULO 349. No cumplimiento de la condición suspensiva Si el acto celebrado bajo condición 

suspensiva se hubiese ejecutado antes del cumplimiento de la condición, y ésta no se cumple, debe 

restituirse el objeto con sus accesorios pero no los frutos percibidos. 

Para el supuesto en que el acreedor condicional hubiera recibido la cosa, el CCyC dispone que deberá 

devolverla con todos los aumentos que la hubieren enriquecido pero no está obligado a devolver los frutos 

que hubiera percibido.  

 Plazo 

El plazo es una modalidad de los actos jurídicos por la cual se posterga el ejercicio de los derechos a que se 

refiere. A diferencia de la condición, su ocurrencia es inexorable aun en los casos de plazo indeterminado o 

determinado incierto, que fatalmente habrán de ocurrir.  

ARTÍCULO 350. Especies La exigibilidad o la extinción de un acto jurídico pueden quedar diferidas al 

vencimiento de un plazo.  

Clasificación  

El plazo puede ser:  

a) suspensivo o resolutorio;  

b) determinado o indeterminado;  

c) cierto o incierto;  

d) esencial y no esencial;  

e) expreso o tácito; y  

f) según su origen, puede clasificarse en voluntario, legal o judicial:  

a) según si persigue el diferimiento en el tiempo del ejercicio de las facultades que incumben al titular de 

un derecho, o bien la caducidad o extinción de este, el plazo se clasifica en suspensivo o resolutorio;  

b) el plazo determinado es aquel que ha sido fijado por las partes, por la ley o por el juez; en cambio, es 

indeterminado el que no fue establecido de manera precisa. Su determinación se logra por distintas vías. 

Una de ellas es ponderando la naturaleza o circunstancias de la obligación. En otros supuestos, será 

necesario solicitar al juez que lo fije;  

c) si se toma en consideración la precisión de la fecha en que debe vencer el plazo, se lo clasifica en cierto o 

incierto. El primero es cuando se conoce de antemano y con precisión el momento en que se producirá el 
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vencimiento. Así, un cheque a 90 días o el plazo para pagar una deuda que vence el día 5 de cada mes. En 

cambio, el plazo es incierto cuando el vencimiento se ha fijado en consideración a un hecho futuro y 

necesario que al momento de celebrarse el acto se ignora en qué momento ocurrirá. Por ejemplo, la 

obligación de levantar un mausoleo el día en que muera determinada persona;  

d) el plazo es esencial cuando el cumplimiento de la prestación comprometida solo es útil en el tiempo 

designado. Si no se cumple en término, acarreará el incumplimiento definitivo. Es no esencial, en cambio, 

cuando pese al vencimiento, el cumplimiento continúa siendo de utilidad para el acreedor o para el sujeto 

interesado. En materia obligacional esta clasificación es valiosa a la hora de analizar la diferencia entre 

mora e incumplimiento definitivo;  

e) el plazo es expreso cuando su existencia surge de manera explícita e inequívoca del negocio jurídico. En 

cambio, es tácito cuando surge implícitamente de la naturaleza y circunstancias del acto o de la obligación;  

f) según su origen, el plazo es voluntario cuando lo han fijado las partes, por ejemplo, cuando han 

establecido que la entrega debe realizarse tal o cual día. Es legal cuando es la propia ley la que lo establece. 

Por ejemplo, el plazo para cumplir en caso de pacto comisorio implícito. Será, finalmente, judicial cuando lo 

concede el magistrado en los casos que la ley le hubiere conferido esa potestad.  

Diferencia entre plazo y condición:  

El plazo siempre se refiere a un hecho futuro y necesario. La condición se refiere también a un hecho 

futuro, pero contingente, es decir, no se sabe si ocurrirá o no.  

Prueba del plazo:  

El plazo es un elemento accidental —o modalidad— del acto jurídico. Por tanto, quien lo alega, carga con la 

prueba de su acreditación.  

Beneficiario del plazo: 

ARTÍCULO 351. Beneficiario del plazo El plazo se presume establecido en beneficio del obligado a 

cumplir o a restituir a su vencimiento, a no ser que, por la naturaleza del acto, o por otras circunstancias, 

resulte que ha sido previsto a favor del acreedor o de ambas partes.  

El Código, establece como principio general que el plazo se presume establecido en favor del deudor. Se 

trata de una presunción iuris tantum que puede ser desvirtuada por prueba en contrario que justifique que 

fue establecido a favor del acreedor o de ambas partes. Esta solución es la que establecen algunos 

proyectos de reforma. 

Efectos del pago anticipado  

ARTÍCULO 352. Pago anticipado El obligado que cumple o restituye antes del plazo no puede repetir lo 

pagado.  

Si el deudor realiza un pago anticipado, no tiene derecho a repetir lo pagado aun cuando alegue que pagó 

porque ignoraba el plazo o incurrió en error en este aspecto. El pago por error se presenta cuando se tiene 

una falsa noción del acto jurídico o de la obligación y de sus efectos o, en otras palabras, cuando se paga lo 

que no se debe. Pero si lo pagado es debido, aun cuando no hubiera vencido el plazo, el falso conocimiento 

recae sobre un aspecto simplemente accesorio, como es el plazo. La diferente solución se justifica en razón 
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de que el acreedor tiene título para recibir la cosa o el bien y la cuestión del pago antes de tiempo es 

verdaderamente intrascendente 

 Cargo 

ARTÍCULO 354. Cargo. Especies. Presunción El cargo es una obligación accesoria impuesta al 

adquirente de un derecho.  

No impide los efectos del acto, excepto que su cumplimiento se haya previsto como condición suspensiva, 

ni los resuelve, excepto que su cumplimiento se haya estipulado como condición resolutoria.  

En caso de duda, se entiende que tal condición no existe.  

El cargo es una modalidad accesoria y excepcional de los actos jurídicos que se impone al adquirente de un 

derecho, en general, a quien recibe una liberalidad. Ejemplo: el legado de una cosa mueble o inmueble que 

deja el causante en su testamento con imposición de que se hagan celebrar oficios religiosos por su alma 

luego de su muerte. No es un suceso extraño o ajeno a la voluntad humana, como ocurre tratándose de la 

condición o del plazo.  

Una de las características del cargo es que no resulta posible adquirir el derecho sin asumir al propio 

tiempo el cargo.  

Caracteres  

a) es una obligación. El cargo es una modalidad que grava a una de las partes. Por tanto, es susceptible de 

ser ejecutada en caso de que el sujeto no cumpliera con la prestación;  

b) es accesorio. El cargo es accesorio pero inescindible a la adquisición del derecho. No sería posible 

adquirir el derecho si al propio tiempo no se asume la obligación que el cargo trae aparejada;  

c) es excepcional. No deriva ordinariamente del acto jurídico ni es su complemento natural, sino que es 

independiente del derecho.  

Beneficiarios del cargo  

Los beneficiarios del cargo pueden ser el acreedor o un tercero.  

Clases  

Es posible clasificar los cargos en simples o resolutorios.  

Estos últimos son los que, incumplidos, arrastran la pérdida de la obligación principal. En este caso, el 

incumplimiento del cargo funciona como condición resolutoria. 

Responsabilidad del deudor. Efectos del cargo:  

Los efectos del cargo surgen del doble carácter: constituye una obligación y es, al propio tiempo, de 

carácter accesorio.  

Por tratarse de una obligación, el incumplimiento del cargo faculta al acreedor —que puede ser la misma 

persona que transmite un derecho, o bien un tercero— a ejercer las medidas compulsivas pertinentes.  

Sin embargo, como el cargo —cuando es simple— es coercitivo, no afecta la adquisición del derecho sino 

que dará lugar a la acción para hacer efectivo el cumplimiento. Por supuesto, esta solución no se aplica 

cuando ha sido impuesto como condición suspensiva o resolutoria.  
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En el primer caso —cargo impuesto como condición suspensiva— el sujeto pasivo no podrá exigir el 

cumplimiento de la prestación principal mientras no cumpla con el cargo.  

En cambio, en caso de inejecución de un cargo resolutorio, el beneficiario tiene dos acciones:  

a) puede exigir el cumplimiento para obtener la ejecución específica de lo debido o bien la indemnización 

sustitutiva;  

b) puede pedir la resolución del derecho principal. Es decir, puede entablar demanda para lograr que dicho 

incumplimiento se constituya en la causa de la resolución de ese derecho. En tal caso —esto es, si en el 

acto se hubiere establecido que la inejecución de los cargos afecta la adquisición del derecho—, se trataría 

estrictamente de una condición. Sin embargo, existe una diferencia importante con la condición 

resolutoria, pues, en este caso, sus efectos operan de pleno derecho; en cambio, en el caso de 

incumplimiento de los cargos, es preciso que el juez verifique dicha circunstancia y dicte sentencia 

condenatoria. Esta no será constitutiva sino declarativa. En caso de que el cargo no sea resolutorio sino 

simple, producida la mora, el acreedor puede demandar el cumplimiento por vía judicial. Si, no obstante la 

sentencia condenatoria, el obligado no cumple, estará precisado a indemnizar al obligado. En cambio, 

cuando el cargo fue impuesto como condición resolutoria, si el adquirente del derecho no cumple con la 

obligación accesoria también le será cancelada la adquisición del derecho principal.  

El deudor responde por el incumplimiento de los cargos con todo su patrimonio.  

Forma: Por tratarse de una obligación accesoria, está sujeta, en cuanto a la forma, a los mismos requisitos a 

los que está sometido el acto principal.  

Transmisión de la obligación sujeta a cargo: El cargo se transmite a los sucesores universales del deudor, 

salvo que sea inherente a su persona. Con esa misma salvedad, también se transmite por actos entre vivos. 

Extinción del cargo: Se aplican aquí los efectos de las obligaciones accesorias. Por tanto, cuando se extingue 

la obligación principal, se aniquila también el cargo. No se aplica esta solución en el caso inverso.  

Imposibilidad sobreviniente: Cuando la imposibilidad de cumplimiento del cargo es sobreviniente a su 

constitución, lo extingue siempre que el hecho no hubiere sido causado por culpa del deudor. Si, por el 

contrario, medió culpa en la imposibilidad sobrevenida, el beneficiario tiene a su disposición la 

indemnización sustitutiva por la imposibilidad de pago del cargo. Esta solución, que es de aplicación cuando 

se trata de un cargo simple, no corre cuando se trata de un cargo resolutorio, en que su incumplimiento 

trae aparejada la extinción de la obligación principal. Si se trata de un cargo que funciona como condición 

suspensiva, el incumplimiento por culpa impide directamente la adquisición del derecho.  

Transmisión. Principio general  

ARTÍCULO 356. Transmisibilidad El derecho adquirido es transmisible por actos entre vivos o por causa 

de muerte y con él se traspasa la obligación de cumplir el cargo, excepto que sólo pueda ser ejecutado 

por quien se obligó inicialmente a cumplirlo.  

Si el cumplimiento del cargo es inherente a la persona y ésta muere sin cumplirlo, la adquisición del 

derecho principal queda sin efecto, volviendo los bienes al titular originario o a sus herederos.  

La reversión no afecta a los terceros sino en cuanto pudiese afectarlos la condición resolutoria. 
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El cargo es transmisible mortis causa, a menos que sea inherente al obligado. También es transmisible por 

actos entre vivos, con la misma salvedad. Cuando la transmisión de los cargos se produce por muerte del 

obligado, sus herederos deben cumplir con aquellos que no hubieren sido ejecutados.  

En caso que el cargo se hubiere transmitido por acto entre vivos, el sucesor singular se encuentra obligado 

siempre que cuente con la conformidad del acreedor.  

Cargos intransmisibles. Efectos:  

Cuando el cargo es inherente a la persona, si el obligado muere sin haberlo ejecutado, el derecho principal 

queda sin efecto. En este caso, los bienes vuelven al patrimonio del titular originario o al de sus herederos. 

Esta solución se aplica a los cargos resolutorios —que son siempre intransmisibles— y no a los impuestos 

como condición suspensiva, en cuyo caso el derecho no se reputará como adquirido. La reversión no puede 

afectar los derechos de terceros.  

Reversión del derecho  

La reversión solamente es aplicable en caso de los cargos resolutorios. Producido el hecho condicional, 

rigen en el caso los efectos de la condición resolutoria (art. 348 CCyC). Cuando el adquirente de los bienes 

constituye derechos a favor de terceros antes de que tenga lugar la reversión de los bienes por inejecución 

de los cargos, aquellos solo se perjudican cuando igualmente pudiera perjudicarlos el cumplimiento de la 

condición resolutoria.  

Terceros adquirentes  

Si terceros hubieren recibido los bienes afectados por un cargo —pero no la obligación correlativa—, no 

son deudores del cargo, pero pueden cumplirlo como terceros interesados para evitar —si corresponde— 

el ejercicio de la facultad resolutoria por parte del beneficiario.  

Cargo prohibido: 

ARTÍCULO 357. Cargo prohibido La estipulación como cargo en los actos jurídicos de hechos que no 

pueden serlo como condición, se tiene por no escrita, pero no provoca la nulidad del acto.  

El Código no establece ninguna causal de nulidad de los cargos sino que se remite a los supuestos en que es 

nula la condición. El acto jurídico que contiene un cargo prohibido no es inválido. Simplemente se tiene por 

no escrita la cláusula y, en consecuencia, la obligación se considera pura y simple. Por tanto, ha perdido 

interés establecer en qué momento debe verificarse la ilicitud del cargo, en la medida que cualquiera sea el 

tiempo, la sanción será idéntica. Se trata de una manifestación del principio de conservación de los actos.  
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OBLIGACIONES:  

Por: Mara L. Díaz 

Sumario: Concepto. Elementos. Fuentes. Clasificación. Extinción. 

Concepto 

A los efectos de una primera aproximación de un concepto de obligación, 

deberíamos distinguir la noción vulgar o lega de la jurídica. 

Llambías distingue entre la noción vulgar de obligación, la cual alude a todo vínculo 

o sujeción  de la persona, cualquiera sea su origen y contenido. Por ejemplo los 

deberes impuestos tanto por las costumbres como por las normas jurídicas. 

(LLAMBÍAS, 1991; 3). 

En cambio, en sentido técnico- jurídico, la palabra obligación comprende sólo 

aquellos deberes impuestos por el derecho, susceptibles de estimación pecuniaria, 

que consisten en dar, hacer o no hacer algo, una persona a favor de otra. 

"Obligación es la relación jurídica en virtud de la cual alguien denominado deudor 

debe satisfacer una prestación a favor de otro llamado acreedor", (LLAMBÍAS, J. 

1991: 3). 

Anteriormente el Código Civil no daba un concepto, comenzaba su tratamiento con 

la clasificación. Hoy, el Código Civil y Comercial define obligación en el art. 724.  

ARTÍCULO 724.- Definición. La obligación es una relación jurídica en virtud de la 

cual el acreedor tiene el derecho a exigir del deudor una prestación destinada a 

satisfacer un interés lícito y, ante el incumplimiento, a obtener forzadamente la 

satisfacción de dicho interés. 

Del análisis de la definición podemos establecer que: 

 Se trata de una relación jurídica: La relación jurídica es el vínculo jurídico 

entre dos o más personas en virtud de la cual una de ellas tiene la facultad de 

exigir algo que el otro debe cumplir. 

 “…en virtud de la cual”: la relación jurídica resulta la causa eficiente del 

sometimiento del deudor y la expectativa que tiene el acreedor. 

 El deber de satisfacer una prestación: la prestación de esta manera resulta el 

contenido mismo de la obligación, conforme la cual el deudor someterá su 

conducta. 

 Prestación que satisface un interés lícito. 

 El incumplimiento posibilita la obtención forzada del interés: en otras palabras, 

el acreedor ante el incumplimiento del deudor, podrá recurrir a intimaciones 

extrajudiciales y si éste último continúa en su negativa, aún le quedará la vía 

judicial. 
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“De ese modo, se adopta en la definición la doctrina que advierte la existencia de 

esa doble instancia en toda obligación, un primer momento en el que el deudor tiene 

un deber de pagar y así satisfacer el interés del acreedor; y una segunda instancia 

en la que, de no verificarse el pago de la deuda, se habilita al acreedor a obtener la 

satisfacción de dicho interés forzadamente o por medio de una indemnización (art. 

730 CCyC). Se describen esas dos instancias, nace la obligación, la deuda que debe 

pagarse, de no suceder, el deudor debe responder frente al acreedor que reclama el 

pago‖. (ALTERINI 2003:21) 

Elementos de las obligaciones: 

¿Cuáles son los elementos de las obligaciones?. 

1. Sujetos: Los sujetos son las personas vinculadas en la relación jurídica a que ella 

se refiere. 

Pueden ser: 

• Sujeto activo: a quien se denomina acreedor, que es la persona a cuyo favor debe 

satisfacerse la respectiva prestación 

• Sujeto pasivo: es la persona que está en la necesidad de satisfacer la prestación 

debida, es decir, de conformar su conducta al comportamiento que le exige la 

existencia de la obligación. 

Pueden ser sujetos de las obligaciones los sujetos de derecho (personas humanas, 

personas jurídicas), por ende no lo son la sucesión hereditaria ni la masa del 

concurso, pues en nuestro derecho carecen de personalidad jurídica. 

Los sujetos deben estar determinados al tiempo de contraerse la obligación o ser 

susceptibles de determinación ulterior, como por ejemplo, los títulos al portador, rifas 

y sorteos. 

2. Objeto: es aquello que el deudor deberá satisfacer a favor del acreedor. 

Art. 725: Requisitos. La prestación que constituye el objeto de la obligación debe ser 

material y jurídicamente posible, lícita, determinada o determinable, susceptible de 

valoración económica y debe corresponder a un interés patrimonial o 

extrapatrimonial del acreedor. 

En otras palabras, consistirá en una cosa, o en un hecho que habrá de ejecutar el 

deudor, o en una abstención de hacer algo que el deudor habría podido efectuar 

libremente de no existir la obligación que le exige un comportamiento negativo. 

El Código Civil y Comercial recepta los requisitos que la doctrina pregonaba, a 

diferencia del Código de Vélez que no establecía expresamente los mismos. 

El objeto debe ser: 
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• posibilidad material y jurídica del objeto: un objeto imposible equivale a un 

objeto inexistente. Por ejemplo, no es posible que un deudor se obligue a 

entregar un kilo de tierra lunar. 

• lícito: es decir, conforme a derecho. Ej. No es una obligación el compromiso 

que asume una persona con otra, mediante el pago de una suma de dinero, de 

matar a una tercera. 

• determinado o determinable. 

"La prestación es determinada cuando ya al tiempo de constituirse la obligación se 

conoce en su individualidad la cosa debida, o está definido en su sustancia y 

circunstancia el hecho o la abstención que habrá de satisfacer el deudor. Es 

determinable la prestación cuando sin estar individualizado su objeto (cosa, hecho) 

es factible de individualización ulterior" (LLAMBÍAS; 16,17). 

En cambio, resultará determinable la prestación cuando sin estar individualizado su 

objeto, es factible de individualización ulterior. El objeto es determinable si se trata 

de bienes ilíquidos, como es el caso del daño resarcible dado que el monto lo 

establecerá la sentencia. 

• Valor pecuniario de la prestación: este requisito es consecuencia del carácter 

patrimonial del derecho creditorio. 

• Debe corresponder a un interés patrimonial o extrapatrimonial del acreedor: 

este es un requisito que agrega la doctrina. 

3. Causa o fuente de la obligación: El hecho que la ha originado. "Es el hecho 

dotado por el ordenamiento jurídico con virtualidad bastante para establecer entre el 

acreedor y deudor el vínculo que los liga" (LLAMBIAS, 1991:20). 

El Código Civil y Comercial establece al respecto: 

 ARTÍCULO 726.- Causa. No hay obligación sin causa, es decir, sin que derive de 

algún hecho idóneo para producirla, de conformidad con el ordenamiento jurídico. 

ARTÍCULO 727.- Prueba de la existencia de la obligación. Presunción de fuente 

legítima. La existencia de la obligación no se presume. La interpretación respecto de 

la existencia y extensión de la obligación es restrictiva. Probada la obligación, se 

presume que nace de fuente legítima mientras no se acredite lo contrario. 

Fuentes 

¿Cuáles son las fuentes de las obligaciones?. 

El Código Civil y Comercial trae una nueva sistematización de las fuentes de las 

obligaciones. 

a. Contrato: “A diario, los habitantes de nuestro país celebran múltiples 

contratos, aun sin conciencia de estar realizando actos jurídicos, como los 

que les posibilitan la alimentación, el transporte, la comunicación telefónica, la 

cobertura de sus necesidades de salud, vivienda y educación, etc. Los 
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contratos continúan siendo la principal fuente de obligaciones y generan el 

entramado por el que circulan los recursos de todo tipo de los que dispone la 

sociedad‖. (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo III: 334) 

EL Código Civil y Comercial define esta fuente en el art. 957. 

Art. 957.- Definición. Contrato es el acto jurídico mediante el cual dos o más partes 

manifiestan su consentimiento para crear, regular, modificar, transferir o extinguir 

relaciones jurídicas patrimoniales. 

Esta fuente será analizada con mayor detalle al finalizar el tema de obligaciones. 

b. Enriquecimiento sin causa:   

Art. 1794.- Caracterización. Toda persona que sin una causa lícita se enriquezca a 

expensas de otro, está obligada, en la medida de su beneficio, a resarcir el 

detrimento patrimonial del empobrecido. Si el enriquecimiento consiste en la 

incorporación a su patrimonio de un bien determinado, debe restituirlo si subsiste en 

su poder al tiempo de la demanda. 

“El instituto del enriquecimiento sin causa puede definirse como aquel principio 

general del derecho por el cual nadie puede enriquecerse a expensas del patrimonio 

de otro, sin ningún motivo legítimo. La figura en estudio representa una fuente 

autónoma de obligaciones pues origina un deber de restitución o reintegro. El 

empobrecido cuenta con la llamada acción in rem verso, cuyo objetivo es la 

restitución del bien o cosa, o en su caso, su valor cuando no se encontrare la cosa 

en ese patrimonio‖ (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo IV: 538). 

El beneficio debe tener contenido patrimonial, ergo queda excluido el meramente 

moral. 

El monto del enriquecimiento actúa como tope del resarcimiento al empobrecido, con 

lo cual, el deudor no va a responder por encima de la ventaja que obtuvo. 

La acción no es procedente si el ordenamiento jurídico concede al damnificado otra 

acción para obtener la reparación del empobrecimiento sufrido, conforme lo 

establece el art. 1795. En otras palabras esta acción resulta subsidiaria. 

 Pago indebido: el Código de Vélez tenía otra sistematización, lo regulaba 

dentro del pago, en cambio ahora el Código lo hace dentro de una fuente más 

amplia que es el enriquecimiento sin causa.  

En los fundamentos del Código Civil y Comercial se manifiesta que “la doctrina ha 

estudiado este tema y ha señalado que, en realidad, no hay pago porque no se da el 

cumplimiento de una obligación ni concurren los elementos tipificantes”. Resultaría 

más apropiado hablar de “cobro de lo indebido”. 

Art. 1796.- Casos. El pago es repetible, si: 
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a. la causa de deber no existe, o no subsiste, porque no hay obligación válida; esa 

causa deja de existir; o es realizado en consideración a una causa futura, que no se 

va a producir; 

b. paga quien no está obligado, o no lo está en los alcances en que paga, a menos 

que lo haga como tercero; 

c. recibe el pago quien no es acreedor, a menos que se entregue como liberalidad; 

d. la causa del pago es ilícita o inmoral; 

e. el pago es obtenido por medios ilícitos. 

A modo de ejemplo de una obligación cuya causa dejó de existir podemos 

mencionar el seguro contra robo, dado que cuando la compañía de seguros paga la 

indemnización por el robo de un automóvil, se presenta un pago con causa; pero si 

luego el vehículo es encontrado, la causa decae y por consiguiente el pago es sin 

causa. La obligación existía en el momento de pagar, pero con posterioridad y a raíz 

de un hecho sobreviniente, la obligación se desvanece en forma retroactiva, y de 

esta manera el pago resulta sin causa. 

El ejemplo de un pago cuya causa resulta inmoral o ilícita podría ser el contrato de 

locación para establecer en el inmueble mesas de juego clandestino o un prostíbulo.  

       c. Gestión de negocios:  

 Art. 1781.- Definición. Hay gestión de negocios cuando una persona asume 

oficiosamente la gestión de un negocio ajeno por un motivo razonable, sin intención 

de hacer una liberalidad y sin estar autorizada ni obligada, convencional o 

legalmente. 

“La regla general es que nadie debe entrometerse en la esfera jurídica ajena, 

aunque aparece una excepción que es la gestión de negocios ajenos. Son aquellos 

casos en los que una persona humana (llamada ―gestor‖) asume espontáneamente y 

de manera diligente un negocio referido al patrimonio que pertenece a otro (el dueño 

del negocio o gestionado), quien se halla ausente (no tiene conocimiento) o 

imposibilitado de hacerse cargo o de oponerse. El gestor actúa en el interés 

exclusivo del dueño del negocio, y debe cumplir con ciertos requisitos para que 

proceda la configuración de este instituto, que son: a) debe mediar un motivo 

razonable; b) no debe haber intención de hacer una liberalidad; y c) la persona que 

asume el negocio no debe estar autorizada ni obligada, sea por convención o por 

imposición legal. La gestión puede consistir en actos materiales o jurídicos llevados 

a cabo por el gestor en beneficio del dueño del negocio. Cabe aclarar que su 

interpretación es restringida. Esto significa que la intromisión del gestor en un 

negocio ajeno debe ser cuando hay un patrimonio que puede sufrir un menoscabo y 

su dueño está imposibilitado de atender sus asuntos, sea por desconocimiento o por 

imposibilidad de actuar. Es que, a diferencia de lo que sucedía en el régimen de 

Vélez Sarsfield, ahora debe mediar un motivo razonable del gestor, a fin de evitar 
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una injerencia de terceros en negocios que no les pertenecen. Es ese motivo 

razonable el que justifica que una persona pueda inmiscuirse en negocios ajenos y, 

sobre todo, es lo que da licitud a la actividad desplegada por el gestor”.(CÓD. C.Y 

COM. Comentado. Tomo IV: 513). 

La gestión de negocios ajenos es siempre gratuita, pues el gestor no tiene derecho a 

reclamar una retribución por su desempeño, sino que su petición se limita al 

rembolso de lo gastado más los intereses. 

Las obligaciones del gestor, conforme al art. 1782 son: 

· avisar sin demora al dueño del negocio que asumió la gestión, y aguardar su 

respuesta, siempre que esperarla no resulte perjudicial;  

· actuar conforme a la conveniencia y a la intención, real o presunta, del dueño 

del negocio;  

· continuar la gestión hasta que el dueño del negocio tenga posibilidad de 

asumirla por sí mismo o, en su caso, hasta concluirla;  

· proporcionar al dueño del negocio información adecuada respecto de la 

gestión;  

· una vez concluida la gestión, rendir cuentas al dueño del negocio. 

De acuerdo con el art. 1785, si la gestión es conducida útilmente, el dueño del 

negocio está obligado frente al gestor, aunque la ventaja que debía resultar no se 

haya producido, o haya cesado:  

a) a reembolsarle el valor de los gastos necesarios y útiles, con los intereses legales 

desde el día en que fueron hechos;  

b) a liberarlo de las obligaciones personales que haya contraído a causa de la 

gestión;  

c) a repararle los daños que, por causas ajenas a su responsabilidad, haya sufrido 

en el ejercicio de la gestión;  

d) a remunerarlo, si la gestión corresponde al ejercicio de su actividad profesional, o 

si es equitativo en las circunstancias del caso. 

Algunos ejemplos: 

.. apagar un incendio en la casa del vecino; 

.. arreglar el techo del vecino que no se encuentra en la casa, para lo cual el gestor 

debió comprar los materiales;  

.. cuando el apoderado realiza un acto que no está autorizado en el poder;  

.. el tenedor de un inmueble que paga una deuda del dueño del bien que se 

encuentra ausente a fin de evitar la ejecución de la propiedad. 

d. Empleo útil:  
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 Art. 1791.- Caracterización. Quien, sin ser gestor de negocios ni mandatario, realiza 

un gasto, en interés total o parcialmente ajeno, tiene derecho a que le sea 

reembolsado su valor, en cuanto haya resultado de utilidad, aunque después ésta 

llegue a cesar. El reembolso incluye los intereses, desde la fecha en que el gasto se 

efectúa. 

“Lo importante del empleo útil es que se refiere a un gasto, y no a la administración o 

la gestión de negocios, ni tampoco hay intención de obligar al beneficiario con 

terceros. Es un gasto que realiza una persona y que tendrá esta figura para reclamar 

que se le devuelva el dinero gastado, más sus intereses desde que se hizo la 

erogación. El fundamento de este instituto es el enriquecimiento sin causa en el que 

estaría inmerso el beneficiario del gasto realizado. Por lo tanto, es una subespecie 

del enriquecimiento sin causa‖ (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo IV: 533). 

El efecto del empleo útil, siempre y cuando se cumplan con los requisitos de la 

norma mencionada (una persona que efectúa un gasto, en interés total o 

parcialmente ajeno, sin ser mandatario ni gestor de negocios ajenos)  esa persona 

tendrá derecho a que le sea rembolsado su valor, en cuanto haya resultado de 

utilidad para el beneficiario. La utilidad es evaluada al inicio, sin importar si luego 

aquella cesa. 

Algunos ejemplos: 

· cuando una persona realiza gastos necesarios y urgentes de asistencia 

médica y alimentos. 

· el condómino que realiza un gasto por una mejora urgente en la cosa común.  

· los materiales para la construcción pagados por la novia para edificar en el 

terreno de su pareja y después se rompe el noviazgo, 

 

e. Declaración unilateral de voluntad:  

Art. 1800.- Regla general. La declaración unilateral de voluntad causa una obligación 

jurídicamente exigible en los casos previstos por la ley o por los usos y costumbres. 

Se le aplican subsidiariamente las normas relativas a los contratos. 

En virtud de esta fuente de las obligaciones, alguien puede quedar obligado por su 

sola voluntad y prescindir de la voluntad de otro. La diferencia con el contrato se 

encuentra en que este hace nacer la obligación en el momento de la aceptación de 

la oferta, mientras que en la declaración unilateral de la voluntad, la obligación 

surgiría cuando se emite la declaración.  

La fuerza obligatoria de esta fuente emana de la ley o de los usos y costumbres. 

 Reconocimiento y promesa de pago: 

ARTÍCULO 1801. Reconocimiento y promesa de pago La promesa de pago de una 

obligación realizada unilateralmente hace presumir la existencia de una fuente 

válida, excepto prueba en contrario. Para el reconocimiento se aplica el artículo 733. 
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―El reconocimiento de la obligación es un acto jurídico unilateral por el cual alguien 

admite que se encuentra obligado con respecto a otra persona, lo que implica la 

existencia de una fuente o causa válida de la obligación… Es un acto unilateral pues 

no depende de la aceptación del acreedor para su configuración ya que es suficiente 

con la manifestación de voluntad del deudor de reconocer la deuda. Es irrevocable, 

en la medida que una vez realizada la declaración, no cabría revocarla. Es 

declarativo, devela la existencia de una obligación prexistente que sería la razón 

determinante del acto jurídico. Requiere que se identifique el acreedor y el crédito‖ 

(CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo IV: 546). 

 Promesa pública de recompensa:  

Art. 1803.- Obligatoriedad. El que mediante anuncios públicos promete recompensar, 

con una prestación pecuniaria o una distinción, a quien ejecute determinado acto, 

cumpla determinados requisitos o se encuentre en cierta situación, queda obligado 

por esa promesa desde el momento en que llega a conocimiento del público. 

“Su finalidad es la obtención de un resultado (v. gr. una creación científica, el 

hallazgo de un objeto perdido, el descubrimiento de un crimen). El oferente debe 

mantener la promesa por un determinado tiempo en razón de que hace a la seriedad 

de los actos, al principio de buena fe que los rige, y a crear la confianza en los 

destinatarios de la declaración‖ (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo IV: 548). 

Los elementos que constituyen esta declaración unilateral de voluntad serán: 

 La promesa: la prestación a la cual se obliga el oferente respecto de quien 

realice el acto, cumpla determinados requisitos o esté en cierta situación.  

Puede consistir tanto en una obligación de dar ( ej. una suma de dinero)o de 

hacer (ej. una beca). 

 Indeterminación del sujeto. 

  Obligación: el oferente está obligado desde que la promesa se hace pública y 

resulta indiferente la aceptación. 

Por ejemplo, una persona pierde a su perro y publica una recompensa a quien lo 

encuentre. 

Resulta interesante analizar aquí el concurso público, dado que el mismo resulta 

ser una “una especie del género promesa pública de recompensa que se utiliza 

frecuentemente en la elección de cargos públicos, en el otorgamiento de becas de 

estudios, premios por trabajos científicos o literarios, para adjudicar bienes, etc. Es 

un supuesto de declaración de voluntad donde el promitente se obliga a premiar a 

quien resulte vencedor de acuerdo a las condiciones exigidas. Si bien es una 

modalidad de la promesa de recompensa y tiene las siguientes particularidades: la 

promesa está destinada a quienes se presenten y la adjudicación del premio 

depende de un jurado que evaluará el mérito‖ (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo 

IV: 552) 
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Art. 1807.- Concurso público. La promesa de recompensa al vencedor de un 

concurso, requiere para su validez que el anuncio respectivo contenga el plazo de 

presentación de los interesados y de realización de los trabajos previstos. El 

dictamen del jurado designado en los anuncios obliga a los interesados. A falta de 

designación, se entiende que la adjudicación queda reservada al promitente. El 

promitente no puede exigir la cesión de los derechos pecuniarios sobre la obra 

premiada si esa transmisión no fue prevista en las bases del concurso. 

              f.  Responsabilidad civil:  

Toda persona debe responder por los hechos que causen daño a otro, y que no 

tengan justificación legal. La obligación consiste en reparar el daño. En los contratos, 

las obligaciones están predeterminadas, y sólo se repara el daño cuando éstas no 

se cumplen, pero aquí no hay contrato alguno y, en general, hay que esperar que el 

daño se produzca para cuantificarlo y pedir su reparación. 

El Código Civil mencionaba en primer lugar cuando trata los hechos jurídicos, cuáles 

eran las consecuencias dañosas por las que debía responder el sujeto que realizaba 

la conducta y luego  las obligaciones que nacían de los cuasidelitos (es el hecho 

ilícito no malicioso, aunque censurable. Se describe una conducta dañosa que 

merece reproche por la culpa de quien la practica) y de los delitos (es el hecho 

ejecutado a sabiendas y con intención de dañar la persona o los derechos de otro). 

El tratamiento que el Código Civil y Comercial hace de esta fuente es  

diametralmente opuesto respecto del Código Civil, dado que la sistematiza, 

unificando la responsabilidad contractual y extracontractual. Sin embargo podían 

encontrarse disposiciones sobre responsabilidad por fuera de este articulado (art. 

1708/1780), por ej. art. 1243 sobre leasing, art. 1493 sobre contrato de agencia. 

Esta novedad legislativa de unificar la responsabilidad, reclamada por la doctrina, 

implica que las diferencias desaparecen: 

 La prescripción: en el Código Civil en materia contractual, el término general 

era de 10 años, y en materia extracontractual, 2 años. Hoy en cambio todas 

las acciones de responsabilidad civil tienen un término genérico de 3 años. 

 Extensión del resarcimiento, en la responsabilidad contractual se respondía 

por las consecuencias inmediatas, mediatas necesarias.; en la 

extracontractual, también las casuales que el sujeto del obrar previó o pudo 

prever. Hoy con el Código Civil y Comercial ya no se responde por las 

casuales. 

Otra diferencia sobre la responsabilidad civil es que el proyecto del Código Civil y 

Comercial trata 3 funciones de la responsabilidad civil: 

 Función clásica: resarcitoria, el que daña debe pagar. 

 Función preventiva: su finalidad es la propia de evitar la producción del daño, 

es una novedad legislativa (art. 1710/1715). 
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 Función punitoria: en el proyecto se contemplaban las multas civiles o 

astreintes, pero en el Ministerio de Justicia se eliminaron, ergo el Código no 

las contempla. 

El Código Civil y Comercial permite ahora deducir acciones legales preventivas, que 

puede interponer cualquier persona que acredite un interés razonable en prevenir el 

daño. Ello surge de que ahora la ley declara que toda persona debe adoptar, de 

buena fe y conforme a las circunstancias, las medidas razonables para evitar un 

daño, o para disminuir su magnitud. Y si éste ya se produjo, no debe agravarlo (art. 

1710). 

Dentro de esta fuente resulta necesario distinguir ciertas pautas: 

*Factores de atribución: La atribución de un daño al responsable puede basarse en 

factores objetivos o subjetivos.  

El factor de atribución es objetivo cuando la culpa o el dolo del agente son 

irrelevantes a los efectos de atribuir responsabilidad. En tales casos, el responsable 

sólo se libera demostrando que la causa del daño es ajena a él.  

Son factores subjetivos de atribución la culpa y el dolo, cuyos conceptos ya vimos 

anteriormente. Al igual que el Código Civil, el Código Civil y Comercial establece 

responsabilidades subjetivas y objetivas. 

*Relación causal:  

Son reparables las consecuencias dañosas que tienen nexo adecuado de 

causalidad con el hecho productor del daño. Normalmente, se indemnizan las 

consecuencias inmediatas y las mediatas previsibles. Las primeras son las que 

acostumbran a suceder según el curso natural y ordinario de las cosas (p.e. alguien 

le pega una trompada a otro y la causa un moretón). Las segundas son las que 

resultan solamente de la conexión de un hecho con un acontecimiento distinto. Las 

consecuencias mediatas que no pueden preverse se llaman “consecuencias 

casuales”, y no se reparan. El Código Civil las definía al regular el hecho jurídico. 

*Daño resarcible 

El Código Civil y Comercial define el daño “Hay daño cuando se lesiona un derecho, 

o un interés no reprobado por la ley; que tenga por objeto la persona, el patrimonio, 

o un derecho de incidencia colectiva‖ (art. 1737).  

En cuanto a la indemnización el art. 1738 establece que comprende el daño 

emergente y el lucro cesante, además menciona la pérdida de chances. 

Art. 1738.- Indemnización. La indemnización comprende la pérdida o disminución del 

patrimonio de la víctima, el lucro cesante en el beneficio económico esperado de 

acuerdo a la probabilidad objetiva de su obtención y la pérdida de chances. Incluye 

especialmente las consecuencias de la violación de los derechos personalísimos de 
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la víctima, de su integridad personal, su salud psicofísica, sus afecciones espirituales 

legítimas y las que resultan de la interferencia en su proyecto de vida. 

La indemnización para su procedencia debe reunir una serie de requisitos, conforme 

el art. 1738. 

Art. 1739.- Requisitos. Para la procedencia de la indemnización debe existir un 

perjuicio directo o indirecto, actual o futuro, cierto y subsistente. La pérdida de 

chance es indemnizable en la medida en que su contingencia sea razonable y 

guarde una adecuada relación de causalidad con el hecho generador. 

El principio de la reparación plena es un principio general del derecho que tiene 

raigambre constitucional en el art. 19,  de cuya interpretación contrario sensu surge. 

El Código lo establece expresamente en el art. 1740. 

Art. 1740.- Reparación plena. La reparación del daño debe ser plena. Consiste en la 

restitución de la situación del damnificado al estado anterior al hecho dañoso, sea 

por el pago en dinero o en especie. La víctima puede optar por el reintegro 

específico, excepto que sea parcial o totalmente imposible, excesivamente oneroso 

o abusivo, en cuyo caso se debe fijar en dinero. En el caso de daños derivados de la 

lesión del honor, la intimidad o la identidad personal, el juez puede, a pedido de 

parte, ordenar la publicación de la sentencia, o de sus partes pertinentes, a costa del 

responsable. 

“La reparación plena o integral es uno de los pilares fundamentales sobre los que se 

erige nuestro sistema de responsabilidad por daños, y supone la necesidad de una 

razonable equivalencia jurídica entre el daño y su reparación. Por eso, cuando 

alguien ha sufrido un perjuicio, ya sea este patrimonial o moral, debe percibir una 

indemnización que le permita que el estado de cosas actual sea razonablemente 

coincidente con el estado en que se encontraba antes de sufrir el daño. Lo que se 

persigue, entonces, es suprimir los efectos nocivos del suceso dañoso, de la manera 

más completa posible.  Sin embargo, decir que debe indemnizarse todo el daño 

ocasionado no implica que todo perjuicio sea resarcible, sino que solo lo es el 

admitido por el ordenamiento jurídico. Se trata, entonces, de la plenitud jurídica de la 

indemnización (derecho a ser reparado en toda la extensión establecida por la ley)‖. 

(CÓD. C.Y COM. Comentado Tomo IV: 451). 

ARTÍCULO 1741. Indemnización de las consecuencias no patrimoniales Está 

legitimado para reclamar la indemnización de las consecuencias no patrimoniales el 

damnificado directo. Si del hecho resulta su muerte o sufre gran discapacidad 

también tienen legitimación a título personal, según las circunstancias, los 

ascendientes, los descendientes, el cónyuge y quienes convivían con aquél 

recibiendo trato familiar ostensible. La acción sólo se transmite a los sucesores 

universales del legitimado si es interpuesta por éste. 

El monto de la indemnización debe fijarse ponderando las satisfacciones sustitutivas 

y compensatorias que pueden procurar las sumas reconocidas‖. 
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El artículo se refiere específicamente a la reparación del daño moral; se ocupa de 

delimitar la legitimación activa, y de establecer el criterio para su valuación. 

“El CC y C, coherentemente con el principio de unidad de la responsabilidad civil, 

trata al daño moral de manera unificada en la disposición en examen, que es 

aplicable por igual a la responsabilidad surgida del incumplimiento de obligaciones o 

de hechos ilícitos extracontractuales (art. 1716 CC yC). Por consiguiente, ya no es 

posible predicar la existencia de ninguna diferencia entre ambas órbitas en lo 

atinente a la reparación del daño moral, que procederá siempre que se encuentre 

probada la afectación de intereses extrapatrimoniales que causa consecuencias de 

la misma índole, y cuya reparación estará sujeta, en ambos casos, a idéntica 

legitimación” (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo IV: 453). 

El damnificado directo puede reclamar la indemnización de las consecuencias no 

patrimoniales (daño moral). Si del hecho resulta su muerte o sufre gran discapacidad 

también tienen legitimación para ello a título personal, los ascendientes, 

descendientes,  cónyuge y quienes convivían con aquél recibiendo trato familiar 

ostensible. La acción sólo se transmite a los sucesores universales del legitimado 

que no sean los anteriores si es interpuesta por éste en vida.  

De esta manera se amplía la legitimación activa en el Código, a las personas que 

convivían con el damnificado directo “recibiendo trato familiar ostensible”, se pensó 

originalmente para la pareja o concubino, pero también podría ser por ej. un 

hermano. 

*Responsabilidad directa 

Art. 1749.- Sujetos responsables. Es responsable directo quien incumple una 

obligación u ocasiona un daño injustificado por acción u omisión. 

Art. 1750.- Daños causados por actos involuntarios. El autor de un daño causado por 

un acto involuntario responde por razones de equidad. Se aplica lo dispuesto en el 

artículo 1742. El acto realizado por quien sufre fuerza irresistible no genera 

responsabilidad para su autor, sin perjuicio de la que corresponde a título personal a 

quien ejerce esa fuerza. 

Art. 1751.- Pluralidad de responsables. Si varias personas participan en la 

producción del daño que tiene una causa única, se aplican las reglas de las 

obligaciones solidarias. Si la pluralidad deriva de causas distintas, se aplican las 

reglas de las obligaciones concurrentes. 

Art. 1752.- Encubrimiento. El encubridor responde en cuanto su cooperación ha 

causado daño. 

*Responsabilidad por el hecho de terceros 

1) El principal responde objetivamente por los daños que causen los que están bajo 

su dependencia, o las personas de las cuales se sirve, cuando el hecho dañoso 
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acaece en ejercicio o con ocasión de las funciones encomendadas. La falta de 

discernimiento del dependiente no excusa al principal. La responsabilidad del 

principal es concurrente con la del dependiente. 

2) Los padres, tutores y curadores son solidariamente responsables por los daños 

causados por los hijos o incapaces que se encuentran bajo su responsabilidad 

parental y que habitan con ellos, sin perjuicio de la responsabilidad personal y 

concurrente que pueda caber a los hijos. 

3) La persona jurídica responde por los daños que causen quienes las dirigen o 

administran en ejercicio o con ocasión de sus funciones. 

4) El titular de un establecimiento educativo responde por el daño causado o sufrido 

por sus alumnos menores de edad cuando se hallen o deban hallarse bajo el control 

de su autoridad. La responsabilidad es objetiva y se exime sólo con la prueba del 

caso fortuito. El establecimiento educativo debe contratar un seguro de 

responsabilidad civil, de acuerdo a los requisitos que fije la autoridad en materia 

aseguradora. Esta norma no se aplica a los establecimientos de educación superior 

o universitaria. 

*Responsabilidad derivada de la intervención de cosas y de ciertas actividades. 

 Toda persona responde por el daño causado por el riesgo o vicio de las cosas, o de 

las actividades que sean riesgosas o peligrosas por su naturaleza, por los medios 

empleados o por las circunstancias de su realización. La responsabilidad es objetiva. 

No son eximentes la autorización administrativa para el uso de la cosa o la 

realización de la actividad (ej. tener un carnet de conductor si uno choca a otro auto), 

ni el cumplimiento de las técnicas de prevención (ej. haber hecho la revisación 

técnica). 

El dueño y el guardián son responsables concurrentes del daño causado por las 

cosas. Se considera guardián a quien ejerce, por sí o por terceros, el uso, la 

dirección y el control de la cosa, o a quien obtiene un provecho de ella. El dueño y el 

guardián no responden si prueban que la cosa fue usada en contra de su voluntad 

expresa o presunta (ej. alguien les roba un auto y lo choca contra otro). 

En caso de actividad riesgosa o peligrosa responde quien la realiza, se sirve u 

obtiene provecho de ella, por sí o por terceros. 

El daño causado por animales, cualquiera sea su especie, queda comprendido en 

estos supuestos, lo mismo que los daños causados por la circulación de vehículos. 

g. Títulos valores:  

El Código Civil y Comercial  incorpora a los títulos valores como una fuente de las 

obligaciones y nos trae su definición en el art. 1815.- Concepto. Los títulos valores 

incorporan una obligación incondicional e irrevocable de una prestación y otorgan a 

cada titular un derecho autónomo, sujeto a lo previsto en el artículo 1816. Cuando en 
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este Código se hace mención a bienes o cosas muebles registrables, no se 

comprenden los títulos valores. 

En cuanto a esta fuente de las obligaciones, la misma será tratada con posterioridad 

con mayor detalle, aquí sólo cabe hacer mención. 

Clasificación. 

1) En función del objeto: 

a) Naturaleza de la prestación: 

Bajo el ángulo de la naturaleza de la prestación debida, las obligaciones se clasifican 

en obligaciones de dar, de hacer o de no hacer.  

En las obligaciones de dar su objeto consiste en la entrega de una cosa o de un 

bien, el deber de conducta que pesa sobre el deudor le impone desprenderse o 

desasirse del bien o cosa, para entregarlo al acreedor.  

En las obligaciones de hacer o de no hacer lo debido consiste en una actividad del 

deudor que está precisado a ajustar su conducta personal a los términos de la 

obligación. Esta diversa naturaleza de lo debido explica por qué las obligaciones de 

dar se llegar al desapoderamiento forzado del deudor, mientras que en las 

obligaciones hacer la prerrogativa del acreedor no llega hasta ejercer la violencia 

sobre la persona del deudor. 

Si es una cosa, la obligación es de dar, aunque la entrega suponga la ejecución de 

ciertos actos subordinados, encaminados a la concreción de esa entrega, tales como 

trámites administrativos de inscripción en registros, o de transferencia del permiso de 

explotar un vehículo de alquiler. 

Si la sustancia del objeto debido es el trabajo humano, la obligación es de hacer, 

aunque suponga la provisión de alguna cosa, como la hechura de un traje que el 

sastre se compromete a practicar suministrando él, los forros, botones, etc. 

Diferencias entre las obligaciones de dar y las de hacer o no hacer: 

 En las primeras es casi indiferente la persona del deudor, en cambio en las 

obligaciones de hacer adquiere especial relevancia. 

 La prerrogativa del acreedor de la obligación de dar es más intensa para 

lograr el cumplimiento “in natura” del objeto debido: basta para ello que la 

cosa exista, que esté en el patrimonio del deudor y en su posesión. En 

cambio, tratándose de obligaciones de hacer, como lo debido, es un hecho de 

conducta, no es posible lograr su forzada realización, si para ello es menester 

practicar violencia en la persona del deudor. 

Ejecución por otro: en las obligaciones de hacer otra posibilidad con que cuenta el 

acreedor es la ejecución por intermedio de una persona distinta del deudor, pero a 

expensas de éste, que deberá soportar el costo de ese modo de ejecución. 



15 
 

Materia: Derecho II  

b) Determinación del objeto: 

 

 Obligación de dar cosas ciertas: 

La obligación es de dar cosa cierta, cuando su objeto está identificado en su 

individualidad al tiempo de constituirse la obligación. Ej. si se promete la entrega de 

una casa ubicada en calle tal, nº tal. 

En cambio, en las demás obligaciones de dar, la prestación queda relativamente 

indeterminada en cuanto no se sabe sobre cual objeto se hará el pago, que 

dependerá de la elección o determinación ulterior se practique. 

En la cosa debida quedan involucrados sus accesorios, pues éstos no tienen 

individualidad jurídica propia. 

Cuando antes de cumplir la obligación de dar, la cosa perece o se deteriora sin culpa 

o dolo del deudor, éste no es responsable. De lo contrario, debe indemnizar, ya que 

la cosa no podrá ya darse. 

 Obligación de dar cosas inciertas o de género: 

Estas obligaciones son aquellas que versan sobre objetos no individualizados, que 

se definen por el género a que pertenecen, por ejemplo, un caballo pertenece al 

género animal, con caracteres diferenciados dentro del mismo género (el caballo 

puede ser manso, arisco, etc.). Es decir, son cosas inciertas por cuanto se identifican 

no por su individualidad sino por el género a que pertenecen, pero también son 

cosas no fungibles porque el individuo del género no equivale exactamente a otro 

del mismo género, sino que presenta caracteres diferenciales que hacen que no sea 

indiferente el cambio uno por otro. 

La elección corresponde en principio al deudor, pero las partes pueden convenir que 

la elección sea a cargo del acreedor. 

La elección no puede hacerse caprichosamente, tampoco es discrecional, sino que 

está sometida al criterio legal según el cual la elección debe recaer en un individuo 

del género debido que tenga una calidad media o promedio, pues ello es lo que 

condice con la buena fe; el deudor no puede elegir una cosa de la peor calidad ni el 

acreedor una de la mejor. 

Aquí el deudor no puede librarse diciendo que “la cosa ha perecido”, porque por lo 

general estará en condiciones de reemplazarla.  

 Obligaciones de dar sumas de dinero: son obligaciones de dar sumas de 

dinero las que desde su origen tienen por objeto la entrega de una suma de 

dinero. El dinero es la moneda autorizada en ese carácter por el Estado, es 

de curso legal y forzoso, en cuanto los particulares están obligados a recibir la 

moneda legal como medio de pago. 
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c) Forma de cumplimiento: 

 

 Obligaciones divisibles: 

El Código Civil y Comercial define a la obligación divisible como “…la que tiene por 

objeto prestaciones susceptibles de cumplimiento parcial‖(art. 805). 

Art. 806.- Requisitos. La prestación jurídicamente divisible exige la concurrencia de 

los siguientes requisitos: 

a. ser materialmente fraccionable, de modo que cada una de sus partes tenga la 

misma calidad del todo; 

b. no quedar afectado significativamente el valor del objeto, ni ser antieconómico su 

uso y goce, por efecto de la división. 

 Obligaciones indivisibles: 

Art. 813.- Concepto. Son indivisibles las obligaciones no susceptibles de 

cumplimiento parcial. 

Art. 814.- Casos de indivisibilidad. Hay indivisibilidad: 

a. si la prestación no puede ser materialmente dividida; 

b. si la indivisibilidad es convenida; en caso de duda sobre si se convino que la 

obligación sea indivisible o solidaria, se considera solidaria; 

c. si lo dispone la ley. 

Art. 815.- Prestaciones indivisibles. Se consideran indivisibles las prestaciones 

correspondientes a las obligaciones: 

a. de dar una cosa cierta; 

b. de hacer, excepto si han sido convenidas por unidad de medida y el deudor tiene 

derecho a la liberación parcial; 

c. de no hacer; 

d. accesorias, si la principal es indivisible. 

Ej. las obligaciones de dar cosas ciertas, de hacer o no hacer, son obligaciones 

indivisibles. 

2) En función del sujeto: 

 Obligaciones de sujeto plural o múltiple: son aquellas que corresponde a 

varios acreedores o pesan sobre varios deudores, con respecto a una sola 

prestación debida y en razón de una causa única. 
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La pluralidad de sujetos puede ser originaria o sobreviniente, esto último ocurre, por 

ej. cuando se incorporan en la relación obligacional los herederos del primitivo 

deudor o acreedor singular. 

 

 Pluralidad disyunta: Es disyunta si la presencia de varios acreedores o 

deudores es excluyente entre sí, de manera que la obligación de uno descarta 

la de otro, hay pues una falsa pluralidad porque no hay coexistencia de 

pretensiones o deberes. 

El Código Civil y Comercial estipula respecto de las obligaciones disyuntivas: 

Art. 853.- Alcances. Si la obligación debe ser cumplida por uno de varios sujetos, 

excepto estipulación en contrario, el acreedor elige cuál de ellos debe realizar el 

pago. Mientras el acreedor no demande a uno de los sujetos, cualquiera de ellos 

tiene derecho de pagar. El que paga no tiene derecho de exigir contribución o 

reembolso de los otros sujetos obligados. 

Art. 854.- Disyunción activa. Si la obligación debe ser cumplida a favor de uno de 

varios sujetos, excepto estipulación en contrario, el deudor elige a cuál de éstos 

realiza el pago. La demanda de uno de los acreedores al deudor no extingue el 

derecho de éste a pagar a cualquiera de ellos. El que recibe el pago no está 

obligado a participarlo con los demás. 

Art. 855.- Reglas aplicables. Se aplican, subsidiariamente, las reglas de las 

obligaciones simplemente mancomunadas. 

 Pluralidad conjunta: la pluralidad es conjunta cuando hay concurrencia de 

acreedores o deudores en una misma obligación.  

 

Las obligaciones conjuntas pueden ser: ⇨simplemente mancomunadas  

                                                            ⇨ solidarias.  

o Obligaciones simplemente mancomunadas: se produce un fraccionamiento 

del crédito o deuda entre los varios acreedores u obligados: cada sujeto está 

obligado como deudor y tiene derecho como acreedor, a una parte de la 

prestación total, en la que queda confinada la pretensión de cada acreedor o 

el deber de prestar a cargo de cada obligado.  

o Obligaciones solidarias: cada sujeto está obligado como deudor y tiene 

derecho como acreedor a la pretensión total. 

Por ejemplo: los libradores y endosantes de letras de cambio, cheque, pagaré; entre 

los autores o cómplices de delitos, por los daños y perjuicios, etc.). 

El acreedor tiene derecho a requerir el pago del total a uno, a varios o a todos los 

codeudores, simultánea o sucesivamente (Art. 833).  
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El deudor que efectúa el pago puede repetirlo de los demás codeudores según la 

participación que cada uno tiene en la deuda (Arts. 840 y 844).  

A su vez, si uno de los acreedores solidarios recibe la totalidad del crédito o más que 

su cuota, los demás tienen derecho a que les pague el valor de lo que les toca 

según la cuota de participación de cada uno. 

3) En función de la conexión recíproca: 

 Obligaciones principales. 

El Código Civil y Comercial las define en el art. 856.-... Obligaciones principales son 

aquellas cuya existencia, régimen jurídico, eficacia y desarrollo funcional son 

autónomos e independientes de cualquier otro vínculo obligacional. 

Por ejemplo: contrato de locación, compraventa, comodato. 

 Obligaciones accesorias. 

El Código las define en el art. 856: Los derechos y obligaciones son accesorios a 

una obligación principal cuando dependen de ella en cualquiera de los aspectos 

precedentemente indicados, o cuando resultan esenciales para satisfacer el interés 

del acreedor. 

Por ejemplo: el contrato de fianza es un contrato accesorio. 

Extinción. 

La extinción es el momento final de la vida de la obligación, después del cual cesa la 

relación jurídica que ella había establecido entre las partes, quedando éstas, desde 

ya desligadas. Es un momento necesario, porque las obligaciones no pueden 

perdurar indefinidamente. 

 Pago 

 Compensación 

 Novación 

 Dación en pago. 

 Renuncia y remisión. 

 Imposibilidad de cumplimiento. 

 

 Pago: 

El Código nos trae la definición de pago en el art. 865 “es el cumplimiento de la 

prestación que constituye el objeto de la obligación‖. 

―La ubicación del pago en el art. 724 CC, incluida con los demás modos extintivos de 

las obligaciones, obedecía a la antigua concepción del pago, donde sobresalía el 

efecto cancelatorio del instituto y siempre había sido criticada por la doctrina. El 

CCyC modificó su ubicación y le otorgó un capítulo propio dentro del Título I de las 

obligaciones en general, sin incluirlo en el Capítulo 5, dedicado a los otros modos 
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extintivos de la obligación. Ello obedece a la distinta concepción que le otorga al 

pago: si bien reconoce la importancia que tiene como modo extintivo de la 

obligación, desarrolla en su nueva ubicación su faceta más significativa, como 

cumplimiento espontáneo de la misma. El cumplimiento exacto de la obligación por 

el cual el acreedor ve satisfecho su interés, es definido como ―cumplimiento de la 

prestación que constituye el objeto de la obligación‖ (art. 865 CCyC). Esta ubicación 

otorga al pago su verdadera dimensión jurídica, dándole prevalencia a su 

característica más sobresaliente, el cumplimiento de la prestación debida al 

acreedor, antes que al efecto cancelatorio de la obligación. Sin embargo, esta 

preminencia del pago como cumplimiento de la obligación no significa desconocer el 

efecto extintivo que también conlleva el pago, al liberar al deudor de la obligación, 

nótese que el capítulo siguiente se titula ―Otros modos de extinción‖, de lo cual se 

deduce que el pago también participa de dicha característica extintiva, y es que en 

definitiva no deja de ser un instituto polivalente. (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo 

III:168/169) 

“Pago” en la terminología jurídica, tiene un sentido más amplio que en la vulgar, y 

corresponde a todo cumplimiento de la prestación por el deudor, aunque no se trate 

de dar una suma de dinero. Corresponde decir, entonces que, siguiendo un criterio 

jurídico restringido el pago será el cumplimiento exacto de la prestación a la cual el 

deudor se hubiera obligado. “El CCyC define el pago como cumplimiento de la 

prestación que logra satisfacer el interés del acreedor, adoptando el sentido técnico 

jurídico que propició nuestro Cimero Tribunal. Si bien la definición adoptada es 

similar a la que contenía el art. 725 CC, que relacionaba el pago con el cumplimiento 

exacto de la obligación, la definición adoptada es de carácter más amplio, ya que 

permite incluir en la definición aquellas situaciones en las cuales el acreedor obtiene 

la prestación debida mediante la ejecución forzada de la obligación o mediante el 

pago realizado por un tercero”. (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo III: 170) 

En las obligaciones de no hacer también cuadra calificar de pago la abstención del 

deudor en correspondencia con el deber negativo que pesa sobre él. El pago 

presenta como función esencial la de consumir el vínculo obligatorio mediante la 

realización de la finalidad para la cual había sido constituido. 

También de ordinario el pago implica la liberación del deudor y representa la 

satisfacción plena del interés del acreedor. 

Objeto del pago: 

El objeto de pago ha de coincidir con el objeto de la deuda. Consistirá, pues, en una 

cosa o en un hecho, o en una abstención, según lo que fuese el objeto de la 

obligación. Para que el pago sea válido respecto de su objeto, han de concurrir 

requisitos de fondo y circunstanciales. 

Requisitos de fondo: 

1. Identidad:  
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El acreedor no está obligado a recibir y el deudor no tiene derecho a cumplir 

una prestación distinta a la debida, cualquiera sea su valor (Art. 868). 

El deudor debe entregar la misma cosa a cuya entrega se obligó y no puede 

pretender que el acreedor reciba una cosa distinta, aunque sea de igual o 

mayor valor. Cuando la obligación es de hacer el acreedor tampoco podrá ser 

obligado a recibir en pago la ejecución de otro hecho que no sea de la 

obligación. Igual conclusión para las obligaciones de no hacer. 

―Este artículo es válido para ambas partes de la obligación. Tanto el acreedor 

como el deudor no se encuentran obligados a recibir o a efectuar una 

prestación distinta de la debida. Dicho artículo pone su foco en el requisito de 

identidad de la prestación y por tal motivo abarca a todas las obligaciones sin 

distinción, ya sea la obligación de dar, de hacer o de no hacer. La 

observancia del requisito de identidad al momento de efectuarse el pago 

otorga seguridad jurídica a la vinculación entre las partes. Ello así, en tanto 

ambas partes conocen, desde el nacimiento de la obligación, la prestación 

debida. En tal virtud, ninguna de las partes puede en forma unilateral 

modificar dicha prestación. Esto es así, aun cuando el deudor quiera pagar 

con alguna cosa de mayor valor de la debida, la cual no se encuentra 

constreñido a aceptar y, en el otro extremo de la relación, el acreedor no 

puede exigir una prestación distinta de la debida, aunque esta sea de menor 

valor a la pactada. Sin embargo, el principio de identidad no es absoluto, y si 

ambas partes se ponen de acuerdo, pueden extinguir la obligación con una 

cosa distinta de la debida, pero en este caso nos encontraríamos ante otro 

modo de extinción, cual es la dación en pago (art. 942 CCyC). A pesar de que 

el artículo bajo análisis no deja resquicio para una interpretación distinta, 

dicho artículo no es absoluto y el deudor, en algunas situaciones, puede 

pagar con una prestación distinta de la debida, extinguir la obligación y 

obtener su liberación‖.( CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo III: 174). Por 

ejemplo las obligaciones facultativas y las obligaciones de género. 

2. Integridad: El Código Civil y Comercial también establece que el pago 

consiste en la realización de toda la prestación; salvo que el acreedor lo 

autorice, él no está obligado a recibir pagos parciales (Art.869) Debe incluir 

los intereses, si correspondiera (Art. 870). Este principio reconoce entre las 

excepciones, el acuerdo de partes. 

Requisitos circunstanciales: 

1. Lugar de pago: El lugar de pago será el convenido. Si no se ha convenido 

nada, y la cosa es cierta, donde ésta se encuentra. Si no, en el domicilio 

de deudor al tiempo del nacimiento de la obligación, o de su cumplimiento. 

2. Tiempo de pago: El momento del pago debe ser al vencimiento de la 

obligación. Puede pagarse anticipadamente, pero ello no autoriza a 

reclamar descuentos por parte del deudor. 

Efectos generales del pago: 
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Art. 880.- Efectos del pago por el deudor. El pago realizado por el deudor que 

satisface el interés del acreedor, extingue el crédito y lo libera. 

La extinción del crédito significa que el pago es un acto que consume el derecho del 

acreedor que queda satisfecho en su interés específico, con lo cual su crédito queda 

cancelado. 

La liberación del deudor significa que el derecho del deudor de pagar su deuda es 

tan categórico que no está obligado a esperar la iniciativa del acreedor, puede 

obtener una liberación forzada mediante la consignación de lo debido ante un juez. 

Cuando el pago lo efectúa el deudor ambos efectos se producen simultáneamente 

en el momento del pago. Sin embargo, cuando el pago lo realiza un tercero, ambos 

efectos se desdoblan, conforme al art. 882, se produce la satisfacción del acreedor 

pero el crédito no se extingue respecto del deudor. Ello así, en virtud de que el 

deudor continúa obligado, ahora frente al tercero que efectuó el pago, a quien 

deberá reintegrar lo que haya pagado. 

 Compensación: 

El Código Civil y Comercial define a la compensación en el art. 921.-…  La 

compensación de las obligaciones tiene lugar cuando dos personas, por derecho 

propio, reúnen la calidad de acreedor y deudor recíprocamente, cualesquiera que 

sean las causas de una y otra deuda. Extingue con fuerza de pago las dos deudas, 

hasta el monto de la menor, desde el tiempo en que ambas obligaciones 

comenzaron a coexistir en condiciones de ser compensables. 

La compensación puede ser de diferentes especies: legal, convencional, facultativa y 

judicial, conforme al art. 922, cada una de las cuales posee requisitos propios. 

 Novación: 

Art. 933.- Definición. La novación es la extinción de una obligación por la creación de 

otra nueva, destinada a reemplazarla. 

La novación puede producirse por cambio del objeto, de los sujetos o de la causa, 

pero la norma es clara al establecer que “no cualquier “cualquier modificación 

accesoria de la obligación primitiva no comporta novación” (art. 935). 

Por ejemplo, habrá novación por cambio de objeto en caso de que se sustituya: a) 

una obligación de dar sumas de dinero por una obligación de dar cosa cierta; b) una 

obligación de dar por una obligación de hacer; c) una obligación de no hacer por una 

obligación de hacer; d) una deuda de capital por una renta vitalicia, etc. 

Un ejemplo de una novación producida por el cambio de la causa, podría ser “Juan 

le debe a Pedro una indemnización por daños y perjuicios derivada de un hecho 

ilícito. En vez de iniciar las acciones judiciales correspondientes, las partes deciden 

de común acuerdo novar tal obligación y convertirla en un préstamo a favor de Juan, 

que deberá devolver la suma debida en un plazo de tiempo determinado, con más 
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sus intereses. En este caso las partes efectúan una alteración en el título de la 

obligación, que muta para darle vida a uno nuevo. El deudor se obliga a cumplir con 

una prestación que proviene de una causa absolutamente distinta. Antes la causa de 

deber era el hecho ilícito cometido, mientras que ahora es el contrato de préstamo o 

mutuo” (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo III: 300).  

Otros ejemplos podrían ser: la conversión de una permuta en una compraventa, una 

locación en una compraventa respecto del mismo bien. 

 Dación en pago:  

El Código Civil y Comercial define a la dación en pago en el art. 942: ―La obligación 

se extingue cuando el acreedor voluntariamente acepta en pago una prestación 

diversa de la adeudada‖. 

Si bien es cierto que, conforme al principio de identidad que rige el pago, el acreedor 

no está obligado a aceptar en pago una prestación diferente a la debida “nada obsta 

a que el acreedor acepte de modo voluntario algo diferente a lo estipulado. El pleno 

ejercicio de la autonomía privada de las partes permite que, de común acuerdo, el 

deudor se libere ejecutando una prestación distinta a la originalmente establecida. 

Ello es así, en la medida que no se afecte el orden público, ni se perjudique a 

terceros. Por ejemplo, supóngase que Juan tiene una deuda con Pedro por la 

entrega de una pintura de Pablo Picasso, que al momento de cumplimiento intenta 

liberarse haciendo entrega de una pintura de Salvador Dalí, y que el acreedor la 

recibe voluntariamente prestando conformidad. En este supuesto, se producirá el 

modo extintivo de las obligaciones de la dación en pago” (CÓD. C.Y COM. 

Comentado. Tomo III: 313). 

 Renuncia y remisión: 

El Código Civil y Comercial regula estos modos de extinción a partir del art. 944. La 

doctrina mayoritaria establece una relación de género-especie entre renuncia y 

remisión, mientras que la renuncia “es la abdicación de todo derecho susceptible de 

abandono, sea personal, real o intelectual (en tanto no esté prohibida y afecte 

intereses privados), y la remisión es la abdicación voluntaria y espontánea del 

derecho de crédito” (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo III: 317). 

Art. 944.- Caracteres. Toda persona puede renunciar a los derechos conferidos por 

la ley cuando la renuncia no está prohibida y sólo afecta intereses privados. No se 

admite la renuncia anticipada de las defensas que puedan hacerse valer en juicio. 

Art. 945.- Renuncia onerosa y gratuita. Si la renuncia se hace por un precio, o a 

cambio de una ventaja cualquiera, es regida por los principios de los contratos 

onerosos. La renuncia gratuita de un derecho sólo puede ser hecha por quien tiene 

capacidad para donar. 

Art. 950.- Remisión. Se considera remitida la deuda, excepto prueba en contrario, 

cuando el acreedor entrega voluntariamente al deudor el documento original en que 
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consta la deuda. Si el documento es un instrumento protocolizado y su testimonio o 

copia se halla en poder del deudor sin anotación del pago o remisión, y tampoco 

consta el pago o la remisión en el documento original, el deudor debe probar que el 

acreedor le entregó el testimonio de la copia como remisión de la deuda. 

―En lo que respecta al objeto de la renuncia, debe tratarse de un derecho que sea 

susceptible de ser abandonado. En este sentido, en principio pueden ser 

renunciados los derechos que el ordenamiento jurídico concede en interés particular 

de las personas, pero no los otorgados en miras del orden público…En el marco de 

los derechos patrimoniales, sean personales, reales o intelectuales, la regla es que, 

en tanto tengan en miras el interés individual, pueden ser renunciados. En efecto, se 

puede renunciar tanto al derecho en sí mismo como a las facultades que de él 

emergen” (CÓD. C.Y COM. Comentado. Tomo III: 318). 

Por ejemplo, puede renunciarse: 

a) el derecho a recibir una indemnización por los daños y perjuicios derivados de un 

hecho ilícito; 

b) el derecho a resolver un contrato; 

c) el derecho a cobrar una deuda que se desprende de una relación contractual 

incumplida; 

d) el derecho al cobro de honorarios por trabajos ya ejecutados, etc. 

 Imposibilidad de cumplimiento: 

Art. 955.- Definición. La imposibilidad sobrevenida, objetiva, absoluta y definitiva de 

la prestación, producida por caso fortuito o fuerza mayor, extingue la obligación, sin 

responsabilidad. Si la imposibilidad sobreviene debido a causas imputables al 

deudor, la obligación modifica su objeto y se convierte en la de pagar una 

indemnización de los daños causados. 

Art. 956.- Imposibilidad temporaria. La imposibilidad sobrevenida, objetiva, absoluta 

y temporaria de la prestación tiene efecto extintivo cuando el plazo es esencial, o 

cuando su duración frustra el interés del acreedor de modo irreversible. 

La imposibilidad de cumplimiento resulta de “una obligación que nace como posible 

(que tiene existencia y eficacia jurídica), pero cuyo objeto deviene de cumplimiento 

imposible por caso fortuito o fuerza mayor. La imposibilidad sobrevenida determina 

un incumplimiento definitivo e irreversible o bien uno temporario. Sea cual fuere, 

obsta a la configuración del vínculo, tal cual fue diseñado originariamente. En la 

medida en que tal imposibilidad no resulte imputable al deudor, la obligación se 

extinguirá con todos sus accesorios, sin generar ningún tipo de responsabilidad. Ello 

es así toda vez que nadie puede ser obligado a hacer lo imposible ni 

responsabilizado por acontecimientos que no puede evitar” (CÓD. C.Y COM. 

Comentado. Tomo III: 330). 
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 Prescripción liberatoria: 

La prescripción es el medio por el cual, en ciertas condiciones, el transcurso del 

tiempo opera la adquisición o modificación sustancial de algún de derecho.  

El Código Civil definía a la prescripción como  un medio de adquirir un derecho o de 

liberarse de una obligación por el transcurso del tiempo. 

El Código Civil y Comercial ya no define la prescripción, establece en los últimos 

arts. la regulación: 

 Prescripción adquisitiva: el transcurso del tiempo opera para la adquisición de 

un derecho. 

 Prescripción liberatoria: es una excepción para repeler una acción por el solo 

hecho de que el que la entabla ha dejado durante un lapso de intentarla, o de 

ejercer el derecho al cual se refiere (art. 3949 Cód. Civil). 

Además ahora el plazo genérico es de 5 años (contrariamente al plazo decenal del 

Código Civil), pero hay prescripciones de 2 años (créditos laborales y honorarios), de 

1 año (documentos endosables y al portador), etc. Hay también acciones 

imprescriptibles, como el caso de las originadas en delitos de lesa humanidad. El 

plazo de prescripción de las obligaciones fiscales provinciales y municipales es 

determinado por las legislaciones de cada Provincia. 
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CONTRATOS. 

Por: Mariel Fernández 

Sumario: El contrato en el marco de la teoría del negocio jurídico. El contrato como 

fuente de las obligaciones. Concepción del contrato. Elementos estructurales. 

Clasificación. Efectos. 

El contrato en el marco de la teoría del negocio jurídico. 

Según el art 957 del Código Civil y Comercial ―Contrato es el acto jurídico mediante 

el cual dos o más partes manifiestan su consentimiento para crear, regular, 

modificar, transferir o extinguir relaciones jurídicas patrimoniales‖.  

La figura del contrato puede ubicarse en el sistema jurídico como una especie dentro 

de la categoría de los actos jurídicos y como una de las fuentes de las obligaciones. 

Análisis: 

 Contrato como acto jurídico: es un hecho humano que se caracteriza por ser 

voluntario, lícito y sobretodo porque tiene por fin inmediato la adquisición, 

modificación o extinción de relaciones o situaciones jurídicas. El fin inmediato 

es el carácter sobresaliente del acto jurídico, el sujeto obra pero lo hace 

porque persigue de manera directa cumplir un fin. 

 El acto jurídico contrato tiene por fin inmediato crear, regular, modificar, 

transferir o extinguir relaciones jurídicas. Relación jurídica como vínculo que el 

derecho objetivo establece entre una persona y otra o entre una persona y 

una cosa. Ej: relación entre acreedor y deudor. Entre causante y heredero. 

La construcción jurídica elaborada por las partes habrá de crear, regular, modificar, 

transferir o extinguir relaciones jurídicas patrimoniales (referidas a derechos 

personales, reales o intelectuales) y tal es el elemento que distingue al contrato de 

cualquier otra forma de acuerdo al que pueden arribar dos partes, pues será contrato 

cuando la relación jurídica establecida sea patrimonial, aunque no pueda recibir ese 

calificativo el interés por el que ella se concreta, como claramente se prevé en el art. 

1003 Código Civil y Comercial (INFOJUS: 336). 

 En cuanto a los caracteres del acto jurídico contractual, se lo califica como 

acto jurídico bilateral o plurilateral porque se exige que el acuerdo se 

perfeccione entre dos o más partes. La parte es un centro de interés que 

puede estar integrado por una o varias personas. 

 El contrato es siempre un acto jurídico entre vivos. 

 Además es un acto jurídico patrimonial, ya que recaen sobre derechos 

individuales que tienen valor económico y constituyen el patrimonio de una 

persona (conjunto de los bienes, de cosas y derechos, que tienen valor 

económico). El contrato es un acuerdo de voluntades destinados a reglar 

derechos patrimoniales; convención o convenio en cambio se refiere a todo 

acuerdo de voluntades sea o no de carácter patrimonial, ej. Acuerdo sobre 
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régimen de visita de los hijos, es decir, convención es el género y contrato la 

especie. (BORDA 2008: 1). 

 La definición legal dice que “las partes manifiestan su consentimiento”, el eje 

es el consentimiento. El contrato se perfecciona sólo si las partes llegan al 

acuerdo porque exteriorizan su voluntad de ofrecer y aceptar. Manifestar la 

voluntad implica exteriorizarla oralmente, por escrito, por signos inequívocos o 

por la ejecución de un hecho material. 

El contrato como fuente de las obligaciones. 

El efecto principal del contrato es hacer nacer obligaciones, y constituye su fuente 

más importante. Su relevancia radica en acordar al contrato en el régimen 

obligacional como instrumento de uso habitual y permanente para establecer 

relaciones jurídicas y comerciales. 

Concepciones del contrato 

El Derecho Privado argentino es un derecho que tiene como principal fuente la ley, y 

está estructurado sobre dos principios fundamentales: propiedad privada y 

autonomía de la voluntad. Desde esta perspectiva el contrato fue concebido como el 

paradigma de la autonomía privada. El eje es el consentimiento contractual. 

En el Derecho Contractual argentino el lugar de la autonomía ha quedado 

reafirmado en el art 958 del Código Civil y Comercial que expresa ―las partes son 

libres para celebrar un contrato y determinar su contenido, dentro de los límites 

impuestos por la ley, el orden público, la moral y las buenas costumbres‖ 

¿El quiebre del paradigma consensualista? 

Quiebre como moderadora de la fuerza que tiene el consentimiento. Es que en los 

contratos por adhesión y de consumo resulta evidente que la voluntad manifestada 

por el adherente o consumidor queda reducida a su mínima expresión. Es por ello 

que el legislador ha intervenido con fuerza en esos contratos para anular cláusulas 

abusivas. 

Elementos estructurales. 

Los elementos estructurales generales, también llamados esenciales o constitutivos, 

son las partes del contrato que sustentan su construcción, sin ellas no hay contrato. 

1) El consentimiento (art 971 al 999 CCyCN) 

2) El objeto (art 1003 al 1011 CCyCN) 

3) La causa (art 1012 al 1014 CCyCN) 

* Incluye, los presupuestos para que exista consentimiento válido, que son la 

capacidad y legitimación (art 1000 al 1002 CCyCN) y la forma (art 1015 al 1018) 

Son parte también necesaria del contrato los elementos estructurales o esenciales 

particulares. Se trata de los componentes que impone el legislador o la costumbre 



27 
 

Materia: Derecho II  

para que un determinado contrato pueda ser subsumido en un tipo especial. Los 

elementos estructurales particulares permiten caracterizar el contrato y diferencia 

unos de otros. 

1) El consentimiento de sujetos capaces: 

¿Cuándo se da por formado un contrato? 

El contrato quedará formado por la aceptación de la oferta, vamos a analizar las 

distintas posibilidades de la oferta y su aceptación.  

El Código establece que el consentimiento queda formado por dos situaciones: 

 Recepción de la aceptación de una oferta 

 O por una conducta de las partes que sea suficiente para demostrar la 

existencia de un acuerdo. Ej. el envío por parte del comprador del pago de la 

mercadería. 

Oferta: 

El Código Civil y Comercial define a la oferta: 

ARTÍCULO 972.- Oferta. La oferta es la manifestación dirigida a persona 

determinada o determinable, con la intención de obligarse y con las precisiones 

necesarias para establecer los efectos que debe producir de ser aceptada. 

Sólo hay oferta cuando el contrato puede quedar cerrado con la sola aceptación de 

la otra parte, sin necesidad de una nueva manifestación del que hizo la primera 

proposición. 

¿Cuáles son los requisitos de la oferta? 

 Que se dirija a persona/s determinada/s: por ello es que la oferta al público no 

es en principio obligatoria, sino que debe más bien considerarse como una 

invitación a oír ofertas. Pero si la oferta contiene un procedimiento claro para 

la determinación de la persona a la cual se dirige, ella es obligatoria para el 

oferente. Por ejemplo, la promesa de recompensa a quien encuentre o 

devuelva un objeto. 

 Que tenga por objeto un contrato determinado, con todos los antecedentes 

constitutivos de los contratos. Es decir, la propuesta debe contener todos los 

elementos necesarios como para que la aceptación lisa y llana permita tener 

por concluido el contrato. Esto se produce en el caso de una compraventa, 

donde será necesario que la oferta contenga determinación de la cosa y el 

precio, faltando cualquiera de los elementos, no habrá oferta válida, pues 

ellos son esenciales en dicho contrato. 

Si la oferta fuera alternativa, vale decir, si se ofrece un contrato u otro, la aceptación 

de uno de ellos basta para que el acuerdo de voluntades quede perfecto. 
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Si las cosas no pueden separarse y no obstante ello el recipiente de la oferta acepta 

una sola, ésta aceptación importará la oferta de un nuevo contrato que el oferente 

originario podrá aceptar o rechazar. 

ARTÍCULO 973.- Invitación a ofertar. La oferta dirigida a personas indeterminadas es 

considerada como invitación para que hagan ofertas, excepto que de sus términos o 

de las circunstancias de su emisión resulte la intención de contratar del oferente. En 

este caso, se la entiende emitida por el tiempo y en las condiciones admitidas por los 

usos. 

La oferta. ¿Se puede revocar?. 

El Código respecto a la retractación establece: 

ARTÍCULO 975.- Retractación de la oferta. La oferta dirigida a una persona 

determinada puede ser retractada si la comunicación de su retiro es recibida por el 

destinatario antes o al mismo tiempo que la oferta. 

Aceptación de la oferta: 

La aceptación de la oferta consuma el acuerdo de voluntades. Para que se produzca 

su efecto propio (la conclusión del contrato) es preciso: 

a) que sea lisa y llana, es decir, que no está condicionada ni contenga 

modificaciones de la oferta. 

b) Que sea oportuna, no lo será si ha vencido el plazo de la oferta, que puede ser 

expreso o resultar de los usos y costumbres. 

¿La oferta puede ser modificada? 

Si la oferta se aceptara con modificaciones, el contrato no queda concluido y la 

aceptación se reputa como una nueva oferta (contrapropuesta) que debe ser 

considerada por el oferente originario. 

2) Objeto lícito: El Código remite en cuanto a los objetos de los contratos a las 

disposiciones de los objetos de los actos jurídicos. 

ARTÍCULO 1003.- Disposiciones generales. Se aplican al objeto del contrato las 

disposiciones de la Sección 1ª, Capítulo 5, Título IV del Libro Primero de este 

Código. Debe ser lícito, posible, determinado o determinable, susceptible de 

valoración económica y corresponder a un interés de las partes, aun cuando éste no 

sea patrimonial. 

El art. agrega entre sus requisitos que el objeto debe tener valor económico y 

corresponde a un interés de las partes, sea patrimonial o extrapatrimonial. 

Seguidamente establece que debe entenderse por objetos prohibidos (además de 

los supuestos habituales agrega la dignidad humana, conforme a las 

especificaciones del Título Preliminar), cuándo un objeto es determinado o 
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determinable y además establece la posibilidad que esa determinación la realice un 

tercero. 

3) Causa lícita: La palabra causa tiene en Derecho dos acepciones diferentes:  

 Causa fuente: designa los presupuestos de hecho de los cuales derivan las 

obligaciones . 

 Causa- fin: significa el fin que las partes se propusieron al contratar. 

Los fundamentos del Código sigue los del Proyecto de 1998 y dice que “se pone el 

acento en la finalidad, estableciendo que la causa debe existir en la formación del 

contrato y durante su celebración, y subsistir durante su ejecución, así como que la 

inexistencia de la causa, o su insubsistencia, da lugar, según los casos, a la nulidad, 

a la adecuación o a la extinción del contrato, o a la ineficacia de sus estipulaciones. 

Se presume que el contrato tiene causa, aunque no esté expresada, y que ella es 

lícita,. Se prevé que, si el contrato en el cual la causa expresada resulta falsa, vale 

igualmente si el interesado prueba que se funda en otra causa verdadera, siempre 

que ésta sea lícita”. 

ARTÍCULO 1012.- Disposiciones generales. Se aplican a la causa de los contratos 

las disposiciones de la Sección 2ª, Capítulo 5, Título IV, Libro Primero de este 

Código. 

ARTÍCULO 1013.- Necesidad. La causa debe existir en la formación del contrato y 

durante su celebración y subsistir durante su ejecución. La falta de causa da lugar, 

según los casos, a la nulidad, adecuación o extinción del contrato. 

Clasificación 

A) Según las obligaciones que surjan al momento de perfeccionarse el contrato: 

 Contratos unilaterales: son aquellos en los cuales una de las partes se obliga 

hacia la otra sin que esta esté obligada. Ej. la donación, comodato, renta 

vitalicia. 

 Contratos bilaterales: cuando las partes se obligan recíprocamente la una 

hacia la otra. Ej. la locación, la compraventa. 

 Contratos plurilaterales: el Código Civil y Comercial incorpora estos contratos 

y le aplica supletoriamente las normas de los contratos bilaterales. Ej. 

sociedad. 

 

B) Según las ventajas o sacrificios que hacen las partes: 

 Contratos a título oneroso: cuando las ventajas que procuran a una u otra de 

las partes no les es concedida sino por una prestación que ella le ha hecho, o 

que se obliga a hacerle. Ej. compraventa, seguro, locación. 

 Contrato a título gratuito: cuando aseguran a una u otra de las partes alguna 

ventaja, independiente de toda prestación de su parte. Ej. el comodato, la 

donación. 
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La onerosidad está dada por una contraprestación que sigue a la prestación, por la 

ventaja que deviene al sacrificio, sin que sea preciso una relación de equilibrio o 

equivalencia entre ambos extremos. 

La gratuidad es una liberalidad o beneficio, se da algo por nada, sin 

contraprestación. 

C) Según las partes conozcan al momento de la celebración del contrato la 

extensión de sus prestaciones: 

 Contratos conmutativos:. son los contratos en los cuales las partes conocen 

desde el momento de la celebración del contrato la extensión de sus 

prestaciones. Ej. la compraventa, locación. 

 Contratos aleatorios: son los contratos en los cuales las partes no conocen 

desde el momento de la celebración del contrato la extensión de sus 

prestaciones. Ej. el contrato de juego (rifa), el contrato de seguro. 

 

D) Según los negocios requieran una forma para que la ley les otorgue validez: 

 Contratos formales: son los contratos para los cuales la ley les exige el 

cumplimiento de una forma para su validez. Ej. donación de bien inmueble. 

 Contratos no formales: son los contratos en los cuales ni la ley ni las partes 

les impone una forma determinada. La forma es un medio de prueba de la 

celebración del contrato. 

 

E) Según tengan regulación legal: 

 Contratos nominados: son los contratos que tienen una regulación legal. Ej. 

compraventa, locación, seguro, donación. 

  Contratos innominados: son los contratos que no tienen una regulación legal. 

Ej. garaje. 

Efectos. 

Efecto vinculante: 

ARTÍCULO 959.- Efecto vinculante. Todo contrato válidamente celebrado es 

obligatorio para las partes. Su contenido sólo puede ser modificado o extinguido por 

acuerdo de partes o en los supuestos en que la ley lo prevé. 

Fundamento: la fuerza obligatoria de los contratos, se funda no sólo en el respeto de 

la voluntad de los contratantes, sino también en las necesidades del tráfico. Los 

contratos constituyen el principal medio del que se valen los hombres para tejer 

entre ellos la urdimbre de las relaciones económicas y para la promoción de la 

riqueza, por lo tanto ello es indispensable reconocerles fuerza jurídica. Media en la 

cuestión un interés de orden público. 

Efecto relativo 
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Por regla general el contrato sólo tiene efecto entre las partes contratantes, sólo 

tiene efectos respecto de terceros en aquellos casos previstos por la ley. Este efecto 

se denomina relativo. 

Estos terceros pueden ser sucesores universales (art. 1024) o bien terceros 

incorporados al contrato (arts. 1025/30). 

ARTÍCULO 1021.- Regla general. El contrato sólo tiene efecto entre las partes 

contratantes; no lo tiene con respecto a terceros, excepto en los casos previstos por 

la ley. 
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CONTRATOS DE CONSUMO. DEFENSA DEL CONSUMIDOR 

Por: Mariel Fernández. 

Sumario: La protección del consumidor en el derecho nacional. La relación de 

consumo y el contrato de consumo. Los principios generales propios del derecho del 

consumidor. La tutela al consumidor en la etapa de formación del consentimiento: 

Las prácticas de comercialización y la prohibición de prácticas abusivas. Régimen 

legal. La obligación de informar. La publicidad y su influencia en la formación del 

contrato de consumo. Modalidades especiales de comercialización. Reglas de 

interpretación de los contratos de consumo. La tutela del crédito del consumidor. La 

tutela del crédito del consumidor. De las asociaciones de consumidores. 

La protección del consumidor en el derecho nacional. 

Los avances tecnológicos, el rol preponderante de las empresas en el mercado, la 

influencia de los medios de comunicación y la publicidad facilitaron la 

estandarización de las relaciones contractuales pero también dejaron en evidencia la 

insuficiencia de las instituciones tradicionales del Derecho Contractual para hacer 

frente a los problemas planteados como consecuencia  de la superioridad 

económica y negocial de las empresas en sus relaciones con los consumidores. 

A partir del impulso doctrinario y en gran medida por las exigencias impuestas por el 

proceso de integración regional al sumarse nuestro país al MERCOSUR (años 

noventa), se sanciona en 1993 la Ley 24240  de Defensa del Consumidor. Desde 

entonces la evolución ha sido constante, observando continuas reformas hasta la de 

la ley 26361 que lo hizo de modo integral. Sin olvidar la influencia indiscutible  que 

ejerció la reforma de la CN del año 1994 al incorporar la protección al consumidor al 

art 42. 

En consonancia con las exigencias de la jerarquía constitucional del principio 

protectorio, el legislador optó por incorporar la defensa del consumidor en el Código 

Civil y Comercial. Esto se concreta a través de normas que diseñan una protección 

de niveles mínimos y conforman el núcleo fundamental de la tutela; a la vez se 

conserva en vigencia el régimen especial de la ley 24240 aunque con las 

modificaciones necesarias para armonizarlo con las normas del Código Civil y 

Comercial. 

La relación de consumo y el contrato de consumo. 

La relación de consumo es el vínculo jurídico entre el proveedor y el consumidor o 

usuario que puede nacer de diversas fuentes: un contrato, un acto ilícito o un acto 

jurídico unilateral (Lorenzetti). 

El concepto de consumidor actualmente imperante en nuestro derecho, es en parte 

producto de la evolución, que se fue ampliando para proteger a la persona en las 

diversas situaciones de vulnerabilidad que la realidad del mercado mostraba. 
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En el plano normativo, el concepto de consumidor está previsto en los arts 1092 

Código Civil y Comercial y 1° LDC: Relación de consumo. Consumidor. 

 ―Relación de consumo es el vínculo jurídico entre un proveedor y un consumidor. Se 

considera consumidor a la persona humana o jurídica que adquiere o utiliza, en 

forma gratuita u onerosa, bienes o servicios como destinatario final, en beneficio 

propio o de su grupo familiar o social‖. 

Queda equiparado al consumidor quien, sin ser parte de una relación de consumo 

como consecuencia o en ocasión de ella, adquiere o utiliza bienes o servicios, en 

forma gratuita u onerosa, como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo 

familiar o social‖.  

ARTÍCULO 1093. Contrato de consumo: es el celebrado entre un consumidor o 

usuario final con una persona humana o jurídica que actúe profesional u 

ocasionalmente o con una empresa productora de bienes o prestadora de servicios, 

pública o privada, que tenga por objeto la adquisición, uso o goce de los bienes o 

servicios por parte de los consumidores o usuarios, para su uso privado, familiar o 

social.‖ 

 Comentarios a los arts. 1092 a 1122 elaborados por Rubén Stiglitz 

Interpretación: Se han establecido mínimos legales que actúan como un ―núcleo 

duro‖ de tutela, los que pueden ser ampliados por la legislación específica, mas no 

limitados. En la interpretación de las normas, de las relaciones jurídicas y de los 

contratos, lo establecido en el Código debe ser considerado el mínimo legal previsto 

para la protección. Se trata de un ámbito donde las relaciones jurídicas entre los 

particulares se encuentran atravesadas por el interés público y limitadas por el orden 

público protectorio; pues es claro que en un sinnúmero de actividades cotidianas los 

consumidores se encuentran expuestos a riesgos que no pueden controlar, para lo 

que se hace necesaria la intervención de agencias u órganos públicos que aseguren 

el control de la actividad, generalmente por medio de entes reguladores o de 

superintendencia, a fin de evitar perjuicios para los consumidores, débiles en la 

relación jurídica.  La norma despliega un principio de alcance general para todo el 

sistema normativo, según el cual toda norma que regule relaciones de consumo 

debe ser aplicada e interpretada conforme con el principio de protección del 

consumidor y el acceso al consumo sustentable. Se trata de una disposición de 

orden público protectorio, imperativa en su aplicación e indisponible para las partes.  

 Protección del consumidor Según el art. 42 CN, el consumidor debe ser protegido 

en su salud, seguridad e intereses económicos y es a la satisfacción de esas 

finalidades que debe apuntar la interpretación de las normas relacionadas con la 

materia, las que a menudo son dictadas por organismos con poder de policía en 

distintas áreas del mercado, como la Secretaría de Comercio e Industria, el Banco 

Central de la República Argentina, la Superintendencia de Seguros de la Nación o la 

de Servicios de Salud, entre otros, tanto en el orden nacional como provincial o de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  
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Acceso al consumo sustentable La protección de los más altos intereses de la 

comunidad determina que sea hoy insoslayable exigir que toda actividad productiva 

o de comercialización de bienes y servicios respete las exigencias propias de la 

preservación de un medio ambiente sustentable, lo que exige que en la 

comercialización de productos de consumo se prevean los mecanismos necesarios 

para el reciclado o la disposición adecuada de los residuos que puedan generarse.  

Principio de interpretación ‖pro consumidor‖ La regla establecida en el último párrafo 

del artículo es clara y se aplica en caso de duda; pues de no mediar ella y de ser 

claras las disposiciones del contrato —y adecuadas a las restantes exigencias 

establecidas en la materia—, no tiene lugar. Comentario al art. 1096 Código Civil y 

Comercial de la Nación Comentado.  Lo que el precepto exige es que, en caso de 

contarse con más de una posibilidad interpretativa para una determinada disposición 

contractual en un contrato de consumo, debe el intérprete siempre adoptar la 

alternativa que resulte más favorable para el consumidor. La situación favorable 

puede vincularse con una menor onerosidad de la prestación a su cargo o con la 

ampliación del contenido prestacional al que tiene derecho en razón de las 

obligaciones asumidas por el proveedor, entre otros 

Se puntualiza: 

Dentro de la categoría de consumidor: persona humana y persona jurídica 

Destino final del bien o servicio es la nota distintiva de la figura. El consumidor final, 

lo retira del circuito económico situándolo fuera del mercado, no lo ingresa al 

proceso de bienes o prestación de servicios para el mercado. La expresión legal que 

refiere al ―beneficio propio o de su grupo familiar o social‖ refuerza la idea del destino 

final y reafirma la exclusión de la actividad empresarial o profesional. (Frustagli – 

Hernández) 

Que cuando las personas humanas o jurídicas desenvuelven actividades 

económico- empresariales no pueden ser excluídas a priori del régimen de 

protección, en tales supuestos el carácter de destinatario final se entenderá 

configurado si la operación realizada se sitúa fuera del ámbito de su actividad 

profesional específica. 

La calidad de consumidor puede resultar de diferentes roles. Se protege a: 

 quien contrata la adquisición de bienes o prestación de servicios sea a título 

oneroso o gratuito;     

 quien resulta ser usuario o consumidor material de un bien o servicio (meros 

usuarios materiales del producto o servicio que no se han vinculado 

directamente con el proveedor o bien de los terceros beneficiarios de algún 

derecho comprendido en la relación de consumo celebrada por otro –seguro 

de vida); 
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  al sucesor particular del consumidor contratante en los derechos que fueron 

objeto de una relación de consumo antecedente.  

 al expuesto a la relación de consumo. La protección sólo se reconoce en el 

ámbito de las prácticas abusivas, la información y la publicidad 

El concepto de consumidor entraña la idea de una debilidad estructural derivada de 

su posicionamiento en el mercado. 

Especial consideración merecen los consumidores hipervulnerables (ubicándose 

dentro de esta categoría: niños, adolescentes, ancianos, enfermos, analfabetos, 

personas con discapacidades, inmigrantes, escaso nivel cultural). Frente a esta 

situación agravada, el operador jurídico  debe enfatizar el principio favor consumidor 

adecuando las herramientas que se constataren en la realidad negocial.  

En el otro extremo de la relación de consumo cabe ubicar al proveedor: Art. 2 LDC: 

persona física o jurídica, de naturaleza pública o privada, que desarrolla de manera 

profesional, aún ocasionalmente, actividades de producción, montaje, creación, 

construcción, transformación, importación, concesión de marca, distribución y 

comercialización de bienes y servicios, destinados a consumidores o usuarios‖.  

En la misma orientación, el art 1093 Código Civil y Comercial, cuando tipifica el 

contrato de consumo, identifica a la contraparte del consumidor como a la ―persona 

humana o jurídica que actúe profesional u ocasionalmente‖ o a la ―empresa 

productora de bienes o prestadora de servicios, pública o privada‖.  Donde la 

profesionalidad para actuar en el circuito económico de bienes y servicios constituye 

la nota determinante del concepto. 

Tanto lo enunciado en el art. 2 de LDC como en el art 1093 Código Civil y Comercial 

abarcan variadas formas que asume en el mercado la actuación de los sujetos que 

se sitúan en el segmento de la oferta de bienes y servicios, en una posición de 

superioridad técnica, económica y jurídica, frente al consumidor. 

Se excluye del régimen de consumo, los servicios prestados por profesionales 

liberales, que exigen título universitario habilitante y matriculación en colegios 

profesionales. La exclusión no rige, y por ende será aplicable el régimen de 

consumo a los servicios profesionales cuando media publicidad de los servicios 

destinada a consumidores. También cuando el profesional liberal incurriera en 

prácticas abusivas, al actuar en representación del proveedor (implicancias en orden 

a la responsabilidad profesional del abogado). 

El contrato de consumo. 

El Código Civil y Comercial pone de relieve la relación de género a especie existente 

entre ―relación de consumo‖ y ―contrato de consumo‖. 

El contrato de consumo constituye un acto jurídico por el cual las partes regulan 

derechos patrimoniales, sólo que en el contrato de consumo el proceso de formación 
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del consentimiento resulta signado por la vulnerabilidad de una de sus partes, el 

consumidor, y la superioridad de la otra, el proveedor (Hernández).  

Es precisamente en atención a esa peculiar características  que se disponen 

herramientas correctoras de dichas asimetrías, a fin de garantizar la libertad de 

contratar y contractual del consumidor y restablecer el equilibrio negocial cuando se 

ve afectado por la ausencia de negociación. 

El debate del alcance del régimen protectorio concluye afirmando en el art 3 LDC 

cuando expresa ―… las relaciones de consumo se rigen por el régimen establecido 

en esta ley y sus reglamentaciones sin perjuicio de que el proveedor, por la actividad 

que desarrolle, esté alcanzado asimismo por otra normativa específica‖. 

Los principios generales propios del derecho del consumidor. 

Las relaciones de consumo constituyen un campo apto para la aplicación fecunda de 

los principios generales del Derecho Privado como la buena fe, el abuso del 

derecho, el orden público (según Llambías es "un conjunto de principios eminentes -

religiosos, morales, políticos y económicos- a los cuales se vincula la digna 

subsistencia de la organización social establecida‖). Y existen también principios 

informadores propios del Derecho del Consumidor. 

Asimismo, el principio protectorio dispone que ―en caso de duda sobre la 

interpretación de este Código o las leyes especiales, prevalece la más favorable al 

consumidor‖. De modo que, cuando una norma admita ser interpretada en más de 

un sentido posible, el intérprete debe asignarle aquel que, en el caso concreto, sea 

más favorable al consumidor. 

El principio de acceso al consumo sustentable, constituye una nueva directriz que 

expresa la íntima vinculación existente entre el Derecho del Consumidor y el 

Derecho ambiental. Nuestra doctrina hace tiempo pone de relieve los puntos de 

conexión y coincidencias entre consumidor y medio ambiente amenazados ambos 

por el sistema económico de producción masiva y explotación irracional de los 

recursos naturales (Stiglitz, Lorenzetti). El consumo sustentable exige, entre sus 

diversos despliegues, atender a la protección del medio ambiente desde las normas 

del derecho del consumidor (Stiglitz). 

La tutela al consumidor en la etapa de formación del consentimiento. 

Las prácticas de comercialización y la prohibición de prácticas abusivas. Régimen 

legal. 

Los proveedores utilizan diferentes estrategias, técnicas y métodos que permiten 

optimizar la comercialización de bienes y servicios, a través de incentivar y sostener 

el desarrollo del consumo. En general, se las denomina prácticas comerciales, 

definidas como: ―todo acto, omisión, conducta o manifestación, o comunicación 

comercial, incluidas la publicidad y la comercialización, procedente de un 
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comerciante y directamente  relacionado con la promoción, la venta o el suministro 

de un producto a los consumidores.‖ 

Constituyen, en principio, actividades lícitas, aunque en el ámbito de las relaciones 

de consumo la realidad socioeconómica muestra que suele ser frecuente la 

utilización de prácticas reñidas con la buena fe o que lesionen derechos 

fundamentales del consumidor. Por tal razón, el Derecho del consumidor asume, en 

principio, su reglamentación para resguardar a los consumidores y garantizar la 

transparencia y lealtad  en las relaciones comerciales, hasta llegar a la prohibición 

de aquellas que se ponderan como abusivas. 

La ley 24240 sólo abordó el tema del trato digno y de las prácticas abusivas de 

manera parcial, es recién con la reforma de la ley 26361 que se alcanza una 

regulación más amplia de la problemática en conexión con el derecho fundamental 

del consumidor  a ser tratado con dignidad (art 42 CN). 

 Artículo 42.- Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en 

la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses 

económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a 

condiciones de trato equitativo y digno. 

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el 

consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los 

mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y 

eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de 

consumidores y de usuarios. 

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de 

conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia 

nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores 

y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control. 

ARTICULO 8º bis: Trato digno. Prácticas abusivas. Los proveedores deberán 

garantizar condiciones de atención y trato digno y equitativo a los consumidores y 

usuarios. Deberán abstenerse de desplegar conductas que coloquen a los 

consumidores en situaciones vergonzantes, vejatorias o intimidatorias. No podrán 

ejercer sobre los consumidores extranjeros diferenciación alguna sobre precios, 

calidades técnicas o comerciales o cualquier otro aspecto relevante sobre los bienes 

y servicios que comercialice. Cualquier excepción a lo señalado deberá ser 

autorizada por la autoridad de aplicación en razones de interés general debidamente 

fundadas. 

En los reclamos extrajudiciales de deudas, deberán abstenerse de utilizar cualquier 

medio que le otorgue la apariencia de reclamo judicial. 

Tales conductas, además de las sanciones previstas en la presente ley, podrán ser 

pasibles de la multa civil establecida en el artículo 52 bis de la presente norma, sin 
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perjuicio de otros resarcimientos que correspondieren al consumidor, siendo ambas 

penalidades extensivas solidariamente a quien actuare en nombre del proveedor. 

(Artículo incorporado por art. 6° de la Ley N° 26.361 B.O. 7/4/2008). 

En la actualidad, el Código Civil y Comercial también se ocupa de la cuestión en los 

art 1096 a 1099. 

Prácticas abusivas 

ARTÍCULO 1096. Ámbito de aplicación. Las normas de esta Sección y de la Sección 

2ª del presente Capítulo son aplicables a todas las personas expuestas a las 

prácticas comerciales, determinables o no, sean consumidores o sujetos 

equiparados conforme a lo dispuesto en el artículo 1092. 

ARTÍCULO 1097. Trato digno. Los proveedores deben garantizar condiciones de 

atención y trato digno a los consumidores y usuarios. La dignidad de la persona 

debe ser respetada conforme a los criterios generales que surgen de los tratados de 

derechos humanos. Los proveedores deben abstenerse de desplegar conductas que 

coloquen a los consumidores en situaciones vergonzantes, vejatorias o 

intimidatorias. 

ARTÍCULO 1098. Trato equitativo y no discriminatorio Los proveedores deben dar a 

los consumidores un trato equitativo y no discriminatorio. No pueden establecer 

diferencias basadas en pautas contrarias a la garantía constitucional de igualdad, en 

especial, la de la nacionalidad de los consumidores. 

ARTÍCULO 1099. Libertad de contratar Están prohibidas las prácticas que limitan la 

libertad de contratar del consumidor, en especial, las que subordinan la provisión de 

productos o servicios a la adquisición simultánea de otros, y otras similares que 

persigan el mismo objetivo. 

En esa articulación, el intérprete debe atender al carácter general de los arts. 1097 a 

1099 Código Civil y Comercial y a la mayor especificidad del art. 8 bis, cuyo texto 

avanza en la calificación como abusivas de pleno derecho de ciertas prácticas 

concretas (Ej: trato discriminatorio a extranjeros). O dar a los reclamos 

extrajudiciales de deudas ―apariencia de reclamo judicial: la ilicitud se configura 

cuando el reclamo extrajudicial de deudas recurre a un lenguaje o actos de tinte 

intimidatorio, orientados a atemorizar al deudor para obtener compulsivamente el 

pago por ejemplo. 

Prácticas que lesionan el trato equitativo y no discriminatorio. 

 Preservación de la igualdad al interior de las relaciones de consumo –

patrimonial: proporcionalidad en el contenido negocial–extrapatrimonial: 

dignidad individual del consumidor. 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=139252
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 Límite a la autonomía privada de los empresarios, aplicándose el principio de 

no discriminación cuando se trata del acceso de bienes o servicios de oferta 

pública. 

 Cualquier forma de trato discriminatorio hacia los consumidores supone una 

conducta incompatible con el derecho constitucional al trato digno y equitativo 

(Kiper, Frustagli- Fresneda Saieg) 

 Supuesto considerado por la ley 27265, art 10 quater a LDC   ―…prohíbase el 

cobro de preaviso, mes adelantado y/o cualquier otro concepto, por parte de 

los prestadores de servicios, incluidos los servicios públicos domiciliarios, en 

los casos de solicitud de baja del mismo realizado por el consumidor ya sea 

en forma personal, telefónica, electrónica o similar‖ Se trata de una práctica 

frecuente, que opera en ocasión de la extinción, por vía de rescisión, del 

contrato de consumo. 

Prácticas que afectan la libertad de contratar: 

La libertad de contratar del consumidor suele verse afectada de manera significativa 

a consecuencia del poder económico ejercido por las empresas proveedores de 

bienes y servicios. Las normas se ocupan de garantizar el acceso al consumo 

basándose en el derecho fundamental a la libertad de elección (art 42 CN) 

El art 1099 Código Civil y Comercial contiene una prohibición amplia a fin de atrapar 

a toda clase de técnica o método empleado en la comercialización de bienes de 

consumo que, de manera directa o indirecta, atenten contra la libertad de contratar 

cercenándola sustancialmente o suprimiéndola. 

No se prohíbe efectuar ofertas conjuntas de bienes de consumo, sino que lo 

proscripto es imponer al consumidor la contratación sobre un producto como 

condición para acceder al que satisface su interés. 

Otra práctica que cercena la libertad de contratar es el supuesto de contratación 

forzosa. La prohibición comprende a la remisión de ofertas, o directamente de cosas 

o servicios no solicitados, asignándose al silencio del consumidor, o bien a la 

ausencia de rechazo el carácter de aceptación, haciendo nacer así obligaciones a 

cargo del destinatario (Alperini). Dicha maniobra no sólo modifica por voluntad del 

proveedor la regla conforme a la cual el silencio no constituye manifestación de 

voluntad, sino que también afecta la libertad de contratar y sus intereses económicos 

al situarlo forzadamente como parte de un contrato. Esta técnica es aún  utilizada 

por empresas de telefonía, tarjetas de crédito, aseguradoras. 

En la misma línea de perspectiva del art 1099 Código Civil y Comercial está el 

supuesto de práctica limitativa de la libertad de contratar a la promoción o venta de 

productos mediante la entrega de premio. La modalidad no está prohibida si se 

puede participar del sorteo sin la obligación de comprar o sino interviene el azar en 

la adjudicación del premio. A su vez, se prohíbe organizar sorteos, concursos o 
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certámenes cuya participación se subordine a la adquisición de un producto o 

servicio. 

Consecuencias que acarrean las prácticas abusivas. 

Las consecuencias jurídicas  ligadas a las prácticas de comercialización abusivas 

varían en función de la diversa naturaleza que pueden asumir los comportamientos 

prohibidos, como así también en atención a los derechos del consumidor e intereses 

socio-económicos afectados o vulnerados en cada situación. Las respuestas suelen 

abarcar tanto remedios de índole civil, que habilitan acciones judiciales inhibitorias 

como así también controles de tipo administrativos. 

La obligación de informar. 

La información al consumidor se ubica entre  los derechos enunciados en el art 42 

C.N., es una herramienta jurídica idónea para corregir las asimetrías cognoscitivas y 

técnicas que afectan al consumidor. Su fundamento se halla en la condición de 

experto que el proveedor ostenta, habida cuenta que conoce en profundidad las 

particularidades y complejidad del producto por ser quien lo crea, diseña y promueve 

las estrategias de comercialización del mercado. (Japaze). 

Las fuentes normativas de la obligación de informar en nuestro ordenamiento son los 

art 1100 Código Civil y Comercial y C.N. y 4 L.D.C.. 

ART 4  LDC modificada por Ley 27250  (BO 14/06/2016) ―La información debe ser 

siempre gratuita  para el consumidor y proporcionada en soporte físico*, con claridad 

necesaria que permita su comprensión, Sólo se podrá suplantar la comunicación en 

soporte físico si el consumidor o usuario optase de forma expresa por utilizar 

cualquier otro medio alternativo de comunicación que el proveedor ponga a 

disposición‖ 

*soporte físico: queda comprendido por ejemplo un CD. 

ARTÍCULO 1100. Información El proveedor está obligado a suministrar información 

al consumidor en forma cierta y detallada, respecto de todo lo relacionado con las 

características esenciales de los bienes y servicios que provee, las condiciones de 

su comercialización y toda otra circunstancia relevante para el contrato. La 

información debe ser siempre gratuita para el consumidor y proporcionada con la 

claridad necesaria que permita su comprensión 

La obligación de informar proyecta su eficacia sobre todas las instancias temporales 

de la relación de consumo donde satisface distintas finalidades. Así la información 

que debe darse en el período precontractual va dirigida a facilitar la emisión de un 

consentimiento reflexivo, racional, posibilita al consumidor evaluar los riesgos y 

conveniencia del negocio, se garantiza por esta vía la transparencia y los derechos 

económicos de los consumidores. 
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En fase de ejecución del contrato, la obligación de informar persigue que el 

consumidor o usuario pueda ejercer plenamente sus derechos y facultades, como 

así también alcanzar la satisfacción de su interés (información sobre el modo de 

utilización de un producto o su adecuada conservación) 

Finalmente, la información puede actuar también como instrumento de prevención 

de daños previsibles, en tal caso concreta un deber de advertencia y su función se 

dirige a resguardar los derechos a la salud y a la seguridad de los consumidores 

(Frustagli- Hernández), en esa función puede extenderse ese deber incluso a la 

etapa postcontractual (obligando al proveedor a informar de la peligrosidad del 

producto conocida luego de su lanzamiento al mercado. Aunque también existen 

algunos supuestos puntuales donde la información, extinguido el contrato, persigue 

dar certeza al consumidor de su situación jurídica (la constancia de haber recibido el 

pedido de rescisión en los contratos de servicios públicos domiciliarios). 

En lo referente a qué se debe informar el art 4 L.D.C. como el art 1100 Código Civil y 

Comercial coinciden en exigir al proveedor que la información debe precisar la 

descripción objetiva del producto o servicio, sus componentes y particularidades. 

Debe contener precisiones sobre condiciones contractuales bajo las cuales se ofrece 

y/o formaliza el negocio (precio, financiación, garantías).  

La ley también regula los caracteres de la información: 

 Cierta: información veraz y objetiva, que se corresponda con las 

características reales del bien o servicio y de las condiciones de 

comercialización. 

 Clara: refiere a comprensibilidad y asequibilidad (Asequible significa 

'que se puede conseguir o adquirir', 'que tiene un precio moderado') y se 

refiere tanto a los aspectos sustanciales (estilo de redacción) como a los 

formales (legibilidad). 

 Detallado: vinculado a la completitud y suficiencia de la información para 

cumplir con la finalidad que le es propia. 

El legislador ha consagrado también la gratuidad de la información lo que supone la 

prohibición de establecer cualquier tipo de cargos al consumidor para acceder a la 

información. 

La obligación de informar puede manifestarse como ―un deber de advertencia‖, cuya 

función específica es alertar y prevenir al consumidor de los daños que entraña la 

utilización de un determinado producto o servicio; se trata de información que se 

conecta de manera directa con la obligación de seguridad, de ahí que su 

incumplimiento pueda derivar en uno de los supuestos de responsabilidad regulados 

en el art 40 L.D.C. 
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El incumplimiento de la obligación de informar por parte del proveedor da lugar a 

consecuencias de distinta naturaleza en función del momento que se produzca la 

infracción. 

 Si la inobservancia se produce en la etapa de formación del contrato, el 

consumidor está facultado para demandar la nulidad total o parcial del 

negocio, sin que para ello deba acreditar los extremos configurativos de los 

vicios del consentimiento. También podrá, de conformidad con las normas 

que rigen el incumplimiento obligacional en los contratos de consumo requerir 

la reparación de los daños que la falta de información ocasione 

 Durante la ejecución del contrato, el incumplimiento de la obligación de 

informar permite accionar por responsabilidad para obtener la reparación del 

daño causado o requerir el cumplimiento en especie (Frustagli-Hernández) 

 El incumplimiento del deber de informar constituye una infracción que torna 

procedente la aplicación de las sanciones administrativas previstas en el art 

47 LDC. 

La publicidad y su influencia en la formación del contrato de consumo. 

Mosset Iturraspe señala que el Derecho del consumidor no se comprende ―sin un 

aparato montado a tono con la más avanzada tecnología, con el auxilio de las 

ciencias del hombre, que indagan sobre sus características, debilidades, deseos, 

ansias y afanes, la psicología individual y social, la sociología, la psiquiatría, todo en 

orden a las necesidades, su satisfacción, el ámbito en que ello se produce‖. Pero sí 

resulta necesario que el Derecho se ocupe al menos de delimitar un régimen de 

controles mínimos para evitar que el mensaje publicitario actúe como instrumento de 

distorsión  de la elección de los consumidores o afecte sus derechos fundamentales. 

Caracterización y régimen legal de las restricciones publicitarias. 

La Directiva Europea define a la publicidad como ―toda forma de comunicación 

realizada en el marco de una actividad comercial, industrial, artesanal o liberal, con 

el fin de promover el suministro de bienes o la prestación de servicios, incluidos los 

bienes inmuebles, los derechos y las obligaciones‖, esta caracterización permite 

comprender que la disciplina normativa regula los comportamientos vinculados  a la 

actividad comercial. 

Nuestro Código Civil y Comercial tipifica algunos supuestos de publicidad prohibida: 

ARTÍCULO 1101. Publicidad. 

Está prohibida toda publicidad que: 

a) contenga indicaciones falsas o de tal naturaleza que induzcan o puedan inducir a 

error al consumidor, cuando recaigan sobre elementos esenciales del producto o 

servicio; 
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b) efectúe comparaciones de bienes o servicios cuando sean de naturaleza tal que 

conduzcan a error al consumidor; 

c) sea abusiva, discriminatoria o induzca al consumidor a comportarse de forma 

perjudicial o peligrosa para su salud o seguridad.  

a) Engañosa 

b) Comparativa 

c) Abusiva 

Integración publicitaria del contrato de consumo. 

La aptitud de la publicidad para condicionar o determinar las preferencias y 

elecciones de los destinatarios, determinada en parte por su marcado carácter 

persuasivo, explica el preponderante rol que desempeña en el período 

precontractual, desplazando a las tratativas previas y generando confianza en el 

público consumidor. 

ARTÍCULO 1103. Efectos de la publicidad. Las precisiones formuladas en la 

publicidad o en anuncios, prospectos, circulares u otros medios de difusión se tienen 

por incluidas en el contrato con el consumidor y obligan al oferente. 

El sentido de esta norma reside en el principio de protección de la confianza y en la 

buena fe, dado que los destinatarios de la publicidad actúan en función de las 

legítimas expectativas creadas por el contenido del mensaje publicitario (Kemelmajer 

de Carlucci). El anunciante está obligado a cumplir con los términos publicitados. 

La oferta al público en el régimen de consumo. 

Los medios de comunicación masivos utilizados por los proveedores para hacer 

conocer su intención negocial a potenciales consumidores (folletos, catálogos, 

publicidad radial, televisiva, anuncios en diarios, internet,…) han conducido a que en 

el ámbito del derecho del consumidor se analizara la necesidad de que la propuesta 

contractual dirigida a personas indeterminadas, oferta al público, fuese reconocida 

como oferta y no como una mera invitación a ofertar.  

L.D.C. ARTICULO 7º — Oferta. La oferta dirigida a consumidores potenciales 

indeterminados, obliga a quien la emite durante el tiempo en que se realice, 

debiendo contener la fecha precisa de comienzo y de finalización, así como también 

sus modalidades, condiciones o limitaciones. 

La revocación de la oferta hecha pública es eficaz una vez que haya sido difundida 

por medios similares a los empleados para hacerla conocer. 

La no efectivización de la oferta será considerada negativa o restricción injustificada 

de venta, pasible de las sanciones previstas en el artículo 47 de esta ley. (Último 

párrafo incorporado por art. 5° de la Ley N° 26.361 B.O. 7/4/2008) 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=139252
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Las ofertas electrónicas.. 

En concordancia con el Art 7 L.D.C. está el art. 974 Código Civil y Comercial. Fuerza 

obligatoria de la oferta. La oferta obliga al proponente, a no ser lo contrario resulte 

de sus términos, de la naturaleza del negocio o de las circunstancias del caso. 

Se resguarda el interés del consumidor a través de la obligación impuesta al 

proveedor oferente de confirmar la llegada de la aceptación por vía electrónica y sin 

demora. Esta exigencia, no modifica las reglas en materia de momento perfectivo del 

contrato, el contrato se perfecciona con la recepción de la aceptación. La 

confirmación de su llegada sólo es una carga impuesta al proveedor para evitar 

situaciones litigiosas que podrían presentarse en aquellos casos que de mala fe, el 

oferente negare con posterioridad la recepción de la aceptación. 

Modalidades especiales de comercialización. 

Se trata de técnicas que facilitan a las empresas llegar a concertar contratos con un 

amplio número de consumidores 

ARTÍCULO 1104. Contratos celebrados fuera de los establecimientos comerciales. 

Está comprendido en la categoría de contrato celebrado fuera de los 

establecimientos comerciales del proveedor el que resulta de una oferta o propuesta 

sobre un bien o servicio concluido en el domicilio o lugar de trabajo del consumidor, 

en la vía pública, o por medio de correspondencia, los que resultan de una 

convocatoria al consumidor o usuario al establecimiento del proveedor o a otro sitio, 

cuando el objetivo de dicha convocatoria sea total o parcialmente distinto al de la 

contratación, o se trate de un premio u obsequio. 

ARTÍCULO 1105. Contratos celebrados a distancia. Contratos celebrados a distancia 

son aquellos concluidos entre un proveedor y un consumidor con el uso exclusivo de 

medios de comunicación a distancia, entendiéndose por tales los que pueden ser 

utilizados sin la presencia física simultánea de las partes contratantes. En especial, 

se consideran los medios postales, electrónicos, telecomunicaciones, así como 

servicios de radio, televisión o prensa. 

El legislador ha querido reglamentar atendiendo a la especial vulnerabilidad que se 

presenta protegiendo al consumidor de su debilidad frente a un proveedor distante. 

 La contratación fuera del establecimiento comercial. Art 1104 Código Civil y 

Comercial 

La enumeración es enunciativa, a fin de no impedir la subsunción de nuevos 

supuestos que las técnicas de marketing puedan diseñar en el futuro para la 

comercialización. 

 La contratación a distancia. Art 1105 Código Civil y Comercial.-   

Considerando a distancia todos aquellos que no requieren la presencia física 

simultánea de las partes contratantes. En el ámbito de los contratos se le da 
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relevancia a la distancia física o espacial, constituyendo una pauta para la protección 

de los usuarios y consumidores, que persigue subsanar la falta de inmediatez entre 

el consumidor y el objeto del contrato, circunstancia que genera el riesgo de recibir 

una prestación que no se adecua a la esperada o que lo obliga a asumir la dificultad 

de reclamar los defectos del producto o del servicio ante un proveedor distante. 

(Hernández- Frustagli). 

La tutela del consentimiento en ambas modalidades. El derecho de arrepentimiento 

y el plazo de reflexión. 

En ambas modalidades, el consentimiento del consumidor se tutela a través del 

reconocimiento del derecho a extinguir el vínculo contractual (revocación o 

arrepentimiento), sin invocar causa y sin consecuencias patrimoniales, dentro de un 

plazo de reflexión 

ARTÍCULO 1110. Revocación. En los contratos celebrados fuera de los 

establecimientos comerciales y a distancia, el consumidor tiene el derecho 

irrenunciable de revocar la aceptación dentro de los diez días computados a partir de 

la celebración del contrato. 

Si la aceptación es posterior a la entrega del bien, el plazo debe comenzar a correr 

desde que esta última se produce. 

Si el plazo vence en día inhábil, se prorroga hasta el primer día hábil siguiente. 

Las cláusulas, pactos o cualquier modalidad aceptada por el consumidor durante 

este período que tengan por resultado la imposibilidad de ejercer el derecho de 

revocación se tienen por no escritos. 

ARTÍCULO 1111. Deber de informar el derecho a la revocación. El proveedor debe 

informar al consumidor sobre la facultad de revocación mediante su inclusión en 

caracteres destacados en todo documento que presenta al consumidor en la etapa 

de negociaciones o en el documento que instrumenta el contrato concluido, ubicada 

como disposición inmediatamente anterior a la firma del consumidor o usuario. El 

derecho de revocación no se extingue si el consumidor no ha sido informado 

debidamente sobre su derecho. 

ARTÍCULO 1112. Forma y plazo para notificar la revocación. La revocación debe ser 

notificada al proveedor por escrito o medios electrónicos o similares, o mediante la 

devolución de la cosa dentro del plazo de diez días computados conforme a lo 

previsto en el artículo 1110. 

Cláusulas abusivas 

ARTÍCULO 1117. Normas aplicables. Se aplican en este Capítulo lo dispuesto por 

las leyes especiales y los artículos 985, 986, 987 y 988, existan o no cláusulas 

generales predispuestas por una de las partes. 
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El fundamento de esta protección – que excepciona la fuerza vinculante del contrato- 

reside en que la iniciativa de celebrar el contrato no ha nacido del consumidor, sino 

que ha sido inducida y a veces impuesta por la sorpresa, mediante sistemas de 

marketing manejados por el proveedor y diseñados para ejercer presión sobre un 

consumidor vulnerable y desprevenido. 

En lo referente al plazo de reflexión, el tiempo hábil para ejercer el derecho de 

revocación es de 10 días, se cuenta de manera corrida y sólo reconoce como 

excepción el día inhábil que coincida con el vencimiento, pasando al día hábil 

posterior. 

El momento a partir se computa el plazo es el del plazo de celebración. 

Efectos que siguen del ejercicio de la revocación dentro del plazo legal y en la forma 

estipulada: 

 El contrato se extingue con efectos retroactivos quedando las partes liberadas 

de las obligaciones emergentes del mismo. Deben restituirse recíproca y 

simultáneamente las prestaciones que se hubieren cumplido 

 La imposibilidad de restituir la prestación objeto del contrato no priva al 

consumidor del derecho de revocación, siempre que la imposibilidad derive de 

un caso fortuito. 

 La revocación no debe acarrear gastos o consecuencia pecuniaria alguna 

para el consumidor 

 Tampoco asume el consumidor los riesgos de la conservación de la cosa 

 Art 1115 Código Civil y Comercial  

Excepciones: 

- En caso de operaciones referidas a productos que se hayan confeccionado 

conforme a las especificaciones suministradas por el consumidor o 

personalizados. 

- Cuando se trate de contratos por los cuales su suministran grabaciones 

sonoras o de videos de discos y de programas informáticos, suministrados por 

vía electrónica, susceptibles de ser descargados o reproducidos con carácter 

inmediato para su uso permanente 

- Si el objeto es la provisión de prensa diaria, publicaciones periódicas y 

revistas. 

Reglas sobre información y formalización del contrato a distancia. 

Art 1106 Código Civil y Comercial el Código equipara la instrumentación en un 

soporte electrónico o tecnología similar a la instrumentación por escrito. 
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ARTÍCULO 1107. Información sobre los medios electrónicos. Si las partes se valen 

de técnicas de comunicación electrónica o similares para la celebración de un 

contrato de consumo a distancia, el proveedor debe informar al consumidor, además 

del contenido mínimo del contrato y la facultad de revocar, todos los datos 

necesarios para utilizar correctamente el medio elegido, para comprender los riesgos 

derivados de su empleo, y para tener absolutamente claro quién asume esos 

riesgos. 

La extinción podría igualmente darse con apoyo en el art 10 ter de la ley 24240: 

Modos de Rescisión. Cuando la contratación de un servicio, incluidos los servicios 

públicos domiciliarios, haya sido realizada en forma telefónica, electrónica o similar, 

podrá ser rescindida a elección del consumidor o usuario mediante el mismo medio 

utilizado en la contratación. 

La empresa receptora del pedido de rescisión del servicio deberá enviar sin cargo al 

domicilio del consumidor o usuario una constancia fehaciente dentro de las 

SETENTA Y DOS (72) horas posteriores a la recepción del pedido de rescisión. Esta 

disposición debe ser publicada en la factura o documento equivalente que la 

empresa enviare regularmente al domicilio del consumidor o usuario. (Artículo 

incorporado por art. 8° de la Ley N° 26.361 B.O. 7/4/2008) 

La justificación de la acentuación de las exigencias informativas deben valorarse, en 

este caso, desde la perspectiva de la vulnerabilidad agravada que supone el uso de 

una tecnología cuyo manejo se desconoce. 

Art 1106 Código Civil y Comercial 

El Código equipara a la instrumentación en un soporte eléctrico o tecnología similar 

a la instrumentación por escrito, para los casos en que esta se requiera. 

Reglas relativas al lugar de cumplimiento y a la competencia. 

ARTÍCULO 1109. Lugar de cumplimiento. En los contratos celebrados fuera de los 

establecimientos comerciales, a distancia, y con utilización de medios electrónicos o 

similares, se considera lugar de cumplimiento aquel en el que el consumidor recibió 

o debió recibir la prestación. Ese lugar fija la jurisdicción aplicable a los conflictos 

derivados del contrato. La cláusula de prórroga de jurisdicción se tiene por no 

escrita. 

La finalidad de la norma es impedir que el lugar de cumplimiento sea el domicilio del 

proveedor, dado que en numerosos casos el deudor resulta ser el proveedor, de ser 

así, la aplicación de la norma general obligaría al consumidor a recibir la prestación 

en domicilios distantes de su lugar de residencia o de contratación. 

La protección frente a las cláusulas abusivas. Remisión. 

Con la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial las cláusulas abusivas son 

reguladas adecuada y sistemáticamente para cada categoría de contrato. 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=139252
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En los contratos por adhesión se estructura un sistema de control judicial donde se 

delimita y regula no sólo el control de contenido sino el control de incorporación de 

las cláusulas utilizadas por el proveedor. 

Se obliga a los proveedores que utilizan contratos de adhesión a publicar en su sitio 

web un ejemplar del modelo de contrato a suscribir. O entregar sin cargo y con 

antelación en sus locales comerciales un ejemplar del modelo a suscribir a todo 

consumidor o usuario que así lo solicite. 

ARTÍCULO 1120. Situación jurídica abusiva. Se considera que existe una situación 

jurídica abusiva cuando el mismo resultado se alcanza a través de la predisposición 

de una pluralidad de actos jurídicos conexos. 

Cuando existe pluralidad de actos jurídicos conexos que persiguen en su conjunto 

provocar un desequilibrio significativo en los derechos y obligaciones de las partes 

en perjuicio del consumidor. 

ARTÍCULO 1121. Límites- No pueden ser declaradas abusivas: 

a) las cláusulas relativas a la relación entre el precio y el bien o el servicio procurado; 

b) las que reflejan disposiciones vigentes en tratados internacionales o en normas 

legales imperativas. 

La apreciación del carácter abusivo de las cláusulas no se refiere a la definición del 

objeto principal del contrato ni a la adecuación entre precio y retribución, por una 

parte, ni a los servicios o bienes que hayan de proporcionarse como contrapartida, 

por otra, siempre que dichas cláusulas se redacten de manera clara y comprensible.  

Otras soluciones consagradas en materia de cláusulas abusivas en el contrato de 

consumo dirigidas a acentuar la protección al consumidor y sus intereses 

económicos son: 

 Pueden ser declaradas abusivas aún las cláusulas negociadas y aprobadas 

por el consumidor 

 Art 1122 inc. b Código Civil y Comercial cláusula abusiva se tiene por no 

convenida. Art 1122 inc c Código Civil y Comercial el juez declara la nulidad 

parcial del contrato: SERIA AMBIGÜEDAD. 

Reglas de interpretación de los contratos de consumo. 

La tarea interpretativa, en el contrato de consumo, se rige por criterios objetivos, es 

decir que se procura establecer su sentido y alcance a partir del significado del 

acuerdo sobre la base de una valoración normativa (Bianca) 

En primer término: la regla a favor del consumidor obedece a la escasa o nula 

participación del consumidor en la configuración del negocio 
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Si surgen dudas en orden al alcance de la obligación asumida por el consumidor 

debe entenderse que está constreñido a lo menos gravoso. 

La tutela del crédito del consumidor. 

La LDC contiene diferentes mecanismos jurídicos de tutela del crédito del 

consumidor diseñados para resguardar sus intereses económicos, desde las 

particularidades que presentan las relaciones de consumo. 

ARTICULO 10 bis. — Incumplimiento de la obligación. El incumplimiento de la oferta 

o del contrato por el proveedor, salvo caso fortuito o fuerza mayor, faculta al 

consumidor, a su libre elección a: 

a) Exigir el cumplimiento forzado de la obligación, siempre que ello fuera posible; 

b) Aceptar otro producto o prestación de servicio equivalente; 

c) Rescindir el contrato con derecho a la restitución de lo pagado, sin perjuicio de los 

efectos producidos, considerando la integridad del contrato. 

Todo ello sin perjuicio de las acciones de daños y perjuicios que correspondan. 

(Artículo incorporado por el art. 2º de la Ley Nº 24.787 B.O. 2/4/1997) 

El art 42 de la C.N. consagra el derecho del consumidor a la protección de sus 

intereses económicos. 

Sin perjuicio de la especialidad del LDC existe complementación y coherencia con 

las normas del Código Civil y Comercial, siendo facultad del consumidor optar por el 

régimen que más le beneficie. 

El incumplimiento obligacional del proveedor. 

Están ordenados en el art 10 bis LDC. El ámbito de aplicación de las acciones allí 

reconocidas proceden ante la inejecución total o parcial de las obligaciones 

contractuales contraídas por el proveedor con el consumidor. 

Acciones disponibles. 

El consumidor puede optar por:  

a.- exigir el cumplimiento forzado 

b.-aceptar otro producto o servicio equivalente 

c.-resolver el contrato, sin perjuicio de la acción de reparación de daños que 

correspondiere. 

 

Factor de atribución. 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=42463
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Se consagra el supuesto fundado en el factor garantía en razón de que se atribuye a 

las obligaciones del proveedor el carácter de obligaciones de resultado, salvo que el 

acreedor acredite como eximente caso fortuito o fuerza mayor. 

Régimen de garantías. 

Persiguen asegurar una calidad mínima de los bienes y servicios, amparando las 

legítimas expectativas del consumidor respecto de la utilidad que es razonable 

esperar. 

Garantías que constan en LDC 

Cosas muebles no consumibles. 

ARTICULO 11. — Garantías. Cuando se comercialicen cosas muebles no 

consumibles conforme lo establece el artículo 2325 del Código Civil, el consumidor y 

los sucesivos adquirentes gozarán de garantía legal por los defectos o vicios de 

cualquier índole, aunque hayan sido ostensibles o manifiestos al tiempo del contrato, 

cuando afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, o su correcto 

funcionamiento. 

La garantía legal tendrá vigencia por TRES (3) meses cuando se trate de bienes 

muebles usados y por SEIS (6) meses en los demás casos a partir de la entrega, 

pudiendo las partes convenir un plazo mayor. En caso de que la cosa deba 

trasladarse a fábrica o taller habilitado el transporte será realizado por el responsable 

de la garantía, y serán a su cargo los gastos de flete y seguros y cualquier otro que 

deba realizarse para la ejecución del mismo. (Artículo sustituido por art. 9° de la Ley 

N° 26.361 B.O. 7/4/2008) 

ARTICULO 12. — Servicio Técnico. Los fabricantes, importadores y vendedores de 

las cosas mencionadas en el artículo anterior, deben asegurar un servicio técnico 

adecuado y el suministro de partes y repuestos. 

ARTICULO 13. — Responsabilidad solidaria. Son solidariamente responsables del 

otorgamiento y cumplimiento de la garantía legal, los productores, importadores, 

distribuidores y vendedores de las cosas comprendidas en el artículo 11. 

ARTICULO 23.- Deficiencias en la prestación del Servicio. Salvo previsión expresa y 

por escrito en contrario, si dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que 

concluyó el servicio se evidenciaren deficiencias o defectos en el trabajo realizado, el 

prestador del servicio estará obligado a corregir todas las deficiencias o defectos o a 

reformar o a reemplazar los materiales y productos utilizados sin costo adicional de 

ningún tipo para el consumidor. 

Según lo prescripto por el ARTICULO 17: Reparación no Satisfactoria. En los 

supuestos en que la reparación efectuada no resulte satisfactoria por no reunir la 

cosa reparada, las condiciones óptimas para cumplir con el uso al que está 

destinada, el consumidor puede: 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=139252
http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=139252
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a) Pedir la sustitución de la cosa adquirida por otra de idénticas características. En 

tal caso el plazo de la garantía legal se computa a partir de la fecha de la entrega de 

la nueva cosa; 

b) Devolver la cosa en el estado en que se encuentre a cambio de recibir el importe 

equivalente a las sumas pagadas, conforme el precio actual en plaza de la cosa, al 

momento de abonarse dicha suma o parte proporcional, si hubiere efectuado pagos 

parciales; 

c) Obtener una quita proporcional del precio. 

En todos los casos, la opción por parte del consumidor no impide la reclamación de 

los eventuales daños y perjuicios que pudieren corresponder. 

El régimen de acciones descripto es coherente frente a defectos o vicios que afecten 

el buen funcionamiento de la cosa, pero resulta inapropiado en los supuestos de 

falta de conformidad o defectos de calidad, pues en tales situaciones difícilmente 

sea posible subsanar el defecto de calidad por ende el proveedor deberá sustituir el 

bien por otro que reúna la calidad prometida o esperada o reducir el precio.  

ARTÍCULO 16: Prolongación del Plazo de Garantía. El tiempo durante el cual el 

consumidor está privado del uso de la cosa en garantía, por cualquier causa 

relacionada con su reparación, debe computarse como prolongación del plazo de 

garantía legal. 

Finalmente los art 14 y 15 LDC contienen exigencias informativas relativas al 

certificado de garantía y a la constancia de reparación. 

ARTICULO 14: Certificado de Garantía. El certificado de garantía deberá constar por 

escrito en idioma nacional, con redacción de fácil comprensión en letra legible, y 

contendrá como mínimo: 

a) La identificación del vendedor, fabricante, importador o distribuidor; 

b) La identificación de la cosa con las especificaciones técnicas necesarias para su 

correcta individualización; 

c) Las condiciones de uso, instalación y mantenimiento necesarias para su 

funcionamiento; 

d) Las condiciones de validez de la garantía y su plazo de extensión; 

e) Las condiciones de reparación de la cosa con especificación del lugar donde se 

hará efectiva. 

En caso de ser necesaria la notificación al fabricante o importador de la entrada en 

vigencia de la garantía, dicho acto estará a cargo del vendedor. La falta de 

notificación no libera al fabricante o importador de la responsabilidad solidaria 

establecida en el artículo 13. 
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Cualquier cláusula cuya redacción o interpretación contraríen las normas del 

presente artículo es nula y se tendrá por no escrita. (Artículo sustituido por el art. 3º 

de la Ley Nº 24.999 B.O. 30/7/1998) 

ARTICULO 15: Constancia de Reparación. Cuando la cosa hubiese sido reparada 

bajo los términos de una garantía legal, el garante estará obligado a entregar al 

consumidor una constancia de reparación en donde se indique: 

a) La naturaleza de la reparación; 

b) Las piezas reemplazadas o reparadas; 

c) La fecha en que el consumidor le hizo entrega de la cosa; 

d) La fecha de devolución de la cosa al consumidor. 

La garantía por defectos en la prestación de servicios.  

Desde todas las perspectivas de análisis posible, el régimen de vicios ocultos en el 

contrato de obra (art 1271 Código Civil y Comercial y concs) y la responsabilidad por 

la obra en ruina para el caso de inmuebles (art 1273 y ss) protegen de manera más 

intensa los intereses económicos del consumidor; por tal razón la aplicación del 

principio protectorio, conduce a admitir que el consumidor está facultado a recurrir al 

régimen que mejor satisfaga a su interés. 

ARTÍCULO 1271. Vicios o defectos y diferencias en la calidad. Las normas sobre 

vicios o defectos se aplican a las diferencias en la calidad de la obra. 

ARTÍCULO 1273. Obra en ruina o impropia para su destino. El constructor de una 

obra realizada en inmueble destinada por su naturaleza a tener larga duración 

responde al comitente y al adquirente de la obra por los daños que comprometen su 

solidez y por los que la hacen impropia para su destino. El constructor sólo se libera 

si prueba la incidencia de una causa ajena. No es causa ajena el vicio del suelo, 

aunque el terreno pertenezca al comitente o a un tercero, ni el vicio de los 

materiales, aunque no sean provistos por el contratista. 

Servicios públicos domiciliarios. 

ARTICULO 31: Cuando una empresa de servicio público domiciliario con variaciones 

regulares estacionales facture en un período consumos que exceden en un 

SETENTA Y CINCO POR CIENTO (75%) el promedio de los consumos 

correspondientes al mismo período de los DOS (2) años anteriores se presume que 

existe error en la facturación. 

Para el caso de servicios de consumos no estacionales se tomará en cuenta el 

consumo promedio de los últimos DOCE (12) meses anteriores a la facturación. En 

ambos casos, el usuario abonará únicamente el valor de dicho consumo promedio. 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=52068
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En los casos en que un prestador de servicios públicos facturase sumas o conceptos 

indebidos o reclamare el pago de facturas ya abonadas el usuario podrá presentar 

reclamo, abonando únicamente los conceptos no reclamados. 

El prestador dispondrá de un plazo de TREINTA (30) días a partir del reclamo del 

usuario para acreditar en forma fehaciente que el consumo facturado fue 

efectivamente realizado. 

Si el usuario no considerara satisfecho su reclamo o el prestador no le contestara en 

los plazos indicados, podrá requerir la intervención del organismo de control 

correspondiente dentro de los TREINTA (30) días contados a partir de la respuesta 

del prestador o de la fecha de vencimiento del plazo para contestar, si éste no 

hubiera respondido. 

En los casos en que el reclamo fuera resuelto a favor del usuario y si éste hubiera 

abonado un importe mayor al que finalmente se determine, el prestador deberá 

reintegrarle la diferencia correspondiente con más los mismos intereses que el 

prestador cobra por mora, calculados desde la fecha de pago hasta la efectiva 

devolución, e indemnizará al usuario con un crédito equivalente al VEINTICINCO 

POR CIENTO (25%) del importe cobrado o reclamado indebidamente. La devolución 

y/o indemnización se hará efectiva en la factura inmediata siguiente. 

Si el reclamo fuera resuelto a favor del prestador éste tendrá derecho a reclamar el 

pago de la diferencia adeudada con más los intereses que cobra por mora, 

calculados desde la fecha de vencimiento de la factura reclamada hasta la fecha de 

efectivo pago. 

La tasa de interés por mora en facturas de servicios públicos no podrá exceder en 

más del CINCUENTA POR CIENTO (50%) la tasa pasiva para depósitos a TREINTA 

(30) días del Banco de la Nación Argentina, correspondiente al último día del mes 

anterior a la efectivización del pago. 

La relación entre el prestador de servicios públicos y el usuario tendrá como base la 

integración normativa dispuesta en los artículos 3º y 25 de la presente ley. 

Las facultades conferidas al usuario en este artículo se conceden sin perjuicio de las 

previsiones del artículo 50 del presente cuerpo legal. (Artículo sustituido por art. 12 

de la Ley N° 26.361 B.O. 7/4/2008) 

De las asociaciones de consumidores. 

ARTICULO 55: Legitimación. Las asociaciones de consumidores y usuarios 

constituidas como personas jurídicas reconocidas por la autoridad de aplicación, 

están legitimadas para accionar cuando resulten objetivamente afectados o 

amenazados intereses de los consumidores o usuarios, sin perjuicio de la 

intervención de éstos prevista en el segundo párrafo del artículo 58 de esta ley. 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=139252
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Las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva 

cuentan con el beneficio de justicia gratuita. 
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TARJETA DE CRÉDITO: 

Por: Mara L. Díaz. 

SUMARIO: Concepto. Régimen legal. Partes intervinientes en el sistema. Tarjeta de 

compra y tarjeta de débito. Valor legitimante de la tarjeta: Identificación del usuario. 

Naturaleza del negocio jurídico base de la emisión de tarjeta de crédito. Contrato de 

emisión: Forma y contenido. Nulidad de los contratos y nulidad de las cláusulas. 

Prórroga automática del contrato. Cese de las extensiones. Intereses aplicables al 

titular de la tarjeta. Resumen mensual. Contrato entre el emisor y el comerciante 

adherido. Las relaciones entre emisor y proveedor. Las relaciones entre proveedor 

adherido y el titular de la tarjeta. Negociación masiva. Contrato de adhesión. Tarjeta 

adicional. Uso de la tarjeta por quien no es su titular. Utilización abusiva. Extravío. La 

vía ejecutiva. Necesidad de su preparación: Controversias que pueden suscitarse 

entre los intervinientes en el sistema de tarjetas de crédito. Disposiciones comunes. 

Deberes y prohibiciones a los emisores. 

Concepto. 

La tarjeta de crédito es un documento nominativo legitimante, intransferible, cuya 

finalidad es permitir al usuario beneficiarse con las facilidades de pago pactadas con 

el emisor y las resultantes del contrato celebrado entre éste y el proveedor del bien o 

servicio requerido por aquél La empresa emisora de la tarjeta estipula con el cliente 

la apertura de un crédito a su favor, a efectos de que éste adquiera bienes o 

servicios en determinados establecimientos adheridos al sistema, con los cuales, a 

su vez, la empresa tiene pactada una respectiva comisión (FARINA. 2005:185).  

La tarjeta de crédito es emitida a favor del usuario y es el documento indispensable 

para ejecutar el haz de derechos que surgen de la relación trilateral conformada 

sobre la base de la celebración de dos contratos: entre la emisora con la persona a 

quien le entrega la tarjeta de crédito y entre la emisora y el comerciante. 

Régimen legal: 

En nuestro país, la ley 25065 regula el sistema de tarjetas de crédito. 

 Sistema de tarjetas de crédito:  El art. 1 de la ley 25065 emplea esta 

expresión, que nos parece correcta ―Se entiende por sistema de Tarjeta de 

Crédito al conjunto complejo y sistematizado de contratos individuales cuya 

finalidad es…‖. No se puede definir como un contrato, pues en la tarjeta de 

crédito intervienen tres partes, con intereses diferentes, que celebran entre sí 

distintos contratos bilaterales dentro de una relación compleja: la entidad 

emisora, el usuario, y los proveedores adheridos. 

El art. 1 definirá cuales son los objetivos que se persiguen mediante el sistema: 
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a) Posibilitar al usuario efectuar operaciones de compra o locación de bienes o 

servicios u obras, obtener préstamos y anticipos de dinero del sistema, en los 

comercios e instituciones adheridos. 

b) Diferir para el titular responsable el pago o las devoluciones a fecha pactada o 

financiarlo conforme alguna de las modalidades establecidas en el contrato. 

c) Abonar a los proveedores de bienes o servicios los consumos del usuario en los 

términos pactados. 

 La ley 25065 es de orden público. El art. 57 de la ley establece: ―Las 

disposiciones de la presente ley son de orden público‖. 

El art. 3 dispone que la operatoria de las tarjetas de crédito queda sometida a esta 

ley y, supletoriamente a las normas del Código Civil y de Comercio y de la ley de 

defensa del consumidor y usuario 24240. 

La ley 24240 también es de orden público (art. 65) y sus normas otorgan garantías 

constitucionales a los consumidores y usuarios. Las disposiciones de la ley 25065 

que tutelan al usuario de la tarjeta, quedan encuadrados en las garantías que 

otorgan los arts. 42 y 43 de la C.N. 

 Autoridades de aplicación: Dispone el art. 50 que, a los fines de la aplicación 

de dicha ley, actuarán como autoridad de aplicación: el Banco Central de la 

República Argentina, en todas las cuestiones que versen sobre aspectos 

financieros, y la Secretaría de Industria, Comercio y Minería de la Nación, en 

todas aquellas cuestiones que se refieran a aspectos comerciales. 

 Facultades de la autoridades de aplicación: Según el art. 48, la autoridad de 

aplicación podrá aplicar a las emisoras, como sanciones de apercibimiento, 

multas de hasta 20 veces el importe de la operación en cuestión y 

cancelación de la autorización para operar. 

La cancelación (dispone el art. 49) no impide que el titular de la tarjeta pueda iniciar 

las acciones civiles y penales para obtener la indemnización correspondiente y para 

que se apliquen las sanciones penales pertinentes. 

Partes intervinientes en el sistema: 

El art. 2 de la ley define qué se entiende por emisor, titular de la tarjeta, usuario 

titular, adicional, el proveedor o comercio adherido  y, además, expresa el concepto 

de tarjeta de compra y de tarjeta de débito. 

a) Emisor: (o acreditante) es la empresa que expide la tarjeta de crédito en 

forma masiva. 

b) Las empresas de franquicia: son las autoridades a utilizar el nombre de 

determinada tarjeta de crédito y a ponerlas en circulación. 
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c) Solicitante: es quien se compromete ante la emisora a hacerse cargo de las 

contraprestaciones resultantes de la emisión y uso de la tarjeta (v. gr. El pago 

de la cuota de inscripción y de las cuotas periódicas, así como el reembolso 

de las facturas que el titular haya abonado mediante el uso de la tarjeta de 

crédito, según los cupones suscriptos por él). 

d) Titular (o usuario): es la persona autorizada a utilizar la tarjeta. Puede o no 

coincidir con la persona que ha contrato con el emisor, como en los supuestos 

de tarjetas de empresas para sus ejecutivos o para familiares (el cónyuge, o 

sus hijos resultan titulares). En este caso aparece la figura del solicitante 

disociada de la figura del titular de la tarjeta (usuario).  

e) Usuario titular adicional, o beneficiario de extensiones: Aquel que está 

autorizado por el titular para realizar operaciones con Tarjeta, a quien el 

emisor le entrega un instrumento de idénticas características que al titular. 

f) Avalista: en realidad es el “garante”, se da cuando la emisora requiere al 

titular (o, en su caso al solicitante) que un tercero garantice sus obligaciones 

frente al emisor. 

g) Comerciantes adheridos: son los titulares de establecimientos que, en virtud 

del contrato celebrado con la emisora, proporcionan al titular de la tarjeta de 

crédito los bienes o servicios que éste requiere. 

Tarjeta de compra y tarjeta de débito: 

El art. 2 hace este distingo en sus incs. d y e.  

La tarjeta de compra es aquella que las instituciones comerciales entregan a sus 

clientes para realizar compras exclusivas en su establecimiento o sucursales (inc. d). 

La tarjeta de débito: Aquella que las instituciones bancarias entregan a sus clientes 

para que al efectuar compras o locaciones, los importes de las mismas sean 

debitados directamente de una cuenta de ahorro o corriente bancaria del titular (inc. 

e). 

El art. 56, ampliando la terminología del inc. d del art. 2, con más precisión, habla de 

“tarjetas de compra exclusivas” esto es lo correcto, pues estas tarjetas sólo pueden 

utilizarse para compras en el comercio emisor. El art. 56 señala:‖ Tarjetas de 

Compra exclusivas y de Débito. Cuando las Tarjetas de Compra exclusivas o de 

Débito estén relacionadas con la operatoria de una Tarjeta de Crédito, le serán 

aplicables las disposiciones de la presente ley‖. 

La tarjeta de crédito en sentido propio se diferencia de la tarjeta de compra en que 

aquélla es emitida no por una empresa comercial, sino por una entidad financiera, 

para ser utilizada ante cualquier proveedor o comerciante adherido, para la 

obtención por parte del usuario de bienes o servicios de cualquier naturaleza 

(FARINA. 2005:189). 
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El art. 4 aclara que la expresión “tarjeta de crédito” se utiliza genéricamente cuando 

se refiere a instrumento material de identificación del usuario, que puede ser 

magnético o de cualquier otra tecnología, emergente de una relación contractual 

previa entre el titular y el emisor. 

Valor legitimante de la tarjeta: Identificación del usuario. 

Hasta que no haya hecho entrega de la tarjeta de plástico al titular, no pueden 

generarse créditos a su favor ni deudas a cargo de la emisora referidas al uso de 

dicha tarjeta. 

Expresa el art. 5 ―El usuario, poseedor de la tarjeta estará identificado en la misma 

con: 

a) Su nombre y apellido. b) Número interno de inscripción. c) Su firma ológrafa. d) La 

fecha de emisión de la misma. e) La fecha de vencimiento. f) Los medios que 

aseguren la inviolabilidad de la misma. g) La identificación del emisor y de la entidad 

bancaria interviniente.‖ 

Naturaleza del negocio jurídico base de la emisión de tarjeta de crédito. 

El sistema de tarjeta de crédito opera mediante dos contratos independientes entre 

sí, pero interconectados, a diferencia de las tarjetas de compras. Uno, el que celebra 

el emisor de la tarjeta, con el solicitante (contrato de emisión)m otro el del emisor 

con el proveedor o comercio adherido (FARINA. 2005:189).  

La emisión de la tarjeta requiere la existencia de una relación trilateral, pues se trata 

de un negocio complejo en el que intervienen, necesariamente, la empresa emisora, 

el usuario y el comerciante. Bien dice Muguillo que estamos frente a un complejo 

contractual (por la diversidad de relaciones jurídicas), cada una de las cuales tiene 

autonomía y regulación propia, pero que se complementan en un circuito, fuera del 

cual resultarían ineficaces por sí solas. 

Así lo entiende nuestra jurisprudencia, al sostener que el contrato de emisión de 

tarjeta de crédito constituye una figura contractual compleja, pues ha de existir un 

contrato que genera relaciones entre el emisor y el titular, y otro contrato entre el 

emisor y el comercio ante el cual el usuario emplea su tarjeta. Por un lado, la 

emisora contrata con el comercio, de tal modo que éste acepte la tarjeta presentada 

por el titular, para lo cual la emisora se obliga a pagar a ese establecimiento el 

importe consumido, previa deducción de una comisión. Por otra parte, el usuario se 

compromete a pagar al emisor la cantidad que resulte de los gastos hechos según 

una liquidación periódica. De no darse esta doble relación, la tarjeta carece de toda 

eficacia práctica para el usuario. 

Contrato de emisión:  Forma y contenido. 

El art. 6 de la ley establece cuál debe ser el contenido del contrato de emisión. 

Surge del inc. k de este art. y de los arts. 7 y 8, que debe tratarse de un contrato 
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celebrado por escrito, en doble ejemplar, firmado por ambas partes, requisito que en 

la práctica no es común, pues generalmente todo se instrumenta y la posterior 

remisión de la tarjeta al solicitante.  

El art. 7 es muy preciso al establecer en 4 incs. los requisitos que deben cumplirse 

en la redacción del contrato de emisión de tarjeta de crédito, así en el inc. a indica 

que debe ser redactado en ejemplares de un mismo tenor para el emisor, para el 

titular y para el eventual fiador personal del titular y para el adherente o usuario 

autorizado que tenga responsabilidad frente al emisor o los proveedores.  

En cuanto a los efectos que tiene la solicitud, el art. 9 expresa que la mera solicitud 

de la emisión de tarjeta de crédito de sus adicionales y la firma del codeudor o fiador 

no generan responsabilidad alguna para el solicitante ni perfeccionan la relación 

contractual, lo cual es correcto, pues la relación contractual se perfecciona dando 

cumplimiento a lo dispuesto por el art. 8 que establece ―El contrato de Tarjeta de 

Crédito entre el emisor y el titular queda perfeccionado sólo cuando se firma el 

mismo, se emitan las respectivas tarjetas y el titular las reciba de conformidad. El 

emisor deberá entregar tantas copias del contrato como partes intervengan en el 

mismo‖. 

El art. 6, en 15 incs. establece de modo imperativo el contenido que debe observar 

todo contrato de emisión de tarjeta de crédito. Ej.  

 Plazo de vigencia especificando comienzo y cese de la relación (plazo de 

vigencia de la tarjeta). 

 Tasas de intereses compensatorios o financieros. 

 Fecha de cierre contable de operaciones. 

 Tipo y monto de cargos administrativos o de permanencia en el sistema.  

 Firma del titular y de personal apoderado de la empresa emisora. 

Las exigencias establecidas por esta ley respecto del contenido y formalización del 

contrato parten de la base de que estamos en presencia de una negociación masiva, 

cuyas condiciones generales de contratación no pueden dejarse libradas al arbitrio 

de la emisora. Ya antes de la vigencia de esta ley, en un fallo se advierte que resulta 

extraña al texto del contrato la cláusula de prórroga de competencia territorial, si ella 

se encuentra de manera tal que no forma parte del contenido preimpreso. Un 

agregado de esta naturaleza, que la empresa emisora pretende que completa la 

redacción básica del convenio, implica una declaración de voluntad específica que 

merece una consideración distinta de las restantes, pues no debe perderse de vista 

que la prórroga de competencia territorial expresa requiere el concurso de la 

voluntad de ambas partes, exteriorizada por medio de un contrato o declaraciones 

bilaterales en un mismo acto o separadamente de igual contenido, de las que surja 

la intención inequívoca de someterse a los órganos jurisdiccionales de una 

determinada jurisdicción (FARINA. 2005:191).  
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Por su parte el art. 14 inc. i de la ley prohíbe la prórroga de jurisdicción. 

Nulidad de los contratos y nulidad de las cláusulas: 

Este tema debe analizarse teniendo en cuenta que la sociedad emisora tiene una 

doble relación contractual: con los empresarios y comerciantes que se integran al 

sistema como proveedores de bienes o servicios y con los usuarios titulares de las 

tarjetas. 

En tal sentido, la jurisprudencia anterior a la vigencia de esta ley venía adoptando 

criterios en tutela del usuario de la tarjeta.  

Así, se ha resuelto que la gravedad de la pena impuesta al deudor por las compras 

efectuadas es justificable en el sistema de tarjetas de crédito, pues en esa actividad 

el cumplimiento oportuno de las prestaciones a cargo de cada usuario resulta 

indispensable para mantener la operatoria masiva en la que se encuentran 

comprometidos intereses de todos los usuarios, así como de los comerciantes 

adheridos. No es admisible que la empresa emisora acumule los intereses punitorios 

con los intereses a la tasa bancaria previstos en el contrato de emisión de la tarjeta, 

puesto que ambos revisten la calidad de sancionatorios ante la falta de pago de la 

liquidación a su vencimiento. En una sentencia se expresa que el usuario puede 

exigir la presentación de los cupones de compra respaldatorios de los resúmenes si 

se señalan errores en la confección de éstas y existen reclamos de su parte. 

(FARINA. 2005:191).  

Vigente la ley 25065, los arts. 13 y 14 procuran evitar abusos por parte del emisor. El 

art. 14 se refiere a la nulidad de cláusulas son perjuicio de la validez del resto del 

contrato: ej, declara nulas, entre otras: 

a) Las que importen la renuncia  por parte del titular a cualquiera de los 

derechos que otorga la presente ley. 

b) Las que faciliten al emisor a modificar unilateralmente las condiciones del 

contrato. 

c) Las que autoricen al emisor la rescisión unilateral incausada, 

d) Las que permiten la habilitación directa de la vía ejecutiva por cobro de deuda 

que tengan origen en el sistema de tarjetas de crédito. 

e) Las que importen prórroga de jurisdicción. 

Prórroga automática del contrato: 

El art. 10 expresa: ―Será facultativa la prórroga automática de los contratos de 

Tarjeta de Crédito entre emisor y titular. Si se hubiese pactado la renovación 

automática el usuario podrá dejarla sin efecto comunicando su decisión por medio 

fehaciente con treinta (30) días de antelación. El emisor deberá notificar al titular en 
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los tres últimos resúmenes anteriores al vencimiento de la relación contractual la 

fecha en que opera el mismo‖. 

Cese de las extensiones: 

El art. 12 dispone: ―Conclusión parcial de la relación contractual o cancelación de 

extensiones a adherentes u otros usuarios autorizados. La conclusión puede ser 

parcial respecto de los adicionales, extensiones o autorizados por el titular, 

comunicada por este último por medio fehaciente‖. 

Intereses aplicables al titular de la tarjeta: 

La ley establece límites a las tasas de intereses que la emisora pueda aplicar al 

titular de la tarjeta, se trata de interés compensatorio, o interés punitorio. Respecto 

del interés punitorio el art. 18 in fine dice “Independientemente de lo dispuesto por 

las leyes de fondo, los intereses punitorios no serán capitalizables”. 

El art. 16 dispone que el emisor no podrá fijar aranceles diferenciales en concepto 

de comisiones u otros cargos. 

El art. 19 establece que  ― No procederá la aplicación de intereses punitorios si se 

hubieran efectuado los pagos mínimos indicados en el resumen en la fecha 

correspondiente‖. 

El art. 20 determina, en 4 incs. sobre qué saldos y qué período debe comprender el 

cálculo para determinar el monto de los intereses compensatorios o financieros que 

se expresan en cada resumen. En cuanto a los intereses punitorios el art. 21 

dispone ―Procederán cuando no se abone el pago mínimo del resumen y sobre el 

monto exigible‖. 

Resumen mensual: 

El art. 22 dispone ―El emisor deberá confeccionar y enviar mensualmente un 

resumen detallado de las operaciones realizadas por el titular o sus autorizados‖ 

El art. 24 se refiere al domicilio al que debe enviarse el resumen ―El emisor deberá 

enviar el resumen al domicilio o a la dirección de correo electrónico que indique el 

titular en el contrato o el que con posterioridad fije fehacientemente‖. 

El art. 25 establece que ―El resumen deberá ser recibido por el titular con una 

anticipación mínima de cinco (5) días anteriores al vencimiento de su obligación de 

pago, independientemente de lo pactado en el respectivo contrato de Tarjeta de 

Crédito. En el supuesto de la no recepción del resumen, el titular dispondrá de un 

canal de comunicación telefónico proporcionado por el emisor durante las 

veinticuatro (24) horas del día que le permitirá obtener el saldo de la cuenta y el 

pago mínimo que podrá realizar. La copia del resumen de cuenta se encontrará a 

disposición del titular en la sucursal emisora de la tarjeta‖. 
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a) Contenido: el art. 23 determina en 17 incs. los datos que debe contener el 

resumen mensual que el emisor (o la entidad que opere por su cuenta) le 

remite al titular. La norma expresa que tal contenido es obligatorio, de modo 

que permita al titular analizar los diversos ítem que concurren a la formación 

del saldo reclamado. 

El inc. d exige que se explicite la fecha en que se realizó cada operación, que no 

necesariamente debe coincidir con la fecha en que según el resumen la emisora 

registró el débito. 

El inc. ñ: monto adeudado por el o los períodos  anteriores, con especificación de la 

clase y monto de los intereses devengados con expresa prohibición de la 

capitalización de intereses. 

También dice ―plazo para cuestionar el resumen en lugar visible y caracteres 

destacados. 

b) Impugnación: el art. 30 desestima la pretensión de considerar como renuncia 

tácita a impugnar el resumen, por haberse efectuado el pago del mínimo que 

figura en el resumen antes del plazo de impugnación o mientras se sustancia 

el mismo (lo cual no implica la aceptación del resumen practicado por el 

emisor. El art. 26 es explícito en señalar “ El titular puede cuestionar la 

liquidación dentro de los treinta (30) días de recibida, detallando claramente el 

error atribuido y aportando todo dato que sirva para esclarecerlo por nota 

simple girada al emisor”. Farina entiende que el resumen puede ser 

cuestionado por errores en que incurra la emisora o por falsedades atribuidas 

al comerciante adherido p por débitos no atribuibles al titular. 

El art. 28 dispone: ―Mientras dure el procedimiento de impugnación, el emisor: a) No 

podrá impedir ni dificultar de ninguna manera el uso de la Tarjeta de Crédito o de sus 

adicionales mientras no se supere el límite de compra. b) Podrá exigir el pago del 

mínimo pactado por los rubros no cuestionados de la liquidación 

Contrato entre el emisor y el comerciante adherido: 

La empresa emisora de la tarjeta contrata con el comerciante a fin de que éste se 

obligue a aceptar la tarjeta presentada por el usuario, y dicha empresa emisora se 

compromete a pagarle el importe de lo adquirido por éste, previa deducción de una 

comisión. A su vez, la empresa emisora recibirá del usuario de la tarjeta la misma 

cantidad de dinero que él gastó, de modo que la ganancia de la empresa reside 

exclusivamente en la comisión que le cobra al comerciante adherido. Es un contrato 

sustentado sobre el pago oportuno e íntegro del usuario (sin perjuicio de una posible 

financiación) (FARINA. 2005:195).  

Teniendo en cuenta que en este contrato la parte fuerte de la relación negocial es el 

emisor, los arts. 32 a 38 contienen una serie de disposiciones tendientes a tutelar en 

cierto modo los derechos del proveedor. En el mismo sentido el art. 15 dispone:‖ El 

emisor no podrá fijar aranceles diferenciados en concepto de comisiones u otros 
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cargos, entre comercios que pertenezcan a un mismo rubro o con relación a iguales 

o similares productos o servicios. El emisor de tarjetas de compra y crédito en 

ningún caso efectuará descuentos ni aplicará cargos, por todo concepto, superiores 

a un TRES POR CIENTO (3%) sobre las liquidaciones presentadas por el proveedor. 

Para las tarjetas de débito bancario este porcentaje máximo será del UNO COMA 

CINCO POR CIENTO (1,5%) y la acreditación de los importes correspondientes a 

las ventas canceladas mediante tarjetas de débito en las cuentas de los 

establecimientos adheridos, se hará en un plazo máximo de TRES (3) días hábiles‖. 

(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 26.010 B.O. 11/1/2005). 

El art. 38 enumera el contenido obligatorio de este contrato: El contrato tipo entre el 

emisor y el proveedor deberá ser aprobado por la autoridad de aplicación y 

contendrá como mínimo: 

a) Plazo de vigencia. 

b) Topes máximos por operación de la tarjeta de que se trate. 

c) Determinación del tipo y monto de las comisiones, intereses y cargos 

administrativos de cualquier tipo. 

d) Obligaciones que surgen de la presente ley. 

e) Plazo y requisitos para la presentación de las liquidaciones. 

f) Tipo de comprobantes a presentar de las operaciones realizadas. 

g) Obligación del proveedor de consulta previa sobre la vigencia de la tarjeta. 

Además deberán existir tantos ejemplares como partes contratantes haya y de un 

mismo tenor‖. 

Las relaciones entre emisor y proveedor: 

Los arts. 32 a 36 establecen una serie de deberes que tiene que cumplir el emisor 

frente al proveedor, tales como notificarle el caso de extravío o suspensión de 

tarjetas. El art. 36 dispone las consecuencias de los pagos diferidos que el emisor le 

haga al proveedor. 

Las relaciones entre proveedor adherido y el titular de la tarjeta: 

El art. 37 se refiere explícitamente a esta cuestión: ‖El proveedor está obligado a: 

a) Aceptar las tarjetas de crédito que cumplan con las disposiciones de esta ley. 

b) Verificar siempre la identidad del portador de la tarjeta de crédito que se le 

presente. 

c) No efectuar diferencias de precio entre operaciones al contado y con tarjeta. 

d) Solicitar autorización en todos los casos. 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=102825
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El art. 31 regula las operaciones en moneda extranjera. 

Negociación masiva: 

Se trata de una típica negociación masiva, pues otra de las características de esta 

contratación es que para su funcionamiento se necesita un número mínimo de 

usuarios y de comercios que se adhieran al régimen. Esta negociación masiva tiene 

como finalidad disponer de un fondo permanente de dinero que permita pagarle al 

comerciante adherido conforme a la periodicidad pactada, en la medida de las 

adquisiciones efectuadas por el usuario sin empobrecimiento de la empresa emisora. 

Generalmente estos pagos se efectúan en plazos más cortos que los otorgados a 

los usuarios para abonar las liquidaciones (FARINA. 2005:196).  

Contrato de adhesión: 

Este negocio tiene su base en dos órdenes de contratos que celebra la empresa: 

con los comerciantes adheridos y con los usuarios, en ambos casos se trata de 

contratos de adhesión, con cláusulas predispuestas por la empresa emisora, lo cual 

impone (como consecuencia) la pauta interpretativa favorable al adherente, y 

contraria al predisponente. 

La fortaleza de la predisponente yace en su posibilidad de formular una oferta que 

presenta la característica de no ser susceptible de discusión o modificación por parte 

del eventual contratante. La libertad contractual de la parte débil queda a salvo, pues 

ella puede ejercer realmente su voluntad de contratar o no, con quien quiera, pero 

no puede discutir las condiciones impuestas por el predisponente (FARINA. 

2005:197).  

Tarjeta adicional: 

Es la que se emite a nombre de otra persona a solicitud del titular de modo que 

coexisten en el tráfico la tarjeta titular y una o más tarjetas adicionales. Puede ocurrir 

que en la solicitud de tarjeta adicional el solicitante, como titular, requiera que la 

tarjeta adicional lo sea con cargo exclusivamente a su cuenta. Éste es quien se 

compromete ante el emisor a pagar las contraprestaciones (FARINA. 2005:198).  

Es acertado el fallo según el cual, aun cuando la persona beneficiaria de la tarjeta 

adicional aparece suscribiendo la solicitud pero sin comprometerse al pago, el sólo 

hecho de dicha suscripción no tiene por efecto convertirla en obligada, solidaria con 

el titular, sólo representa su asentimiento en aprovecharse de los beneficios que le 

han concedido emisor y solicitante. 

Pero, si no se expresa en la solicitud que la emisión de la tarjeta adicional lo sea con 

exclusivo cargo a la cuenta del titular, nuestra jurisprudencia se inclina a considerar 

que en tal caso no existe una estipulación a favor de tercero, por lo que la persona 

beneficiaria de la tarjeta de crédito adicional puede verse obligada a pagar a la 

emisora el importe de las obligaciones emergentes de las operaciones que ella 

efectuó en el supuesto de mora del titular. 
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De cualquier modo, en el supuesto previsto precedentemente, el uso de la tarjeta 

adicional no convierte a su beneficiario en codeudor solidario, juntamente con el 

titular, por todas las deudas que éste contraiga, si tal solidaridad no se hubiese 

expresamente estipulado. Pero, en cambio, si es responsable por todos los gastos 

efectuados, tanto por el titular como por el tenedor de la tarjeta adicional cuando 

este último al suscribir el documento por el cual el primero solicitó la tarjeta adicional, 

se constituyó allí como codeudor solidario, liso, llano y principal pagador. 

No existiendo en la solicitud la cláusula expresa por la cual el beneficiario de la 

tarjeta adicional se obligue solidariamente con el titular y no existiendo cláusula por 

la cual este asuma exclusivamente la obligación de pagar a la empresa emisora de 

la tarjeta, esta debe interpelar al beneficiario de la tarjeta adicional para constituirlo 

en mora, y sólo con respecto a sus gastos. 

Uso de la tarjeta por quien no es su titular: 

La legitimación que confiere la tarjeta es doble: activa, en lo que atañe al usuario, y 

pasiva para el comerciante adherido al sistema, en cuanto el titular la presente, pues 

frente a esta presentación el comerciante debe cumplir a favor del portador de la 

tarjeta la determinada prestación requerida por éste. Este último aspecto provoca 

frecuentes conflictos entre el comerciante y la empresa emisora de la tarjeta cuando 

el adquirente del bien o servicio no es su titular (supuestos de extravío, robo, y otras 

circunstancias similares). 

En principio se ha resuelto que, como la tarjeta de crédito tiene el carácter de 

documento legitimante que confiere legitimación pasiva, el comerciante que cumple 

con la prestación al portador sin dolo o culpa grave se libera de responsabilidad, aun 

cuando éste no sea el titular del derecho, siempre que la empresa emisora no le 

haya impuesto la obligación de cerciorarse sobre la identidad del portador. 

Utilización abusiva. Extravío. 

Si el titular no denuncia el hurto o pérdida de la tarjeta a la empresa emisora deberá 

responder ante ésta al recibir el resumen o resúmenes que contenga los gastos 

efectuados por su clandestino tenedor. 

La obligación de controlar la identidad del portador de la tarjeta de crédito por parte 

de los comerciantes no tiene base legal, sino que depende del sistema adoptado por 

cada empresa. Si el titular de una tarjeta extraviada considera que los comerciantes 

que vendieron sus productos a su tenedor ilegítimo incurrieron en una conducta 

culposa, debe probar que entre las obligaciones asumidas por aquéllos frente a la 

entidad emisora se encontraba la de verificar la identidad del usuario. 

El uso indebido de la tarjeta no sólo puede configurar delito en el caso de uso por un 

tercero no legitimado, sino también por parte de su titular y también por parte del 

comerciante adherido.  

Amadeo hace una reseña jurisprudencial: 
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a) Abuso del crédito por el titular de la tarjeta: ocurre cuando: 

 Se configura el delito de estafa si se obtiene una tarjeta de crédito con el 

propósito de realizar compras por un monto que excedería toda posibilidad 

de pago. 

 Existe un ardid inicial, que permite la realización del aprovechamiento 

patrimonial mediante la utilización de la tarjeta de crédito muy por encima 

de lo permitido, si el certificado de trabajo, presentado era lo 

suficientemente equívoco como para inducir a un tercero a error sobre la 

existencia de un sueldo regular y de un bien nivel. 

 La adulteración de una tarjeta de crédito para ocultar su caducidad a los 

comercios donde se adquiere mercadería, configura uso de documento 

privado adulterado en concurso ideal con estafa. 

b) Conducta del comerciante: comete el delito de estafa mediante uso de 

documento privado falso (arts. 172 y 292 Código Penal) el comerciante que 

falsifica formularios de crédito, haciendo figurar una compra inexistente e 

insertando los datos de titulares de tarjetas de crédito y los negocia por un 

precio inferior al que figura en ellos. 

En cuanto a la obligación impuesta por la emisora al titular de la tarjeta de avisar de 

inmediato en caso de extravío o robo, de ésta, ello impone a la emisora la necesidad 

de arbitrar las medidas adecuadas para que la denuncia sea aceptada con la 

inmediatez exigida al cliente. 

Puede ocurrir que el titular se haya obligado ante la empresa emisora a responder, 

en caso de extravío o robo, por cualquier gasto o compra efectuado con la tarjeta 

durante un cierto lapso, luego del aviso pertinente. En un caso así, aun cuando se 

pruebe que el titular no es quien ha suscripto ciertos cupones por compras 

efectuadas dentro de ese lapso, esto es irrelevante a los efectos de liberarlo de la 

obligación asumida, coincidentemente con el fallo anterior, se ha resuelto que la falta 

de infraestructura adecuada de la emisora para recibir de inmediato denuncias de 

extravío de tarjetas de crédito es irrelevante, su se reclaman al titular de la tarjeta 

pagos por operaciones realizadas dentro del plazo en el que el titular aceptó 

convencionalmente su responsabilidad. 

La vía ejecutiva. Necesidad de su preparación: 

Nuestra jurisprudencia tiene resuelto que la liquidación no constituye título ejecutivo, 

y que es improcedente la vía ejecutiva, mediante el reconocimiento de firmas 

insertas en el contrato de otorgamiento de tarjetas de crédito y cupones de compra, 

más las cuentas detalladas en resúmenes emanadas de la empresa emisora. 

La ley coincide con tal criterio, por cuyo motivo regula en el art. 39 los requisitos para 

que proceda la preparación de vía ejecutiva contra el titular, de conformidad con lo 

prescripto por las leyes procesales vigentes en el lugar donde se acciona. A este 
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aspecto, la emisora debe pedir el reconocimiento, en sede judicial, del contrato de 

emisión de tarjetas de crédito, instrumentado en legal forma, y que el resumen de 

cuenta reúna la totalidad de los requisitos legales. 

Además, el emisor deberá acompañar declaración jurada sobre la inexistencia de 

denuncia fundada y válida, previa a la mora, por parte del titular o del adicional por 

extravío o sustracción de la respectiva tarjeta de crédito, y declaración jurada sobre 

la inexistencia de cuestionamiento fundado y válido, previo a la mora, por parte del 

titular, de conformidad con lo previsto en los arts. 27 y 28. 

a) Medidas preparatorias de juicio ejecutivo del proveedor contra el emisor:  

El art. 40 dispone: ―El proveedor podrá preparar la vía ejecutiva contra el emisor 

pidiendo el reconocimiento judicial de: 

a) El contrato con el emisor para operar en el sistema. 

b) Las constancias de la presentación de las operaciones que dan origen al saldo 

acreedor de cuenta reclamado, pudiendo no estar firmadas si las mismas se han 

formalizado por medios indubitables. 

c) Copia de la liquidación presentada al emisor con constancia de recepción, si la 

misma se efectuó‖. 

El art. 41 establece que: Sin perjuicio de quedar habilitada la vía ordinaria, la pérdida 

de la preparación de la vía ejecutiva se operará cuando: a) No se reúnan los 

requisitos para la preparación de la vía ejecutiva de los artículos anteriores. b) Se 

omitan los requisitos contractuales previstos en esta ley. c) Se omitan los requisitos 

para los resúmenes establecidos en el artículo 23 de esta ley. 

b) Rebeldía del demandado: ante esta circunstancia se ha resuelto: 

 No procede el cobro del saldo deudor de una tarjeta de crédito fundado en un 

certificado de deuda emitido por dos gerentes del banco demandante. 

 No procede la apertura a prueba de segunda instancia, requerida por quien 

obtuvo que la causa fuera declarada de puro derecho. 

 No habiéndose agregado documentación alguna emanada del demandado, 

su silencio no puede fundar una condena al pago del saldo deudor de una 

tarjeta de crédito. 

Controversias que pueden suscitarse entre los intervinientes en el sistema de 

tarjetas de crédito: 

 Controversias entre el titular y el proveedor: el emisor es ajeno a las 

controversias entre el titular y el proveedor derivadas de la ejecución de las 

prestaciones convenidas, salvo que el emisor promoviere los productos o al 
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proveedor pues en tal caso garantiza con ello la calidad del producto o del 

servicio (art. 439. 

A su vez, el incumplimiento de las obligaciones del proveedor con el titular dará 

derecho al emisor a resolver su vinculación contractual con el proveedor (art. 44). 

 Incumplimiento del emisor con el proveedor: el art. 45 dispone “El titular que 

hubiera abonado sus cargos al emisor queda liberado frente al proveedor de 

pagar la mercadería o servicio aun cuando el emisor no abonará al 

proveedor”. 

Disposiciones comunes: 

Son aplicables a todas las partes intervinientes en la operatoria del sistema de 

tarjetas de crédito. 

Así en el art. 46 dice ―Cláusulas de exoneración de responsabilidad. Carecerán de 

efecto las cláusulas que impliquen exoneración de responsabilidad de cualquiera de 

las partes que intervengan directa o indirectamente en la relación contractual‖. 

Por su parte el art. 47 expresa: ―De la prescripción. Las acciones de la presente ley 

prescriben: 

a) Al año, la acción ejecutiva. 

b) A los tres (3) años, las acciones ordinarias‖. 

Por último el art. 52 establece: ―De los Jueces Competentes. Serán jueces 

competentes, en los diferendos entre: 

a) Emisor y titular, el del domicilio del titular. 

b) Emisor y fiador, el del domicilio del fiador. 

c) Emisor y titular o fiador conjuntamente, el del domicilio del titular. 

d) Emisor y proveedor, el del domicilio del proveedor‖. 

Deberes y prohibiciones a los emisores: 

En cuanto al sistema de denuncias, el art. 51 dispone: ―A los fines de garantizar las 

operaciones y minimizar los riesgos por operaciones con tarjetas sustraídas o 

pérdidas, el emisor debe contar con un sistema de recepción telefónica de 

denuncias que opere las veinticuatro (24) horas del día, identificando y registrando 

cada una de ellas con hora y número correlativo, el que deberá ser comunicado en 

el acto al denunciante‖. 

El art. 54 impone a las entidades emisoras que ―deberán enviar la información 

mensual de sus ofertas a la Secretaría de Industria, Comercio y Minería, la que 

deberá publicar en el mismo período, el listado completo de esa información en 

espacios destacados de los medios de prensa de amplia circulación nacional. El 
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Banco Central de la República Argentina aplicará las sanciones que correspondan 

en caso de incumplimiento a la obligación de informar, establecida 

precedentemente, que se denuncie por la Secretaría de Industria, Comercio y 

Minería‖. 

En lo que atañe al hábeas data, el art. 53 establece ―Las entidades emisoras de 

Tarjetas de Crédito, bancarias o crediticias tienen prohibido informar a las "bases de 

datos de antecedentes financieros personales" sobre los titulares y beneficiarios de 

extensiones de Tarjetas de Crédito u opciones cuando el titular no haya cancelado 

sus obligaciones, se encuentre en mora o en etapa de refinanciación. Sin perjuicio 

de la obligación de informar lo que correspondiere al Banco Central de la República 

Argentina. Las entidades informantes serán solidaria e ilimitadamente responsables 

por los daños y perjuicios ocasionados a los beneficiarios de las extensiones u 

opciones de Tarjetas de Crédito por las consecuencias de la información provista‖. 
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SEGUROS 

Por: Mara L. Díaz. 

SUMARIO: Concepto de seguro. Caracteres del contrato. Partes del contrato. 

Elementos del contrato. Formación del contrato. Reticencia. Póliza. Prueba del 

contrato. Efectos del contrato de seguro: cargas y obligaciones de las partes 

contratantes. Clasificación de los seguros. 

Los seguros son por definición “factor de seguridad”. El seguro aparece como una 

respuesta racional del hombre frente a la existencia de diversos riesgos que pueden 

afectar o incidir negativamente sobre los intereses que resulten asegurables.  

El rol intervencionista del Estado en esta materia se justifica dada la gravitación que 

ejercen los seguros en diversos órdenes (económico, social y financiero), y a los 

efectos de hacer que la actividad aseguradora respete tanto los intereses 

particulares de los asegurados y aseguradoras como los de la sociedad en general. 

El contrato de seguro está regulado en la ley 17418 del año 1967. 

El seguro constituye un contrato de adhesión. El asegurado queda sujeto a las 

condiciones impuestas por el asegurador, el objetivo principal del control estatal, 

tiende a superar esa desigualdad y también a resguardar y preservar la capacidad 

económica financiera de la empresa (ARAYA, M. y BERGIA, M.: 2008, 229/230). 

Las empresas de seguros tienen una ley que propia nº 20091, en la cual se regula 

tanto su constitución como su control por parte de la Superintendencia de Seguros 

de la Nación.  

Concepto de seguro: 

El art. 1 de la ley dice que “habrá contrato de seguro cuando el asegurador se 

obligue mediante una prima o cotización, a resarcir un daño o cumplir la prestación 

convenida si ocurre el evento previsto”. 

Fabrizi sostiene que habrá contrato de seguro cuando una empresa aseguradora se 

obliga a asumir un riesgo que pueda afectar a un interés asegurable, a cambio del 

pago de una prima o cotización por parte del asegurado o tomador, y a resarcir un 

daño o cumplir la prestación convenida, si ocurre un evento previsto o su 

reclamación por parte del tercero damnificado, todo en la medida del seguro 

contratado (ARAYA, M. y BERGIA, M.: 2008, 240). 

Conforme a esta definición podemos inferir que: 

 la empresa aseguradora se obliga a asumir un riesgo, pero en realidad puede 

asumir uno o más acontecimientos eventuales futuros e inciertos, conforme 

se pacte. Araya se refiere a la obligación primigenia que contrae la compañía 

al momento de celebrar el contrato, se habla obviamente del riesgo 



71 
 

Materia: Derecho II  

efectivamente denunciado cuyo estado debe ser mantenido por el asegurado 

a lo largo de todo el contrato, o bien denunciar su agravación. 

 En cuanto al riesgo que pueda afectar un interés asegurable, se refiere a la 

relación de hecho o derecho que une a una persona con un bien, susceptible 

de valoración patrimonial objetiva o estimada, amenazada por un riesgo. 

 A cambio del pago de una prima, así se llama a la contraprestación en los 

casos que la empresa de seguro se constituye como S.A. , Coop, etc. Y se 

llama cotización cuando está constituida como mutual, en ambos casos es el 

precio que el asegurado está obligado a abonar puntualmente al asegurador 

para obtener la cobertura asegurativa.  

Caracteres del contrato: 

 Nominado: la ley 17418 lo designa con un nombre específico y determinado. 

 Bilateral: crea obligaciones recíprocas para asegurador y asegurado. 

 Oneroso: cada una de las partes contratantes recibe algo de la otra ya sea 

bajo la forma de dación inmediata (prima para el asegurador) o bajo la forma 

de una promesa a futuro (indemnización para el asegurado). 

 Aleatorio: las ventajas y las pérdidas para ambas partes o para una sola de 

ellas dependen de un acontecimiento futuro e incierto y extraño a la voluntad 

de los sujetos. Existe en el contrato un alea o situación incierta representada 

por la ocurrencia o no del siniestro y para el caso del seguro de vida por el 

momento en que éste ocurrirá. El alea del seguro se diferencia del juego en 

que éste supone un riesgo artificialmente creado, mientras que en aquél el 

riesgo entraña un peligro no buscado ni querido, y del cual el asegurado 

pretende protegerse. (ARAYA, M. y BERGIA, M.: 2008, 242) 

 Formal a los efectos de la prueba: dado que la ley establece la forma escrita a 

los referidos efectos. 

 De tracto sucesivo: las prestaciones que el contrato pone en cabeza de cada 

uno de los contratantes no se agotan en un instante único sino que se 

proyectan en el tiempo hasta la extinción del contrato. 

 De adhesión: es un típico contrato celebrado en masa, cuyas condiciones 

generales constituyen cláusulas predispuestas que el asegurado sólo puede 

aceptar o rechazar pero no modificar ni disentir de ellas. El asegurador 

preestablece las condiciones de contratación (previamente autorizadas  por la 

SSN) y las impone al otro sujeto que las acepta como se las ofrecen o no 

celebra el contrato, pues no tiene posibilidad de discutir libremente las 

cláusulas y condiciones del mismo (ARAYA, M. y BERGIA, M.: 2008, 243). 

 Intuito persona: la persona del asegurado es de vital importancia para la 

celebración del contrato. De este carácter surge que el cambio de titularidad 
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del interés asegurable (por ejemplo en caso de venta de un auto) da derecho 

al asegurador a rescindir el contrato si el nuevo titular no lo conforma, pues 

como correlato el asegurado deberá denunciar al asegurador tal 

circunstancia. 

 De carácter indemnizatorio: en ningún caso la percepción de la indemnización 

debe producir beneficio o lucro al asegurado que ha sufrido el siniestro.  

Partes del contrato: 

1. Asegurador: 

Es la persona jurídica especial y profesionalmente organizada para asumir riesgos y 

autorizada por la SSN para operar.  

Las compañías de seguros suelen comercializar sus productos a través de 

productores de seguros, su función principal es la intermediación entre el asegurado 

y el asegurador. 

2. Asegurado:  

Puede ser cualquier persona física o jurídica con capacidad legal para contratar.  

3. Tomador:  

Es la persona física o jurídica que celebra el contrato con el asegurador pudiendo 

hacerlo por cuenta propia o ajena. 

En los seguros por cuenta propia se adquiere simultáneamente la calidad de 

tomador y asegurado mientras que en el seguro por cuenta ajena el tomador 

contrata el seguro en interés y por cuenta de un tercero. 

En los seguros de personas puede ocurrir que el tomador lo haga asegurando la 

vida de otro, que viene a ser el asegurado. Además en esta clase de seguros 

aparece necesariamente la figura del beneficiario, que será quien esté legitimado 

para recibir la prestación convenida en el contrato cuando ocurra el siniestro. 

La ley admite la figura del seguro por cuenta ajena presumiendo (iuris tantum) que 

se contrata por cuenta propia, si no se indica que los es por cuenta ajena (art. 21). 

En el seguro en nombre y por cuenta propia, la figura del tomador y del asegurado 

coinciden normalmente cuando el contrato es estipulado por el titular del interés, sea 

directamente o por intermedio de representante. 

En el seguro en nombre propio y por cuenta ajena se va a dar la situación de que el 

sujeto que contrata el seguro, tomador, no es al mismo tiempo el titular del interés 

asegurable. 
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En el seguro a favor de tercero, nos encontramos en el ámbito del seguro de 

personas, será cuando una persona, tomador, contrata un seguro, donde la 

prestación de la aseguradora se destinará a una tercera persona o beneficiario. 

Fabrizzi define al seguro por cuenta ajena como aquel contrato de seguro donde el 

tomador es diferente del asegurado, y se asegura un interés cuya titularidad 

pertenece a un tercero diverso del tomador, determinado, determinable o por cuenta 

de quien corresponda (ARAYA, M. y BERGIA, M.: 2008, 250). 

Elementos del contrato: 

1) Interés asegurable: 

2) Riesgo. 

3) Prima 

1) Interés asegurable: 

La ley 17418 en su art. 2 determina que el contrato de seguro puede tener por objeto 

toda clase de riesgo si existe interés asegurable, salvo prohibición expresa de la ley. 

Fabrizzi  define al interés como la relación de hecho o de derecho que une a una 

persona con un bien, susceptible de valoración patrimonial objetiva o estimada. 

(ARAYA, M. y BERGIA, M.: 2008, 252). 

El interés (en los seguros de interés) es la relación lícita de valor económico sobre 

un bien, o sea, materializa la relación entre una persona y un bien y su necesidad de 

resguardarlo. El propietario de un bien (casa, auto, velero) tiene interés asegurable 

sobre el mismo dado que si se daña, él resulta perjudicado. Pero existen otras 

personas que sin ser propietarios del bien también pueden tener interés asegurable, 

por ejemplo el locatario el acreedor hipotecario.  

Titular del interés asegurable es aquel para quien la producción de un siniestro daña 

directamente un bien que integra su patrimonio o indirectamente el patrimonio como 

unidad o que afecte su integridad corporal o la vida, con la se halla en relación. 

La relación entre un sujeto y un bien susceptible de valuación económica es una 

relación económica lícita sobre un bien. Cuando esta relación puede ser amenazada 

por un riesgo constituye un interés asegurable. 

El interés asegurable constituye el objeto del contrato. Es la medida de la 

indemnización y por ello debe constar en la póliza. 

El interés debe ser determinado, cierto, legitimo, lícito, debe existir y debe perdurar a 

lo largo del contrato. 

2) Riesgo: 
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El riesgo es una eventualidad prevista en el contrato, es la posibilidad de que ocurra 

un evento dañoso (siniestro) o la probabilidad o posibilidad (contingencia) de 

realización de un evento dañoso (siniestro)previsto en el contrato y que motiva al 

nacimiento de la obligación del asegurador consistente en resarcir un daño o cumplir 

la prestación convenida, o la posibilidad para el asegurado de que acontezca un 

evento económicamente dañoso o desfavorable, que constituya una expectativa 

negativa a la cual se contrapone la promesa positiva del asegurador. 

Para Fabrizzi el riesgo es un hecho dañoso, eventual, futuro e incierto, pero posible, 

previsto en el contrato, que no se sabe si va o no a ocurrir, o que necesariamente 

ocurrirá (como en la muerte en los seguros de vida) no se sabe el momento (alea), 

pudiendo afectar a las personas o bienes asegurados o provocar daños y perjuicios 

a terceros  (materia de responsabilidad civil), naciendo con su materialización 

(siniestro) o bien con la reclamación, la responsabilidad para el asegurador de 

indemnizar o de cumplir con la prestación convenida (ARAYA, M. y BERGIA, M.: 

2008, 254). 

El riesgo debe ser: 

 Incierto. En cuanto a la ocurrencia o no o al momento en el que ocurrirá. 

 Posible. 

 Debe existir al momento del perfeccionamiento del contrato, caso contrario el 

mismo será nulo.  

El riesgo debe mantenerse durante toda la vigencia del contrato y ese 

mantenimiento debe ser invariable. Si varía el riesgo, la ecuación matemática sobre 

la prima y la suma asegurada también ha de variar, pues la extensión de la garantía 

del asegurador se halla subordinada a la verificación del siniestro que el riesgo 

ampara y sobre cuya base la empresa de seguros calcula la prima o cotización.  

Debe estar determinado, individualizado en las cláusulas contractuales. El contrato 

de seguro sólo cubre los riesgos expresamente incluidos en la garantía del 

asegurador y en base a los cuales determinó la prima pagada. 

En caso de duda acerca de la extensión del riesgo debe estarse por la obligación del 

asegurador, habida cuenta de que es quien se encuentra en mejores condiciones de 

fijar extensión de sus obligaciones. 

Puede ser delimitado de manera: 

 Causal: indicando en la póliza aquellos eventos previstos contractualmente 

como causas de siniestros cubiertos por el seguro. 

 Objetiva: establece las personas, cosas o bienes objeto del interés 

asegurable. 
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 Temporal: determina el lapso en que tendrá vigencia la cobertura, debiendo 

acaecer dentro de sus límites el evento para ser indemnizado. 

 Espacial: establece el ámbito geográfico donde deben producirse los eventos 

para ser indemnizados. 

Debe ser extraño a la voluntad de las partes, excluyéndose por vía contractual o 

legal la posibilidad de que tenga su origen en la culpa grave o el dolo del tomador o 

del asegurado. 

3) Prima: 

La prima (o cotización) constituye el precio del seguro. Es la remuneración del 

asegurador por las obligaciones que asume. Es el costo técnico del seguro, 

realizado en base a un cálculo de probabilidades teniendo en cuenta la frecuencia o 

intensidad siniestral. 

La prima debe ser proporcionada al riesgo asegurado. En principio constituye una 

obligación de dar una suma de dinero. Resulta sin dudas la principal obligación del 

tomador del seguro. 

Se denomina prima cuando se contrata con empresas de seguros constituidas como 

S.A. o cooperativas y cotización cuando se trata de asociaciones mutuales. 

La prima ha sido clasificada en única o periódica, según que las partes pacten una 

sola prestación por el valor total, que se abona en un solo acto, o bien, está 

constituida por una serie de prestaciones (cuotas) sucesivas e independientes, con 

el pago correspondientemente dividido. 

La ley establece que la prima es invariable e indivisible. 

La invariabilidad está dada por la imposibilidad que tienen las partes, 

unilateralmente, de alterar la cuantía. 

La indivisibilidad está constituida por aquel principio que señala que el precio del 

seguro se debe íntegramente al asegurador, a partir del momento de la asunción del 

riesgo. 

La prima es debida, en principio por el tomador del seguro. Sin embargo el 

asegurador podrá ir contra el asegurado si el tomador ha caído en insolvencia, o 

bien el asegurado posee la póliza y pretende cobrar la indemnización. 

En caso de fallecimiento del obligado al pago, la deuda se transfiere a los herederos. 

El pago de la prima debe hacerse al asegurador en su domicilio (art. 29). 

Formación del contrato: 

El contrato de seguro se forma con dos manifestaciones de voluntad sucesivas: 

oferta y aceptación. 
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Las obligaciones de ambas partes surgen desde el mismo momento del 

perfeccionamiento del consentimiento, el cual tiene limitaciones por tratarse el 

contrato de seguro de un contrato de adhesión. 

En la técnica comercial aseguradora el asegurador invita (generalmente a través de 

los agentes que integran su red de comercialización) a los potenciales asegurados a 

formular propuestas de contrato. La propuesta es formulada por el interesado pero 

no lo obliga a él ni al asegurador hasta tanto no sea aceptada (art. 4). Suele 

formularse por escrito conteniendo todos los términos del contrato. 

Entonces, el agente de seguros realiza una invitación a ofertar, el asegurado, o el 

tomador, según los casos, realiza la oferta y la aseguradora formula la aceptación, 

para perfeccionar el contrato de seguro. Para que el contrato se perfeccione es 

necesaria la manifestación expresa de la voluntad del asegurador que debe 

pronunciarse sobre la propuesta. 

La propuesta es, en principio, una oferta que formula el asegurado al asegurador 

para la celebración del contrato. Sirve para que el asegurador se forme opinión 

acerca del estado del riesgo que se le propone que asuma. Contiene los elementos 

necesarios para la emisión de la póliza. Constituye el principal elemento para probar 

la falsa declaración o reticencia del asegurado que pueden ocasionar la nulidad del 

contrato.  

Nuestra ley con relación a la propuesta establece el sistema de formularios 

preimpresos aprobados por la SSN se interroga al proponente sobre determinadas 

cuestiones que resultan esenciales para el asegurador, debiendo el asegurado 

contestar en forma verídica, completa y exacta en cada caso, de lo contrario, puede 

incurrir en reticencia. 

La aceptación de la oferta puede darla el asegurador a través de persona 

autorizada. Para que exista aceptación, ésta debe coincidir con la propuesta. 

Cuando el texto de la póliza difiera del contenido de la propuesta, la diferencia se 

considerará aprobada por el tomador si no reclama dentro de un mes de haber 

recibido la póliza.  

La emisión de la póliza importa la aceptación de la oferta y presupone el 

perfeccionamiento del contrato, su principal prueba y vía de interpretación. Pero 

puede existir contrato de seguro aún antes de emitirse la póliza: si existió propuesta 

de seguro y pago de la primera cuota de las primas. 

Reticencia: 

En la propuesta el asegurado está obligado a denunciar en forma verídica y 

completa el estado del riesgo conforme a las preguntas o consultas que el 

asegurador le formula. Los dichos expresados u omitidos pueden dar lugar a la 

reticencia. 
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El art. 5 la define como toda declaración falsa o toda reticencia de circunstancias 

conocidas por el asegurado, aún hechas de buena fe, que a juicio de peritos 

hubiesen impedido el contrato o modificado sus condiciones, si el asegurador 

hubiese sido cerciorado del verdadero estado del riesgo, hace nulo el contrato. 

Reticencia significa algo que se calla u oculta total o parcialmente, y que debiera o 

pudiera decirse. Ello implica que habrá reticencia cuando lo que se debe declarar no 

es declarado, o lo es en forma incompleta, enigmática u oscura. El asegurado 

silencia la verdad, omitiendo circunstancias relevantes. 

Para que se configure la reticencia deben darse los siguientes requisitos: 

 El ocultamiento o falsedad deben ocurrir antes de la celebración del contrato 

al confeccionar el asegurado la propuesta. 

 Las circunstancias inexactamente declaradas o silenciadas deben ser de 

importancia, relevantes o trascendentes para la suerte del contrato (ej. si se 

declaró que el inmueble asegurado se destinaba a casa de familia y 

producido el siniestro se verifica la existencia de una industria)- 

 La conducta del asegurado debe haber provocado un vicio en la voluntad del 

asegurador al aceptar la propuesta, pues de haber conocido las verdaderas 

circunstancias no habría celebrado el contrato o lo hubiera hecho en otras 

circunstancias. 

 La circunstancia falseada u omitida por el asegurado debe ser alegada y 

acreditada por el asegurador dentro del plazo legal, tres meses desde que la 

conoció. La carga de la prueba pesa en cabeza del asegurador. 

 Se requiere el juicio de peritos, quienes determinarán si existieron 

circunstancias conocidas por el asegurado que fueron omitidas o declaradas 

falsamente y si éstas habrían impedido el contrato por parte del asegurador o 

modificado sus condiciones. 

La ley diferencia los supuestos dolosos o no dolosos y los seguros de daños y de 

personas, a los efectos de tener en cuenta los efectos de la reticencia. 

1) Cuando la reticencia no es dolosa, el asegurador puede optar entre: 

. anular el contrato, restituyendo la prima recibida, con deducción de los gastos. 

. reajustarlo al verdadero estado del riesgo, con la conformidad del asegurado. Si 

éste último no acepta, se anula el contrato. 

. en los seguros de vida la ley opta por un criterio más atenuado donde el reajuste 

puede ser impuesto al asegurador cuando la nulidad fuere perjudicial para el 

asegurado, si el contrato fuere reajustable a juicio de peritos celebrado conforme a la 

práctica comercial del asegurador (art. 6. En los seguros de vida es frecuente la 

reticencia y paralelamente donde más se debe priorizar la conservación del contrato. 
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2) Si se trata de una reticencia de mala fe, el asegurador no sólo puede anular el 

contrato, sino que tiene derecho a conservar las primas de los períodos 

transcurridos y del período en cuyo transcurso la invoque (art. 6). 

Póliza. 

El art. 11 establece que  el asegurador deberá entregar al tomador una póliza 

debidamente firmada, si ésta no se entrega al asegurado puede requerir una nota 

provisoria de cobertura. 

Deberá tener una redacción clara y fácilmente legible, en idioma nacional, sin 

cláusulas oscuras o confusas, si las tuviera se interpretan en contra del asegurador, 

conforme a la ley de defensa del consumidor. 

La póliza deberá  contener los nombres y domicilios de las partes; el interés la 

persona asegurada; los riesgos asumidos; el momento desde el cual éstos se 

asumen y el plazo; la prima o cotización; la suma asegurada; y las condiciones 

generales del contrato. Podrán incluirse en la póliza condiciones particulares. 

Cuando el seguro se contratase simultáneamente con varios aseguradores 

podrá  emitirse una sola póliza. 

En los seguros de personas, las pólizas deben ser nominativas, pero los restantes 

podrán emitirse a la orden o al portador (art. 13). 

Se presume que el período del seguro es de un año salvo que por la naturaleza del 

riesgo la prima se calcule por tiempo distinto (art. 17). 

El contrato de seguro puede ser pactado por tiempo determinado o determinable o 

ser por tiempo indeterminado. 

Prueba del contrato: 

El contrato de seguro es formal, ya que sólo puede probarse por escrito. Todos los 

demás medios de prueba son admitidos si hay principio de prueba por escrito. 

Habitualmente el contrato se prueba por medio de la póliza, documento aprobado 

por la SSN.  

¿Qué se debe probar por escrito?. El perfeccionamiento del contrato, es decir, el 

consentimiento. 

La carga de la prueba estará en cabeza de la parte que afirme la existencia del 

hecho controvertido. La nota de cobertura, es importante dado que la póliza puede 

no ser entregada al momento de perfecciona el contrato.  

Efectos del contrato de seguro. Cargas y obligaciones de las partes 

contratantes: 
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Para diferenciar cargas de obligaciones podemos referenciar a Goldschmidt, quien 

sostiene que mientras que las cargas son imperativos del propio interés, las 

obligaciones en cambio son imperativos impuestos por el interés de un tercero. 

En las cargas al deber del asegurado no corresponde un derecho del asegurador, 

porque no liga obligacionalmente a dos personas, sino que establece cierta conducta 

del tomador del seguro como presupuesto para hacer valer su pretensión contra el 

asegurador. 

La obligación tiende a satisfacer un interés ajeno y la carga un interés de aquel 

sobre quien recae el peso de cumplirla. La obligación supone siempre un sujeto 

pretensor que puede exigir su cumplimiento, mientras que la carga sólo refiere a un 

determinado modo de obrar previsto por la ley, que carece de un sujeto que puede 

exigir su satisfacción. 

Caducidad 

La ley de seguro establece como sanción a la inobservancia de las cargas legales o 

contractuales, la pérdida del derecho del asegurado a la garantía asumida por el 

asegurador. 

La caducidad sería la pérdida del derecho del asegurado a la garantía asumida por 

el asegurador motivada en la inejecución, por el primero, de una carga de fuente 

legal o contractual. 

El efecto normal de la inobservancia de las cargas es la caducidad de los derechos 

del tomador o asegurado. Para ello la misma debe haber sido establecida legal o 

convencionalmente, siendo de interpretación restrictiva. 

Ejemplos: Mora. Sanción Art. 47. El asegurado pierde el derecho a ser indemnizado, 

en el supuesto de incumplimiento de la carga prevista en el párrafo 1º del artículo 46, 

salvo que acredite caso fortuito, fuerza mayor o imposibilidad de hecho sin culpa o 

negligencia. 

Incumplimiento malicioso del artículo 46, párrafo 2º Art. 48. El asegurado pierde el 

derecho a ser indemnizado si deja de cumplir maliciosamente las cargas previstas 

en el párrafo 2º del artículo 46, o exagera fraudulentamente los daños o emplea 

pruebas falsas para acreditar los daños. 

Denuncia Art. 46. El tomador, o derechohabiente en su caso, comunicará  al 

asegurador el acaecimiento del siniestro dentro de los tres días de conocerlo. El 

asegurador no podrá  alegar el retardo o la omisión si interviene en el mismo plazo 

en las operaciones de salvamento o de comprobación del siniestro o del daño. 

En cuanto a la caducidad convencional, sólo es pactable: 

 Si en el incumplimiento medió culpa o negligencia del asegurado. 
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 Si el incumplimiento influyó en el acaecimiento del siniestro o en la extensión 

de las obligaciones del asegurador si son cargas anteriores al siniestro, 

bastando en caso de ser cargas posteriores que haya influido en la extensión 

de la obligación asumida. 

Estas cláusulas de caducidad deben estar en las condiciones particulares y 

enunciadas con caracteres claros y destacados. 

Las cargas y obligaciones anteriores al siniestro:  

Si la carga u obligación debe cumplirse antes del siniestro, el asegurador deberá 

alegar la caducidad dentro del mes de conocido el incumplimiento. 

Cuando el siniestro ocurre antes de que el asegurador alegue la caducidad, sólo se 

deberá la prestación si el incumplimiento no influyó en el acaecimiento del siniestro o 

en la extensión de la obligación del asegurador. 

Las cargas y obligaciones posteriores al siniestro: 

Si la carga u obligación debe ejecutarse después del siniestro, el asegurador se 

libera por el incumplimiento si el mismo influyó en la extensión de la obligación 

asumida. 

Obligación del tomador/asegurado: pagar la prima (art. 27). 

Cargas del asegurado:  

a) Antes de ocurrir el siniestro:  

⇨ Declarar sincera y exactamente el riesgo sin incurrir en declaraciones falsas o 

reticencia. Es una carga de información. 

⇨ Mantener el estado de riesgo. El asegurado tiene la carga de mantener de 

riesgo que ha asumido el asegurador fijando en razón de ello las condiciones 

particulares del contrato y el monto de la prima. En consecuencia el 

asegurado tiene el deber de no agravarlo, pues en caso de hacerlo y no 

denunciarlo, la cobertura quedará suspendida y puede llegar a operar la 

caducidad. Es una carga de conducta. 

⇨ Denunciar sus modificaciones y su agravación. Es una carga de información 

(arts. 37 a 45).  

⇨ Prevenir el siniestro: el asegurado no debe tener interés en que sobrevenga 

el siniestro. Este nunca debe producirle beneficios, y por ello será de su 

interés evitarlo. Es una carga de conducta. 

⇨ No provocar el siniestro: Provocar implica facilitar o ayudar a la producción 

del daño. 

b) Durante el siniestro: 
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⇨ Salvamento (carga de conducta): el asegurado está obligado a proveer lo 

necesario en la medida de sus posibilidades, para evitar o disminuir el 

daño, y a observar las instrucciones de la aseguradora. Si viola esta  

obligación por dolo o culpa grave, la aseguradora queda liberada de su 

obligación de indemnizar en la medida en que el daño hubiera resultado 

menor sin esa violación. La carga alcanza hasta donde llegan las 

posibilidades razonables del asegurado. Si realiza gastos para cumplir 

este deber, la aseguradora debe reembolsárselos. 

⇨ No abandonar los bienes dañados: el asegurado no puede hacer 

abandono de los bienes afectados por el siniestro, salvo pacto en contrario 

(art. 74). El abandono se prevé en el seguro marítimo y en el de transporte 

(art. 124). Consiste en permitir que el asegurado deje las cosas 

siniestradas en propiedad o disposición del asegurador, percibiendo en 

consecuencia el total de la suma asegurada (ej. póliza de autos en caso 

de daño total). 

c) Después de producido el siniestro: 

⇨ Denunciar el siniestro (art. 46): el asegurado o su derechohabiente, en 

su caso, debe comunicar al asegurador el acaecimiento del siniestro 

dentro de los tres días de conocerlo. El asegurador no podrá alegar el 

retardo o la omisión, si interviene en dicho plazo en las operaciones de 

salvamento, o de comprobación del siniestro o del daño. El 

incumplimiento de esta carga trae como consecuencia una caducidad 

legal, la pérdida del derecho a ser indemnizado. 

⇨ Suministrar al asegurador las informaciones y pruebas que este exija: 

el asegurado está obligado a dar al asegurador las informaciones y 

pruebas que razonablemente éste le exija para verificar el siniestro o la 

extensión de la prestación a su cargo y a permitirle las indagaciones 

necesarias a tal fin. El asegurado pierde el derecho a ser indemnizado 

si deja de cumplir maliciosamente estas cargas, o exagera 

fraudulentamente los daños o emplea pruebas falsas para acreditarlos. 

⇨ Mantener el estado de las cosas dañadas hasta que el asegurador las 

verifique. No producir cambios en las cosas dañadas. 

Obligaciones del asegurador: 

A) Asunción del riesgo: desde la celebración del contrato, el asegurador asume 

la obligación de tutelar el interés asegurable que constituye su objeto. Esta 

obligación es la que la llevará a pagar la indemnización o a cumplir la 

prestación convenida si se produce el evento previsto, salvo que haya 

causales de rechazo del siniestro o de declinación de la cobertura. 

B) Emisión y entrega de la póliza. 
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C) Liquidar el siniestro: pagar la indemnización o cumplir la prestación convenida 

dentro de los plazos legales. El asegurador se obliga a resarcir, conforme al 

contrato, el daño patrimonial causado por el siniestro, sin incluir el lucro 

cesante, salvo cuando esté expresamente convenido. Responde sólo hasta el 

monto de la suma asegurada, salvo que la ley o el contrato dispongan otra 

cosa (art. 61). 

 La ley establece que acaecido el siniestro la aseguradora tiene la obligación de 

resarcir el daño patrimonial efectivamente causado. El daño efectivamente sufrido es 

el perjuicio o destrucción del interés asegurado como consecuencia del siniestro, en 

la medida asumida por el asegurador. 

El principio rector en materia indemnizatoria no apunta a la reparación integral. El 

asegurado por ende, sólo puede percibir indemnización por el daño efectivamente 

sufrido dentro de los límites y las condiciones pactadas en el contrato. El valor 

asegurado configura una típica deuda de dinero.  

La suma asegurada es el límite contractual que se establece respecto de la 

obligación de resarcimiento y sirve además para fijar la prima.  

Más allá de las reglas especiales fijadas para los supuestos de infraseguro, 

sobreseguro, pluralidad de seguros y otras situaciones, la suma asegurada ha sido 

reconocida jurisprudencialmente como un límite infranqueable para el reclamo del 

asegurado. 

Variantes en materia indemnizatoria: 

Es habitual que el asegurado en el seguro de daño patrimonial determine al tiempo 

del perfeccionamiento del contrato el valor del objeto sobre el que se asienta su 

interés y que se habrá de traducir en la suma asegurada (ej. el valor de un auto, o de 

un inmueble que se asegura contra incendio).  

Si el valor declarado por el asegurado ha sido superior al valor determinable, será un 

sobreseguro. Al respecto la ley establece en el art. 63 que si al tiempo del siniestro el 

valor asegurado excede del valor asegurable, el asegurador sólo está obligado a 

resarcir el perjuicio efectivamente sufrido, no obstante tiene derecho a percibir la 

totalidad de la prima. El efecto derivado del sobreseguro no doloso lo constituye el 

hecho de que tanto el asegurador como el asegurado pueden requerir la reducción 

de la suma asegurada (art. 62). 

Si el asegurado tiene la intención en el sobreseguro de enriquecerse indebidamente 

con el excedente asegurado, el contrato es nulo (art. 62). 

El infraseguro resulta ser el contrato celebrado por una suma inferior al valor real y 

actual del objeto sobre el que se asiente el interés asegurado. Para establecer la 

existencia de infraseguro se requiere estar a la diferencia entre el valor asegurado y 

el valor asegurable a la fecha del siniestro. El valor asegurable será la suma por la 
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cual el asegurado debería haber tomado un seguro que garantice un cobertura de 

daño total. 

En el supuesto de referencia el asegurador sólo se obliga en la proporción existente 

entre la suma asegurada y el valor asegurable (art. 65). 

Su efecto o consecuencia radica en que el asegurado al contratar en esas 

condiciones (cubriendo insuficientemente el valor del interés) acepta afrontar 

personalmente la fracción de daños no cubiertos.  

En determinadas situaciones, la ley permite que las partes fijen al celebrar el 

contrato el valor de un bien conforme a una tasación (art. 63). Si se produce el 

siniestro el asegurador cumple pagando ese valor tasado. Esta fórmula es usada en 

aquellos casos donde los bienes no tienen un valor de mercado y tienen en cambio 

un valor científico, afectivo. 

La prima, en estos casos se calcula en base a este valor tasado y no al valor de 

venta o de uso. 

La cláusula valor tasado crea la presunción de que los objetos asegurados tienen el 

valor fijado en el contrato, salvo prueba en contrario a cargo del asegurador, de que 

tienen menos valor. 

También se pueden establecer otras cláusulas de indemnización o resarcimiento, 

como la de  valor a nuevo, donde lo que se paga no es lo que vale la cosa destruida 

o dañada sino lo que vale una cosa nueva igual y al tiempo del siniestro. 

Se puede pactar otra modalidad de reparación configurada por la obligación del 

asegurador de reemplazar o de reconstruir la cosa dañada o destruida. 

Otra variante en materia indemnizatoria es la franquicia, en base a la cual el 

asegurador no va a responder frente a determinados siniestros que no reúnen la 

entidad o porcentaje fijado para que proceda la indemnización. El asegurador sólo 

va a pagar si se excede de un mínimo, ese mínimo no cubierto constituye la 

franquicia. Así quedan fuera de la cobertura los pequeños siniestros que deberán ser 

afrontados por el asegurado. 

Pago de la indemnización (art. 49): 

Epoca del pago Art. 49. En los seguros de daños patrimoniales, el crédito del 

asegurado se pagará  dentro de los quince días de fijado el monto de la 

indemnización o de la aceptación de la indemnización ofrecida, una vez vencido el 

plazo del artículo 56. 

En los seguros de personas el pago se hará dentro de los quince días de notificado 

el siniestro, o de acompañada, si procediera, la información complementaria del 

artículo 46, párrafos segundo y tercero. 
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Pago a cuenta Art. 51. Cuando el asegurador estimó el daño y reconoció el derecho 

del asegurado o de su derechohabiente, éste puede reclamar un pago a cuenta si el 

procedimiento para establecer la prestación debida no se hallase terminado un mes 

después de notificado el siniestro. El pago a cuenta no ser  inferior a la mitad de la 

prestación reconocida u ofrecida por el asegurador. 

Suspensión del término Cuando la demora obedezca a omisión del asegurado, el 

término se suspende hasta que éste cumpla las cargas impuestas por la ley o el 

contrato. 

Seguro de accidentes personales En el seguro de accidentes personales, si para el 

supuesto de incapacidad temporaria se convino el pago de una renta, el asegurado 

tiene derecho a un pago a cuenta luego de transcurrido un mes. 

Mora (arts. 50 y 51): 

Es nulo el convenio que exonere al asegurador de la responsabilidad por su mora. El 

asegurador incurre en mora por el mero vencimiento de los plazos. 

Prescripción (arts. 58 y 59) 

Las acciones fundadas en el contrato de seguro prescriben en el plazo de un año, 

computado desde que la correspondiente obligación es exigible. 

En el seguro de vida, el plazo de prescripción para el beneficiario se computa desde 

que conoce la existencia del beneficio, pero en ningún caso excederá de tres años 

desde el siniestro. 

El plazo de la prescripción no puede ser abreviado. Tampoco es válido fijar plazo 

para interponer acción judicial. 

D) Reembolsar al asegurado o tomador los gastos realizados por éste para evitar 

o disminuir los daños.  Los gastos de salvamento constituyen el objeto de una 

obligación accesoria legalmente impuesta al asegurador, desligando 

expresamente su importe de la suma asegurada y en tanto se hayan realizado 

de acuerdo con instrucciones del asegurador o no hayan sido 

manifiestamente descartados para evitar o disminuir el daño. 

Cargas del asegurador: 

 Impugnar el contrato en el plazo de tres meses por reticencia, caso contrario 

pierde el derecho de hacerlo. 

 Pronunciarse acerca del derecho del asegurado en el plazo legal dentro de 

los 30 días (art. 56) de recibida la documentación o información 

complementaria, para verificar el siniestro y sus alcances.  
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 Proceder sin demora a la determinación de las causas del siniestro y 

valuación de los daños (art. 77), bajo pena de caducidad para oponer el 

cambio en las cosas dañadas. 

Clasificación de los seguros: 

 Según su objeto o contenido se dividen en:  

⇨ Seguros de daños, de intereses o patrimoniales: se caracterizan porque su 

finalidad es repara la pérdida sufrida en el patrimonio del asegurado a causa 

del siniestro. 

Diversas son las ramas: autos, responsabilidad civil, incendio, transporte, otros 

riesgos (granizo, robo, marítimos, aeronavegación, crédito a la exportación, riesgos 

agropecuarios, etc.). 

⇨ Seguros  de personas: se distinguen porque el interés asegurado es la 

persona humana, dependiendo de su existencia, salud, integridad, el pago de 

la prestación. 

Características: 

 La indemnización no representa un perjuicio económico determinado 

objetivamente, sino que es estimada entre las partes. 

 Además del sujeto asegurado, que será el tomador del seguro o un tercero, 

puede existir un beneficiario que reciba la indemnización en caso de 

fallecimiento del asegurado.  

 Pueden tomarse individual o colectivamente. 

 Las normas referidas al interés legítimo del tomador respecto de la persona 

cuya vida o estado de salud se asegura, son aplicables en lugar de las 

relativas al interés asegurable. 

Ramas: 

. de vida para caso de muerte o supervivencia. 

. De accidentes personales para el caso de lesiones o muerte (cláusulas no fault, es 

decir, sin analizar si hubo o no culpa de a víctima o de un tercero). 

. seguros colectivos. 

. de riesgos de trabajo y enfermedades profesionales. 

. de retiro: el negocio central es un seguro de vida y la expectativa es recibir una 

renta vitalicia. 

 Según la modalidad de su celebración: 
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⇨ Voluntarios: resulta en la mayoría de los casos, el tomador contrata el seguro 

por decisión propia. 

⇨ Obligatorios: la contratación del seguro es impuesta por el Estado que puede 

regular además los límites de las prestaciones y a veces todo o parte del 

riesgo. Ej, responsabilidad civil contra terceros en los siniestros vinculados a 

los automóviles, seguro de riesgos de trabajo y enfermedades profesionales. 

 Según la forma de contratación: 

⇨ Individuales: el asegurado es una sola persona humana sobre cuya vida 

se contrata el seguro. 

⇨ Colectivos: se caracteriza por cubrir mediante un solo contrato, a un grupo 

de personas aseguradas que integran una colectividad homogénea con 

intereses comunes previos a la contratación del seguro. Puede también el 

tomador formar parte del grupo si detenta las cualidades que fueron 

consideradas para el agrupamiento. 

 Según la titularidad del interés asegurable: 

⇨ Por cuenta propia: se contrata por una persona en su propio nombre y 

a su favor. Protege un interés del tomador. 

⇨ Por cuenta ajena: es el que se contrata por una persona en nombre y a 

favor de otra. El titular del interés asegurable es otra persona distinta 

que la del tomador. Cuando además se ignora de quién será el interés 

asegurable al tiempo del siniestro, recibe el nombre de seguro por 

cuenta de quien corresponda. 

 Según la persona del asegurador puede estar a cargo de entidades: 

⇨ Públicas: pueden realizar seguros privados o sociales. 

⇨ Privadas: estas a su vez pueden tener fines comerciales, es decir, 

lucrativos, como las S.A. nacionales o las sucursales de empresas 

extranjeras, o solidarios (sin fines de lucro) como las mutuales o 

cooperativas. 

Es dable destacar que la definición del contrato de seguro adoptada por el art. 1 de 

la ley 17418 comprende todas las especies de seguros, tanto de intereses como de 

personas. 

Conforme al art. 157 son aplicables sus disposiciones al contrato de seguros: 

1.- los previstos en el título primero: daños patrimoniales, incendio, agricultura, 

animales, responsabilidad civil, transporte, seguro de personas: vida, accidentes 

personales, y seguros colectivos, como también  a los seguros marítimos y 

aeronáuticos). 
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2.- los seguros obligatorios de vida de los empleados del Estado, ley 13003 y el 

seguro de espectadores y personal de espectáculos deportivos, ley 19628. 

3.- y también otros seguros obligatorios, previstos en leyes especiales: seguro de 

responsabilidad civil por el uso de vehículo automotor, ley nacional de tránsito 

24449, los emergentes de la ley 24557 de riesgos de trabajo asegurables en las 

A.R.T. (aseguradoras riesgos de trabajo). 

Coseguro o Pluralidad de seguros 

Notificación Art. 67. Quien asegura el mismo interés y el mismo riesgo con más de 

un asegurador, notificará sin dilación a cada uno de ellos los demás contratos 

celebrados, con indicación del asegurador y de la suma asegurada, bajo pena de 

caducidad, salvo pacto en contrario. 

Responsabilidad de cada asegurador En caso de siniestro, cuando no existan 

estipulaciones especiales en el contrato o entre los aseguradores se entiende que 

cada asegurador contribuye proporcionalmente al monto de su contrato, hasta la 

concurrencia de la indemnización debida. La liquidación de los daños se 

hará considerando los contratos vigentes al tiempo del siniestro. El asegurador que 

abona una suma mayor que la proporcionalmente a su cargo, tiene acción contra el 

asegurado y contra los demás aseguradores para efectuar el correspondiente 

reajuste. 

Seguro subsidiario Puede estipularse que uno o más aseguradores respondan sólo 

subsidiariamente o cuando el daño exceda de una suma determinada. 

Nulidad Art. 68. El asegurado no puede pretender en el conjunto una indemnización 

que supere el monto del daño sufrido. Si se celebró el seguro plural con la intención 

de un enriquecimiento indebido, son nulos los contratos celebrados con esa 

intención; sin perjuicio del derecho de los aseguradores a percibir la prima 

devengada en el período durante el cual conocieron esa intención, si la ignoraban al 

tiempo de la celebración. 

Celebrados en ignorancia Art. 69. Si el asegurado celebra el contrato sin conocer la 

existencia de otro anterior, puede solicitar la rescisión del más reciente o la 

reducción de la suma asegurada al monto no cubierto por el primer contrato con 

disminución proporcional de la prima. El pedido debe hacerse inmediatamente de 

conocido el seguro y antes del siniestro. 

Celebrados simultáneamente Si los contratos se celebraron simultáneamente, sólo 

puede exigir la reducción a prorrata de las sumas aseguradas. 

Reaseguro 

Concepto Art. 159. El asegurador puede, a su vez asegurar los riesgos asumidos, 

pero es el único obligado con respecto al tomador del seguro. 
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Seguro de reaseguro Los contratos de retrocesión u otros por los cuales el 

reasegurador asegura, a su turno los riesgos asumidos, se rigen por las 

disposiciones de este Título. 

Acción de los asegurados. Privilegio de los asegurados Art. 160. El asegurado 

carece de acción contra el reasegurador. En caso de liquidación voluntaria o forzosa 

del asegurador, el conjunto de los asegurados gozará de privilegio especial sobre el 

saldo acreedor que arroje la cuenta del asegurador con el reasegurador. 

Compensación de las deudas Art. 161. En caso de liquidación voluntaria o forzosa 

del asegurador o del reasegurador, se compensarán de pleno derecho las deudas y 

los créditos recíprocos que existan, relativos a los contratos de reaseguro. 

Crédito a computarse La compensación se hará efectiva teniendo en cuenta para el 

cálculo del crédito o débito la fecha de rescisión del seguro y reaseguro, la 

obligación de reembolsar la prima en proporción al tiempo no corrido y la de devolver 

el depósito de garantía constituido en manos del asegurador. 
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LEASING 

Por: Mariel Fernández 

Sumario: El contrato de leasing: evolución legislativa. Concepto legal y elementos 

tipificantes. Caracteres. Especies o subtipos de leasing. Diferencias con el contrato 

de locación. Objeto. Efectos. Extinción. 

El contrato de leasing: evolución legislativa. 

Inicialmente se desarrolló como una figura atípica con incipiente tipicidad social. Su 

primera tipificación legal se concretó en 1995 en el marco de la ley 24441 sobre el 

financiamiento de la vivienda y la construcción. La sanción de la ley 25248 priorizó 

su actuación en el ámbito mobiliario y de ciertos derechos. El CCyCN ubica al 

leasing en los “Contratos en particular” luego de ocuparse de la locación – figura con 

la que presenta importantes puntos de contacto. 

Concepto legal y elementos tipificantes. 

El concepto legal supone un vínculo entre dador y tomador, resulta del art 1227 

Código Civil y Comercial y se estructura a partir de sus tres elementos tipificantes: 

a) La cesión del uso y goce de un bien a título de derecho personal. La 

prestación principal del dador consiste en conceder al tomador el derecho de 

uso y disfrute del bien objeto mediato del contrato. La expresión “transferir al 

tomador la tenencia de un bien”, a la que se recurre para abarcar a los 

derechos inmateriales que pueden ser objeto del leasing, resulta inexacta en 

el sistema del Código Civil y Comercial. Hubiese sido más preciso 

técnicamente emplear la expresión “conceder el derecho de uso y goce de un 

bien” (Fresneda Saieg- Frustagli-Hernández) 

b) El pago de un canon en dinero. Es necesario que el monto se encuentre 

establecido en una suma determinada al momento de la contratación. (Art 

1229 Código Civil y Comercial). Se trata de una obligación, a cargo del 

tomador, que es correlativa de la cesión del uso y goce efectuada por el 

dador. La determinación del canon queda librada a la autonomía de la 

voluntad, sin que existan en la normativa vigente pautas rígidas sobre la 

cuestión. 

c) La opción de compra. El art 1230 Código Civil y Comercial acepta que el 

precio de la opción de compra pueda ser establecido de modo absoluto o 

estar relativamente determinado, por aplicación de las reglas pertinentes del 

contrato de compra-venta (art 1250 Código Civil y Comercial in fine). En 

cualquier caso, se estima que debe existir una relación entre el precio por el 

uso del bien y el precio de compra del mismo al final del contrato, de modo tal 

que impida que el tomador tenga por única salida ejercer la opción de compra, 

porque de ser así, se estaría ante una venta a plazo simulada. (Barreira 

Delfino- Paolantonio) 
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Caracteres. 

Constituye un contrato bilateral, oneroso, conmutativo, consensual, nominado y de 

duración. 

Se trata además de un contrato formal con forma impuesta sin sanción de nulidad (o 

formal no solemne) pues exige la celebración en instrumento público o privado, y 

cuando tenga por objeto inmuebles, buques o aeronaves la solemnidad legal es la 

escritura pública  (art 1234 Código Civil y Comercial, 1° párr.) 

Especies o subtipos de leasing: 

Variantes tipológicas de leasing: 

a) Leasing financiero: constituye una operación financiera mediante la cual una 

persona, generalmente entidad financiera, generalmente entidad financiera o 

sociedad de leasing, adquiere un bien, a requerimiento del tomador, cuyo uso 

y goce, luego le transfiere a cambio del compromiso de pagar un canon 

periódico, concediéndole, a la vez, una opción de compra del bien. Se 

manifiesta como un negocio trilateral que se implementa a nivel jurídico-formal 

a través de dos contratos bilaterales conexos, una compraventa (o bien una 

locación de obra) y el contrato de leasing propiamente dicho. 

b) Leasing operativo: aquí el dador es fabricante o vendedor de los bienes objeto 

del contrato, por lo cual existe consenso en cuanto a la preponderante 

finalidad de cambio que ostenta, en cuanto posibilita al dador la colocación de 

bienes en el mercado, aunque más no sea a través de la concesión del uso y 

goce. La operación económica se implementa a través de un único contrato. 

c) Leasing de retorno (lease back). Es una técnica de asistencia financiera, 

pensada originalmente para las empresas. La estructura negocial presenta 

sólo dos sujetos, pero la operación económica se formaliza jurídicamente a 

través de dos contratos causalmente vinculados: al adquisición previa del bien 

del dador al tomador y el leasing (de retorno/retro). 

Diferencias con el contrato de locación. 

La opción de compra a favor del tomador, es indispensable para reconocer un 

contrato de leasing. 

Objeto 

El leasing puede recaer sobre cosas muebles o inmuebles, también sobre algunos 

bienes inmateriales como ser marcas, patentes, modelos industriales y software (art 

1228 Código Civil y Comercial). 

Sobre cosas muebles coincide la doctrina que serán muebles no fungibles ni 

consumibles. Ello no sólo porque de no ejercerse la opción de compra el tomador 

debe restituir el mismo bien recibido sino también debido a que el art 1227 Código 
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Civil y Comercial exige que el bien sea cierto y determinado, con lo cual queda 

excluida la posibilidad de contratar sobre cosas consumibles y/o fungibles. Con 

mayor detalle se exige que se trate de bienes que puedan individualizarse. 

Efectos. 

Efectos entre las partes. 

Facultades y derechos del dador y tomador. 

El Código Civil y Comercial reconoce: 

Si el leasing recae sobre cosas muebles el dador tiene el derecho a que la cosa no 

sea sustraída del lugar donde debía encontrarse de acuerdo al contrato inscripto. 

ARTICULO 1236. -Traslado de los bienes. El tomador no puede sustraer los bienes 

muebles del lugar en que deben encontrarse de acuerdo a lo estipulado en el 

contrato inscrito. Sólo puede trasladarlos con la conformidad expresa del dador, 

otorgada en el contrato o por acto escrito posterior, y después de haberse inscrito el 

traslado y la conformidad del dador en los registros correspondientes. Se aplican las 

normas pertinentes de la Ley de Prenda con Registro al respecto. 

Por su parte, el tomador tiene el derecho de usar y gozar de la cosa conforme a su 

destino o a explotar los derechos conferidos. Sin embargo no puede vender, gravar 

o disponer del objeto del contrato. En cambio, está autorizado, salvo prohibición 

expresa, a arrendar la cosa dada en leasing. 

Las obligaciones a cargo del dador en el contexto de los subtipos de leasing. 

a) En el leasing financiero el dador cumple el contrato adquiriendo los bienes 

indicados por el tomador. Se concibe como obligación del dador la de ceder el 

uso y goce del bien, lo cual implica, necesariamente que la entrega de la cosa 

objeto del contrato está a su cargo, aunque delegue el cumplimiento en un 

tercero, como es el proveedor de quien la ha adquirido. La conexidad 

contractual en el contrato de leasing financiero involucra a tres sujetos 

(proveedor, dador y tomador) 

b) Leasing operativo y obligaciones del dador: como el dador resulta ser titular 

del bien antes de la celebración del negocio –generalmente por su carácter de 

fabricante o vendedor del mismo- la obligación de entrega y la 

responsabilidad por saneamiento son una consecuencia natural, esto lleva al 

Código Civil y Comercial a preceptuar que el dador no puede liberarse de su 

responsabilidad. 

c) Leasing de retro y obligaciones del dador: no se responsabiliza al dador por la 

falta de entrega de la cosa, ni por el saneamiento. Respecto de las garantías, 

carece de sentido hacer responder al dador de la legitimidad del derecho que 

el propio tomador le ha trasmitido o la existencia de vicios que él mismo 

debería haber conocido al ser propietario del bien 
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Las obligaciones que recaen sobre el tomador. 

 Al tomador se lo grava con un conjunto de obligaciones.  Entre ellas, destaca la 

obligación de pagar el canon, de acuerdo a lo convenido. Puede que en el mismo se 

incluyan servicios y accesorios necesarios para el diseño, la instalación, puesta en 

marcha y puesta a disposición de los bienes dados en leasing. 

También debe asumir, excepto pacto en contrario, la totalidad de los gastos 

ordinarios y extraordinarios de conservación y uso, incluyendo seguros, impuestos y 

tasas que recaigan sobre los bienes. 

Efectos con relación a terceros. 

Exigencias para la oponibilidad del leasing. 

Se exige la inscripción en el registro que corresponda según la naturaleza de la cosa 

o derecho objeto del contrato, lo que también determina las normas legales y 

reglamentarias aplicables. 

El contrato de leasing que ha cumplido con los recaudos de registración, es oponible 

a cualquier tercero interesado, en especial a los acreedores de las partes. 

La oponibilidad del leasing no consiste sólo en un mecanismo tutelar de los 

derechos de terceros sino también de las propias partes, En lo que concierne al 

tomador la oponibilidad importará que el ejercicio de la opción de compra lo 

convierta en dueño del bien. Respecto de la posición del dador, supone el resguardo 

de sus derechos frente a pretensiones deducidas por los acreedores del tomador 

encaminados al embargo de los bienes entregados en leasing. 

La responsabilidad por los daños producidos por la cosa dada en leasing. 

ARTICULO 1238.-Uso y goce del bien. El tomador puede usar y gozar del bien 

objeto del leasing conforme a su destino, pero no puede venderlo, gravarlo ni 

disponer de él. Los gastos ordinarios y extraordinarios de conservación y uso, 

incluyendo seguros, impuestos y tasas, que recaigan sobre los bienes y las 

sanciones ocasionadas por su uso, son a cargo del tomador, excepto convención  en 

contrario. 

El tomador puede arrendar el bien objeto del leasing, excepto pacto en contrario. En 

ningún caso el locatario o arrendatario puede pretender derechos sobre el bien que 

impidan o limiten en modo alguno los derechos del dador. 

La solución legal debe ser interpretada en concordancia con los principios 

emergentes del régimen de Defensa del consumidor. En los supuestos en los cuales 

el tomador revista la calidad de consumidor y el daño provenga del vicio o defecto de 

la cosa dada en leasing, resultara la aplicación del art 40 ley 24240 por ende la 

responsabilidad podrá alcanzar al proveedor de la cosa y al dador financista. 

ARTICULO 40. — Si el daño al consumidor resulta del vicio o riesgo de la cosa o de 

la prestación del servicio, responderán el productor, el fabricante, el importador, el 
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distribuidor, el proveedor, el vendedor y quien haya puesto su marca en la cosa o 

servicio. El transportista responderá por los daños ocasionados a la cosa con motivo 

o en ocasión del servicio. 

La responsabilidad es solidaria, sin perjuicio de las acciones de repetición que 

correspondan. Sólo se liberará total o parcialmente quien demuestre que la causa 

del daño le ha sido ajena. 

 Se privilegia la protección del derecho a la seguridad que asiste a los consumidores 

y usuarios por imperio del art 42 CN. 

Extinción. 

Contempla el incumplimiento de la obligación del tomador de pagar el canon 

convenido, de manera tal que tanto ante la inejecución de otras obligaciones a cargo 

de éste, como frente al incumplimiento de obligaciones del dador, sino existe 

cláusula resolutoria expresa deberá recurrirse a las normas generales relativas a la 

resolución por incumplimiento (art 1087, 1088 y concs). 

Leasing (Código Civil y Comercial) 

Artículo 1227. Concepto. En el contrato de leasing el dador conviene transferir al 

tomador la tenencia de un bien  cierto y determinado para su uso y goce, contra el 

pago de un canon y le confiere una opción de compra por un precio. 

Artículo 1228. Objeto. Pueden ser objeto del contrato cosas muebles e inmuebles, 

marcas, patentes o modelos industriales y software, de propiedad del dador o sobre 

los que el dador tenga la facultad de dar en leasing. 

Artículo 1229. Canon. El monto y la periodicidad de cada canon se determina 

convencionalmente. 

Artículo 1230. Precio de ejercicio de la opción. El precio de ejercicio de la opción de 

compra debe estar fijado en el contrato o ser determinable según procedimientos o 

pautas pactadas. 

Artículo 1231. Modalidades en la elección del bien. El bien objeto del contrato puede: 

a) comprarse por el dador a persona indicada por el tomador; 

b) comprarse por el dador según especificaciones del tomador o según catálogos, 

folletos o descripciones identificadas por éste; 

c) comprarse por el dador, quien sustituye al tomador, al efecto, en un contrato de 

compraventa que éste haya celebrado; 

d) ser de propiedad del dador con anterioridad a su  

Artículo 1234. Forma e inscripción. El leasing debe instrumentarse en escritura 

pública si tiene como objeto inmuebles, buques o aeronaves. En los demás casos 
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puede celebrarse por instrumento público o privado. A los efectos de su oponibilidad 

frente a terceros, el contrato debe inscribirse en el registro que corresponda según la 

naturaleza de la cosa que constituye su objeto. La inscripción en el registro puede 

efectuarse a partir de la celebración del contrato de leasing, y con prescindencia de 

la fecha en que corresponda hacer entrega de la cosa objeto de la prestación 

comprometida. Para que produzca efectos contra terceros desde la entrega del bien 

objeto del leasing, la inscripción debe solicitarse dentro de los cinco días hábiles 

posteriores. Pasado ese término, produce ese efecto desde que el contrato se 

presente para su registración. Si se trata de cosas muebles no registrables o de un 

software, deben inscribirse en el Registro de Créditos Prendarios del lugar donde la 

cosa se encuentre o, en su caso, donde ésta o el software se deba poner a 

disposición del tomador. En el caso de inmuebles, la inscripción se mantiene por el 

plazo de veinte años; en los demás bienes se mantiene por diez años. En ambos 

casos puede renovarse antes de su vencimiento, por rogación del dador u orden 

judicial. 

Artículo 1235. Modalidades de los bienes. A los efectos de la registración del 

contrato de leasing son aplicables las normas legales y reglamentarias que 

correspondan según la naturaleza de los bienes. En el caso de cosas muebles no 

registrables o software, se aplican las normas registrales de la Ley de Prenda con 

Registro y las demás que rigen el funcionamiento del Registro de Créditos 

Prendarios. Cuando el leasing comprenda a cosas muebles situadas en distintas 

jurisdicciones, se aplica lo dispuesto en la Ley de Prenda con Registro para iguales 

circunstancias. El registro debe expedir certificados e informes. El certificado que 

indique que sobre determinados bienes no aparece inscrito ningún contrato de 

leasing tiene eficacia legal hasta veinticuatro horas de expedido. 

Artículo 1236. Traslado de los bienes. El tomador no puede sustraer los bienes 

muebles del lugar en que deben encontrarse de acuerdo a lo estipulado en el 

contrato inscrito. Sólo puede trasladarlos con la conformidad expresa del dador, 

otorgada en el contrato o por acto escrito posterior, y después de haberse inscrito el 

traslado y la conformidad del dador en los registros correspondientes. Se aplican las 

normas pertinentes de la Ley de Prenda con Registro al respecto. 

Artículo 1237. Oponibilidad. Subrogación. El contrato debidamente inscrito es 

oponible a los acreedores de las partes. Los acreedores del tomador pueden 

subrogarse en los derechos de éste para ejercer la opción de compra. 

Artículo 1238. Uso y goce del bien. El tomador puede usar y gozar del bien objeto 

del leasing conforme a su destino, pero no puede venderlo, gravarlo ni disponer de 

él. Los gastos ordinarios y extraordinarios de conservación y uso, incluyendo 

seguros, impuestos y tasas, que recaigan sobre los bienes y las sanciones 

ocasionadas por su uso, son a cargo del tomador, excepto convención en contrario. 

El tomador puede arrendar el bien objeto del leasing, excepto pacto en contrario. En 

ningún caso el locatario o arrendatario puede pretender derechos sobre el bien que 

impidan o limiten en modo alguno los derechos del dador. 
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Artículo 1239. Acción reivindicatoria. La venta o gravamen consentido por el tomador 

es inoponible al dador. El dador tiene acción reivindicatoria sobre la cosa mueble 

que se encuentre en poder de cualquier tercero, pudiendo hacer aplicación directa 

de lo dispuesto en el artículo 1249 inciso a), sin perjuicio de la responsabilidad del 

tomador. 

Artículo 1240. Opción de compra. Ejercicio. La opción de compra puede ejercerse 

por el tomador una vez que haya pagado tres cuartas partes del canon total 

estipulado, o antes si así lo convinieron las partes. 

Artículo 1241. Prórroga del contrato. El contrato puede prever su prórroga a opción 

del tomador y las condiciones de su ejercicio. 

Artículo 1242. Transmisión del dominio. El derecho del tomador a la transmisión del 

dominio nace con el ejercicio de la opción de compra y el pago del precio del 

ejercicio de la opción conforme a lo determinado en el contrato. El dominio se 

adquiere cumplidos esos requisitos, excepto que la ley exija otros de acuerdo con la 

naturaleza del bien de que se trate, a cuyo efecto las partes deben otorgar la 

documentación y efectuar los demás actos necesarios. 

Artículo 1243. Responsabilidad objetiva. La responsabilidad objetiva emergente del 

artículo 1757 recae exclusivamente sobre el tomador o guardián de las cosas dadas 

en leasing. 

Artículo 1244. Cancelación de la inscripción. Supuestos. La inscripción del leasing 

sobre cosas muebles no registrables y software se cancela: 

a) por orden judicial, dictada en un proceso en el que el dador tuvo oportunidad de 

tomar la debida participación; 

b) a petición del dador o su cesionario. 

Artículo 1245. Cancelación a pedido del tomador. El tomador puede solicitar la 

cancelación de la inscripción del leasing sobre cosas muebles no registrables y 

software si acredita:  

a) el cumplimiento de los recaudos previstos en el contrato inscrito para ejercer la 

opción de compra; 

b) el depósito del monto total de los cánones que restaban pagar y del precio de 

ejercicio de la opción, con sus accesorios, en su caso; 

c) la interpelación fehaciente al dador, por un plazo no inferior a quince días hábiles, 

ofreciéndole los pagos y solicitándole la cancelación de la inscripción; 

d) el cumplimiento de las demás obligaciones contractuales exigibles a su cargo. 
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Artículo 1246. Procedimiento de cancelación. Solicitada la cancelación, el encargado 

del registro debe notificar al dador, en el domicilio constituido en el contrato, por 

carta certificada:  

a) si el notificado manifiesta conformidad, se cancela la inscripción; 

b) si el dador no formula observaciones dentro de los quince días hábiles desde la 

notificación, y el encargado estima que el depósito se ajusta a lo previsto en el 

contrato, procede a la cancelación y notifica al dador y al tomador; 

c) si el dador formula observaciones o el encargado estima insuficiente el depósito, 

lo comunica al tomador, quien tiene expeditas las acciones pertinentes. 

Artículo 1247. Cesión de contratos o de créditos del dador. El dador siempre puede 

ceder los créditos actuales o futuros por canon o precio de ejercicio de la opción de 

compra. A los fines de su titulización puede hacerlo en los términos de los artículos 

1614 y siguientes de este Código o en la forma prevista por la ley especial. Esta 

cesión no perjudica los derechos del tomador respecto del ejercicio o no ejercicio de 

la opción de compra o, en su caso, a la cancelación anticipada de los cánones, todo 

ello según lo pactado en el contrato. 

Artículo 1248. Incumplimiento y ejecución en caso de inmuebles. Cuando el objeto 

del leasing es una cosa inmueble, el incumplimiento de la obligación del tomador de 

pagar el canon produce los siguientes efectos:  

a) si el tomador ha pagado menos de un cuarto del monto del canon total convenido, 

la mora es automática y el dador puede demandar judicialmente el desalojo. Se 

debe dar vista por cinco días al tomador, quien puede probar documentalmente el 

pago de los períodos que se le reclaman o paralizar el trámite, por única vez, 

mediante el pago de lo adeudado, con más sus intereses y costas. Caso contrario, el 

juez debe disponer el lanzamiento sin más trámite; 

b) si el tomador ha pagado un cuarto o más pero menos de tres cuartas partes del 

canon convenido, la mora es automática; el dador debe intimarlo al pago del o de los 

períodos adeudados con más sus intereses y el tomador dispone por única vez de 

un plazo no menor de sesenta días, contados a partir de la recepción de la 

notificación, para el pago del o de los períodos adeudados con más sus intereses. 

Pasado ese plazo sin que el pago se verifique, el dador puede demandar el desalojo, 

de lo que se debe dar vista por cinco días al tomador. Dentro de ese plazo, el 

tomador puede demostrar el pago de lo reclamado, o paralizar el procedimiento 

mediante el pago de lo adeudado con más sus intereses y costas, si antes no 

hubiese recurrido a este procedimiento. Si, según el contrato, el tomador puede 

hacer ejercicio de la opción de compra, en el mismo plazo puede pagar, además, el 

precio de ejercicio de esa opción, con sus accesorios contractuales y legales. En 

caso contrario, el juez debe disponer el lanzamiento sin más trámite; 

c) Si el incumplimiento se produce después de haber pagado las tres cuartas partes 

del canon, la mora es automática; el dador debe intimarlo al pago y el tomador tiene 
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la opción de pagar lo adeudado más sus intereses dentro de los noventa días, 

contado  a partir de la recepción de la notificación si antes no hubiera recurrido a ese 

procedimiento, o el precio de ejercicio de la opción de compra que resulte de la 

aplicación del contrato, a la fecha de la mora, con sus intereses. Pasado ese plazo 

sin que el pago se verifique, el dador puede demandar el desalojo, de lo que debe 

darse vista al tomador por cinco días, quien sólo puede paralizarlo ejerciendo alguna 

de las opciones previstas en este inciso, agregándole las costas del proceso; 

d) producido el desalojo, el dador puede reclamar el pago de los períodos de canon 

adeudados hasta el momento del lanzamiento, con más sus intereses y costas, por 

la vía ejecutiva. El dador puede también reclamar los daños y perjuicios que resulten 

del deterioro anormal de la cosa imputable al tomador por dolo, culpa o negligencia 

por la vía procesal pertinente. 

Artículo 1249. Secuestro y ejecución en caso de muebles. Cuando el objeto de 

leasing es una cosa mueble, ante la mora del tomador en el pago del canon, el 

dador puede  

a) obtener el inmediato secuestro del bien, con la sola presentación del contrato 

inscrito, y la prueba de haber interpelado al tomador por un plazo no menor de cinco 

días para la regularización. Producido el secuestro, queda resuelto el contrato. El 

dador puede  promover ejecución por el cobro del canon que se haya devengado 

ordinariamente hasta el período íntegro en que se produjo el secuestro, la cláusula 

penal pactada en el contrato y sus intereses; todo ello sin perjuicio de la acción del 

dador por los daños y perjuicios, y la acción del tomador si correspondieran; o 

b) accionar por vía ejecutiva por el cobro del canon no pagado, incluyendo la 

totalidad del canon pendiente; si así se hubiera convenido, con la sola presentación 

del contrato inscripto y sus accesorios. En este caso, sólo procede el secuestro 

cuando ha vencido el plazo ordinario del leasing sin haberse pagado el canon 

íntegro y el precio de la opción de compra, o cuando se demuestre sumariamente el 

peligro en la conservación del bien, debiendo el dador otorgar caución suficiente. En 

el juicio ejecutivo previsto en ambos incisos, puede incluirse la ejecución contra los 

fiadores o garantes del tomador. El domicilio constituido es el fijado en el contrato. 

El leasing es un verdadero método de financiación sumamente ventajoso para las 

empresas, en especial para las pequeñas y medianas empresas, que permite 

adquirir activos fijos (bienes que la empresa necesita) sin compromiso de capital 

inicial (por falta de liquidez o uso alternativo del capital con mayor beneficio). De esta 

manera el empresario puede destinar los recursos que hubiera destinado a la 

adquisición de equipos y maquinarias, para el desarrollo de otras actividades, lo que 

permite no solo la diversificación, sino el uso racional de los fondos líquidos de la 

empresa. 

Permite la sustitución y renovación de equipos, maquinarias, instalaciones y 

programas. Es el medio más apto y económico para adaptar la estructura de la 

empresa a las innovaciones derivadas del avance tecnológico, constituyendo una 
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interesante herramienta de fomento de la inversión productiva, contribuyendo al 

desarrollo general de la economía. 

Una de las herramientas con las que cuentan las pymes para poder mejorar su 

productividad y pensar en el largo plazo es, sin dudas, el leasing. Esta herramienta 

les permite mantenerse actualizados tecnológicamente en una sociedad de 

empresas cada vez más competitivas. 
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CONTRATO DE FRANQUICIA 

Por: Mara Díaz 

SUMARIO: Introducción. El contrato de franquicia en el Código Civil y Comercial: 

Concepto y clases de franquicias. Elementos del contrato. Plazo contractual. 

Cláusulas nulas. Responsabilidad de las partes. Extinción del contrato. El contrato 

de franquicia comercial y el derecho de defensa de la competencia en Argentina. 

Introducción: 

El contrato de franquicia comercial o franchising tuvo sus antecedentes en Estados 

Unidos a principios de siglo pasado, pero toma auge en la década del 50.  

Hoy es un fenómeno mundial, particularmente en el rubro de comidas rápidas. 

Nombres como Mac Donald´s o Coca Cola operan en nuestro país bajo el modelo de 

franquicia comercial. 

En el derecho comparado no hay consenso sobre una definición jurídica. Sin 

embargo desde el punto de vista económico, no cabe duda que la franquicia es un 

método o sistema vinculado a la comercialización de productos o servicios. El 

franquiciante tiene un producto o un servicio que sabe que llena una necesidad del 

mercado consumidor. Su principal interés es saber cómo puede distribuir mejor ese 

producto o servicio del modo más eficiente y efectivo, para acceder lo más 

rápidamente posible a nuevos territorios.  

Anteriormente la misma empresa fabricaba un producto y por medio de sus 

representantes dependientes lo comercializaba. Cuando la evolución de los 

negocios determinó que este sistema se tornaba administrativamente inmanejable, 

confió la distribución a grandes tiendas mayoristas. 

Con el tiempo las empresas fabricantes comienzan a sustituir a su red de mayoristas 

independientes, favoreciendo la creación de distribuidores exclusivos, dado que éste 

último depende en mayor grado del fabricante que es mayorista, pues éste 

comercializa muchas líneas de productos  que no sólo compiten entre sí, sino que a 

veces corresponden a productos totalmente disímiles. 

La distribución de productos de alta calidad o alta técnica hizo que el fabricante 

prefiriera, por razones de prestigio, la utilización de distribuidores exclusivos. De la 

distribución exclusiva se pasó a la concesión comercial y a la franquicia comercial. 

La palabra franquicia es históricamente sinónimo de privilegio. En la Edad Media, las 

ciudades de “cartas francas” tenían privilegios especiales que garantizaban ciertas 

libertades o autonomías para la ciudad (dispensa permanente de pagar tributo al rey 

o señor) o para sus ciudadanos (ej. derecho de circulación). 

La franquicia comercial como relación entre dos particulares, tuvo su inicio en el siglo 

XIX, en los Estados Unidos, antes de la guerra civil norteamericana, alrededor de 

1850, cuando la Singer Sewing Machine Company, resolvió otorgar una serie de 
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franquicias a comerciantes independientes, interesados en la comercialización de 

sus productos. 

En 1898 la General Motors también adoptó la franquicia como estrategia para 

expandir su red de distribuidores. Ya en 1899 Coca Cola pasó a otorgar franquicias 

para el embotellamiento de su producto. 

Pero el verdadero desenvolvimiento de la franquicia, como método de expansión de 

los negocios, se dio a partir de comienzos del siglo XX, cuando otros fabricantes de 

autos norteamericanos emularon a General Motors. Luego se enrolaron empresas 

tan dispares como supermercados o comidas rápidas.  

En 1930 las compañías petroleras adoptaron el sistema. 

La gran expansión sin embargo, se hizo efectiva después de la Segunda Guerra 

Mundial en los Estados Unidos, con el desenvolvimiento del business formal 

franchising. En 1954 Coca Cola adoptó la franquicia. 

El contrato de franquicia en el Código Civil y Comercial. 

El contrato de franquicia hasta el momento de la sanción del Código Civil y 

Comercial era un contrato átipico e innominado.  

La nueva regulación establece definiciones, las obligaciones de las partes y pautas 

sobre la responsabilidad. 

Concepto y clases de franquicias: 

La franquicia puede ser considerada un sistema de comercialización de un producto 

o servicio. Es un contrato entre dos partes, por el cual el franquiciante permite al 

franquiciado comercializar un cierto producto o servicio bajo su marca y símbolo, 

contra el pago de un derecho de entrada o de regalías, o de ambas cosas. 

Es el franquiciado el que hace la inversión necesaria para el negocio, por lo cual es 

un empresario independiente. Sin embargo la franquicia comercial es también un 

método de enseñanza para operar un negocio probado. 

Por lo tanto hay que tener en cuenta que el concepto de franquicia comercial abarca 

estos dos aspectos, tal y como fue receptado por el Código Civil y Comercial en la 

definición del art. 1512.  

ARTÍCULO 1512.- Concepto. Hay franquicia comercial cuando una parte, 

denominada franquiciante, otorga a otra, llamada franquiciado, el derecho a utilizar 

un sistema probado, destinado a comercializar determinados bienes o servicios bajo 

el nombre comercial, emblema o la marca del franquiciante, quien provee un 

conjunto de conocimientos técnicos y la prestación continua de asistencia técnica o 

comercial, contra una prestación directa o indirecta del franquiciado. 
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El franquiciante debe ser titular exclusivo del conjunto de los derechos intelectuales, 

marcas, patentes, nombres comerciales, derechos de autor y demás comprendidos 

en el sistema bajo franquicia; o, en su caso, tener derecho a su utilización y 

transmisión al franquiciado en los términos del contrato. 

El franquiciante no puede tener participación accionaria de control directo o indirecto 

en el negocio del franquiciado. 

Hay dos clases de franquicias definidas legalmente: 

1) Franquicia mayorista: el art. 1513 la define en el inc. a) ―… es aquella en 

virtud de la cual el franquiciante otorga a una persona física o jurídica un 

territorio o ámbito de actuación nacional o regional o provincial con derecho 

de nombrar subfranquiciados, el uso de sus marcas y sistema de franquicias 

bajo contraprestaciones específicas;‖ 

Mediante dicho sistema, se establece la posibilidad de otorgar subfranquicias por 

parte del franquiciado, con autorización del franquiciante, lo que también se conoce 

en el mercado como “master franquicias”. 

2) Franquicia de desarrollo: el art. 1513 inc. b) dice que “… es aquella en virtud 

de la cual el franquiciante otorga a un franquiciado denominado desarrollador 

el derecho a abrir múltiples negocios franquiciados bajo el sistema, método y 

marca del franquiciante en una región o en el país durante un término 

prolongado no menor a cinco años, y en el que todos los locales o negocios 

que se abren dependen o están controlados, en caso de que se constituyan 

como sociedades, por el desarrollador, sin que éste tenga el derecho de ceder 

su posición como tal o subfranquiciar, sin el consentimiento del 

franquiciante;…‖ 

También las franquicias pueden clasificarse como: 

 Franquicias comerciales: es aquella en la cual el franquiciante cede a sus 

franquiciados, todos los elementos necesarios que le permitan la venta de 

productos o servicios al consumidor final, por ej: telefonía celular, tiendas de 

regalos, cafés, agencias de viajes. 

 Franquicias industriales: es aquella en la cual el franquiciante cede al 

franquiciado el derecho de fabricación, la tecnología, la comercialización de 

los productos, la marca, los procedimientos administrativos y de gestión y las 

técnicas de venta, por ejemplo, las franquicias de comida. 

ARTÍCULO 1513.- Definiciones. A los fines de la interpretación del contrato se 

entiende que: 

a. franquicia mayorista es aquella en virtud de la cual el franquiciante otorga a una 

persona física o jurídica un territorio o ámbito de actuación nacional o regional o 
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provincial con derecho de nombrar subfranquiciados, el uso de sus marcas y sistema 

de franquicias bajo contraprestaciones específicas; 

b. franquicia de desarrollo es aquella en virtud de la cual el franquiciante otorga a un 

franquiciado denominado desarrollador el derecho a abrir múltiples negocios 

franquiciados bajo el sistema, método y marca del franquiciante en una región o en 

el país durante un término prolongado no menor a cinco años, y en el que todos los 

locales o negocios que se abren dependen o están controlados, en caso de que se 

constituyan como sociedades, por el desarrollador, sin que éste tenga el derecho de 

ceder su posición como tal o subfranquiciar, sin el consentimiento del franquiciante; 

c. sistema de negocios: es el conjunto de conocimientos prácticos y la experiencia 

acumulada por el franquiciante, no patentado, que ha sido debidamente probado, 

secreto, sustancial y transmisible. Es secreto cuando en su conjunto o la 

configuración de sus componentes no es generalmente conocida o fácilmente 

accesible. 

Es sustancial cuando la información que contiene es relevante para la venta o 

prestación de servicios y permite al franquiciado prestar sus servicios o vender los 

productos conforme con el sistema de negocios. Es transmisible cuando su 

descripción es suficiente para permitir al franquiciado desarrollar su negocio de 

conformidad a las pautas creadas o desarrolladas por el franquiciante. 

Elementos del contrato 

 Sujetos: 

 Franquiciante (franchisor): es el propietario del plan negocial, marca, 

patente, nombre, método, sistema de ventas, que autoriza a otra 

persona su implementación y explotación bajo sus propia asistencia y 

control durante toda la vigencia del contrato. 

 Franquiciado (franchisee): es aquel autorizado por el franquiciante para 

explotar el nuevo establecimiento comercial. 

Ambos son empresarios que pueden ser personas humanas con capacidad de 

derecho y ejercicio (art. 22 y 23 Cód. C. y Com) o bien personas jurídicas con aptitud 

para adquirir derechos y contraer obligaciones para el cumplimiento de su objeto y 

los fines de su creación. 

En cualquier caso, tanto franquiciante como franquiciado forman empresas 

autónomas, jurídicamente independientes, no pudiendo estar unidos por lazos de 

dependencia o subordinación jurídica alguna. Y si bien frente a terceros se crea una 

apariencia de “indiferenciada actividad comercial”, o sea, una especie de 

dependencia funcional del franquiciado respecto del franquiciante, lo cierto es que 

ambos tienen su propia personalidad y asumiendo cada uno los riesgos derivados 

de la actividad desarrollada. 
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Según Bescós, no hay dependencia entre las partes, dado que son empresarios 

independientes, pero si hay subordinación económica. 

 Objeto: 

El objeto de la franquicia será siempre la autorización del franquiciado para explotar 

el plan negocial, que generalmente incluirá el permiso para el uso de una marca 

comercial y/o patentes involucradas, y los métodos y procesos de comercialización 

que constituyen el know how  que se transferirá y que forma parte de dicho plan 

negocial, suministro de productos, instrucciones, capacitación y asistencia técnica. 

En otras palabras, el objeto consistirá en: 

a) Licencia de marca: el franquiciante transmite legalmente al franquiciado los 

derechos que, como titular, ejerce sobre la marca, signos o símbolos que 

distinguen la calidad, prestigio o imagen de su producto o servicio, junto con 

una serie de normas y métodos operativos que garantizan una 

comercialización uniforme. 

b) Transferencia de know how: se trata de un elemento clave que, sin duda, 

distingue la franquicia de otras figuras comerciales. El know how ha sido 

definido por la Cámara Internacional de Comercio como “…la totalidad de los 

conocimientos, del saber especializado y de la experiencia volcados en el 

procedimiento y en la realización técnica de la fabricación de un producto”. 

Asimismo “… este concepto puede designar no solamente fórmulas y 

procedimientos secretos, sino también una técnica que guarde conexión con 

procedimientos de fabricación patentados y que sea necesaria para hacer uso 

de la patente. Puede también designar procedimientos prácticos, 

particularidades y conocimientos especializados técnicos, que fueron siendo 

obtenidos por un productor a través de investigaciones y que no deben ser 

adquiridos aun por la competencia…”. Queda claro que la autorización de uso 

tendrá un límite temporal dado por el plazo de vigencia del contrato de 

franquicia comercial. 

c) Asistencia técnica: se materializa, por lo general, en los manuales de 

operación que son documentos que estandarizan la forma de operar de una 

franquicia, pues contienen información relativa a temas de producción, 

contabilidad, recursos humano, publicidad, promoción y mantenimiento. 

 Contraprestaciones: Regalías y canon. 

La regalía o “royalty” es una contraprestación periódica, generalmente mensual que 

consiste en el pago que realiza el franquiciado a l franquiciante en concepto de los 

beneficios derivados de la explotación de la franquicia, equivalente a un porcentaje 

sobre las ventas brutas que, en promedio, va del 3% al 6%. 
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El canon, cuota inicial o “franchise free‖, es el pago que, en concepto de derecho de 

entrada, hace el franquiciado, por una sola vez, cuando compra su participación en 

la red. 

 Exclusividad de territorio: 

Al respecto el art. 1517 del Código Civil y Comercial establece “Cláusulas de 

exclusividad. Las franquicias son exclusivas para ambas partes. El franquiciante no 

puede autorizar otra unidad de franquicia en el mismo territorio, excepto con el 

consentimiento del franquiciado. El franquiciado debe desempeñarse en los locales 

indicados, dentro del territorio concedido o, en su defecto, en su zona de influencia, 

y no puede operar por sí o por interpósita persona unidades de franquicia o 

actividades que sean competitivas. Las partes pueden limitar o excluir la 

exclusividad‖. 

Por su parte, el franquiciado tendrá una zona de influencia donde podrá 

comercializar los productos o servicios objeto de la franquicia, debiendo abstenerse 

de distribuirlos fuera de ese ámbito, ya sea directa o indirectamente. La violación por 

el franquiciado del pacto de exclusividad espacial o territorial, lo hace responsable 

frente al franquiciante y habitualmente es considerada una causal de resolución del 

contrato de franquicia comercial. 

 Obligaciones del franquiciante: 

El franquiciante se obliga respecto de una zona territorial determinada a: no 

conceder el derecho de explotar la franquicia o parte de ella a terceros; no 

suministrar los mismos productos a terceros; no explotar ni comercializar por sí los 

mismos productos o servicios, salvo, claro está, previsión expresa en el contrato. 

Adicionalmente, deberá mantener una relación continua de asesoramiento con el 

franquiciado en lo referido a áreas de comercialización, técnicas de ventas y 

operaciones comerciales en general; proveer al franquiciado las normas, 

procedimientos y técnicas del sistema de franquicia otorgado; considerar la 

publicidad que el franquiciado le proponga. 

El contrato podría incluir la obligación del franquiciante de entregar al franquiciado 

uniformes para el personal y el material de empaque, con cargo al franquiciado. 

Habitualmente el franquiciante se obliga a fijar una política de precios de venta al 

público, de manera de lograr uniformidad en todo el país o iguales o similares en los 

exhibidos en las otras franquicias. 

También el contrato de franquicia podría obligar al franquiciante a dictar los cursos 

de entrenamiento del personal y prestar asesoramiento permanente en lo relativo a 

técnicas de comercialización, liquidaciones, stock, etc. Durante todo el plazo de 

vigencia acordado. 

ARTÍCULO 1514.- Obligaciones del franquiciante. Son obligaciones del 

franquiciante: 
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a. proporcionar, con antelación a la firma del contrato, información económica y 

financiera sobre la evolución de dos años de unidades similares a la ofrecida en 

franquicia, que hayan operado un tiempo suficiente, en el país o en el extranjero; 

b. comunicar al franquiciado el conjunto de conocimientos técnicos, aun cuando no 

estén patentados, derivados de la experiencia del franquiciante y comprobados por 

éste como aptos para producir los efectos del sistema franquiciado; 

c. entregar al franquiciado un manual de operaciones con las especificaciones útiles 

para desarrollar la actividad prevista en el contrato; 

d. proveer asistencia técnica para la mejor operatividad de la franquicia durante la 

vigencia del contrato; 

e. si la franquicia comprende la provisión de bienes o servicios a cargo del 

franquiciante o de terceros designados por él, asegurar esa provisión en cantidades 

adecuadas y a precios razonables, según usos y costumbres comerciales locales o 

internacionales; 

f. defender y proteger el uso por el franquiciado, en las condiciones del contrato, de 

los derechos referidos en el artículo 1512, sin perjuicio de que: 

i. en las franquicias internacionales esa defensa está contractualmente a cargo del 

franquiciado, a cuyo efecto debe ser especialmente apoderado sin perjuicio de la 

obligación del franquiciante de poner a disposición del franquiciado, en tiempo 

propio, la documentación y demás elementos necesarios para ese cometido; 

ii. en cualquier caso, el franquiciado está facultado para intervenir como interesado 

coadyuvante, en defensa de tales derechos, en las instancias administrativas o 

judiciales correspondientes, por las vías admitidas por la ley procesal, y en la medida 

que ésta lo permita. 

 Obligaciones del franquiciado: 

La obligación esencial del franquiciado, será cumplir en tiempo y forma con el pago 

de las contraprestaciones dinerarias que se hubieren establecido en el contrato. A su 

vez, en lo referido al ámbito de actuación, el franquiciado se obligará a: explotar la 

franquicia sólo a través del o de los locales predeterminados, objeto del contrato; no 

convenir con terceros franquicias fuera del territorio asignado, en caso de estar 

facultado a subfranquiciar; abstenerse de captar clientela fuera del territorio 

asignado; no fabricar, vender o utilizar, dentro del ámbito de la franquicia, productos  

que compitan con los que son objeto del contrato; no vender productos que no sean 

suministrados por el franquiciante o por los proveedores autorizados por él, etc. 

Adicionalmente el franquiciado se obligará a decorar el local de acuerdo a las 

especificaciones técnicas y arquitectónicas que le provea el franquiciante, 

inaugurarlo en una fecha determinada, y mantenerlo abierto y en operación normal 

en los días y horarios.  
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Por último deberá mantener actualizado el recuento físico del stock de los productos, 

llevar la contabilidad en legal forma, cumplir con toda la normativa que rija su 

actividad, incluyendo la fiscal, laboral y previsional, contratar los seguros que 

establezca el contrato y, si la contraprestación del franquiciado estuviera relacionada 

con el nivel de ventas de los productos, el contrato podrá establecer  la obligación 

del franquiciado de informar periódicamente al franquiciante las ventas efectuadas, 

los precios de venta, etc. 

ARTÍCULO 1515.- Obligaciones del franquiciado. Son obligaciones mínimas del 

franquiciado: 

a. desarrollar efectivamente la actividad comprendida en la franquicia, cumplir las 

especificaciones del manual de operaciones y las que el franquiciante le comunique 

en cumplimiento de su deber de asistencia técnica; 

b. proporcionar las informaciones que razonablemente requiera el franquiciante para 

el conocimiento del desarrollo de la actividad y facilitar las inspecciones que se 

hayan pactado o que sean adecuadas al objeto de la franquicia; 

c. abstenerse de actos que puedan poner en riesgo la identificación o el prestigio del 

sistema de franquicia que integra o de los derechos mencionados en el artículo1512, 

segundo párrafo, y cooperar, en su caso, en la protección de esos derechos; 

d. mantener la confidencialidad de la información reservada que integra el conjunto 

de conocimientos técnicos transmitidos y asegurar esa confidencialidad respecto de 

las personas, dependientes o no, a las que deban comunicarse para el desarrollo de 

las actividades. Esta obligación subsiste después de la expiración del contrato; 

e. cumplir con las contraprestaciones comprometidas, entre las que pueden pactarse 

contribuciones para el desarrollo del mercado o de las tecnologías vinculadas a la 

franquicia. 

ARTÍCULO 1518.- Otras cláusulas. Excepto pacto en contrario: 

a. el franquiciado no puede ceder su posición contractual ni los derechos que 

emergen del contrato mientras está vigente, excepto los de contenido dinerario. Esta 

disposición no se aplica en los contratos de franquicia mayorista destinados a que el 

franquiciado otorgue a su vez subfranquicias, a esos efectos. En tales supuestos, 

debe contar con la autorización previa del franquiciante para otorgar subfranquicias 

en las condiciones que pacten entre el franquiciante y el franquiciado principal; 

b. el franquiciante no puede comercializar directamente con los terceros, 

mercaderías o servicios comprendidos en la franquicia dentro del territorio o zona de 

influencia del franquiciado; 

c. el derecho a la clientela corresponde al franquiciante. El franquiciado no puede 

mudar la ubicación de sus locales de atención o fabricación. 

Plazo contractual: 
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En el contrato de franquicia un tema que ha traído grandes discusiones es, sin lugar 

a dudas, la fijación de un plazo mínimo legal y la transformación, en caso de 

continuación, en un contrato de plazo indeterminado. 

En efecto el art. 1516 primer párrafo remite al art. 1506 que dispone ―el plazo del 

contrato de concesión no puede ser inferior a 4 años. Pactado un plazo menor o si el 

tiempo es indeterminado, se entiende convenido por 4 años‖.  

A modo de excepción el art. 1516 determina la posibilidad de pactos especiales de 

duración en caso de ferias, congresos, actividades dentro de predios o similares. 

ARTÍCULO 1516.- Plazo. Es aplicable el artículo 1506, primer párrafo. Sin embargo, 

un plazo inferior puede ser pactado si se corresponde con situaciones especiales 

como ferias o congresos, actividades desarrolladas dentro de predios o 

emprendimientos que tienen prevista una duración inferior, o similares. Al 

vencimiento del plazo, el contrato se entiende prorrogado tácitamente por plazos 

sucesivos de un año, excepto expresa denuncia de una de las partes antes de cada 

vencimiento con treinta días de antelación. 

A la segunda renovación, se transforma en contrato por tiempo indeterminado. 

En otras palabras, salvo en estos supuestos especiales, el contrato de franquicia no 

puede tener una duración menor a 4 años, la norma legal remite al contrato de 

concesión. 

Queda claro que la intención es asegurarle al franquiciado un plazo razonable para 

recuperar su inversión. Sin embargo, esta solución es criticada por algunos autores, 

por considerar que la razonabilidad del plazo dependerá de cada tipo de negocio 

objeto de la franquicia. Y, por el contrario, en vez de beneficiar al franquiciado, el 

Código terminaría perjudicándolo. 

En efecto, al establecer el Código un plazo mínimo, no hace otra cosa que obligar al 

franquiciante, indirectamente, a pactar la rescisión unilateral incausada y la 

consecuente renuncia del franquiciado a cualquier indemnización, al margen de la 

referida al preaviso que, lógico es suponer, también se tarifará de antemano. 

Cláusulas nulas: 

ARTÍCULO 1519.- Cláusulas nulas. No son válidas las cláusulas que prohíban al 

franquiciado: 

a. cuestionar justificadamente los derechos del franquiciante mencionado en el 

artículo 1512, segundo párrafo; 

b. adquirir mercaderías comprendidas en la franquicia de otros franquiciados dentro 

del país, siempre que éstos respondan a las calidades y características 

contractuales; 

c. reunirse o establecer vínculos no económicos con otros franquiciados. 
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Responsabilidad de las partes: 

ARTÍCULO 1520.- Responsabilidad. Las partes del contrato son independientes, y 

no existe relación laboral entre ellas. En consecuencia: 

a. el franquiciante no responde por las obligaciones del franquiciado, excepto 

disposición legal expresa en contrario; 

b. los dependientes del franquiciado no tienen relación jurídica laboral con el 

franquiciante, sin perjuicio de la aplicación de las normas sobre fraude laboral; 

c. el franquiciante no responde ante el franquiciado por la rentabilidad del sistema 

otorgado en franquicia. 

El franquiciado debe indicar claramente su calidad de persona independiente en sus 

facturas, contratos y demás documentos comerciales; esta obligación no debe 

interferir en la identidad común de la red franquiciada, en particular en sus nombres 

o rótulos comunes y en la presentación uniforme de sus locales, mercaderías o 

medios de transporte.  

ARTÍCULO 1521.- Responsabilidad por defectos en el sistema. El franquiciante 

responde por los defectos de diseño del sistema, que causan daños probados al 

franquiciado, no ocasionados por la negligencia grave o el dolo del franquiciado. 

Extinción del contrato: 

ARTÍCULO 1522.- Extinción del contrato. La extinción del contrato de franquicia se 

rige por las siguientes reglas: 

a. el contrato se extingue por la muerte o incapacidad de cualquiera de las partes; 

b. el contrato no puede ser extinguido sin justa causa dentro del plazo de su vigencia 

original, pactado entre las partes. Se aplican los artículos 1084 y siguientes; 

c. los contratos con un plazo menor de tres años justificado por razones especiales 

según el artículo 1516, quedan extinguidos de pleno derecho al vencimiento del 

plazo; 

d. cualquiera sea el plazo de vigencia del contrato, la parte que desea concluirlo a la 

expiración del plazo original o de cualquiera de sus prórrogas, debe preavisar a la 

otra con una anticipación no menor de un mes por cada año de duración, hasta un 

máximo de seis meses, contados desde su inicio hasta el vencimiento del plazo 

pertinente. En los contratos que se pactan por tiempo indeterminado, el preaviso 

debe darse de manera que la rescisión se produzca, cuando menos, al cumplirse el 

tercer año desde su concertación. En ningún caso se requiere invocación de justa 

causa. La falta de preaviso hace aplicable el artículo 1493. 

La cláusula que impide la competencia del franquiciado con la comercialización de 

productos o servicios propios o de terceros después de extinguido el contrato por 
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cualquier causa, es válida hasta el plazo máximo de un año y dentro de un territorio 

razonable habida cuenta de las circunstancias. 

El contrato de franquicia comercial y el derecho de defensa de la competencia 

en Argentina. 

La ley de defensa de la competencia nº 25.156 establece en su art. 1 que “Están 

prohibidos y serán sancionados de conformidad con las normas de la presente ley, 

los actos o conductas, de cualquier forma manifestados, relacionados con la 

producción e intercambio de bienes o servicios, que tengan por objeto o efecto 

limitar, restringir, falsear o distorsionar la competencia o el acceso al mercado o que 

constituyan abuso de una posición dominante en un mercado, de modo que pueda 

resultar perjuicio para el interés económico general‖. 

En el sistema de franquicia existe un método asociativo vertical, con una posición 

dominante del franquiciante como titular de la marca y del know how del sistema 

negocial. Esta posición de dominación se ejerce mediante un control externo, a 

través de vinculaciones inter-empresarias que en la mayoría de los casos generan o 

establecen una dependencia económica que se manifiesta mediante restricciones 

contractuales impuestas por una sociedad respecto a inversiones, otorgamiento de 

préstamos para logar estándares de calidad, asistencia técnica etc. 

El Código Civil y Comercial  ha establecido como regla general lo que el resto de las 

legislaciones han establecido como excepción o exclusión. Dicha elaboración 

normativa parte de la premisa de que los diversos franquiciados de un mismo 

producto y marca, empresarios independientes, pero dedicados a idéntica actividad, 

no son competidores entre sí a los efectos de la ley de defensa de la competencia. Y 

que ciertas decisiones esenciales del sistema de precios u otros aspectos de la 

comercialización corresponden exclusivamente al franquiciante y deben ser 

acatadas por los franquiciados de la cadena, y pueden ser consideradas como 

asociadas a un sistema de distribución en marcha. 

Por último, hasta la sanción del Código la mayoría de la doctrina había coincidido en 

que era pertinente pactar ciertas restricciones a las actividades del franquiciado, a fin 

de evitar que pudiera vincularse directa o indirectamente con empresas 

competidoras del franquiciante. Y, una vez concluido el vínculo contractual, dichas 

restricciones debían mantenerse, a fin de evitar una desviación de la clientela hacia 

otra marca competitiva. Pero dicha restricción, no podía ser ilimitada en el tiempo. 

ARTÍCULO 1523.- Derecho de la competencia. El contrato de franquicia, por sí 

mismo, no debe ser considerado un pacto que limite, restrinja o distorsione la 

competencia. 

El art. 1522 in fine, establece que “La cláusula que impide la competencia del 

franquiciado con la comercialización de productos o servicios propios o de terceros 

después de extinguido el contrato por cualquier causa, es válida hasta el plazo 
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máximo de un año y dentro de un territorio razonable habida cuenta de las 

circunstancias‖. 
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GUÍA DE APRENDIZAJES DERECHO II – RECESO MARZO 2020 

Las referidas actividades deberán ser realizadas en forma individual y serán 

solicitadas por la docente en la primera clase posterior al receso. 

1. Leer detenidamente el material proporcionado desde  la página  1 a la 22: Hecho y 

Acto Jurídico. 

2. Realizar un mapa conceptual de: Hecho y acto jurídico. 

3. Realizar un mapa conceptual de: Vicios de la voluntad. 

4. Manifestación de la voluntad: Refiera a la forma de expresión: 

a) Una persona sube al colectivo y marca el viaje con la tarjeta. 

b) Los futuros cónyuges dan el sí ante el oficial público en la celebración del 

matrimonio. 

c) Un deudor recibe la notificación del juez que debe contestar la demanda de su 

acreedor y no contesta. 

d) A un señor se le inicia una demanda de filiación y se niega a realizarse la prueba de 

ADN. 

5. Ejemplifique los diferentes vicios de la voluntad. 

 

 


